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Presentación: 
Consenso y polarización en España
El traspaso del gobierno de José M aría Aznar a José Luis Rodríguez 
Zapatero como consecuencia de las elecciones del 14 de marzo de 2004 
ha tenido secuelas profundas para la convivencia de los españoles. Se 
abrieron grietas y abismos al interior de la sociedad que siguen marcan­
do la visión política de España incluso tres años después. La sociedad 
vive un nivel de polarización política continua, que no permite la com­
paración con los tiempos de consenso de la transición a la democracia. 
Decisiones del gobierno del Partido Popular (PP) fueron revocadas por 
el gobierno del rSO E, reclamando el mandato popular en base a! resul­
tado electoral. Para algunos observadores parece darse una situación de 
péndulo político que implica orientaciones encontradas en muchos 
ámbitos de la vida social, teniendo como consecuencia la revisión pro­
funda de las decisiones del gobierno anterior, siempre y cuando hayan 
cambiado los signos políticos después de una elección nacional.
Esta situación de confrontación parece modificar a la sociedad espa­
ñola, lo cual hace necesaria una revisión analítica de la llamada “cris- 
pación” en cuanto a sus causas y sus efectos tanto en las diversas áreas 
de política, ya sean de índole interior o exterior. Se hace visible una 
sociedad española que parece encontrarse en una fase de transición con 
múltiples rupturas internas, relacionadas con el debate sobre su auto- 
percepción, un tema vinculado en última instancia con un pasado sin 
resolver. A estas escisiones internas parecen coadyuvar en el presente 
los partidos políticos por medio de sus estrategias de polarización; 
siem pre de nuevo las tím idas tendencias para un entendim iento son 
socavadas.
A la pregunta, si existen en esta sociedad ciertas zonas, que podrían 
ser protegidas de la embestida polarizante, como p. ej. la política exte­
rior, se tiene que responder con una negación. El alcance de la instru­
mentación de múltiples temas por parte de los intereses de los partidos
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políticos para sus fines de consolidar su electorado parece ser bastante 
grande. Por ende será apenas probable que con las elecciones de 2008 
los electores puedan, con su voto, realizar una decisión que obligue a 
los actores políticos a replantear sus acciones y forzarlos a un nuevo 
ajuste de sus estrategias frente a la sociedad. Hasta la fecha siguen 
dominando las posiciones políticas ideologizadas y la lógica de organi­
zación de sus respectivos aparatos. Esto no sólo vale para el PP, que 
desde su debacle en el contexto de los ataques terroristas de marzo de 
2004 parece encontrarse en constante campaña electoral, sino también 
para el gobierno socialista, que sigue atizando las dimensiones históri­
cas del enfrentamiento político en contextos de la actualidad.
El presente volum en invita a una revisión de las diferentes áreas 
políticas con el fin de analizar hasta dónde una divergencia fundamen­
tal rige los debates públicos o si se trata más bien de una cancelación 
momentánea de consensos existentes. Para esta tarea habrá que tomar 
en cuenta no solamente los casi tres años del gobierno socialista sino 
también los dos gobiernos del PP bajo José María Aznar.
Así en materia de política exterior el anterior consenso fundamental 
entre los partidos sufrió cambios debido al nuevo énfasis de Aznar en la 
relación atlántica. Sin embargo, el retorno del Partido Socialista al 
gobierno no se reflejó en retomar el consenso pasado. Hay que partir de 
la premisa de que, a raíz de la polarización de cuño político interior, no 
se lograron desarrollar posiciones de política exterior conjuntas que, a 
su vez, puedan ser viables más allá de los partidos y del actual gobier­
no. Sigue abierta la necesidad de una discusión de fondo del papel que 
España anhela jugar en las relaciones internacionales, evitando en el 
exterior la impresión de una “política de columpio incalculable”, por lo 
que hay orientaciones fundamentales que siguen teniendo vigencia a 
mediano plazo. En relación con la política exterior desde el gobierno 
de Rodríguez Zapatero se puede delinear un curso por reposicionar al 
país desde la periferia de Europa en dirección al centro. Esto por un 
lado ha dependido de la nueva definición de la relación con los Estados 
Unidos (por ejemplo, la retirada de las tropas de Irak). Por el otro lado, 
los españoles aspiran a una mayor presencia en la UE a través de una 
relación más estrecha con Francia y Alemania sin desaprovechar las 
posibilidades del poder medio como conciliador entre diferentes gru­
pos hacia adentro de la misma Unión. Rastreando los lineamientos fun­
damentales de la política exterior española se puede encontrar una res­
Presentación 9
puesta a la pregunta de en qué medida el gobierno de Rodríguez Zapa­
tero realm ente está im pulsando una orientación nueva de la misma. 
Existe un consenso enorme en la población española sobre el ingreso 
del país en el año 1986 en la UE (como señalan Ángel Viñas y Walther L. 
Bemecker en este volumen), porque se veía este camino como una rup­
tura consciente con el pasado de la dictadura franquista. Señalan nues­
tros autores que fundamentalmente había tres opciones para el posicio- 
namiento internacional de la España postfranquista: en primer lugar el 
acercamiento a la Unión Europea, en segundo lugar una relación más 
estrecha con América Latina y África y en tercer lugar una posición 
fundamentalmente neutral. La decisión de pertenecer a la UE ligaba el 
proceso de democratización española a la prioridad para con el conti­
nente europeo, elemento esencial del consenso en materia de política 
exterior.
El papel de España en la Unión Europea ha sido determinado por 
distintos factores. Por un lado son significativos los factores estructura­
les como su ubicación geográfica y geopolítica, al igual que los niveles 
de desarrollo económico. Por otro lado hay una serie de elementos que 
son consecuencia de la estructura interna particular de España (por 
ejemplo, la variedad de culturas e identidades, el desarrollo económico 
relativo de algunas regiones). Por último le corresponde a España un 
papel mediador de especial envergadura entre el área del Mediterráneo 
y las Américas por un lado y por el otro el continente europeo. El dile­
ma fundamental de la política exterior española reside en la no resuelta 
tensión entre los objetivos de una política exterior nacionalista clásica 
y su inclusión creciente en la política exterior común del cuño de la 
Unión Europea. Esta tensión parece ser el origen de muchos debates en 
la búsqueda de un perfd propio de política exterior española.
Gracias a la afdiación de España a la Unión Europea, ésta a su vez 
logró mayor presencia en el área mediterránea, como demuestra Eduard 
Soler en su aportación a este volumen. A España le correspondía un 
papel decisivo en la configuración de las relaciones en la región. Desde 
1995 se ha venido buscando - a  partir del proceso de Barcelona- una 
política exterior común de la UE en relación con los países colindantes 
con el Mediterráneo. Al lado de la defensa de los intereses nacionales, 
la política exterior española se ha visto mayormente imbuida en este 
contexto institucional. Los actores principales del hemisferio occiden­
tal en el Mediterráneo son Francia, Italia, España y los Estados Unidos.
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Francia es relevante a raíz de sus contactos con las ex-colonias; a Italia 
le corresponde un papel crucial por su emplazamiento geográfico; los 
Estados Unidos m antienen una relación estrecha sobrem anera con 
Israel. En cuanto a España no debe menospreciarse por un lado su situa­
ción geográfica, por el otro, su trato con los estados del Magreb gracias 
al pasado común. Sobre todo en el diálogo que mantiene España con 
los estados árabes, se le estima a esta nación, en comparación con Fran­
cia y los Estados Unidos, más como “contraparte a la misma altura”, 
que presenta a su vez esencialmente raíces culturales comunes. En qué 
medida España pueda cumplir con su rol entre una política nacionalista 
y europea, dependerá en gran parte de su constelación política interior. 
Las relaciones entre España y los Estados Unidos desde 2004 han sufri­
do en apariencia una incisión decisiva: uno de los primeros actos ofi­
ciales del nuevo presidente Rodríguez Zapatero fue el repliegue de las 
tropas españolas estacionadas en Irak. Susanne Gratius argumenta en 
este volumen que aún no se sabe en qué medida este retiro de las tropas 
ha representado en realidad un cambio fundamental del curso de las 
relaciones de España con los Estados Unidos, o si no es más que nada 
un repliegue hacia una política exterior española tradicional. Es cono­
cido que la relación entre España y los Estados Unidos ni es tirante, ni 
es demasiado estrecha. Especialmente en América Latina los dos países 
más que nada se veían en competencia y no como contrapartes. El acer­
camiento de España a los Estados Unidos durante el segundo período 
gubernamental de José M aría Aznar se fundaba aparentemente en las 
buenas relaciones personales de los dos mandatarios. Y a pesar de la 
retirada de las tropas españolas de Irak bajo el gobierno de Rodríguez 
Zapatero, esto no significó que no hubiera más cooperación militar con 
los Estados Unidos (véase como ejemplo la participación de España en 
la m isión de la OTAN en A fganistán). La política del gobierno de 
Rodríguez Zapatero por ende, aparentemente es menos el inicio de un 
capítulo nuevo en las relaciones bilaterales España-Estados Unidos que 
una vuelta a las ya conocidas condiciones tradicionales de las relacio­
nes trasatlánticas.
En relación con Am érica Latina da la im presión como si en el 
gobierno de Rodríguez Zapatero (tam bién en el contexto europeo) 
ganaran en importancia los intereses nacionales españoles, explica Car­
los Malamud, seguramente también a costa de las relaciones hacia otros 
países (como por ejemplo Cuba y Venezuela, a disgusto de los Estados
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Unidos). Sin embargo, no se puede reconocer una estrategia real en 
estos esfuerzos más intensos de las relaciones con América Latina. Es 
más, pudiera ser que América Latina esté ganando en interés por las 
inversiones que en ella realizan compañías españolas. En suma se 
puede resumir, que las relaciones de España para con los Estados Uni­
dos se han relegado a segundo término, después de la importancia que 
para la nación hispana tienen las relaciones hacia la UE y los países 
latinoamericanos.
Un eje central de los niveles de confrontación le corresponde a la 
política interna en sus diferentes escenarios: Se trata tanto de temas 
como el terrorism o interno de ETA, de la concepción de la propia 
nación y su composición por las Autonomías, como del reconocimien­
to propio desde una revisión de la m em oria histórica. A raíz de la 
agenda de política interior (las negociaciones con ETA, los estatutos 
de autonomía, etc.) los impulsos para la elaboración de posturas comu­
nes entre los protagonistas de la polarización pueden considerarse 
como muy restringidos. A pesar de las continuas derrotas en las vota­
ciones y elecciones para la oposición y los éxitos (marginalmente con­
vincentes) del gobierno, el cálculo político de ambos partidos se orien­
tará hacia una victoria en las elecciones de 2008. Entretanto la escisión 
interna de la sociedad española y la polarización entre los poderes 
políticos será tan pronunciada, que las posibilidades de un consenso se 
están minimizando.
En el centro del interés se han colocado en los años pasados los temas 
acerca del tratamiento de la historia y la pregunta acerca de una identi­
dad y una cultura nacionales ante la diversidad interna. Como elemento 
cohesionador se había desarrollado durante la gestión de José M aría 
Aznar el combate al terrorismo de ETA. Sin embargo, esta unidad se 
fracturó con los atentados del 11 de marzo de 2004, que marcaron la pre­
sencia del terrorismo internacional en España. Como explican Rogelio 
Alonso y Andreas Baumer, se han ido mezclando las agendas en compa­
ración con los tiempos anteriores cuando en esencia se diferenció el 
terrorismo internacional del terrorismo de ETA. A raíz de la actualidad 
(proclamación del cese el fuego por ETA el 24 de marzo de 2006 y el 
final de la Comisión de Investigación del 11 de marzo de 2004) del tema, 
se le ha dado de nuevo prioridad al problema del terrorismo de ETA.
Al parecer, hay un acuerdo fundam ental en España acerca de las 
medidas con las que se puede responder al terrorismo (por ejemplo, la
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represión policial y los procedimientos penales conjuntos de España y 
Francia, el control de explosivos). Sin embargo, la pregunta acerca del 
trato con ETA guarda un potencial de polarización relativamente gran­
de. No hay que perder de vista que son los medios los que, al tratar este 
delicadísimo tema, deben aportar un manejo cuidadoso y no atizar adre­
de la polarización. Vale recordar que una sociedad sólo tiene la capaci­
dad de enfrentarse efectivamente a un peligro terrorista si los diversos 
grupos de interés encuentran una posición única y común frente a los 
terroristas. Sin embargo, parece que justamente se ha roto el consenso. 
Es por ello que sigue presente en la sociedad española cierta inseguri­
dad en la evaluación del cese el fuego de ETA y de la oportunidad de 
las conversaciones en curso. Por un lado hay precondiciones claramen­
te expresadas por el gobierno para entrar en negociaciones formales 
(v.gr., el desarme completo y la disolución de ETA). Por el otro lado se 
podría utilizar el cese el fuego como entrada a un acercamiento paulati­
no a los terroristas y sobre esta base buscar el diálogo con ellos con los 
concomitantes peligros de un nuevo fracaso por la intransigencia del 
grupo terrorista.
El debate sobre ETA y el País Vasco inmediatamente remonta a la 
discusión reciente sobre la memoria histórica y el concepto de nación en 
España. Se están abriendo las grietas todavía no sanadas de la Guerra 
Civil y la etapa de la dictadura de Francisco Franco que discuten en este 
volumen Alberto Reig Tapia, Ferran Requejo, Klaus-Jürgen Nagel y 
Sören Brinkmann. En su perspectiva se pueden identificar cuatro fases:
1971-1975: inicio del tratamiento de la historia reciente en España.
1976-1996: se amplía la libertad de análisis de los hechos acaecidos 
durante la dictadura, sin miedo a represalias. No desemboca, sin embar­
go, en un debate nacional.
1996-2004: se inicia un debate público acerca de la dictadura duran­
te el gobierno de José María Aznar. Médula temática eran las relacio­
nes sociológicas del PP para con el régimen de Franco y la legitimidad 
del PP sociológico resultante de ellas.
A partir de 2004: se incrementa el debate público acerca del tiempo 
de la dictadura. Bajo el término revisionismo surge un movimiento que 
conmem ora encubriendo y desfigurando esta etapa de la historia de 
España.
Desde el punto de vista historiográfico esta época se encuentra entre 
las m ejor estudiadas. En el debate oficial, sin embargo, parece que
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recién se ha iniciado la discusión del tema. Ante todo y con miras al 
revisionismo  se perfilan las diferencias entre memoria e historia. La 
primera encuentra su razón de ser gracias a los recuerdos de testigos 
presenciales de los hechos; la segunda, gracias a las conclusiones obte­
nidas a través de métodos “objetivos y científicos”, con los cuales se 
busca un acercamiento a la “verdad”.
Una perspectiva dividida de manera similar se presenta en la discu­
sión crítica acerca de la polémica alrededor de la política cultural que 
reseña Ulrich Winter; un tema que ocupa a España tanto en el interior, 
como también hacia el exterior. Dos debates acerca de la restitución de 
materiales de archivo a las regiones y también la presentación de Espa­
ña con una política cultural exterior fuertemente unificadora ponen de 
relieve con cuánta vehemencia aún se discute la pregunta de la nación, 
que a su vez afecta el tema de la proyección propia hacia el exterior. La 
autoimagen y la imagen externa por ende no pueden superponerse y 
ponen al descubierto de esta manera una vez más la irresuelta situación 
interna del país. Al mismo tiempo descubren el por qué este debate 
conflictivo se descarga en las discusiones sobre bienes de cultura, 
herencias culturales y personalidades artísticas concretas.
A debate se encuentra también la inmigración y el orden del sistema 
federal español, temas sobre los cuales se han agitado dramáticamente 
las aguas de la controversia y la polarización internas. Axel Kreien- 
brink describe, cómo desde la perspectiva del Estado se puede contem­
plar a la inmigración fundamentalmente desde dos ángulos: primero se 
puede considerar al inmigrante bajo el aspecto de riesgo para la nación. 
Es ante todo un extranjero y un problema de seguridad, por lo que es un 
caso para el Ministerio del Interior. En segundo lugar al inmigrante se 
le puede considerar un futuro ciudadano. Entonces los elementos fun­
damentales son su inclusión en el mercado de trabajo o la integración al 
país correspondiente. Desde este punto de vista por ejemplo es de la 
incumbencia del Ministerio de Economía. Esta brecha en la ubicación 
conceptual de la migración implica conceptos de tratamiento encontra­
dos y se conecta con diferentes grupos de la población que apoyan o 
rechazan la respectiva posición. Así, una primera ley de inmigración 
fue proclamada en España en el año de 1985. Forma la base para las 
hoy vigentes resoluciones legales y proviene con ello de una época, en 
la cual el número de inmigrantes era muy reducido. Un acceso real al 
mercado de trabajo era más bien la excepción para el forastero. Con el
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auge económico de España también aumentó la inmigración, por lo que 
España adaptó sus regulaciones: aunque hubo una contingencia a la 
inmigración, a aquéllos que tenían un permiso de permanencia se les 
daba un contrato de trabajo indefinido. A mediados de los noventa, la 
inmigración se volvió lema de las elecciones, el PP prometía que, en 
caso de salir victoriosos en 1996, propondrían una nueva ley. El resul­
tado de esta nueva legislación sin embargo no fue el deseado control 
del flujo de inmigrantes. Es más, aumentó considerablemente, y entre 
2000 y 2004 fue de los más altos en la UE. Hoy en día, la migración es 
un problema crucial para España y Europa, con el que tienen que con­
frontarse. La inmigración es fundamentalmente ilegal, la mayoría pro­
viene del Norte de África o de América Latina. A los latinoamericanos 
no se les da preferencia ante los africanos explícitamente en la ley, pero 
implícitamente en muchos casos las semejanzas culturales, religiosas e 
idiomáticas les favorecen. El problema central de los inmigrantes ile­
gales es su papel en el mercado de trabajo español. Muchas veces tra­
bajan bajo condiciones más desventajosas que el término medio. Son, 
sin embargo, por eso mismo, una contribución decisiva para la econo­
mía española; muchas empresas (agrícolas y de la construcción) no 
serían competitivas en el mercado sin el trabajo de los inmigrantes ile­
gales. Bajo el gobierno de Rodríguez Zapatero se realizó la legaliza­
ción de muchos inmigrantes ilegales que vivían y trabajaban en Espa­
ña. Una avocación real por parte de la sociedad civil para con la 
inmigración aún no ha encontrado cabida a niveles amplios. El debate 
sigue con altos niveles de confrontación y emociones, lo cual no permi­
te la creación de los consensos necesarios.
Lo mismo vale para el tema de la autonomía de las regiones españo­
las. Xosé Manoel Núñez Seixas y Ludger Mees tratan la pregunta de 
por qué la problemática de la autonomía de las regiones sigue siendo 
tan polarizante para la política interior de España, no solamente para el 
caso de Cataluña, Galicia y el País Vasco, sino también en una perspec­
tiva que por ciertos grupos se ha convertido en un debate sobre la 
“españolidad”. España como nación con un desarrollo muy desigual de 
sus identidades regionales, que descansan en tradiciones antiguas y 
tam bién en el uso de una lengua propia, se encuentra actualm ente 
inmersa en la redefinición de las bases de la convivencia nacional. En 
la Constitución de 1978 se dio cabida a esta multiplicidad de identida­
des. La pregunta acerca de la división del poder dentro del Estado espa­
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ñol no fue solucionada de manera satisfactoria. Por un lado hay quien 
apoya un manejo político más amplio por parte de un gobierno español 
con sede en Madrid; por el otro lado hay voces que se expresan en favor 
de una mayor independencia de las regiones. Más allá de estas posicio­
nes básicas, la pregunta acerca de una autonomía de las regiones es un 
tema recurrente en la política española, ya que el problema de la reali­
dad multinacional española aún no ha sido resuelto satisfactoriamente. 
Desde 2003 ha habido un resurgimiento del debate acerca de una mayor 
autonomía de las regiones y la implementación de acuerdos alcanzados 
con anterioridad. Especialmente la posición crítica del PP y del segun­
do gobierno de José M aría Aznar (2000-2004) ha atizado dram ática­
mente el debate. Las identidades regionales han articulado una mayor 
presión, el debate sobre las naciones en la nación se percibe cada vez 
más controvertido. Por un lado esto es fruto del fínanciamiento cada 
vez más amplio de las A utonom ías por parte de M adrid; por el otro 
lado algunas competencias de reglamento estatal clásicas han sido dele­
gadas a la UE y con ello se ha desarrollado un desequilibrio en la balan­
za de poder entre ei gobierno central y las regiones en favor de estas 
últimas.
El cambio de gobierno y la declaración de cese el fuego de ETA han 
jugado un papel primordial en los acontecimientos actuales. Tradicional­
mente el PP estaba a favor de un mayor poder por parte del gobierno cen­
tral y en pro de una postura más intransigente hacia ETA que el PSOE. El 
ofrecimiento del cese el fuego por parte de ETA es interpretado por una 
parte como un intento para lograr acuerdos con un gobierno del PSOE 
probablemente más cooperativo, mientras que otros suponen la cancela­
ción de la postura común entre los partidos mayoritarios de pedir como 
precondición el desarme completo y la desmovilización de ETA.
No solamente el tema de las Autonomías está calentando los ánimos 
en España, más bien la crispación parece tener alcance, con sus efectos 
polarizantes, más allá de la vida política hasta los actores sociales, y 
desembocar en una lucha por los espacios públicos. La incisiva pre­
gunta acerca de los agentes de la polarización de la política española se 
encuentra en el centro de las aportaciones de Sebastian Balfour, Gün­
ther Maihold y Carlos Martínez. Se hace evidente, cómo las secuelas 
de la polarización política dominan los medios, el espacio público y las 
pone en correspondencia con las posiciones políticas de los dos gran­
des partidos PP y PSOE.
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El debate político en España esta acuñado, desde la asunción de las 
funciones políticas por parte del gobierno de Rodríguez Zapatero, por 
una creciente polarización de las posiciones, tal y como salieron a relu­
cir en los debates acerca del acto terrorista del 11 de marzo de 2004, de 
los derechos de m ayor autonomía para Cataluña o de la introducción 
del matrim onio homosexual. Las posturas empero se encuentran tan 
escindidas, que en parte podrían poner en peligro el funcionamiento del 
sistema político actual, ya que las partes recurren a vías extrainstitucio- 
nales de presión o involucran el sistema judicial en sus estrategias pola­
rizantes. Una contemplación más profunda hace deducir que, al pare­
cer, la polarización del debate político español no puede ser reducida a 
los antagonismos entre los dos grandes partidos. Es más, se podría par­
tir de varias antinomias imbricadas, que se extienden a lo largo de la 
sociedad. Llama la atención la repentina aparición de esta polarización. 
¿Será un reflejo de la realidad de la población española? ¿Estará pre­
sente esta escisión perceptible de la opinión pública tam bién en la 
sociedad? ¿O es una maniobra táctica de los partidos para poder conta­
bilizar una ventaja decisiva en la competencia por los votos?
Un actor inmediatamente involucrado en el conflicto es la Iglesia 
católica con el protagonismo del cardenal Rouco, arzobispo de Madrid. 
Las relaciones de la Iglesia con los partidos políticos son analizadas por 
Antonio Duato y Carlos Collado Seidel, que parten de la importante posi­
ción que sigue manteniendo en la sociedad española la Iglesia católica, 
cuya influencia también se extiende hasta la política. Tradicionalmente el 
PP se mantenía cerca de la Iglesia, los nexos de la misma con el PSOE 
eran más bien problemáticos. En la campaña electoral, la proximidad 
programática con la Iglesia era un factor digno de tomarse en cuenta en 
la determinación de las plataformas de elección. Esto, sin embargo, al 
parecer ha cambiado a lo largo de los últimos años. El comportamiento 
serio y respetuoso para con la Iglesia que ha mantenido el gobierno de 
Rodríguez Zapatero hasta ahora no es característico de un gobierno 
socialista. Lo cual no significa que las concepciones de la Iglesia católica 
se puedan encontrar ahora en todos los partidos. Sucede lo contrario: tal 
y como se ha visto en relación con el matrimonio entre homosexuales el 
cleavage religioso pierde cada vez más su significado para la política. 
Aunque la religión siga jugando un papel importante en la sociedad espa­
ñola, su relevancia en el negocio político diario es cada vez menor. La 
Iglesia sigue por el momento más bien como parte de la polarización y
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menos como agente de conciliación ante las presiones de los mismos 
partidos por asegurarse por esta vía la lealtad de sus seguidores.
Que diversos países del mundo, lo mismo que España hayan pasado 
por etapas de altos niveles de polarización, no es un consuelo ante los 
efectos distorsionadores que tiene esta situación para la solución de 
problem as nacionales. Sin embargo, no hay que perder de vista los 
efectos a mediano alcance de este estilo de debate y de la recomposi­
ción de una sociedad para la cultura política y las alianzas sociales 
necesarias para garantizar la gobemabilidad. Una solución a la polari­
zación la podrán proporcionar las elecciones de 2008. Si la fuerte opo­
sición temática del PP no desemboca en un mayor número de votos, se 
vería forzado a abandonar su posición tan fuertemente polarizada. Pero 
también el cese el fuego de ETA podría ser una solución para salir del 
estancamiento: si es posible una pacificación definitiva, esto podría ser 
una piedra angular en el camino hacia un mayor consenso. Sin embar­
go, este consenso tampoco impregnaba los debates del encuentro “del 
consenso a la polarización -e n  torno al cambio de la democracia espa­
ñola” que se llevó a cabo los días 30 y 31 de marzo de 2004 en las ins­
talaciones del Instituto Alemán de Política Internacional y Seguridad/ 
SWP en Berlín. Aproximadamente 50 representantes de la academia, la 
política y la prensa se reunieron para deliberar acerca de los desarrollos 
políticos y sociales en España. La pregunta crucial era en qué medida 
se delineaba -en  el debate público- la transición de un consenso funda­
mental hacia una polarización de las posiciones políticas y cuáles eran 
las consecuencias que resultaban con ello para la dinám ica política 
tanto interior como exterior del país.
Se buscaba una respuesta a los siguientes cuestionamientos cruciales:
1. ¿Fueron las elecciones del 14 de mayo de 2004 el comienzo de 
un nuevo m odelo de la dem ocracia española? ¿En qué m edida el 
gobierno anterior del presidente Aznar había allanado, con su mayoría 
absoluta, el camino hacia este cambio estructural, o fueron los atenta­
dos terroristas del 11 de marzo de 2004 los que transformaron de raíz 
los fundamentos de la democracia española?
2. ¿En que áreas políticas se dejan reconocer los crecientes patro­
nes de polarización de los partidos políticos? ¿Son éstos incidentes 
coyunturales o describen cambios tan cruciales que im posibilitan un 
nuevo proceso consensual?
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3. ¿Cuáles son los factores determinantes para un comportamiento 
competitivo tan pronunciado por parte de los partidos? ¿O es que el 
intento de reconstrucción del pasado renueva ya olvidadas formas de 
atrincheramiento y reconstruye cleavages políticos? ¿Es de esperar en 
futuros cambios de gobierno que haya siempre cambios dramáticos de 
curso en la política española?
4. ¿Qué consecuencias tiene esta confrontación de la política inte­
rior para el tratamiento de preguntas acerca del presente y futuro de la 
nación española, su constitución interior y el papel internacional del 
país? ¿Qué actitud es la que pueden esperar los vecinos europeos y con­
trapartes internacionales de España?
El presente volumen, que recoge una selección de las aportaciones a 
este debate, trata de ofrecer respuestas iniciales e ideas preliminares 
para un debate que necesitará de mayor profundización en el futuro. Es, 
en este sentido, el inicio de una investigación de más largo alcance al 
cual se invitó a expertos de España, Inglaterra y Alemania para alum­
brar el destino de una etapa del desarrollo social y político de un país 
que siempre se había movido, desde la transición a la democracia, en 
altos niveles de consenso. Agradecemos a la Fundación Fritz Thyssen y 
al Program a ProSpanien del M inisterio de Cultura el apoyo de este 
esfuerzo de debate y análisis.
Berlin/Nuremberg, 30 de noviembre de 2006
I.
nuevo papel de España en política exterior 
y el consenso nacional: 
de Aznar a Rodríguez Zapatero

Á ngel Viñas
España y la unificación europea
Esta ponencia podría reducirse a cinco afirmaciones: España está a favor 
de la continuada unificación de Europa; apoya su profundización; no es un 
país euroescéptico; considera que lo que está ocurriendo en el viejo conti­
nente es un fenómeno de calado histórico que sienta las bases para una 
auténtica nueva Europa y no tiene miedo a un futuro común, más integra­
do. En una palabra, España se encuentra en las antípodas de antiguos 
miembros como el Reino Unido o de algunos recientemente incorporados 
como la República Checa o Polonia. Incluso ha marcado diferencias con 
respecto a ciertos fundadores, entiéndanse Francia y los Países Bajos. Pero 
si mis reflexiones se limitaran a tales constataciones, no habría sido nece­
sario que la prestigiosa Stiftung Wissenschaft und Politik y mi buen amigo 
el profesor Walther Bemecker se hubieran tomado la molestia de invitar­
me a participar en este coloquio. De aquí que me permita conjugar unas 
cuantas ideas personales que en parte son reflejo de mi experiencia tanto 
en el marco de la Comisión Europea como en la Administración española.
Una mirada hacia el pasado
Para las generaciones que están naciendo a la política en España, o que 
hacen en ella si no sus prim eras al m enos no sus últim as armas, los 
años setenta y ochenta del pasado siglo, en los que se echaron las raíces 
del proceso que condujo a la incorporación española a las entonces 
Comunidades Europeas, son pasado remoto. El franquismo, la depen­
dencia estructural e intimidante con respecto al amigo norteamericano, 
las lim itaciones externas, la exposición diaria a la condescendencia 
exterior y la incapacidad por penetrar en los foros en que se definía el 
futuro de Europa pertenecen a otra época.1 Tanto y tan rápido ha sido el 
cambio acaecido en los últimos 25 o 30 años.
1 La bib liografía al respecto es inm ensa. Mis percepciones, y experiencias, se 
encuentran en Viñas 1999 y 2003.
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En aquella época floreció, pujante, en la izquierda y centro izquierda, 
pero también en el centro derecha e incluso en los sectores menos casticis­
tas de la derecha, un ansia de Europa como anclaje a partir del cual Espa­
ña podría exorcizar sus viejos problemas, agudizados en la crisis terminal 
de la dictadura: el asentamiento de un régimen democrático fuerte y esta­
ble, la reducción del diferencial de bienestar con el resto de Europa occi­
dental, la homologación de las políticas públicas, el desmantelamiento del 
viejo ensueño de una amplia medida de autosuficiencia y la necesidad de 
civilizar a un renuente sector de la sociedad cual eran las Fuerzas Arma­
das, mudas, sí, pero custodias últimas de las esencias patrias, tal y como se 
habían definido éstas durante cuarenta años de aislamiento y autocracia.
Aquellos gobiernos que introdujeron a España en las Comunidades, 
y en particular su presidente, Felipe González, diseñaron cuatro nocio­
nes estratégicas sobre el deseable comportamiento español que dejaron 
una huella profunda.
-  En primer lugar, la idea germinal de que España estaba dispuesta 
a avanzar hasta donde los demás socios quisieran avanzar y con quie­
nes quisieran hacerlo en el camino hacia la unificación del continente.
-  En segundo lugar, el reconocimiento de que era necesario que las 
competencias comunitarias, entonces muy limitadas, se ampliasen lo 
más posible, ya que Europa estaba -e s tá -  enfrentada a retos para lidiar 
con los cuales las capacidades de los Estados individuales son insufi­
cientes.
-  En tercer lugar, la voluntad de contribuir en todo lo posible a la 
integración física, social y económica de Europa, robusteciendo las 
políticas de cohesión.
-  En cuarto y último lugar, el deseo de apoyar el perfeccionamiento 
institucional, en particular con la ampliación de la mayoría cualificada 
para la toma de decisiones en el Consejo y el fortalecimiento del papel 
del Parlamento europeo.
En una palabra, en ningún momento España se presentaría o actua­
ría de forma recalcitrante o contenida. Fue un enfoque que la diferenció 
claramente con respecto al Reino Unido, Dinamarca o Grecia.2
2 He desarrollado este tema en Viñas 1999.
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La política española hacia y con la Unión se vio teñida de realismo 
y de adaptabilidad pero también de firmeza en la dirección y en la estra­
tegia para alcanzar los objetivos. El reforzamiento de la cohesión eco­
nómica y social, la introducción del concepto de ciudadanía europea y 
el avance hacia la tercera y última fase de la unión económica y mone­
taria llevan un sello español. La línea seguida estribó en encajar los 
intereses de España en el molde europeo, en mejorar éste y en demos­
trar que, at the end o f  the day, no había contradicción esencial entre los 
intereses españoles y los de la Unión en su conjunto. Felipe González 
supo entretejer complicidades múltiples con Helmut Kohl, con Jacques 
Delors, con François Mitterrand, con Ruud Lubbers y con muchos otros 
y ello permitió cohonestar el interés nacional, al que ningún gobierno 
renuncia alegremente, y el interés común. Fue una época tan dorada 
como la que registró, en perspectiva, la propia construcción europea.
En contra de lo que pudiera pensarse, durante el prim er gobierno 
Aznar la práctica no varió demasiado, aunque sí una retórica que cul­
minó en el Consejo Europeo de Berlín que aprobó la Agenda 2000. Por 
lo demás, a partir de 1996 la Unión entró en una fase en la que la diná­
mica de la construcción europea fue desplazándose progresivamente 
hacia el reforzamiento de los enfoques intergubernamentales, lo cual 
convenía al nuevo Ejecutivo español. Las razones de aquel desplaza­
miento son m últiples y no se abordarán en esta ponencia. Baste con 
decir que los Tratados de Maastricht y Amsterdam ya lo sugerían. Los 
Estados m iembros no estaban en su mayoría dispuestos a im pulsar 
mecanismos comunitarios en temas tales como la política exterior, la 
gestión de crisis, el desarrollo de una política de defensa común o la 
interpenetración de los ámbitos “duros”de las políticas económicas y 
sociales.
España, en esa época, aplicó tres nuevas orientaciones.
-  LTn cierto distanciamiento con respecto a la centralidad de Euro­
pa, dominante en la época precedente. Hubo algo de movimiento bas­
cular, que ya había apuntado en los últimos años de la era González. 
No tenía por qué ser preocupante. Tras la europeización de las opciones 
estratégicas españolas, reequilibrar los dos ejes esenciales de la actua­
ción de España en el ámbito internacional constituía un derrotero inte­
resante. Suscitó, no obstante, graves disensiones en el corpus político y 
social español cuando, bajo el segundo gobierno Aznar, fortalecido por
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la mayoría absoluta parlamentaria de que dispuso, la basculación hacia 
las posturas de la Administración Bush se intensificó de forma notable 
y, en mi opinión, exagerada.
-  Una ambivalencia en materia de alianzas en el seno de la Unión. 
Es verdad que en la escena europea no hay coaliciones inmutables y 
que los Estados miembros las hacen y deshacen al socaire de los pro­
blemas por resolver. Pero siempre ha habido cohabitaciones en las cua­
les se suscita y/o mantiene un esfuerzo sostenido para poner en valor 
posturas comunes. El “eje franco-alem án”fue un punto de referencia 
para los gobiernos socialistas españoles. Bajo el PP, las alianzas o coa­
liciones parecieron tener un carácter más circunstancial, en función de 
afinidades ideológicas muy subrayadas retóricam ente y, last but not 
least, de ciertas visiones de filosofía económica y social.
-  La tercera orientación estuvo ligada a un enfoque ideológico caro 
al entonces partido en el gobierno. España se hizo adalid de la urgencia 
en avanzar en el sendero de la desreglamentación y de la potenciación 
de la competencia y el énfasis en el libre mercado como fuente esencial 
para la creación de empleo, aunque la praxis fuese en realidad un tanto 
diferente. Los escarceos con Londres resultaron significativos. Y, natu­
ralmente, España abanderó los esfuerzos a favor de la creación de un 
espacio europeo de seguridad, de libertad y de justicia. Ya lo hizo en el 
Consejo Europeo de Tampere (octubre de 1999) y los acontecimientos 
del 11 de septiembre de 2001 reforzaron esta orientación que también 
respondía a causas endógenas cual era la necesidad de contener los des­
manes de una banda terrorista autóctona.
Con la perspectiva que da el paso del tiempo, tal vez podría afirmar­
se que aquellos años representaron una cierta “norm alización”en el 
sentido de que la política hacia Europa se convirtió en una clara prolon­
gación de las opciones internas. Esto significa que las conceptualiza- 
ciones en cuanto a la línea a seguir en y con respecto a la Unión no 
resultaron inmunes a las aleatoriedades de la competencia política e 
ideológica doméstica. Esta tesis es impugnada por todos los que creen 
que la política hacia Europa no puede ser otra cosa que, como se deno­
mina en España, “política de Estado”, resguardada en medida esencial 
de aquellos altos y bajos.
Los elementos de continuidad, más o menos sutiles, fueron barridos 
de golpe, en la percepción pública española y extranjera, por la alinea­
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ción sin fisuras del segundo gobierno Aznar con la Adm inistración 
Bush en Irak. La idea de que ello generó un profundo desequilibrio 
entre el eje europeo y el norteamericano a favor de este último (siguien­
do lo que en otra ocasión he denominado una “gran estrategia” readap­
tada, pero en el fondo casi copiada del franquismo)3 abrió las compuer­
tas de una discusión inmensa en el seno de la sociedad española y 
terminó resultando en una alternativa política al continuado ejercicio 
del poder gubernamental por parte del PP. Un eslogan afortunado, pero 
impreciso, el de “volver a Europa”, hizo acto de aparición.
Singularidades españolas
Una parte de las continuidades que se observan en la política española 
hacia la Unión Europea responde a factores estructurales, cuyo efecto 
no es manipulable por los gobiernos, cualquiera que sea la coloración 
ideológica de los mismos. Estos factores pueden contemplarse desde 
tres categorías: la situación geográfica y geopolítica, la diversidad y 
com plejidad de intereses dimanantes del desarrollo industrial y, por 
último, las características del proceso de aculturación de las élites. Las 
dos primeras son bastante obvias. Lo es menos la tercera.
Con respecto a la primera categoría conviene recordar que la situa­
ción geográfica impone límites. No es rigurosamente cierto que, como 
afirma el dicho, “geografía sea destino”, pero es obvio que los intereses 
económicos y políticos, las percepciones del mundo y las modalidades 
deseables de interacción, ya sea dentro de la Unión o con el exterior, 
son diferentes según que se viva en Aalborg o en Málaga, en Zamoz o 
en Lisboa, en Lübeck o en Corinto.
España tiene una situación un tanto excéntrica en el occidente euro­
peo pero la afectan de lleno las turbulencias del mare nostrum o el sub- 
desarrollo africano. El interés español por fortalecer una proyección de 
la Unión hacia el Mediterráneo y robustecer su voluntad y medios para 
jugar un papel de primera línea en uno de los arcos de crisis más com­
plicados del globo, como es el que abarca el Oriente Medio, son coetá­
3 Algunas de las coincidencias que cabe aducir en apoyo de esta tesis se encuentran 
en Viñas 2004.
26 Ángel Viñas
neos con el acceso a la Comunidad Europea. Desde entonces no han 
cesado de manifestarse, en ocasiones con buenos y a veces con exce­
lentes resultados. España se ha batido siempre por vitalizar las denomi­
nadas “políticas de proxim idad”, hoy rebautizadas de “vecindad” y 
dotadas de mayor consistencia. La evolución política y estratégica de la 
zona y la marea migratoria levantada desde la profundidad del subdesa- 
rroüo del M agreb o del África subsahariana han perm itido a España 
encajar sus intereses más genuinos con la definición que del interés 
común europeo ha ido creciendo, lentamente, en el seno de la Unión.
Si hace veinte años España se encontraba bastante sola (la política 
mediterránea de la Comunidad era en gran medida un engañabobos)4, 
hoy ya no lo está. Toda la franja sur de la Unión se ve afectada de forma 
directa por lo que ocurre en el mare nostrum y sus alrededores. La inmi­
gración clandestina no respeta fronteras y crea situaciones insosteni­
bles. Las repercusiones de lo que los economistas denominan “efecto 
demostración”, vehiculado por la televisión y la tecnología moderna, 
sobre poblaciones condenadas al subdesarrollo y al hambre, a las priva­
ciones y a la muerte temprana, son simplemente inaceptables, para ellas 
y para muchos de los ciudadanos de la Unión. Frente a África, no puede 
abroquelarse en su gran isla de prosperidad y estabilidad en un océano 
agitado y convulso por todas las tensiones económicas, sociales y cul­
turales congénitas a la lucha por el desarrollo.
La situación geográfica manda también en otros aspectos. España 
tiene un cierto tipo de agricultura, no otro. Es una agricultura para la 
cual la Política Agrícola Común (PAC) originaria no se había diseñado. 
Incorporar la problemática española a la misma no fue una tarea fácil. 
Temerosos del potencial agrícola español, los Estados miembros impu­
sieron largos períodos transitorios.
La PAC supuso asumir nuevas reglas de juego. De un sistema de 
precios agrarios negociados anualmente se pasó a la progresiva elimi­
nación de los sistemas de intervención propios y al establecimiento de 
cuotas, en la mayor parte de los casos por debajo de las posibilidades 
de producción en subsectores como la leche o el vacuno. En general, el 
sector agrario español supo adaptarse. Producciones que entraron con
4 La situación inicial, contem plada por uno de los protagonistas españoles que la 
renovaron, la expone Prat y Coll 2006.
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problem as se encuentran hoy a la cabeza en el ranking  comunitario. 
Frutas y hortalizas se mantienen en una posición de liderazgo. El olivar 
se benefició claramente.
Es verdad que el gasto agrícola es, hoy, una palanca relativamente 
menor en términos electorales y no es menos cierto que el sector pierde 
activos aceleradamente. Pero no hay que olvidar que España se ha con­
vertido en el segundo país receptor de fondos agrícolas, solamente por 
detrás de Francia. Hay aquí multitud de intereses por defender.5
España se encuentra sometida a un proceso de desertificación que, 
verosímilmente, se acentuará en los años venideros. Es un destino que 
comparte con otros países del Sur, pero que no afecta, naturalmente, al 
grueso de los Estados miembros. Es posible que dentro de cincuenta 
años en Dover se disfrute de un clima cuasi-mediterráneo. Pero para 
entonces, la costa meridional española registrará condiciones cuasi-saha- 
rianas. La ayuda comunitaria contra la desertificación impone cargas 
sobre un presupuesto solicitado por demandas múltiples, en parte ligadas 
a la ampliación pero también al necesario cambio de prioridades.
Por último, cabría mencionar la posición singular en que se encuen­
tra España en el ámbito de la política común de pesca. Recordemos que 
se puso en práctica poco antes del acceso español, para salvaguardar 
los intereses de los diez Estados miembros de cara a la adhesión de una 
potencia pesquera mundial como era, y lo sigue siendo, España. En las 
negociaciones se fijaron también un largo periodo transitorio y condi­
ciones draconianas que limitaron el libre acceso de la flota española a 
las aguas comunitarias y excluyeron a España del reparto de algunos 
recursos.
Todo ello m otivó la presentación sistem ática y anual de recursos 
ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas y obligó al 
sector español a una dura y traumática reconversión con efectos socioe­
conómicos bastante negativos en regiones altamente dependientes de la 
pesca. Una vez superada esta crisis inicial, el sector ha tenido un duro 
rodaje para ir acomodando nuestros intereses en el conjunto de la 
Unión. No cabe olvidar que España tiene, después de Portugal, el con­
sumo de productos de la pesca per cápita más elevado de la Unión
5 Agradezco la ayuda de A lfonso Pino, consejero de A gricultura en la Representa­
ción Permanente de España ante la Unión Europea (REPER).
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Europea a 25 y que ocupa un lugar destacado entre los primeros países 
del mundo.
España cuenta asimismo con una importante flota de altura y gran 
altura que garantizan la presencia del pabellón español en todos los 
océanos y pesquerías del mundo. Por lo demás, la flota de bajura ha 
sido siempre una gran generadora de empleo en regiones relativamente 
pobres y con escasas alternativas. No cabe negar que otros Estados 
miembros, piénsese por ejemplo en el Reino Unido, han debido readap­
tar sus sectores pesqueros pero ninguno de ellos tenía, ni tiene, la rele­
vancia del español.6
En definitiva, las singularidades geográficas no convirtieron la adhe­
sión española en un lecho de rosas. A ellas hay que añadir, en la segunda 
categoría, algunos rasgos ligados al proceso de industrialización espa­
ñol. La incorporación a la Unión ha conllevado una intemacionalización 
importante de la industria española, en la que predominan todavía las 
pequeñas y medianas empresas. Pero subsiste una estructura que no es 
en modo alguno desdeñable. En Alemania éste es un tema que se entien­
de bien. España no ha seguido, ¿todavía?, con la misma intensidad el 
ejemplo de algunos otros Estados miembros que han deslocalizado su 
base productiva, aunque en algunos sectores ya ha empezado a hacerlo. 
Ello significa que su política no puede ser tan librecambista como la del 
Reino Unido. Hay realidades y empleos industriales por defender. Se ha 
visto el año 2005 en el caso de los textiles, cuando el mercado europeo 
se vio anegado por la importación masiva de productos chinos.
La historia del desarrollo industrial, iniciado en la perspectiva de 
una autarquía im posible y continuado a través de la sustitución de 
importaciones, ha generado profundas disparidades territoriales, ahon­
dadas -todo hay que decirlo- por los efectos de una tercerización galo­
pante. La escasa cohesión económica interterritorial se convirtió, por lo 
demás, en un tema de primera magnitud tras el proceso de desestructu­
ración del Estado unitario que condujo a la configuración cuasi-federal 
del “Estado de las Autonomías” . En esta perspectiva, los fondos estruc­
turales han sido una inyección básica para suavizar las tensiones que, 
de lo contrario, hubieran podido agudizarse.
6 Mi agradecimiento a Carlos Larrañaga, consejero de Pesca en la REPER, por sus 
atinadas sugerencias.
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Como puso de relieve el debate de 2005 sobre las perspectivas 
financieras, un presupuesto común que no se expande, o lo hace muy 
lentamente, conduce a duras pugnas para determinar un reparto de fon­
dos que permita atender un abanico de necesidades colectivas, pero no 
sentidas con igual intensidad, que han explosionado brutalmente. Los 
mecanismos de la Unión para dirimir estas batallas por la reasignación 
de fondos limitados no son tan eficientes como los que, a lo largo de un 
dilatado proceso histórico, han ido poniendo en pie todos y cada uno de 
los Estados miembros. Quizá haya europeos que se mezan en la ilusión 
de que la lucha por el reparto está ya encauzada hasta el año 2013. Es, 
en mi opinión, un espejismo. En esa fecha, los nuevos estarán plena­
mente socializados en la Unión y habrán dejado de ser los parientes 
lejanos a quienes se contenta con unas migajas. Surgirán, posiblemen­
te, problemas mucho antes.
De ello deduzco que esta Unión de 27 (y pronto de 28 o 30) deberá 
convertirse, de una manera u otra, en una Entwicklungsgemeinschaft. 
De lo contrario su legitimación política y su eficacia económica corre­
rán riesgos. La petite Communauté de los años sesenta y setenta ha des­
aparecido. Se la ha tragado la historia. En tal perspectiva, no se trata de 
pedir a los Estados que contribuyan en mucha mayor medida al presu­
puesto de la Unión pero sí de que no pongan en peligro el carácter lige­
ramente redistributivo que ha tenido (y por lo cual los españoles, los 
irlandeses, los griegos y los portugueses estamos muy reconocidos). Su 
necesidad se acentuará en el futuro. ¿Cómo va, si no, la Unión a absor­
ber a Rumania, Bulgaria y lo que queda de los Balcanes?
El cortoplacismo tiene un lugar reconocido en los anales de la cons­
trucción europea. Pero en los mejores momentos se ha encontrado la 
energía suficiente para reducir su predominio. Relegar el soporte finan­
ciero de las políticas europeas del futuro a una visión contable de flujos 
de fondos ha sido siempre una perspectiva profundamente ahistórica. 
Ha contribuido a generar en no escasa medida malestar político y social 
y ha desolidarizado a los ciudadanos europeos de sus nuevos conciuda­
danos. Delors ha encontrado para calificar dicho fenómeno adjetivos 
mucho más fuertes que los míos.
España no es uno de los Estados miembros que más parcos se han 
mostrado a la hora de combatir por la expansión del presupuesto comu­
nitario. En su momento, se convertirá en contribuidora neta al mismo. 
Es algo ya asumido tanto desde el gobierno como desde las Comunida­
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des Autónomas y, en parte, desde la oposición. El resultado de las nego­
ciaciones sobre las perspectivas financieras del pasado año 2005 que 
aseguran una transición suave ha sido en este sentido altamente satis­
factorio.
En definitiva, cualquiera que sea el color del gobierno que lidie con 
la Unión, deberá afrontar problemas de gran complejidad. La política 
española hacia Europa tiene, por naturaleza, que ser poliédrica porque 
debe establecer líneas de acción para hacer frente a problem as muy 
varios y en los que España mantiene intereses que no coinciden mecá­
nicam ente con la mayoría, o con el mainstream, del resto. Existe un 
abanico potencial de puntos de colisión más amplio que el de muchos 
otros Estados miembros.
El que ello no se manifieste con la acritud que aparece en el Reino 
Unido o en otros países más o menos euroescépticos tiene que ver con 
la tercera categoría: las características del proceso de aculturación de 
las élites. Ya sea en la izquierda, en el centro o en la derecha ha habido 
un consenso relativamente estable en torno a cuatro principios funda­
mentales:
-  La conveniencia de buscar para España un estatus de gran país, o 
al menos, de casi gran país en el seno de la Unión.
-  El escaso entusiasmo hacia fórmulas de integración diferenciadas 
en diversas versiones de una “Europa a la carta” .
-  La concepción delorsiana de la Unión como un espacio de solida­
ridad, cooperación y competencia, con su secuela en los efectos redis- 
tributivos de las políticas comunitarias.
-  La no creencia en la existencia de una incompatibilidad esencial 
entre los intereses españoles y los de la Unión en su conjunto.
Como en otros Estados miembros, en España se advierte también 
una escasa circulación de las élites adm inistrativas conocedoras de 
cómo abrirse camino por los intrincados vericuetos comunitarios. Ello 
ha dotado a la gestión práctica, que no retórica, de la política hacia la 
Unión de una consistencia notable. El fenómeno quizá se haya poten­
ciado más que en otros países, como por ejemplo el Reino Unido, por 
el pedigrí relativamente reciente de la democracia española. La Admi­
nistración, simplemente, pesa. Es cierto que el personal político está 
sometido a procesos de alteridad muy intensos y que los altibajos de la
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política interna han generado cambios, adaptaciones y virajes a veces 
desusados. En años no lejanos afloraron con particular virulencia en un 
discurso desagradablem ente nacionalista. En la práctica, ni siquiera 
bajo el segundo gobierno Aznar dejaron tener validez en la gestión dia­
ria de los asuntos europeos las dos máximas de Francisco Fernández 
Ordóñez: “fuera de la Unión hace mucho frío” y “en la duda, con el 
pelotón”.
Nuevos acentos españoles
Dicho lo que antecede, aspectos im portantes de la política hacia la 
Unión han sido tributarios de las exigencias internas. No hay de extra­
ño en ella. Ocurre también en muchos otros Estados miembros: Francia 
y los Países Bajos lo han refrendado. A lo largo de los dos últimos años 
ha habido tres cambios importantes que han tendido a llevar a España 
hacia el mainstream  en temas esenciales. Se trata del desbloqueo del 
proyecto de Constitución europea, que abrió las puertas a su aproba­
ción por los gobiernos; del riesgo, en un período de fuerte confronta­
ción política interna, de someterlo a un proceso de consulta popular y 
por último de un renovado impulso por introducir calor en las relacio­
nes con Francia y Alemania, que el segundo gobierno Aznar había des­
cuidado.
De todos ellos, los más significativos, aunque ya casi olvidados, 
fueron los dos primeros, si bien quizá ya no se vean así, a toro pasado. 
Es difícil que un eventual gobierno alternativo liderado por el Partido 
Popular hubiese continuado la postura de bloqueo en que se situó el 
segundo gobierno Aznar. Es ésta, claro, una afirmación contrafactual. 
El caso es que fue el nuevo gobierno salido de las urnas en marzo de 
2004 el que decidió desbloquear la situación y ello contribuyó al cierre 
de los trabajos de la Conferencia Intergubemamental que había venido 
negociando el proyecto de Tratado surgido de la Convención Europea.
El segundo cambio fue no menos trascendente: la decisión de some­
ter el nuevo Tratado a una consulta popular para abrir la puerta de su 
ratificación. Los resonados, y todavía resonantes, “noes” francés y 
neerlandés han hecho olvidar el panorama de incertidumbres que tras el 
recalentam iento de la situación política interna en España abrió tal 
perspectiva. No era evidente que la postura del gobierno Rodríguez
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Zapatero fuese impulsada por una ola profunda como en las elecciones 
legislativas precedentes. Los sondeos y barómetros de opinión m ani­
festaban que las actitudes dubitativas o negativas ante el Tratado se 
polarizaban en tomo a cuatro parámetros: las carencias de información, 
el desinterés por la política, la desilusión por el texto mismo y las dis­
tinciones entre votantes según posturas político-ideológicas.
Ninguno de tales parámetros era específicamente español pero, en 
su conjunto, representaban un factor de riesgo nada desdeñable. Uno de 
los subfactores potencialmente más importantes fue el que anidó entre 
ciertos sectores de la izquierda y en algunos partidos de alcance subes- 
tatal. Los argumentos eran que la Constitución no servía para nada, que 
no acababa de convencer y que no reconocía la identidad de los pue­
blos. En consonancia, se le achacaba que fuese demasiado timorata en 
materia social y de empleo o que consagrase el estatus quo. Respecto al 
último argumento los oponentes tenían razón: lo que la Constitución 
consagra es el reconocim iento de la identidad de los Estados m iem ­
bros, dejando a su cuidado la forma y manera en que se organicen. Lo 
contrario hubiera sido una interferencia intolerable.
Habida cuenta de los torbellinos por los que discurrió la confronta­
ción entre un PP que se hundió súbitamente en las simas de la derrota 
tras disfrutar durante cuatro años de una cómoda mayoría parlamenta­
ria, la relación entre el sentido del voto en el referéndum y las posturas 
ideológicas subyacentes constituyó el subfactor de riesgo por excelen­
cia. Los datos demoscópicos siempre mostraron un más elevado grado 
de tibieza entre los votantes del PP que entre los votantes del PSOE y 
entre los prim eros una parte significativa siempre pensó que, con la 
Constitución, España perdería peso político en Europa. Un reflejo 
mimético de las posturas del segundo gobierno Aznar.
La apuesta de Rodríguez Zapatero valió la pena, aunque la Unión 
no se haya recuperado del impacto del torpedo que, pocos meses des­
pués, franceses y holandeses dispararon contra el proceso de ratifica­
ción. Esto no quita, en mi opinión, un adarme de importancia al envite 
hecho en su momento.
El gobierno español diferenció a principios de 2006 tres grupos de 
Estados entre los que ya habían ratificado el Tratado. En un prim er 
escalón se encontraban los que seguían decididos a continuar el proce­
so: Bélgica y Alemania y, entonces, quizá Italia. En un segundo esca­
lón, aquéllos otros que preferían ir despacio, manteniendo el proyecto
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de integración a escala continental y desconfiando en principio de la 
construcción apresurada de “núcleos duros” o de “vanguardias” : Aus­
tria, Grecia, Luxemburgo y la propia España. Finalmente, los nuevos 
Estados miembros que ya habían ratificado el Tratado.
En una comunicación a las Cortes poco después, el gobierno pasó 
revista a los posibles escenarios, según que se basasen o no en el Trata­
do Constitucional. Entre los primeros figuraban la convocatoria de un 
nuevo referéndum en Francia y los Países Bajos y la revisión limitada 
del texto, posibilidades un tanto remotas. Los segundos iban desde la 
elaboración de un nuevo Tratado y la explotación de todas las posibili­
dades contenidas en el Tratado de N iza a la reforma limitada de este 
último. El gobierno descartó otras alternativas: la separación de la 
Unión y un nuevo marco de relaciones con la misma para los países 
que rechazasen el Tratado Constitucional (victoria com pleta de los 
“euroescépticos”), la “Europe à la carte” y la supresión de la exigencia 
de ratificación del Tratado Constitucional por todos los Estados miem­
bros (que, paradójicamente, exigiría el consenso).
Se operaba bajo un constreñimiento: el mandato dado por los ciuda­
danos para que el Tratado Constitucional entrase en vigor. Ello impli­
caba dos cosas: hacer todo lo posible para aprovechar las ocasiones que 
se presentasen y abstenerse de dificultarlo. Ambas líneas de actuación 
coincidían en la necesidad de determinar las razones por las cuales un 
amplio porcentaje de los ciudadanos europeos parecieron dispuestos a 
desolidarizarse del proyecto de “constitucionalización” de la Unión. 
Hay opiniones para todos los gustos. El gobierno dio a conocer las 
suyas y en ellas no me detendré. Cabe leerlas en Internet. Naturalmente 
estaba en un dilema que él mismo reconoció: dejar que pasase el tiem­
po puesto que España ya había hecho sus deberes y la pelota se encon­
traba en el campo de otros Estados miembros o adoptar con la debida 
prudencia un papel algo más activo a tenor del cual quizá cupiera pro­
mover iniciativas destinadas a evitar que el período de reflexión se con­
virtiera en un período de inactividad.
Ni qué decir tiene que el gobierno se inclinó, con toda prudencia, 
por la segunda alternativa pero, en mi entender, predicada sobre dos 
supuestos: uno interno, basado en el restablecimiento de un cierto con­
senso entre los partidos políticos españoles sobre la política exterior 
más deseable, y otro externo, basado en la posibilidad de actuación 
conjunta de varios Estados miembros. España, obvio es decirlo, no
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podía estar dispuesta a arrojarse a un mar proceloso sin chaleco salva­
vidas.
El prim er supuesto no se cumplió. La discordancia entre los dos 
grandes partidos españoles no se ha calmado. Antes bien, se ha acen­
tuado, tanto en temas de política interna como exterior. Las actuaciones 
en materia de violencia e igualdad de género, matrimonio entre homo­
sexuales, dependencia, reproducción asistida, etc. han ampliado consi­
derablemente el margen de libertades individuales pero han tropezado 
con fuertes barreras ideológicas inscritas en el pensamiento conserva­
dor y católico. Todas tienen la característica de que son difícilmente 
reversibles porque crean situaciones nuevas y porque tras éstas se sitúa 
una parte significativa, a veces mayoritaria, de la población española, 
hoy altamente secularizada. Lo que el PSOE ha hecho en estos terre­
nos, no es fácil que lo deshaga el PP cuando llegue al gobierno. Si a 
ello se añaden las querellas sobre las responsabilidades en la catástrofe 
por los atentados de Atocha y las derivadas del desencuentro a la hora 
de iniciar acciones contra la violencia etarra y que discurren por una 
legalización de los partidos vascos independentistas siempre y cuando 
renuncien a la violencia, el plato de discordias está más que servido. A 
todo ello se añade la controversia sobre el nuevo Estatuto catalán.
Tampoco en política exterior ha habido encuentros. La retirada de 
las tropas españolas de Irak dio la señal. Desde entonces, el PP se ha 
cebado en dossieres complicados como Venezuela, Colombia, Oriente 
M edio, etc. si bien a la m itad de la legislatura las relaciones con los 
Estados Unidos se habían recom puesto aceptablem ente. Aunque la 
política hacia la Unión Europea no se ha visto criticada de forma tan 
acerba, es difícil dar muchos pasos al frente en tal ámbito, sobre todo 
porque las condiciones externas tampoco han ayudado. Las conclusio­
nes del Consejo Europeo de junio de 2006 lo han reflejado de forma 
evidente. En definitiva, no hay mucho que ganar, y sí bastante que per­
der, con Alleingänge que no responden ni a las condiciones internas ni 
a las externas. Es a éstas a las que conviene echar ahora un vistazo.
Una Unión en la encrucijada
Estamos tan acostumbrados a que las políticas de la Unión se nos metan 
hasta en la sopa que consideramos esta situación como algo casi normal.
España y la unificación europea 35
En realidad, no lo es en absoluto. Se ha dicho repetidam ente que la 
Unión es una manifestación, la más acentuada hasta el momento, de 
cómo cabe compartir soberanía en numerosos ámbitos de las políticas 
públicas. En tal sentido, no tiene parangón en la historia. El acercamien­
to entre los países europeos se ha hecho siempre en el pasado por la vía 
de la conquista o de la dominación político-militar. Jamás se ha visto que 
Estados soberanos, plenamente formados y con largas historias y tradi­
ciones a la espalda, hagan todo lo posible por entrar en una construcción 
que limita considerablemente esa soberanía en un contexto de suprana- 
cionalidad que no ha dejado de acentuarse con el paso del tiempo.
También estamos tan habituados a disfrutar de paz en Europa que 
hemos pasado casi a considerarla como una situación habitual, que ape­
nas sí requiere reflexión. Pero no es sólo paz lo que ha aportado la 
Unión. Es la renuncia, pura y simple, a contemplar la fuerza o la ame­
naza de su uso como uno de los instrumentos que forman parte de la 
caja de herramientas de los gobiernos. Esto es lo que constituye la gran 
novedad en la historia europea.
La combinación y entrelazamiento de ambos hechos han creado una 
situación inédita, sin precedente. Naturalmente, la Unión no ha actuado 
sola. En los ya lejanos tiempos de la guerra fría, la desnacionalización 
de las políticas de defensa frente al enemigo común, la Unión Soviéti­
ca, fue im pulsada desde la OTAN. Pero la OTAN no desapareció al 
colapsarse los frentes de la guerra fría. Cambió de función y se recicló. 
A la Unión Europea le había tocado la tarea de fortalecer las economías 
y las sociedades para hacer frente al desafío soviético y, a la vez, resca­
tar una cierta idea de Estado-nación que había caído en un profundo 
desprestigio tras el segundo conflicto mundial. Como ha argumentado 
Milward, la Unión Europea salvó a los Estados.
La consecución de estos éxitos no fue fácil. Las encrucijadas se han 
multiplicado en la historia de la Unión. La evolución no ha discurrido 
en sentido lineal, siguiendo por asi decir el vuelo del espíritu, en termi­
nología cuasi-hegeliana. Al contrario, las crisis han sido recurrentes, a 
veces intensas, siempre teñidas de acritud y, con frecuencia, conducen­
tes al estancamiento. ¿Hay que recordar la crisis de las “sillas vacías” 
que condujo al compromiso de Luxemburgo? ¿O, como se decía en los 
años ochenta, la “euroesclerosis”? La Unión siempre sacó fuerzas de 
flaqueza para afrontar los nuevos retos. En el decenio de los setenta 
fue, por ejemplo, la primera ampliación, algo que había costado sangre,
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sudor y lágrimas a los británicos. O la segunda y tercera, a los países 
m editerráneos que emergían de sus largas noches de dictadura. O el 
programa 1992, con la noción del gran mercado interior. O la introduc­
ción de una política de cohesión, de carácter redistributivo. O la mar­
cha hacia una unión económica y monetaria, si bien en el camino se 
dejó caer lo esencial de la primera para concentrarse en la segunda. O 
la explosión de competencias compartidas a raíz de la ingeniería insti­
tucional diseñada en los Tratados de M aastricht y Am sterdam. La 
Unión digirió las consecuencias de la caída del muro, de la implosión 
del “glacis” imperial soviético y puso en condiciones a los países que 
de él salían para integrarse en el gran espacio económico y político que 
ya había creado.
El gran mercado interior y la ampliación coronaron los éxitos 
estructurales de la Unión Europea. La movilidad de productos y facto­
res es un hecho. La política comercial y aduanera nacional ha desapare­
cido. La política agrícola y pesquera se hace a escala europea. Los 
transvases de estudiantes y graduados se han convertido en algo habi­
tual. Subsisten, por supuesto, complejos problemas relacionados con la 
hom ologación de títulos, pero nadie puede negar que en los últimos 
años la marcha hacia un m ercado europeo sum am ente integrado ha 
registrado avances considerables.
En aplicación del principio de una integración a varias velocidades, 
abierta siem pre a los rezagados que cumplan las condiciones para 
entrar en los clubes más restringidos, la abolición de fronteras y de 
pasaportes está consolidada en los países del espacio Schengen. El euro 
es la m oneda corriente en la mayor parte de los miembros de mayor 
peso económico, con la relevante excepción del Reino Unido. La coo­
peración judicial y policial ha avanzado, con mayor intensidad en unos 
que en otros. Poco a poco ha ido formándose si no una polis europea sí 
la conciencia de que los europeos no estamos en lucha existencial unos 
contra otros.
Hay una línea roja que discurre a lo largo de todo este recorrido: la 
densificación de la actuación política a nivel de la Unión. Es decir, el 
acercamiento lento, pero incontenible, hacia el ejercicio compartido de 
la soberanía en ámbitos cada vez más cercanos al núcleo duro de la 
misma: es decir, los temas relacionados con la defensa, la política exte­
rior, la justicia y los asuntos de interior, la definición e implementación 
de las estrategias de política económica y, last but not least, la imposi-
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ción. Pues bien, gran parte de las dificultades con las que hoy tropieza 
la Unión tienen que ver con esta evolución.
En efecto, la conciencia de la singularidad de los intereses estatales 
(o nacionales) es en dichos ámbitos mucho más acentuada que en los 
restantes. La clásica distinción entre “low politics’'' y “high politics” es 
de aplicación en este caso. La integración avanza mucho más rápida­
mente en las primeras que en las segundas. Para que en estas últimas se 
consigan progresos se necesitan otras condiciones, otros reflejos de las 
burocracias, de los políticos y, no en último término, de las sociedades 
respectivas. Estas condiciones, hoy por hoy, no se dan.
El avance en el terreno de la “high politics’’ se vio lubricado por una 
economía potente y en expansión. Fue el caso de los años ochenta y, en 
parte, noventa. También por el acrecim iento del presupuesto de la 
Unión. Las pugnas por el reparto de recursos escasos fueron lubrifica­
das por la disponibilidad de Alemania a rellenar las cajas comunitarias. 
A partir de 1995, esta disponibilidad se debilitó. Como se debilitó tam­
bién la de otros contribuidores netos, liderados por Suecia, nunca un 
avanzado en temas de integración, con el eficaz soporte de Holanda, 
cuya opinión pública ha registrado retrocesos considerables en la dese- 
abilidad de profundizar el proceso. Desde hace años grandes economí­
as europeas como la alemana, la francesa y la italiana están, en general, 
estancadas. La denominada “estrategia de Lisboa” no progresa al ritmo 
necesario. Las reformas imprescindibles chocan con la resistencia de 
poblaciones acosadas por el fantasma del desempleo y el temor a per­
der los privilegios conseguidos tras duras luchas en Estados de bienes­
tar que establecen una distinción férrea entre quienes desean mantener 
el estatus quo y quienes presentan la necesidad de cambio amparados 
en valoraciones ideológicas que no consiguen ni la unanim idad ni el 
respeto de las grandes masas de la opinión pública.
Todo ello ha hecho olvidar el pasado glorioso de la Unión y sus 
logros. En la opinión pública ha cristalizado la noción de que, en algu­
na medida, la Unión es culpable de los males por los que atraviesan las 
economías y sociedades europeas. Esto debilita aún más la voluntad de 
proseguir por el sendero de la integración. En realidad, tras ello se ocul­
ta un clam oroso fracaso de las élites políticas y adm inistrativas por 
contar las cuatro verdades del barquero sobre las ventajas, y los costes, 
del proceso integrador. Los costes son inmediatos. No hay cambios sin 
dolor. Las ventajas se divisarán en el futuro.
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A este fracaso se añaden las dificultades generadas por el hundi­
miento del proyecto constitucional. Las razones de éste no son confu­
sas. Están directamente relacionadas con la política interna de dos Esta­
dos miembros, Francia y los Países Bajos, en los cuales los electores 
echaron por tierra los cálculos de los gobiernos. Hubiera podido ser de 
otra manera. Los problemas internos no hubieran desaparecido pero al 
menos se habría contenido su repercusión a escala europea. La decisión 
del presidente Chirac de convocar un referéndum para aprobar el pro­
yecto de Constitución fue un error dramático. Sin paliativos. Si Francia 
hubiese aprobado el texto, la melancolía no se hubiera amparado de la 
Unión. El fracaso de Francia puso al descubierto que no existía un 
“plan B”. Lo que había era lo que estaba puesto sobre la mesa. Con el 
“no” neerlandés la Unión hubiera podido lidiar, en el supuesto de que 
tam bién se hubiese producido. El “no” francés ha sido imposible de 
salvar. Francia ha introducido en la vida institucional y política de la 
Unión un factor de congelación que durará mucho más tiempo que la 
sustitución del presidente. Es preciso tam bién que la élite francesa 
resuelva su esquizofrenia característica: más integración, sí, pero salva­
guardando intereses centrales de Francia sin el m enor pudor y sin el 
menor acomplejamiento. Ahora bien, una Unión con 27 Estados miem­
bros no puede, ni debe, plegarse a las conveniencias francesas. Francia 
es un país muy importante y su papel se magnifica a la hora de frenar. 
No puede ni sola, ni acompañada por una Alemania cada vez más des- 
acomplejada, constituir el motor esencial de la construcción europea en 
el futuro.
Posibilidades de evolución
Conviven así factores estructurales de profundo calado y dificultades 
coyunturales específicas. La reacción oficial ha estribado en dar tiempo 
al tiempo. Las señales optimistas, batalladoras, a veces interesantes, 
otras no, que emite el Parlamento europeo no son suficientes. No serán 
ni el Parlamento ni la Comisión los que saquen a la Unión de su actual 
marasmo.
Hace ya muchos años que la iniciativa institucional y política está 
vencida del lado del Consejo europeo y del Consejo, es decir, de los 
Estados miembros. Es a éstos a quienes corresponde sacar las castañas
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del fuego. Por el momento, ha continuado el proceso de ratificación del 
texto constitucional, conseguida en quince casos. Finlandia, en donde 
no se detectan dificultades insuperables, lo hará durante su presidencia. 
Pero no se sabe todavía en qué medida el texto será rescatable. Se deba­
ten desde hace tiempo varias posibilidades. En el Parlamento se han 
entrecruzado sugerencias interesantes. En cualquier caso, aun cuando 
los franceses y los neerlandeses resuelvan sus dudas existenciales, y se 
den cuenta de que con sus “noes” se han colado un estupendo autogol, 
quedará por abordar lo que fueron siempre las “patatas calientes” : 
cómo conseguir que la opinión pública de dos Estados más bien euro- 
escépticos acepte la ratificación del proyecto. Nadie con responsabili­
dades políticas se atreve a profundizar demasiado en público en tales 
obstáculos.
No son los únicos pero sí esenciales. En el Reino Unido la era de 
Tony Blair está llegando a su fin. Su sucesor está pre-designado si se 
retira antes del año 2009. Si no lo hace, será el que determinen las pró­
ximas elecciones generales. En el partido laborista, y en ambas hipóte­
sis, el único candidato es Gordon Brown. No es un europeísta fervien­
te. Su oponente, David Cameron, tiene que hacer todavía sus pruebas 
pero se sitúa al frente de un partido conservador en el que la acentua­
ción del proceso de integración está un tanto anatematizada, incluso en 
la versión que ha puesto sobre la mesa el texto constitucional. En el 
caso polaco las perspectivas son igualmente inciertas. La clase política 
conservadora ha dado m uestras de una inexperiencia notable, de un 
nacionalismo alicorto y de un espíritu de confrontación que no auguran 
nada bueno. Es posible que la continuada inyección de fondos agríco­
las y estructurales pueda convencer a la opinión pública de que el texto 
constitucional no le dañará. No hay que darlo por descontado.
Para complejizar aun más la cuestión, sobre la encrucijada gravita 
un nuevo factor de disenso: las ampliaciones fúturas. La extensión a los 
países que han emergido tras la desintegración de la antigua Yugoslavia 
no provocaría grandes problemas económicos de ajuste, fuera de los 
presupuestarios. Sí generará problemas inmensos en el plano político. 
No se trata, en principio; de un fenómeno que vaya a producirse a corto 
plazo pero está ahí, latente, y gravita sobre el futuro institucional y 
político de la Unión. En el plano económico el gran desafío, el que la 
transformaría irremediablemente, es la adhesión de Turquía. Además 
de provocar inmensos problemas políticos e institucionales, un even-
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tual ingreso turco cambiaría cualitativamente la Unión en el plano esen­
cial: el económico.
No debería procederse, en mi entender, a una ampliación como la de 
la última ronda, on the cheap. Los futuros Estados miembros necesita­
rán transvases cuantiosos, como los han necesitado España, Portugal y 
Grecia, para ir modernizando su aparato productivo y distributivo. Ade­
más, deberán seguir políticas económicas adecuadas, que aseguren su 
mejor utilización posible y potencien los factores de crecimiento. Esto 
es más fácil decir que hacer. Sus administraciones no son un dechado 
de perfección. Los actuales Estados miembros deben ser más conscien­
tes de lo que fueron en el pasado que la futura ronda de negociaciones 
de las perspectivas financieras, allá por el año 2010-2011, no puede 
seguir el patrón que ha caracterizado la que acaba de cerrarse, no sin 
mérito, pero también sin ambición. No es de extrañar que uno de los 
Estados miembros que ya ha rechazado el proyecto constitucional, y 
que más beligerante se ha mostrado contra la eventual expansión del 
presupuesto, los Países Bajos, reclame insistentemente que es preciso 
llevar a cabo un debate serio sobre las futuras rondas de ampliación. 
No le falta razón. Son impensables saltos significativos sin el apoyo de 
las opiniones públicas.
En definitiva, y sin caer en el agorerismo: las dificultades que penden 
sobre la encrucijada en que se encuentra la Unión Europea son sólo un 
atisbo de lo que se le viene encima. Si la situación económica no mejora 
sustancialmente en los próximos años, la Unión de 27 Estados miem ­
bros puede llegar al estancamiento. Es aquí en donde debe entrar en 
acción la imaginación política. Se enfrentan, esencialmente, dos grandes 
concepciones. La primera es la de continuar paso a paso, empíricamen­
te. La Unión, en efecto, funciona. Quizá no demasiado bien, pero fun­
ciona. Aparte de los grandes problemas que están ahí, en el horizonte, 
existen otros más inmediatos a los que no puede hurtarse la respuesta: 
¿cómo mejorar el proceso de integración en curso y ya determinado? 
¿Cómo perfeccionar el gran mercado? ¿Cómo favorecer la movilidad de 
factores? ¿Cómo adoptar imprescindibles medidas de flanqueo? ¿Cómo 
avanzar hacia la unión económica? Los mecanismos previstos en el pro­
yecto constitucional se han quedado en agua de borrajas. En puridad, y 
en una perspectiva de los pequeños pasos, que consagra la experiencia 
de la integración pasada, si los Estados miembros pudieran dar respues­
tas a estas, entre otras, preguntas no habría razón para desesperar.
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Obsérvese que en esta ponencia no he aludido hasta ahora al entor­
no más amplio de la Unión. No es porque no tenga importancia. La 
tiene y mucha. Pero una encrucijada compleja obliga a no equivocarse 
de prioridades. Los intentos de potenciar la capacidad de acción exte­
rior de la Unión encontraron reflejo en el proyecto de texto constitucio­
nal. Hay en curso una discusión soterrada sobre en qué medida podrían 
ponerse en práctica sin interferir con el proceso de ratificación. En el 
ínterin, Javier Solana ha hecho esfuerzos sobrehumanos por aumentar 
la capacidad de actuación europea frente a los arcos de crisis y de ir 
desarrollando una conciencia de que es mejor abordar los problemas de 
política exterior en conjunto que en solitario. Ha chocado con resisten­
cias numantinas pero nunca ha cesado de progresar. Es un buen signo. 
Incluso la Com isión, que siem pre ha sido un tanto tím ida en este 
campo, ha mejorado su capacidad de innovación y propuesta. El pro­
blema es que lo que los franceses denominan l 'Enrope-puissance no 
puede desarrollarse sin una base de integración renovada. Necesita 
menos retórica y menos reflejos nacionalistas.
En el incremento de capacidad de proyección exterior de la Unión 
hay lím ites objetivos a la estrategia del paso a paso. No que ésta se 
encuentre agotada, antes al contrario. Pero será difícil progresar sus­
tancialm ente en tanto en cuanto no se aborden problem as esenciales 
que tienen que ver con el papel deseable de Europa en el mundo, las 
relaciones con Estados Unidos, la interacción con las nuevas poten­
cias emergentes y la respuesta a los arcos de crisis. Todo ello induce a 
pensar hasta qué punto no sería conveniente exam inar estrategias 
alternativas.
Sugerencias al respecto no faltan. Al fin y al cabo, los académicos, 
los parlamentarios, los analistas y los think tanks deben ganarse su suel­
do. De entre todas ellas, hay algunas que han alcanzado más relieve 
que otras. Una de las más sugerentes, y que debo afirmar es la que me 
atrae más poderosamente, es también una prolongación de la experien­
cia pasada, pero con acentos novedosos: la constitución de una van­
guardia, de una avanzadilla, de un grupo de Estados dispuestos a pro­
gresar dejando la puerta abierta a los rezagados o a los que no 
estuvieran por el momento interesados. En buena medida, el texto 
rechazado por franceses y holandeses lo prefiguraba con la noción de 
las “cooperaciones reforzadas”, cuya fuente se remonta nada menos 
que al Tratado de Maastricht.
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Sobre este concepto de “vanguardia” las interpretaciones son nume­
rosas. Si estuviese basado en la mera cooperación intergubemamental, 
en mi m odesta opinión quedaría abocado al fracaso. Fue Jacques 
Delors, a quien la historia casi siempre le ha dado razón, el que lanzó el 
concepto menos emotivo de “diferenciación” . Los Estados miembros 
interesados deberían tener la posibilidad de progresar en grupo a partir 
del zócalo común alcanzado, tal y como ya lo han hecho con el euro o 
con Schengen, y dejando siempre abierta la puerta a la incorporación 
de los demás. Esta diferenciación englobaría la fuerza de una comuni­
dad de derechos (la Unión está basada en el derecho, no en la fuerza) 
defendibles ante los tribunales de justicia, el ejercicio en común de la 
soberanía (a 27 o a 15) y el peso de los elementos federalizantes en el 
proceso decisorio y de acción. Esta respuesta no es novedosa: la Unión 
se ha constituido no en base a la aplicación mecánica de un principio 
funcionalista o neo-funcionalista sino en base a los desafíos que la his­
toria le ha impuesto y a los que, bien o mal, ha debido hacer frente. El 
que le toca ahora es triple: configurar una respuesta a la globalización, 
proseguir su ampliación y continuar su profundización. Fue un error 
preferir la ampliación a esta última y ahora estamos pagando las conse­
cuencias.
Con todo, no vendría mal si la Unión dem ostrara que sirve para 
avanzar en el camino de encontrar soluciones a algunos de los proble­
mas que acosan a los europeos: la inseguridad identidaria y de empleo 
son, en mi opinión, los más significativos. En un clima intelectual y 
político en el que vuelve a resurgir con cierta fuerza retórica la noción, 
trasnochada, del Estado-nación, de lo que dan hoy testimonio las sagas 
de las opas en el sector energético, no hay que exportar a Europa pro­
blemas cuya solución pasa por los filtros estatales. La construcción 
europea no puede resolver problemas que tienen sus raíces en los Esta­
dos miembros. Lo ha dicho una persona tan poco sospechosa como Jac­
ques Delors.
En particular, no vale evacuar balones hacia la Comisión. La doble 
noción de que la Unión es culpable por tecnocrática y alejada de los 
ciudadanos y de que lo mejor que puede hacer el Estado es doblegar su 
capacidad normativa ante el impulso combinado de la globalización y 
de la liberalización regional han causado demasiado daño. La Comi­
sión no va a repararlo. Los Estados miembros, actuando en el marco 
comunitario o en el intergubem amental, según los casos, tienen ante
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ellos un desafío inmenso. Estamos en el umbral de una nueva salvación 
del Estado-nación, por utilizar la term inología de M ilward, y será la 
construcción europea la única que, en mi entender, podrá salir a su res­
cate, como ya lo hizo en los momentos fundacionales. Por el momento, 
el gobierno español hace bien en seguir la máxima tradicional de man­
tenerse dentro “del pelotón”. Tiempo habrá para un Alleingang, cuando 
las condiciones lo permitan.
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W alther L. B ernecker
España y la Unión Europea: 
una relación cam biante
Probablem ente, los acontecim ientos más im portantes de la historia 
española reciente fueron dos: el restablecimiento de la democracia des­
pués de 1975 y la adhesión española a la Comunidad Europea el Io de 
enero de 1986. Estos acontecim ientos, claves en el desarrollo de la 
España moderna, están estrechamente vinculados el uno con el otro. La 
expectativa de poder formar parte del gran proyecto europeo facilitó el 
proceso español de transición a la democracia. Y la adhesión a la 
Comunidad Europea contribuyó decisivamente a la consolidación del 
nuevo régimen democrático. Además, provocó la “normalización” de 
España, que por fin se hallaba en el entorno político y económico que 
le correspondía tanto por su situación geográfica como por su tradición 
histórica.'
Los españoles entendieron el proceso de adhesión a la Comunidad 
Europea como una verdadera “causa nacional”, ya que ningún otro estí­
mulo ha logrado liberar tanta cantidad de energía ni mostrar, con igual 
fuerza, el espíritu de superación de los españoles. Ninguna otra cosa ha 
sido tan unánimemente apoyada por la ciudadanía. Este alto grado de 
consenso resultó esencial para asegurar el éxito de la adhesión.2
El proceso no fue fácil. La economía española, que había que incor­
porar a Europa, era de grandes dimensiones y con sectores muy compe­
titivos por un lado, pero también con serios problemas estructurales y 
con un grado de desarrollo menor que el de la mayoría de los estados 
miembros, por el otro. La solicitud del gobierno español se presentó en ju ­
1 Para lo que sigue, cfr. Solana, Javier: Los “alemanes del sur”, en: Kultur-Austausch, 
4/2001, pp. 8-11.
2 Sobre el proceso de adhesión de España a la Comunidad Europea, cfr. Bemecker, 
W alther L.: España entre tradición y  modernidad. Política, economía, sociedad 
(siglos xixy xx). Madrid, 1999, pp. 312-320.
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lio de 1977, y la firma del tratado de adhesión no se llevó a cabo hasta 
junio de 1985. En total fueron, pues, casi ocho años de negociaciones 
vividos con im paciencia y a veces con incredulidad por la opinión 
pública española. El temor al impacto de las exportaciones agrícolas 
españolas y los efectos de la segunda crisis del petróleo de finales de 
los años setenta y comienzos de los ochenta, contribuyeron a demorar 
el proceso. Pero finalmente se logró un acuerdo equilibrado. España 
tuvo que aceptar algunos períodos transitorios muy prolongados, como 
en agricultura y en pesca. Pero la Comunidad también aceptó períodos 
transitorios exigidos por España para perm itir la adaptación sin trau­
mas de algunos sectores productivos.
Uno de los aspectos más importantes de la adhesión de España a la 
Comunidad Europea fue, que el país ibérico rompió definitivamente su 
largo y anómalo período de aislamiento y se incorporó a una comuni­
dad de naciones en plena ebullición, decidida a dar un salto cualitativo 
en el proceso de la construcción europea. Fue en aquellos años cuando 
se negoció el “Acta Única Europea”, y este acuerdo fue seguido por el 
del histórico Tratado de M aastricht y por la ampliación de la Comuni­
dad a 15. Todos estos cambios y procesos supusieron para España un 
enorme desafío, no sólo en términos de competitividad y m oderniza­
ción económica, sino también de adaptación de sus recursos humanos, 
públicos y privados, a nuevos métodos de trabajo y a mayores exigen­
cias. El esfuerzo de adaptación fue arduo para un país que había estado 
encerrado en sí mismo durante mucho tiempo e inseguro con respecto 
al exterior.
De acuerdo con varias encuestas representativas3 realizadas a fines 
de los años ochenta, la conciencia de lo europeo estaba relativamente 
más acentuada en España que en los otros países de la CE. Los entre­
vistados españoles eran quienes más ventajas creían encontrar debido 
al ingreso de su país en la Com unidad; quienes m ayoritariam ente 
defendían el aumento del poder de decisión de Bruselas en detrimento 
del nacional; quienes estaban en gran parte dispuestos a un sacrificio 
económico con objeto de obtener inversiones y traslado de puestos de 
trabajo de los otros países de la Comunidad. Eran quienes en su mayo­
ría confiaban en la anulación de las fronteras como un impulso decisivo
3 El País, 19-11-1989, pp. 6 y s.
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para la creación de una Europa unida; los que más claramente se pro­
nunciaban en favor de una M oneda U nitaria Europea; quienes, en 
suma, hasta en materia de formación y prestaciones sociales más dócil­
mente hacían concesiones de tendencia centralizante.
El debate que se llevó a cabo en España después de la entrada del 
país en la Comunidad Europea se concentró en la visión de “Europa” 
como panacea económica, con sus consiguientes aspectos de creencia 
en el progreso, el frenético consumo de bienes y la notable aceptación 
de los valores liberales “occidentales” . Pero oculta el hecho que las 
relaciones entre España y Europa no se redujeron únicam ente a los 
aspectos político y económ ico a lo largo del siglo xx. Antes bien, 
éstos carecían relativam ente de im portancia. Debe observarse que 
anteriormente el tema central del debate era la idiosincrasia española, 
la ontologia de su historia, con su presunta vía diferencial a partir de 
la irrupción de la M odernidad en la Era de la Reforma. Los vehemen­
tes debates con frecuencia tomaban carácter universalista, dándole al 
problema una dimensión de cultura y civilización. Se trataba, prim or­
dialmente, de una discusión filosófica acerca de “España como pro­
blem a”.4
El debate sobre las relaciones de España con Europa es tan antiguo 
como la “disyunción” de la Península Ibérica dentro del desarrollo 
general de Europa en la Era Moderna. Los españoles mismos caracte­
rizaron la diferencia de su país respecto a Europa en forma dicotómi- 
ca como retraso versus progreso, aunque -según  la postura-, adjudi­
cándole a ello diversos valores: sea inferiorizando su civilización ante 
la superioridad científico-racional europea, sea superiorizando su acti­
tud espiritual-m oral ante el fetichism o del progreso m aterial. Las 
diversas interpretaciones únicamente parecían estar de acuerdo en que 
el “ Sonderw eg” español estaba relacionado con el problem a de la 
“decadencia” , el subdesarrollo económico del país, y éste, a su vez, 
con la gerencia económica, con la actitud hacia el trabajo y su legiti­
mación.
4 Éste es el titulo del conocido libro de Lain Entralgo, Pedro: España como proble­
ma. Madrid, 1948; ver también la dura réplica de Calvo Serer, Rafael: España sin 
problema. Madrid, 1949.
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El largo camino hacia la Comunidad Europea
Cuando en la transición, tras la muerte de Franco se emprendieron manio­
bras en política exterior, España tuvo que tomar una decisión: establecer 
relaciones más estrechas con Europa, jugar la carta de Latinoamérica y el 
Norte de África o permanecer en una alineación neutral.5 La entrega de la 
solicitud de ingreso en la CE el 28 de julio de 1977 supuso la toma de 
partido por la primera opción. El mismo año, España entró a formar parte 
del Consejo de Europa. Dos años más tarde firmó la Convención Europea 
de Derechos Humanos. Las negociaciones de entrada comenzaron en 
febrero de 1979 en Bruselas, pero no avanzaron hasta 1982.
La nueva solicitud de ingreso en 1977 por parte de España fue una 
decisión histórica. Se abrió en España una nueva etapa de discusión 
sobre Europa: se equiparó la ansiada pertenencia a la CE con vuelta a la 
“normalidad”, a la “Casa Común” europea, con modernización econó­
mica y el im pedim ento de una involución política. El ingreso en la 
Com unidad debía conducir -seg ú n  Joaquín R uiz-G im énez- a una 
“mentalidad más abierta, dinámica y profesional”, debía ampliar pers­
pectivas y reforzar la predisposición a la innovación. El ingreso consti­
tuía para España primariamente una meta política deseable, para la cual 
estaba dispuesta a pagar un precio económico. La cuestión de la adhe­
sión estaba relacionada con la honra española y el reconocimiento por 
parte de los europeos.6 La apertura de España a Europa y la creciente 
aceptación de España por parte de Europa, así como el proceso de cam­
bio interno en España se condicionaban mutuamente. Existía, por lo 
tanto, una correlación entre el proceso de democratización interno y el 
afán por romper el aislamiento exterior.
Las negociaciones, que empezaron a finales de los años setenta, 
pasaron sin pena ni gloria. En España había otros problemas más apre­
5 Ver para la política exterior a partir de 1975 Niehus, Gerlinde Freia: Außenpolitik 
im Wandel. Die Außenpolitik Spaniens von der Diktatur Francos zur parlamenta­
rischen Demokratie, 2 vols. Frankfurt, 1988, así como la visión más bien conven­
cional de Armero, José Mario: Política exterior de España en Democracia. Madrid: 
1989. Para las relaciones de España con la C.E. y las expectativas al morir Franco, 
ver el número especial “Spanien” del Forum Europa n. 7/8, 1975.
6 Frey, Peter: Spanien und Europa. Die spanischen Intellektuellen und die europäi­
sche Integration. Bonn, 1988, p. 101.
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miantes en el orden del día: la transición pacífica a la democracia debía 
llevarse a cabo con todas las consiguientes imponderabilidades, y algu­
nos países europeos ponían nuevas dificultades en el camino. Se puso 
de relieve cómo la Comunidad y España perseguían intereses distintos 
(también en el terreno económico). La Comunidad tenía la intención de 
introducir sus productos industriales en España con el menor número 
de trabas posible, mientras que España pretendía proteger en particular 
sus productos industriales, de una competencia aplastante. Lo contrario 
ocurría en el sector agrario. El verdadero punto de conflicto durante las 
negociaciones lo constituyeron la poderosa pesca española y el estatus 
de los emigrantes españoles en la Comunidad. Expresión de las fuertes 
tensiones que tuvieron lugar durante las negociaciones fueron las repe­
tidas interrupciones en la negociación y los debates casi interminables 
sobre las tarifas aduaneras, plazos transitorios y normas excepcionales.
Las expectativas españolas puestas en Europa dism inuyeron a lo 
largo de los siete años que duró el proceso de adhesión. A la vez que 
crecía la confianza en la propia capacidad, aumentaba el escepticismo 
respecto a las ambiciones democráticas de los europeos, alimentado 
por el comportamiento reservado del extranjero ante el intento de golpe 
de Estado del 23 de febrero de 1981. En definitiva, el proceso de adhe­
sión dio paso al desencanto hacia la Com unidad. Las concepciones 
españolas sobre la Com unidad tornáronse más realistas. Surgieron 
corrientes distanciadoras y preventivas, basadas menos en un antago­
nismo que en la indiferencia y el desinterés.
A lo largo de las negociaciones de adhesión, los planteam ientos 
españoles respecto a Europa sufrieron transform aciones al menos en 
tres ámbitos centrales:7 si en un prim er momento se había visto en la 
CE un tipo de protector de la todavía débil democracia española, gra­
dualmente fue ganando terreno la idea de que la democracia española 
se había establecido sin influencias exteriores dignas de mención y que 
la CE no era de ningún modo una garantía para asegurar la democracia. 
En cuanto al impulso m odernizador que iba a venir de la mano de la 
Comunidad, perdió posiciones la idea inicial de una estrategia de cam­
bio económico influida por el exterior; la modernización era más bien 
tarea que excedía lo económico y debía ser conseguida por la propia
7 Según Frey {op. cit.), pp. 142-146.
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sociedad. Y si Europa era contemplada, en cuanto a la problemática del 
regionalismo, en un principio como ejemplo de variedad y descentrali­
zación -que debía servir como muestra llevada pacíficamente a la prác­
tica para asegurar e impulsar moralmente el proceso de regionalización 
español-, a lo largo del proceso aumentaban las dudas sobre las posibi­
lidades de acción federales de la Comunidad. Finalmente, España se 
convirtió en ejemplo para otros países europeos.
La identidad europea de España
Pocos años después de su entrada (1986) en la Comunidad Europea, el 
gobierno español temió que “el proyecto de consolidación de la Comu­
nidad Europea” se retardase debido al riesgo que suponía la revolución 
pacífica de 1989 en Europa central y del este, y los subsiguientes cam­
bios en el contexto internacional. El reforzam iento de la integración 
europea y la modernización de España se habían convertido en sinóni­
mos.8 Los españoles no perdieron de vista nunca los aspectos culturales 
y políticos que la pertenencia a la CE conllevaba, ni durante las nego­
ciaciones de adhesión, ni tampoco más tarde, cuando se discutía más 
que nada sobre los problemas de la adaptación económica.
En este sentido, debe señalarse que la adhesión española a la CE 
colmó tres significativas funciones históricas en el terreno económico, 
político y cultural: por una parte, en el ámbito económico, anuló los tra­
dicionales principios de funcionamiento de la economía española, acele­
rando la participación en instituciones europeas. Se abrió una competen­
cia am plia y dinám ica a la economía española al tomar parte en los 
mecanismos de la división de trabajo en Europa occidental. Ello condu­
jo  a dolorosos procesos de adaptación, por un lado9; pero por otro, con­
virtió los anteriores intentos aislacionistas en reliquias del pasado. En 
segundo lugar, en el ámbito político, España se integró en el proceso de 
cooperación multilateral, con lo que recibió informaciones y derechos
Ver los resultados electorales en: Anuario El País 1990. Madrid, 1990, p. 135 y el 
artículo de la p. 144.
Véase el artículo “Comunidades Europeas”, en: Bemecker, W alther L. et al. (eds.): 
Spanien-Lexikon. M ünchen, 1990.
España y la Unión Europea: una relación cambiante 51
de colaboración en decisiones que condicionarían el futuro de Europa, y 
con él, el del mundo. En tercer lugar, y con respecto al problema de la 
identidad nacional, el hecho de tomar parte en las decisiones en Europa, 
dio como resultado un afianzamiento de la solidaridad con el destino 
europeo. España encontró el camino de vuelta a su destino europeo, del 
que había sido apartada durante el franquismo casi medio siglo.
El día de la firma del tratado, el rey Juan Carlos, aclaró a los Jefes 
de Estado y de Gobierno presentes en Madrid, que encarnaban “lo que 
el pueblo español entendía por Europa: los principios de Libertad, 
Igualdad, Pluralismo y Justicia, que también inspiran la Constitución 
Española” .10 El diario El País comento: “La unión (...) a Europa deten­
ta la significación histórica, que nos permite romper con el pesado las­
tre de nuestras tradiciones inciviles excéntricas e intolerantes y abrir 
nuevos horizontes culturales a las generaciones venideras”.11 No cabía 
ninguna duda: la entrada en la CE significaba para España una profun­
da incisión histórica tras una larga fase de aislamiento conscientemente 
deseado o forzado, una cesura secular en sus relaciones exteriores, y 
una reorientación espiritual de significativas dimensiones.
El comentario de El País acerca de las “tradiciones inciviles” de la 
historia española contiene una posible explicación para la apertura 
española a Europa, y la predominante euforia proeuropea. La incorpo­
ración de España a la CE fue considerada como el fin de una época 
histórica directam ente relacionada con la Guerra Civil y sus conse­
cuencias. La guerra se convirtió en el suceso histórico que más clara­
m ente ejem plariza el “descuelgue” de España respecto al desarrollo 
europeo, el punto final de toda una serie de fracasados intentos de 
modernización. Las consecuencias de la guerra desembocaron en sen­
timientos de inferioridad de los españoles respecto a Europa, en el ais­
lamiento del país y en una severa escisión social. La apertura en 1975 
a la democracia, al progreso y a Europa, supuso un distanciam iento 
consciente de este pasado indeseado. No en vano, en los años ochenta, 
un 73% de los españoles veían en la Guerra Civil una época vergonzosa 
que debía ser olvidada12; con ello expresaban su interés en no mirar
10 ABC del 13-6-1985, p. 1.
11 El País del 12-6-1985, p. 11.
12 Cambio 16 n. 616-619 del 26-9/10-10-1983.
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atrás hacia la guerra y sus consecuencias aislacionistas, sino hacia su 
futuro europeo.13
El papel de España en la Unión Europea
Existen algunos elementos fundamentales que pueden ayudar a enten­
der el modo en que España ejercita sus opciones dentro de la Unión 
Europea. En primer lugar, la experiencia histórica española ha hecho 
comprender los graves y negativos efectos del alejamiento y la necesi­
dad de contribuir a la construcción de una Europa unida y fuerte. Por 
eso, desde su adhesión, España ha m antenido una postura decidida­
mente europeísta, partidaria de la profundización constante, en lo que 
se refiere a la integración del continente.14
España ha tenido una actitud cooperativa en la construcción del 
mercado único y ha sido leal en el cumplimiento de los compromisos 
asumidos en el marco regulador del mercado interior. Ha apoyado con 
entusiasmo y esfuerzo la unión monetaria. Se ha esforzado en impulsar 
el desarrollo de una identidad común mediante el establecimiento de 
una ciudadanía europea, introducida en Maastricht por iniciativa espa­
13 Todos los observadores se m uestran de acuerdo con tales consideraciones. Es 
característico de dicha postura una recensión de la más reciente enciclopedia de la 
historia contem poránea de España, en la que han participado notables historiado­
res. El crítico caracteriza la postura de los distintos autores de esta obra con la for­
mula de que España había sido una “frustración histórica” que mira hoy al futuro 
con seguridad y un optimism o relativo impensable anteriormente. Ésta era la opi­
nión de la mayoría, según el autor. El pesimismo histórico se había articulado en el 
convencimiento de que en España todo llegaba tarde y mal: desde la construcción 
de una administración eficaz hasta la formación de una clase media, desde estructu­
ras estatales eficientes hasta una sociedad moderna. Tales juicios pertenecían defi­
nitivamente al pasado. Entre el lamento de la generación de los regeneracionistas y 
de los intelectuales, que veían a “España como problem a”, había surgido una fase 
modemizadora en la que España había vivido un cambio radical y se había integra­
do en Europa. Véase la crítica a la enciclopedia España de la editorial Espasa Calpe 
de Juliá, Santos (ed. vol. 1 “Sociedad y política” : Salvador Giner; vol. 5 “Autono­
mía” : Fusi, Juan Pablo, Madrid 1989/90), en: El País (Libros) del 25-3-1990, p. 7.
14 Royo, Sebastián/Manuel, Paul Christopher (eds.): Spain and Portugal in the Euro­
pean Union. The First Fifteen Years. London, 2003; Magone, José M.: Contempo­
rary Spanish Politics. London, 2004, pp. 210-231.
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ñola, y ha contribuido a poner en marcha nuevas políticas, como la cul­
tural, la educativa o la de la juventud. Por otro lado, ha liderado el pro­
yecto de crear un área europea de libertad, justicia y seguridad.
En segundo lugar, España siempre ha considerado vital para el futu­
ro de Europa el mantenimiento del principio de solidaridad interterrito­
rial. Una de las grandes aportaciones del modelo europeo de integra­
ción es la superación del esquema ordinario de las uniones aduaneras o 
las zonas de libre cambio, estableciendo unos mecanismos internos de 
solidaridad económica y social. Estos mecanismos, que potencian el 
desarrollo de los países y regiones relativamente más pobres, permiten 
compensar, en parte, la desventaja de estos países para competir en un 
mercado único. Por lo tanto, redundan en beneficio de todos, al ampliar 
mercados, abrir nuevas posibilidades de inversión y reforzar la cohe­
sión social de la Unión.
En tercer lugar, España es uno de los países miembros en los que 
más claramente se muestra la realidad diversa de Europa. Europa es, 
indudablemente, un continente complejo y variado, con un área central 
más uniforme y unas zonas periféricas que tienen necesidades específi­
cas, dictadas por las propias condiciones naturales y por la localización 
geográfica. La diversidad se traduce, como es natural, en la defensa de 
intereses dispares que, en ocasiones, da lugar a incomprensiones, sobre 
todo cuando se negocian asuntos altamente sensibles como el marco 
presupuestario plurianual o la reform a de los tratados. Este tipo de 
incom prensiones recae particularm ente sobre aquellos países cuyos 
problemas y necesidades son menos coincidentes con los de aquéllos 
que pertenecen al área más uniforme de la Unión, que es actualmente la 
mayoritaria. Pero la atención a la diversidad y la conciliación de intere­
ses son absolutamente necesarias para construir una Unión Europea 
equilibrada y cohesiva.
En cuarto lugar, la Península Ibérica es el máximo exponente de la 
doble dimensión mediterránea y atlántica de Europa. La adhesión de 
España a la Comunidad Europea ha reforzado esta doble dimensión en 
la acción exterior de la Unión Europea. Cierto es que los grandes cam­
bios que han tenido lugar en la Europa Central y Oriental a partir de 
1989, pocos años después de la adhesión de España a la Comunidad 
Europea, han hecho necesaria una concentración de esfuerzos en el 
flanco oriental. Pero sin perjuicio de esto, España no ha dejado de insis­
tir en la necesidad de m antener tam bién una presencia fuerte en la
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Unión Europea en otras zonas, particularmente en el M editerráneo15 y 
en todo el continente americano. El clima internacional que ha seguido 
a los ataques terroristas del 11 de septiem bre de 2001 ha puesto de 
relieve la necesidad de un diálogo profundo y riguroso con el mundo 
árabe e islám ico, una idea que España viene defendiendo desde los 
años ochenta.
Ahora bien, con toda su importancia, el Este y el Mediterráneo no 
deben m onopolizar por completo la acción exterior de la Unión. Hoy 
más que nunca se hace necesario que Europa refuerce su diálogo y 
coordine su política internacional con aquellas regiones que comparten 
con ella cultura y valores. El vínculo transatlántico con los Estados 
Unidos y Canadá debe completarse con el desarrollo de la asociación 
estratégica con América Latina y el Caribe, lanzada en la Cumbre de 
Río de Janeiro de junio de 1999. La segunda Cumbre de la Unión Euro­
pea, Am érica Latina y el Caribe, tuvo lugar en M adrid en mayo de 
2002. Estrechó esta asociación birregional de modo que actualmente 
europeos y latinoamericanos pueden desarrollar una visión común del 
mundo para hacer frente juntos a los desafíos de la globalización.
Estas líneas básicas, que definen el papel de España en la Unión 
Europea, también pueden hacer comprender mejor su visión del futuro 
de Europa, que ha venido determinado fundamentalmente por el modo 
en que se llevó a cabo la ampliación hacia el Este. Esta ampliación al 
Este constituyó la fase más trascendental en la realización del proyecto 
europeo, pues selló el reencuentro y la reunificación de una Europa 
durante largas décadas dividida. La posición de España con respecto a 
la ampliación ha sido siempre de apoyo a este proceso, con indepen­
dencia del gobierno en el poder, existiendo a este respecto un consenso 
entre todos los partidos políticos y un amplio respaldo de la opinión 
pública. Sobre esto último se puede consultar el eurobarómetro que ha 
situado siempre a la opinión pública española entre las más favorables 
a la ampliación.
España, país periférico en lo geográfico pero central en el proyecto 
político de una Europa unida, tiene que seguir desarrollando un impor­
15 Sobre la política española en el M editerráneo y, concretamente, el Proceso de Bar­
celona, cfr. “Barcelona-Prozess”, en: Aus Politik und Zeitgeschichte 45/2005, del 7 
de noviembre de 2005.
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tante papel, contribuyendo a reforzar el necesario equilibrio de este 
proyecto y a asegurar que continúe siendo una em presa dinám ica y 
solidaria. En esta era de la globalización, con sus promesas y sus ame­
nazas, no hay otra alternativa razonable que reforzar la Unión Europea.
Turbulencias europeo-atlantistas durante el gobierno de Aznar 
(1996-2004)
Lo expuesto hasta aquí ha sido, en térm inos generales, política “de 
Estado” durante la mayor parte de los años ochenta y noventa, es decir 
que si bien la oposición parlam entaria conservadora fue crítica con 
muchos aspectos de la política europeista del gobernante PSOE (1982- 
1996), estuvo de acuerdo en cuanto a las líneas directrices de esta polí­
tica. Las cosas irían a cambiar durante el gobierno de José María Aznar 
(1996-2004), del Partido Popular, ante todo durante su segunda legisla­
tura, mientras que la política exterior del primer gobierno de Aznar fue 
-p o r  lo menos en opinión de Charles P ow ell- una continuación con 
respecto a la etapa anterior.16 Ya en 1997, Aznar promovió una Unión 
Europea dirigida hacia objetivos económ icos que en marzo del año 
2000 recogería la Agenda de Lisboa.17 Por aquel entonces, comenzaba 
a forjarse un liderazgo hispano-británico (Tony Blair acababa de ser 
elegido prim er m inistro de Gran Bretaña), m ientras que la relación 
entre Francia y Alemania entraba en una crisis.
En la segunda legislatura de Aznar, tuvieron lugar unos cambios en 
política exterior que probablem ente se debían a decisiones bastante 
personales del presidente de Gobierno que entre tanto había obtenido 
una mayoría absoluta. José María Aznar hizo una lectura de los ataques 
de Al Qaeda, del 11 de septiem bre 2001, a Estados Unidos, que se 
correspondía con la interpretación estadounidense de estos ataques.
16 Powell, Charles: “¿Qué habría sucedido si Aznar no hubiera apoyado la guerra de 
Irak en 2003?”, en: Townson, Nigel (dir.): Historia virtual de España (1870-2004). 
¿Qué hubiera pasado si ...?M adrid, 2004, pp. 297-321.
17 Sobre la política  ex terior española entre 1996 y 2004, cfr. Pereira, Juan Carlos 
(coord.): La política exterior de España (1800-2003). Historia, condicionantes y  
escenarios. B arcelona, 2003; Tusell, Javier et al. (eds.): La política exterior de 
España en el siglo xx. Madrid, 2000.
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También coincidía con el presidente George W. Bush en que la única 
reacción posible debía ser la declaración de una guerra global contra el 
terrorismo; consecuentemente, ofreció el incondicional apoyo español 
a Estados Unidos en la guerra contra el terrorismo. Este apoyo se mate­
rializó primero en la ayuda española a la intervención anglo-estadouni- 
dense de octubre de 2001 contra el régimen talibán de Afganistán por el 
supuesto apoyo logístico de éste a Al Qaeda; más tarde, España partici­
pó en la “Fuerza Internacional para la Asistencia y Seguridad de Afga­
nistán” (ISAF). Pero el apoyo más significativo a la “guerra contra el 
terror” de George W. Bush fue la participación española en la guerra 
contra el Irak de Sadam Flussein, en septiembre de 2003, tras la caída 
de Bagdad; Aznar envió algo más de 1.300 soldados a Irak.
La mayor parte de los analistas de la política exterior española entre 
1996 y 2004 concuerda en señalar que se trataba de una política perso­
nal del entonces presidente de Gobierno que quería, con su alineamien­
to junto a Estados Unidos y Gran Bretaña, sacar a España del “rincón 
de los países que no cuentan” .18 Aznar se decidió por un ferviente 
“atlantismo” en defecto de otras opciones como podría haber sido un 
tradicional “europeísm o”. El presidente del Gobierno hablaba de la 
“segunda transición”, en la que España debía llegar a ser un país eco­
nómicamente potente, que negociara en igualdad de condiciones a nivel 
internacional con los grandes players  políticos. La política exterior 
española debía tener lugar en la “primera división” de la política inter­
nacional, a la cual Aznar quería llegar con ayuda de Estados Unidos. Ya 
veía a España en una posición m ediadora en la construcción de una 
zona de libre cambio entre Estados Unidos y Europa. El país ibérico, 
como octava economía mundial, con una lengua hablada por 400 millo­
nes de personas y una destacada posición geopolítica, debía convertirse 
en un actor internacional central.19
El cambio de una alianza con los Estados Unidos iba en defecto de 
otros campos tradicionales de la política exterior española, ante todo en 
cuanto a Europa, el M editerráneo y Am érica Latina. En el contexto
18 Cfr. las memorias de Aznar, José María: Ocho años de gobierno. Una visión perso­
nal de España. Barcelona, 2004.
19 Cfr. M aihold, Günther: Kurswechsel in Madrid. Die Außenpolitik Spaniens nach 
den Attentaten vom 11. März 2004 und vor dem Regierungswechsel. Marzo de 2004 
(= SWP-Aktuell, n2 12).
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europeo, el gobierno de Aznar asumió conscientemente la función de 
un protagonista de la “Nueva Europa”. En lugar de alinearse con Fran­
cia y Alem ania, buscó la cercanía de Gran Bretaña y los países que 
estaban a punto de ingresar en la Unión Europea, ante todo Polonia, 
para de esta manera resaltar su nuevo papel.
El nuevo alineamiento de España con Estados Unidos se hizo notar 
ante todo en la política frente a Irak. El gobierno de Aznar desarrolló 
un perfil de solidaridad absoluta con el gobierno de los Estados Uni­
dos.20 Al mismo tiempo, Aznar perseguía la intención de hacer de Espa­
ña una de las grandes naciones europeas, ser aceptado en el seno del 
grupo G7 y estar representado, como miembro no permanente, en el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Un plan estratégico pre­
veía que España debía asumir un rol dirigente en la Unión Europea, 
que el peso económico y cultural de España en el contexto latinoameri­
cano debía ser fortalecido, que el país debía abrirse a todas las regiones 
del mundo y que en el mundo globalizado de hoy una postura solidaria 
era de especial im portancia, y que por eso debían hacerse todos los 
esfuerzos posibles en el campo de la ayuda al desarrollo. Con este plan, 
España sobrepasaba claramente los límites de su política exterior tra­
dicional.
En primavera del año 2000, Aznar proclamaba en las Cortes espa­
ñolas: “Ahora nos encontramos, donde siempre queríamos estar.” Esta 
afirmación se refería a la integración de España en la Unión Económica 
y Monetaria, a la defensa de intereses españoles en la “Agenda 2000” y 
a la incorporación de España en la estructura militar de la OTAN. En el 
ámbito de la política exterior y de seguridad de la Unión Europea, en 
cuestiones decisivas Aznar representaba, después del 11 de septiembre 
de 2001, una posición minoritaria, que más tarde sería asumida tam ­
bién por Gran Bretaña y por Italia.
La posición “atlantista” de Aznar en la cuestión iraquí se debía segu­
ramente a la convicción del presidente de Gobierno de que el único 
poder hegem ónico que quedaba en el mundo, debía ser el punto de 
orientación de la política exterior española. El atlantismo fue preferido 
a una estrecha colaboración con los socios europeos, ya que el jefe de
20 Cfr. Barbé, Esther: “Spanien”, en: Jahrbuch der Europäischen Integration 2000/01. 
Bonn, 2001, pp. 391-398.
58 Walther L. Bernecker
Gobierno español veía el futuro de la política exterior española en una 
estrecha alianza con los Estados Unidos. Posiblemente, Aznar incluso 
haya intensificado deliberadamente el disentimiento con Francia y Ale­
mania, después de que se hubiera fijado en que la estrecha cooperación 
entre ambas naciones en la cuestión de Irak había tenido lugar sin haber 
consultado estos dos países a los otros socios europeos. No haber sido 
invitado, desde un principio, a participar en el “eje Berlín-París”, habría 
despertado en Aznar recuerdos de los tiempos en que España no era 
tomada en serio en materia de política exterior.
En las críticas que se formularon frente a esta política atlantista, se 
resaltaba la ruptura de una política de distensión con los países islámi­
cos, el aislam iento de Iberoam érica y los problem as con los socios 
europeos. El resultado de la política de Aznar -as í se resumían muchas 
c ríticas- no era un m ayor protagonism o de España a nivel mundial, 
sino un continuo aislamiento de los espacios con los que España man­
tenía tradicionalmente buenas relaciones (como el mundo islámico y 
América Latina), y ante todo de Europa, a la que pertenecía histórica­
mente y como comunidad de valores.
El “síndrome pedigüeño”
En cuanto a la pertenencia de España a la zona euro, tanto el gobierno 
socialista como el conservador desarrollaron una visión de futuro en la 
que se equiparó el ingreso en la Unión Monetaria con bienestar, ocupa­
ción y posibilidades de futuro. Aznar presentó la participación de Espa­
ña en la Unión Económica y Monetaria como un cambio histórico para 
su país. Durante la primera legislatura del gobierno conservador (1996- 
2000), críticos interpretaron la relación de España con Europa como una 
política de mera “optimización de ganancias”, de aumentar en lo posible 
los recursos europeos. Más de una vez se podía oír el reproche del “sín­
drome pedigüeño”. Del fondo de cohesión, instituido en 1992, España 
recibió entre 1994 y 1999 el 55% de todos los medios disponibles. Cada 
intento por parte europea de reducir el importe español fue contestado 
por Madrid con la amenaza de bloquear la reforma de la Unión Europea. 
En la cumbre europea de Berlín, de 1999, Aznar, en un duelo personal 
nocturno con el canciller alemán Gerhard Schröder, incluso pudo lograr 
que España recibiera en el futuro el 62% del fondo de cohesión.
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Las propuestas del gobierno de Aznar en m ateria europea fueron 
muy conservadoras. El Partido Popular rechazó todos los proyectos y 
se concentró, en base a lo que ya existía, en la solución de problemas 
concretos. La postura de Madrid con respecto a la reforma del Tratado 
de Amsterdam -p o r poner un ejem plo- consistía en promover exclusi­
vamente aspectos necesarios de una reforma institucional, impidiendo 
todos los intentos de una reforma más trascendental. La meta persegui­
da era conservar el statu quo comunitario. El comisario (español) de la 
Unión Europea, Pedro Solbes (por cierto, un socialista), comentó en su 
día que el gobierno de Aznar se encaraba a Europa con una visión del 
pasado, considerando en primer lugar los propios problemas, como la 
conservación de los fondos de cohesión para España.21
Aznar perseguía una clara meta: En el marco de una Unión Europea 
ampliada, España debía seguir disfrutando del estatus de un socio 
“grande” . Al introducirse el principio de rotación, España debía estar 
representada continuamente en la Comisión Europea, y en el Consejo 
debía estar entre los “cinco grandes”, de los cuales tres ya forman una 
minoría de bloqueo. De gran importancia para ei futuro sería la distri­
bución de los votos en el Consejo de Ministros, decidida en el encuen­
tro de Niza. España recibió 27 votos, una distribución muy ventajosa. 
Aznar mismo argumentó que en la batalla de Niza, España había salido 
bien parada.22
Una de las metas fundamentales en materia de política europea del 
gobierno de Aznar era, pues, el reconocimiento de España como socio 
“grande” de la Unión Europea y la reivindicación de seguir recibiendo 
medios del fondo regional. Esta meta se convertiría en un tema conflic­
tivo en relación con la proyectada am pliación de la Unión Europea 
hacia el Este. Pues aunque los gobiernos españoles estaban, al igual 
que la m ayoría de los ciudadanos, a favor de la am pliación, M adrid 
insistía en mantener dos ideas sustanciales: en la completa asunción del 
estatus comunitario y en la obligación de los “nuevos”, de moverse en 
el marco de las perspectivas financieras que habían sido decididas en
21 Cfr. Barbé, Esther: “Spanien”, en: Jahrbuch der Europäischen Integration 2000/01. 
Bonn, 2001, pp. 391-398, esp. p. 393.
22 Cfr. Areilza Carvajal, José María de: “La reforma de Niza: ¿Hacia qué Unión Euro­
pea?”, en: Política Exterior 79, 2001, pp. 104-119; Elorza, Javier: “La UE después 
de Niza”, en: Política Exterior 79, 2001, pp. 120-132.
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1999 por el Consejo Europeo de Berlín. La insistencia por parte espa­
ñola en mantener el estatu quo se debía ante todo al principio de cohe­
sión y sus consecuencias: las subvenciones europeas significan más del 
1% del PIB español.
De momento, once de las 17 Comunidades Autónomas españolas 
siguen siendo zonas de desarrollo del tipo “meta 1” , lo que significa 
que el ingreso medio per cápita (todavía) se encuentra por debajo del 
75% del PIB per cápita en los países de la Unión Europea. Aproxima­
damente, el 28% de los medios europeos destinados a zonas del tipo 
“meta 1” va (todavía) a España; además, el país recibe más o menos el 
62% de los medios comunitarios de los fondos de cohesión. Desde hace 
mucho tiempo, España es el país que obtiene más ingresos netos de 
dinero europeo de los fondos estructurales y de cohesión.23
En abril de 2001, el gobierno español presentó un memorándum, 
según el cual la Unión Europea debía considerar que la ampliación al 
Este tendría un “efecto estadístico” ; es decir que algunas regiones espa­
ñolas sobrepasarían el 75% del PIB medio de la Unión Europea, per­
diendo de esta manera el derecho a seguir percibiendo ayudas comuni­
tarias. Pero como los ingresos en estas regiones no subirían de hecho, 
sino sólo a causa de un mero “efecto estadístico” , el m em orándum  
español exigía seguir apoyando estas regiones. España introdujo de 
esta m anera un debate sobre el presupuesto comunitario en relación 
con la ampliación hacia el Este en un momento en el que todavía no 
estaban previstas negociaciones al respecto. Alemania, Francia y otros 
países se declararon en contra de conceder a España garantías que rela- 
tivizaran o incluso eliminaran este efecto. Pero para compensar esta 
desventaja estadística Bruselas decidió el nuevo program a “Conver­
gencia y Competitividad”, según el cual las regiones en cuestión recibi­
rán en una fase de tránsito el 66% de las ayudas que hubieran recibido 
en caso de seguir siendo regiones del tipo “meta l ”.24
La cumbre de Berlín de 1999 había aportado a España para el perío­
do 2000-2006 más de 56.000 millones de euros de los fondos regiona­
23 Cfr. M aihold, Günther/M aurer, Andreas: Neue Impulse aus Europas Süden. B er­
lin, marzo de 2005 (= SWP-Aktuell, n2 13).
24 Cfr. Gillespie, Richard/Younges, Richard (eds.): Spain: The European and Interna­
tional Challenges. London, 2001.
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les y de cohesión de la Unión Europea; casi el 40% de todas las ayudas 
estructurales de la Unión Europea va a parar, desde entonces, a proyec­
tos españoles de construcción. Esto significa que España se ha conver­
tido, por mucho, en el país que más subvenciones netas recibe de la 
Unión Europea. En el período 2007-2013, España probablemente per­
derá un 30% de estos fondos. Por la eliminación del fondo de cohesión 
España perderá, sin compensaciones de ningún tipo, unos 12.000 millo­
nes de euros. Desde su ingreso en la Com unidad Europea en 1986, 
España recibió (hasta 2003) unos 85.000 millones de euros de los fon­
dos comunitarios. Por eso, Madrid espera conseguir generosas solucio­
nes transitorias hasta perder el apoyo comunitario definitivamente.
En 2003, el saldo neto de los fondos europeos ascendía a 8.700 
millones de euros a favor de España; esto equivalía al 1,21% del P1B 
español. Algunas cifras más permiten reconocer la enorme importancia 
de Europa para España: desde 1987 hasta hoy, cada año el 0,8% del 
PIB español se debe, como valor medio, a ingresos netos provenientes 
de la Unión Europea. El 90% de todas las inversiones extranjeras en 
España viene de países comunitarios. Cada año, se crean en España 
unos 300.000 puestos de trabajo gracias a medios europeos; cuatro de 
cada diez kilómetros de autopistas y autovías españolas han sido cons­
truidas con financiación por parte de la Unión Europea; el 87% de los 
52 millones de turistas anuales que visitan España proviene de la Unión 
Europea; el 74% de las exportaciones españolas va a países comunita­
rios, el 66% de las importaciones españolas viene de países de la Unión 
Europea; el 24% de los ingresos españoles en la agricultura se debe a 
ayudas directas comunitarias; desde el ingreso de España en la Comu­
nidad Europea, las transferencias de subvenciones agrarias de la Unión 
Europea a España han subido (hasta 2004) 30 veces; entre 2000 y 2003, 
unos 16 millones de españoles han sacado provecho directo de los fon­
dos sociales comunitarios; el 46% de las ayudas europeas para la pesca 
fue, entre 2000 y 2006, para España.25
En primavera de 2005, la dirección de la Unión Europea accedió a 
la propuesta española de prever soluciones transitorias para la fase des­
pués de 2006 en relación con el fondo de cohesión. Parece ser que 
España seguirá recibiendo en 2007 y 2008 ayuda financiera de este
25 Cfi: “La Constitución europea, en las urnas”, en: El País, 20/05/2005, p. 19.
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fondo (si bien menos que antes). Ahora bien: en los próxim os años 
aumentará la contribución española a los fondos de la Unión Europea, 
de 9.800 millones de euros en 2005 a 15.800 millones en 2013. Si se 
suman la reducción de los ingresos españoles por parte de la Unión 
Europea y el aumento de los gastos españoles a favor de la Unión Euro­
pea, resulta una diferencia de unos 6.000 millones de euros que perderá 
España a partir de 2007.
El saldo neto de los flujos financieros entre España y la Unión Euro­
pea fue, entre 2000 y 2006, de unos 48.000 millones de euros a favor 
de España; para el período 2007-2013 está previsto un saldo neto de 
“sólo” 5.000 millones de euros. A partir de 2013, España será un con­
tribuyente neto. Las consecuencias para el crecim iento económico 
serán claramente negativas. Según los planes financieros de la Unión 
Europea para el período 2007-2013, España perdería un 30% de las 
ayudas percibidas hasta ahora del fondo de cohesión. La ampliación 
comunitaria hacia el Este europeo cuesta a Madrid, pues, casi 40.000 
millones de euros, es decir aproximadamente el 0,6% del PIB español. 
El desarrollo de los m edios com unitarios para España entre 2000 y 
2013 será probablemente el siguiente (a partir de 2007, se trata de una 
estimación):
Saldo financiero de las ayudas comunitarias para España 
(en millones de euros)
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Fuente: El País, 4/III/2005, p. 67.
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Las elecciones del 13 de marzo 2004: el cambio en materia 
de política exterior
Bajo la impresión de los atentados terroristas del 11 de marzo de 2004, 
las elecciones parlamentarias del 13 de marzo tuvieron por resultado un 
cambio de gobierno. En los días siguientes al atentado se divulgó 
ampliamente la impresión de que las informaciones relativas al trasfon- 
do de los atentados habían sido manipuladas para hacer aparecer a ETA 
responsable del atentado; de esta constelación, el Partido Popular espe­
raba sacar provecho electoral. En la política exterior, podían esperarse 
cambios sustanciales, ya que el candidato socialista José Luis Rodrí­
guez Zapatero había anunciado reiteradam ente querer abandonar el 
campo de los que apoyaban la postura estadounidense. Con el retiro de 
los 1.300 soldados españoles del Irak, efectuado poco después de asu­
mir Rodríguez Zapatero la presidencia del gobierno, comenzó el dete­
rioro de la coalición bélica. Además, España volvió a orientarse hacia 
Europa. Esto significaba el abandono de la estrategia del ex-gobierno 
conservador, que había contemplado Europa desde la periferia, y que 
había tratado de concluir alianzas (tanto europeas como trasatlánticas) 
desde esta perspectiva.
El nuevo gobierno socialista invirtió todas sus energías en sacar al 
país de la “trampa am biciosa” del gobierno de Aznar. El PSOE se 
declaraba europeista y a favor de una política exterior orientada hacia 
el m ultilateralism o.26 Para la futura política exterior debían regir los 
siguientes principios: una clara priorización de la profundización y la 
ampliación de la Unión Europea; al apoyo de la legalidad internacio­
nal, representada por Naciones Unidas; la conciencia de pertenecer a la 
Comunidad Iberoamericana de Naciones; una iniciativa general -n o  
sólo de política exterior- para fomentar el diálogo y la cooperación con 
todos los países de la región m editerránea y para hacer posible una 
solución justa y duradera del conflicto árabe-israelí; el reconocimiento
26 Cfr. Iturriaga Barco, Diego: “La actual política exterior de España. Breve análisis 
diferencial entre las acciones internacionales anteriores y posteriores al aconteci­
miento del 11-14 M ”, en: Delgado Idarreta, José M iguel/Andrés Cabello, Sergio 
(eds.): La Rioja, España, Europa. Actas del VSimposio de Historia Actual (Logro­
ño, 4 al 6 de noviembre de 2004). Logroño, 2006, pp. 263-276
64 Walther L. Bemecker
del diálogo trasatlántico en base a una relación igualitaria con Estados 
Unidos, resaltando al mismo tiempo la autonomía política frente a Esta­
dos Unidos también a nivel bilateral; la lucha contra el terrorismo y el 
crimen organizado, tanto a nivel nacional como internacional.27
Para im plem entar estas orientaciones, el gobierno de Rodríguez 
Zapatero quería reajustar los cuatro ejes centrales de la política exterior 
española: Unión Europea, Iberoamérica, Mediterráneo y relaciones tra­
satlánticas, eliminando al mismo tiempo parte del cambio introducido 
por el gobierno de Aznar en la política exterior. El nuevo gobierno pudo 
hacer suyas posiciones que desde el gobierno de Felipe González for­
man parte de la tradición del Partido Socialista. Rodríguez Zapatero 
quería hacer uso del “eje” Alemania-Francia, para garantizar a España 
una posición en el centro de Europa y no tener que seguir tejiendo 
alianzas desde la periferia europea, como lo había hecho el gobierno 
conservador. Es un importante cambio de coordenadas que el gobierno de 
Rodríguez Zapatero vuelva a observar a Europa desde el centro.
El regreso de España a Europa
La foto de la “Cumbre de las Azores”, de marzo de 2003, fue en cierta 
manera simbólica para el atlantismo de Aznar. Blair, Bush y Aznar fijan 
su decidida mirada en la cámara; Bush pone su mano -d e  manera un 
tanto paternalista- sobre los hombros de Aznar, éste finalmente es uno 
de los “grandes” de este mundo. Exactamente año y medio después, en 
septiembre de 2004, vuelve a publicarse una foto de tres políticos. Esta 
vez los estadistas que son retratados delante del Palacio de la Moncloa, 
ríen. Se trata de Schröder, Chirac y el nuevo presidente del gobierno 
español, Rodríguez Zapatero. Aznar había preferido la alianza trasa­
tlántica a la solidaridad intraeuropea; en el conflicto del Irak se había 
distanciado de Alemania y Francia, alineándose con Bush; e insistiendo 
en las resoluciones de Niza, también se había opuesto a la Constitución 
Europea. Aznar se oponía ante todo al principio de la doble mayoría en 
el Consejo de M inistros europeo, por la cual España supuestamente
27 A renal M oyúa, C elestino del: “La política exterior del gobierno socialista”, en: 
Política Exterior, 100, 2004, pp. 111-126.
España y la Unión Europea: una relación cambiante 65
perdía peso internacional. Todo esto, Rodríguez Zapatero lo cambió en 
pocas semanas.
El cambio de rumbo en materia de política exterior fue interpretado 
como un “regreso” a Europa. Rodríguez Zapatero m ismo decía que 
había reconducido a España “al corazón de Europa” . El lema del PSOE 
para las elecciones europeas del 13 de junio 2004 rezaba, en conse­
cuencia: “Volvemos a Europa”, lo que suponía una clara crítica de la 
anterior política conservadora que -en  esta perspectiva- había apartado 
a España de Europa. Por otro lado, en las elecciones europeas se volvió 
a poner de manifiesto la ya conocida indiferencia de la población espa­
ñola frente a temas europeos: sólo un 46% de la población con derecho 
a voto fue a votar. Fue la participación más baja desde que hay eleccio­
nes al Parlam ento europeo. Vencedores fueron los socialistas con el 
43,37% de los votos (unos ocho puntos más que en las últimas eleccio­
nes europeas), seguidos de cerca por los conservadores que pudieron 
mejorar tanto su resultado de las últimas elecciones europeas de 1999 
(por 1,5 puntos) como el resultado de las elecciones parlam entarias 
españolas de marzo de 2004 (por unos cuatro puntos). En Estrasburgo, 
el socialista español José Borrell fue elegido presidente del Parlamento 
europeo. Con su nueva política exterior, Rodríguez Zapatero se encon­
traba en plena consonancia con la opinión mayoritaria de la población 
española: un 76% de los españoles se oponía, a mediados de 2004, al 
liderazgo de los Estados Unidos en el mundo, y un 86% a la política 
exterior de George W. Bush.
Tradicionalmente, las alternativas atlantismo y europeismo no ha­
bían sido opciones excluyentes para España. Felipe González, el con­
vencido europeista, había firmado en 1995, durante la presidencia espa­
ñola en la Unión Europea, junto con Bill Clinton y Jacques Santer en 
Madrid la nueva “Agenda Trasatlántica” y el esbozo de una nueva decla­
ración euro-americana. Encuestas representativas pusieron de manifies­
to en primavera de 2004, que los españoles no querían tener que decidir­
se entre europeismo y atlantismo. El 80% declaró que la prioridad en 
materia de política exterior correspondía a Europa -una  Europa que no 
querían como superpotência-; y cada tercer encuestado decía que Euro­
pa y los Estados Unidos eran igualmente importantes. Las manifestacio­
nes masivas contra la participación española en la guerra de Irak permi­
ten, pues, la interpretación de que esta política de Aznar había 
abandonado un consenso en política exterior predominante por mucho
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tiempo, que partía de un equilibrio entre Europa y los Estados Unidos, y 
que Aznar se había decidido unilateralmente por el atlantismo.
Al distanciamiento de Bush y a la rápida retirada de las tropas espa­
ñolas de Irak siguió el sí a la Constitución europea. El 20 de febrero de 
2005, España realizó como primer país europeo un referéndum sobre la 
Constitución. La participación en este referéndum fue, con un 42,3%, 
reducida, pero el resultado fue inequívoco: el 76,7% votó a favor y sólo 
el 17,2% en contra de la Constitución, un 6% dejó las papeletas en blan­
co. Tanto socialistas como conservadores, en la campaña del referén­
dum habían abogado unánimemente por la aprobación del Tratado, y 
también los sindicatos y las organizaciones em presariales estaban a 
favor. El gobierno había realizado una cam paña de inform ación sin 
precedentes, pero sin poder cambiar el generalizado desinterés de la 
mayoría de la población. El Partido Popular se encontraba en un cierto 
dilema: por un lado, no quería poner en duda su postura eurofdica; pero 
por otro lado tenía que impedir que la votación pudiera interpretarse 
como voto de confianza para el gobierno socialista, ya que el PSOE y 
el PP tienen conceptos diferentes justo en materia de política europea: 
con respecto a la política educativa y de inmigración, a la común políti­
ca exterior y de seguridad, a la lucha contra el terrorismo y el compro­
miso europeo en Irak.28
Reflexión final
Desde hace más de 20 años España esta sólidamente integrada en las 
estructuras europeas, y en varios sentidos incluso se puede afirmar que 
los españoles se han convertido en algo así como los “europeos mode­
lo” . Esto tampoco pudo cambiarlo el curso atlantista del gobierno de 
Aznar. Además, un análisis del gobierno de los conservadores tiene que 
diferenciar entre la primera y la segunda legislatura. M ientras que en 
los prim eros cuatro años, cuando el PP no tenía mayoría absoluta, la 
cooperación con los sindicatos y los nacionalismos periféricos jugó un 
gran papel, la economía era boyante y el país se afilió a la zona euro, en
28 Cfr. Maurer, Andreas: Ratifikationsverfahren zum EU-Verfassungsvertrag, mayo de 
2005 (= SWP-Diskussionspapier der EG 1, 2005).
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los segundos cuatro años -después de haber conseguido el PP una 
mayoría absoluta en el Parlam ento- dominaba la confrontación con los 
sindicatos y los nacionalistas vascos, el legislar sin tener en considera­
ción a la oposición, el alejamiento de los tradicionales socios europeos 
y la orientación unilinear hacia Estados Unidos, en términos generales: 
un estilo político arrogante y prepotente. Si bien España logró, en los 
años de gobierno conservador, con una tasa media de crecimiento del 
3,2% por año superar en mucho la dinám ica en el resto de la Unión 
Europea, el porcentaje de desempleados siguió siendo muy elevado, el 
mercado laboral estaba muy segmentado, la productividad laboral era 
de las más bajas en Europa, los gastos para Investigaciones y Desarro­
llo se encontraban (con el 1% del PIB) muy por debajo de la m edia 
europea.
Ya mucho antes de las elecciones de marzo del 2004, Aznar había 
anunciado que no volvería a presentarse como candidato para presiden­
te del gobierno. Su lugar lo ocupó el que había sido hasta entonces su 
sustituto, el ju rista  gallego M ariano Rajoy, que prom etió proseguir 
básicamente la política de Aznar. En la campaña electoral, los conser­
vadores repitieron una y otra vez los mismos eslóganes: unidad estatal, 
lucha contra el terrorismo, crecimiento económico, protagonismo de 
España en Europa y en el mundo. Analistas políticos observaron antes 
de las elecciones una tendencia m ayoritaria de los electores hacia el 
PSOE; pero hasta poco antes del día de la votación, casi todos los 
observadores estaban convencidos de una segura victoria electoral de 
los conservadores. La cuestión que se debatía era si el PP ganaría con 
una mayoría absoluta o sólo relativa.
Los socialistas anunciaron, con su candidato José Luis Rodríguez 
Zapatero, un cambio radical en la política exterior y múltiples reformas 
en la política interior. Insistieron ante todo en la idea de una “España 
plural”, es decir que estaban dispuestos a emprender una reforma de los 
estatutos de autonomía (en el marco de la Constitución) y que además 
las Comunidades Autónomas debían recibir más consideración en la 
Unión Europea. Rodríguez Zapatero anunció un “cambio tranquilo”. El 
resultado de las elecciones llevó de nuevo, y de manera sorprendente, a 
los socialistas al poder, y rápidamente iniciaron un cambio de rumbo en 
varios campos políticos. Esto es válido ante todo para la política euro­
pea. Rodríguez Zapatero volvió a acercarse decididamente a los tradi­
cionales aliados de España en Europa, Alemania y Francia, acabó con el
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bloqueo de la Constitución Europea y puso de manifiesto que también 
en otros campos estaba dispuesto a concluir compromisos. Habrá que 
ver si se mantiene este curso eurófilo, habida cuenta de que las grandes 
ayudas financieras de Bruselas disminuirán dentro de poco tiempo, para 
acabar definitivamente en la próxima década. A más tardar entonces es 
de esperar un nuevo debate sobre la relación de España con Europa.
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E duard Soler i L echa
El proceso de Barcelona  
y la política m editerránea española: 
cam bio y continuidad
Introducción
Esta contribución analiza la política mediterránea de España desde 1995 
hasta 2006, poniendo especial énfasis en los cambios y continuidades de 
la misma y observando en qué medida ha habido consenso entre las dos 
principales fuerzas políticas sobre esta cuestión o si, por el contrario, se 
han engarzado en una lucha partidista. Este recorrido nos llevará a seguir 
las grandes lineas de la política mediterránea de tres gobiernos diferen­
tes: el último año del gobierno de Felipe González, los de José María 
Aznar (1996-2004) y los tres primeros años de Rodríguez Zapatero.
El texto se divide en dos partes. Primero analiza el activismo de los 
gobiernos españoles en las iniciativas multilaterales, principalmente en 
el partenariado eurom editerráneo (PEM) recalcando tres momentos 
clave: la primera conferencia euromediterránea de Barcelona (1995), la 
conferencia euromediterránea de Valencia (2002) y la cumbre eurome­
diterránea celebrada en la capital catalana en 2005 y que también reci­
bió el nombre de “Barcelona + 10” . Observaremos que la dimensión 
m ultilateral de la política m editerránea de España se caracteriza por 
una razonable continuidad entre los gobiernos socialistas y conserva­
dores, es decir, que en contraste con otras áreas de la política exterior 
española, se ha dado un bajo nivel de politización. No obstante, tam ­
bién pondremos de manifiesto que se intuye un cambio de tendencia 
puesto que durante la cumbre “Barcelona + 10” el Partido Popular, 
desde la oposición, se recreó en los puntos débiles de este aconteci­
miento para erosionar al gobierno socialista.
La segunda parte se concentra en la dimensión bilateral. Atención 
particular dedicarem os a la política m arroquí de España, una de las 
prioridades más importantes y más polém icas de la política exterior
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española. En este caso señalarem os que hay sensibles divergencias 
entre la aproximación de Aznar y de Zapatero a esta cuestión. Así lo 
demuestra que mientras que en 2002 Madrid y Rabat estaban al borde 
de un conflicto armado, en 2005 ambos países han podido reconstruir 
una fértil cooperación bilateral y un diálogo político reforzado en cues­
tiones bilaterales y también en aspectos de la agenda multilateral. Final­
m ente, esta contribución aportará algunas reflexiones acerca de la 
transformación operada en las relaciones con Argelia, así como el papel 
desarrollado por España en el proceso de paz en Oriente Medio.
Dimensiones multilaterales
Se ha descrito la política exterior española del período democrático 
como un triángulo cuyo vértice superior es la política hacia Europa, 
siendo los otros dos la política m editerránea y la latinoam ericana. 
Ambas prioridades son importantes pero subordinadas a la primera: la 
europea. En el marco mediterráneo una cuestión central en la estrategia 
española ha sido solicitar e impulsar una implicación de mayor calado 
de la UE en la región así como incentivar procesos de construcción 
regional en esta área. En este sentido, el gobierno de Felipe González 
participó activam ente en el lanzamiento de marcos m ultilaterales de 
cooperación como el grupo 5+5 (Mediterráneo Occidental), colaboró 
con otros países europeos para generar nuevas iniciativas como la His- 
pano-Italiana de crear una Conferencia de Seguridad y de Cooperación 
en el M editerráneo. Adem ás, la diplom acia española, así como los 
Comisarios españoles Abel Matutes y Manuel Marín, tuvieron un papel 
sensible en la consolidación de la política mediterránea de la UE.
Durante la presidencia española de la UE de 1995, España sobresa­
lió como uno de los principales actores, junto con Francia, la Comisión 
y en menor medida Italia, en el lanzamiento del PEM que tuvo lugar en 
Barcelona en noviembre de 1995. Esta primera conferencia euromedi- 
terránea culminó los esfuerzos llevados a cabo por la diplomacia espa­
ñola desde la restauración de la democracia para pasar de una política 
de “amistad tradicional hacia los países árabes”, llena de retórica pero 
vacía de contenido, a una política m editerránea global que vinculase 
los intereses españoles a los desafíos globales de la Europa meridional 
y al resto de la región mediterránea.
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A pesar de algunos éxitos del gobierno de González en la política 
exterior, este gobierno sufrió un serio deterioro de popularidad debido 
a cuestiones de política dom éstica (principalm ente escándalos de 
corrupción). Así pues, en las elecciones de 1996 el Partido Popular 
obtuvo una victoria moderada que le permitió gobernar en minoría. En 
ese momento, algunos se preguntaron si el protagonismo de España en 
el Mediterráneo perduraría tras la derrota electoral de González (Gilles­
pie 1997: 34). A pesar de los temores iniciales, podemos hablar de una 
continuidad razonable con las grandes líneas de la política mediterrá­
nea, una continuidad algo inesperada (Hernando de Larramendi 1997).
A ello contribuyó que se nombrara ministro de Asuntos Exteriores a 
Abel Matutes, una personalidad sensible a la política m editerránea y 
con un buen conocim iento de esta área. Hubo, no obstante, cambios 
menos positivos. El más significativo fue la reforma de la estructura 
del ministerio, concretamente con la fusión de las unidades encargadas 
de la Cooperación con el Norte de África y Oriente Medio con los de 
Asia y de África, diluyendo en la personalidad del Instituto de Coope­
ración con el Mundo Arabe (ICMA) que se convirtió en el Instituto de 
Cooperación con el Mundo Árabe, el Mediterráneo y los Países en Des­
arrollo (ICMAMPD). Podría interpretarse, pues, que el Mediterráneo 
retrocedió entre las prioridades de la cooperación española. Junto a este 
cambio de organigrama, el hecho que el gobierno reforzara otras priori­
dades (particularmente América Latina) así como la desilusión que se 
vivía respecto al PEM tras el fiasco de la segunda conferencia eurome- 
diterránea de M alta, no favoreció un m ayor activism o español en la 
región.
En 2000 el Partido Popular ganó de nuevo las elecciones, en esa 
ocasión con mayoría absoluta, y se nombró a Josep Piqué como minis­
tro de Asuntos Exteriores. En relación a la política euromediterránea, el 
desafío principal era obtener un éxito en la conferencia euromediterrá­
nea de Valencia en abril de 2002, que se celebró en un momento dra­
mático debido al conflicto en Oriente Medio y la tensión causada por 
los planes anglo-estadounidenses de invadir Irak. Sin embargo, la Pre­
sidencia abordó la conferencia de Valencia como una de las actividades 
más importantes del semestre y la diplomacia española puso una deter­
minación considerable en relanzar un proceso sumido en el pesimismo.
En esta conferencia se pudo acordar un Plan de Acción que, entre 
otros elementos, sugirió la creación de una Asam blea Parlam entaria
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Euromediterránea (APEM) y de una Fundación Euromediterránea para 
el Diálogo entre las Civilizaciones. Estas nuevas instituciones, junto 
con el plan fallido de crear un banco euromediterráneo de desarrollo, 
tenían la m ism a meta: crear una dinám ica autosuficiente para que el 
proceso euromediterráneo no dependiera del impulso de una u otra pre­
sidencia. Tomando el contexto adverso en consideración y comparando 
los resultados de la Conferencia de Valencia con conferencias anterio­
res, podemos decir que la imagen de España como país comprometido 
con el proceso euromediterráneo se reforzó. A ello contribuyó la volun­
tad política del ejecutivo conservador pero, sobre todo, el esfuerzo del 
personal diplomático (Soler i Lecha/Mestres 2003).
En marzo de 2004 se celebraron elecciones legislativas. Sólo tres 
días después de los ataques terroristas de Madrid y tras durísimas críti­
cas y movilizaciones contra la gestión de la información relativa a la 
autoría de estos atentados, el Partido Socialista consiguió sobrepasar al 
Partido Popular y gobernar en minoría. Tan pronto como fue elegido, el 
gobierno español liderado por el presidente Zapatero expresó su volun­
tad de organizar una conferencia eurom editerránea al más alto nivel 
que coincidiera con su décimo aniversario. Distintos factores explican 
esta determinación. Por un lado, la voluntad de mantener una continui­
dad con las grandes líneas de la diplomacia española: ya hemos visto 
que el M editerráneo es una de las prioridades básicas de la política 
exterior española. Por otro lado, la victoria del Partido Socialista hizo 
posible la llegada a puestos de responsabilidad de personas que habían 
ejercido una notable influencia en el lanzamiento, en 1995, del PEM. 
De hecho, hay una notable continuidad entre el equipo que se ocupó de 
la política mediterránea de España en 1995 y la que se hizo cargo en 
2005. El más prom inente es M iguel Angel M oratinos, m inistro de 
Asuntos Exteriores y que en 1995 fue el Director General para Africa y 
el Oriente Medio. Este colectivo, además de compartir un deseo común 
de reforzar el acento mediterráneo en la política exterior española, tenía 
un fuerte sentim iento de “apropiación” (ownership) del PEM y, por 
consiguiente, se empeñaron en asegurar su supervivencia.
La celebración de la cumbre Barcelona + 10 era, también, un com­
promiso del Partido Socialista. De hecho aparece en el programa elec­
toral de este partido para las elecciones de 2004 y, además, quien redac­
tó esta sección fue el propio M iguel Angel M oratinos (Barbé/Soler i 
Lecha 2005). Además, durante la campaña electoral, Moratinos dio una
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conferencia en M adrid y adquirió personalm ente este comprom iso 
insistiendo en el hecho de que “el Mediterráneo tiene que recuperar su 
centralidad histórica y las esperanzas puestas en la conferencia de Bar­
celona” .1
Durante la segunda m itad de 2004, los diplom áticos españoles 
tuvieron que persuadir a sus homónimos europeos y mediterráneos para 
que apoyaran la propuesta española de acoger esta cumbre Euro-Medi­
terránea. Era especialmente necesario convencer a los países europeos 
y, sobre todo, a sus colegas británicos ya que en noviembre de 2005 la 
Presidencia estaría ocupada por el Reino Unido y se les tenía que per­
suadir para que aceptaran que esta cita se celebrara en una ciudad espa­
ñola. Zapatero abordó esta misión durante sus contactos con otros líde­
res de la UE, por ejemplo durante la reunión trilateral que mantuvo con 
Chirac y Schröder en Madrid en septiembre de 2004. En esa reunión, 
Zapatero obtuvo el respaldo de ambos líderes para organizar la cumbre 
en Barcelona.2 Estos esfuerzos dieron sus frutos en la reunión ministe­
rial euromediterránea de La Haya en la que se aprobó la celebración de 
la cumbre y se declaró 2005 el “año del Mediterráneo” .3
Con todo, España, junto con la presidencia británica y la Comisión 
Europea, se convirtió en uno de los principales actores en la prepara­
ción y desarrollo de la cumbre euromediterránea de Barcelona. ¿Qué 
era lo que esperaba el gobierno español de esta cumbre? Por un lado, 
esperaba dar un nuevo ímpetu al PEM para mantener vivo un proceso 
del cual sentía cierta responsabilidad. Por otra parte, Zapatero buscaba 
un éxito visible e indiscutible en su política exterior aunque sólo fuera 
para silenciar las críticas de la oposición conservadora. En este sentido 
el gobierno deseaba, cuanto menos, una imagen de unidad de todos (o 
la inmensa mayoría) los jefes de Estado de los treinta y cinco socios. 
Ello daría más visibilidad al PEM y sería un buen ejem plo de la 
influencia española en la política m editerránea de la UE. A nivel de 
resultados también se esperaba conseguir un buen documento, adopta­
1 M oratinos, M iguel Ángel: “Una nueva política exterior para España”. Análisis 
del Real Instituto Elcano, n° 37. Madrid, 2004.
2 “Zapatero, Chirac y Schröder acuerdan estrechar su cooperación para im pulsar la 
UE”, en: El País, 14/09/2004.
3 Presidency Conclusions fo r  the Euro-Mediterranean Meeting o f  Ministers o f  
Foreign Affairs. La Haya, 29-30 de noviembre 2004.
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do por todos los socios, que evidenciase el compromiso con el mante­
nimiento del PEM.
Al hacer balance de los resultados de la cumbre situaríamos en la 
cuenta de los aspectos positivos, el hecho de que los jefes de Estado y 
de gobierno de casi todos los países de la UE acudieran a la reunión. 
Esto es significativo ya que los países mediterráneos de la UE meridio­
nal se han lamentado a menudo de la falta de interés de algunos de los 
estados del norte y del este de la UE en relación al Proceso de Barcelo­
na. Por el contrario, cabe lamentar que casi todos los socios mediterrá­
neos m eridionales enviasen a representantes de segunda fila (con la 
excepción de Turquía y la Autoridad Nacional Palestina). A lgunos 
medios de comunicación españoles y extranjeros, vieron en la ausencia 
de la mayoría de cabezas de Estado árabes un boicot de la cumbre.4
En cuanto a los textos adoptados, podría argumentarse que estamos 
ante lo que ha venido en llamarse un desequilibrio entre las expectati­
vas generadas y las capacidades reales por llevarlo a cabo, algo que 
suele suceder en otras facetas de la política exterior europea. El gobier­
no español y otros actores públicos y privados generaron unas expecta­
tivas desproporcionadas con respecto a los resultados de la cumbre, se 
sobrestimó a la UE, y con él las capacidades de la PEM. Sin embargo, 
es necesario contrastar los resultados de la cumbre de Barcelona con 
otras cumbres que la UE ha convocado en los últimos años.
Así, aunque es cierto que el program a de acción quinquenal y el 
código de conducta para luchar contra el terrorismo son algo vagos, sí 
que incluyen algunas novedades y abren campos de trabajo prometedo­
res.5 Nos tendríamos que preguntar si se podrían esperar semejantes 
compromisos de una cumbre UE-África o de una cumbre UE-América 
Latina. La respuesta es que no. El problema es que las expectativas fue­
ron demasiado elevadas respecto a la cumbre de Barcelona y al PEM 
en su conjunto y es esto lo que, en buena medida, explica la frustración 
de la mayoría de los observadores tras la cumbre.
Con independencia de cuál sea la valoración de los aciertos y los 
fallos de la cumbre es interesante observar que hay un cambio signifi­
4 “Les dirigeants arabes boycottent le som met eurom ed”, en: Le Monde, 29/11/05.
5 Ver Five Years Work-Programme. Bruselas, 28/11/2005, 15074/05 (Presse 327) y 
Euro-Mediterranean Code o f Conduct on Countering Terrorism. B ruselas, 
28/11/2005, 15075/05 (Presse 328).
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cativo, en el ámbito estrictamente español, al haberse politizado este 
acontecimiento. El Partido Popular criticó abiertamente las deficien­
cias de la cumbre haciendo responsable al gobierno español. La prensa 
española más cercana a la oposición conservadora, como La Razón y 
El M undo, fue extremadamente critica con la diplom acia española y 
con Zapatero.6 Esto demuestra un cambio en la tendencia de la política 
extranjera española, puesto que como habíam os visto la dimensión 
eurom editerránea, hasta ese momento, había quedado al margen del 
proceso de ideologización que está afectando otras dimensiones de la 
política exterior española (Aixalá 2005).
Dimensión bilateral
El repaso a las relaciones bilaterales de España con los países medite­
rráneos se inicia con un repaso a las relaciones Hispano-Marroquíes a 
lo largo de las últimas dos décadas. La política española hacia Marrue­
cos es una de las prioridades más importantes y más polémicas de la 
política exterior española. Las relaciones con Marruecos son antiguas y 
a menudo controvertidas y, no sólo eso, sino que ese poso histórico 
sigue condicionando las relaciones actuales. El hecho más visible es el 
de la discusión, aún abierta, sobre la soberanía en dos ciudades nortea- 
fricanas (Ceuta y M elilla) y algunos islotes que M arruecos reclam a 
como parte de su territorio nacional. Aunque estas disputas se remon­
tan a épocas anteriores a la aventura colonial del siglo xx, el período 
del protectorado es clave para entender el mantenimiento de los estere­
otipos que los españoles atribuyen al marroquí y viceversa, así como 
las causas de otra de las cuestiones que ha envenenado las relaciones 
bilaterales: el Sáhara occidental.
Con voluntad de ir superando estas dificultades y, con el objetivo de 
evitar una escalada de tensión entre Marruecos y España, la diplomacia 
española consideró, ya en los años 80, que la mejor estrategia era la de 
tejer un tupido colchón de intereses compartidos entre los dos países. 
La culminación de este proyecto se produjo con la firma de un Acuerdo
6 A lgunos de los térm inos u tilizados fueron “ fiasco” para El Mundo, “fracaso” y 
“acuerdo de mínim os” para ABC y  “naufragio” para La Razón.
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de Amistad y de Buena Vecindad en 1991 y la institucionalización de 
reuniones de alto nivel. Ya entonces la oposición conservadora criticó 
la política m arroqui del PSOE. Aznar m antuvo una posición hostil 
hacia Marruecos cuando él era el jefe de la oposición, criticando algu­
nos aspectos del Acuerdo de Amistad y de Buena Vecindad atacando al 
gobierno de González por su tibieza en la defensa de la “hispanidad” de 
Ceuta y de Melilla.
Una vez que Aznar llegó al poder, suavizó su discurso, preservando 
la tradición de acudir a Rabat como primera visita oficial al exterior y 
transm itiendo así un m ensaje político de continuidad. Por lo tanto, 
durante los prim eros dos años del gobierno del PP hubo continuidad 
aunque con un perfil más bajo que durante el período socialista (Her­
nando de Larramendi, 1997). Durante los últimos años de la primera 
legislatura y, especialmente, a partir de la segunda legislatura (2000- 
2004) se rompió esta tendencia. Diversos m alentendidos y temas de 
conflicto aparecieron desde finales de la década de los noventa: todo 
comenzó con la irritación española por la actitud de M arruecos en la 
negociación del acuerdo de pesca de UE-M arruecos del cual España 
era el mayor beneficiario; otros temas polém icos aparecieron luego, 
como por ejemplo la posición española hacia la autodeterminación del 
Sáhara occidental o el control ineficaz marroquí de la inmigración clan­
destina y del tráfico de drogas (Obiols/Solanilla 2002).
La espiral de tensión aumentó con la retirada del embajador marro­
quí en M adrid, Abdeslam  Baraka, en octubre de 2001 llegando a su 
punto máximo con el conflicto del islote de Perejil/Leyla en el verano 
de 2002 (M estres y Soler i Lecha 2003; Feliu, Lorenzo y Salomón 
2003). Aunque al final de ese año las relaciones Hispano-M arroquíes 
m ejoraron gradualm ente, gracias, en parte, a la presión de agentes 
externos (los EE.UU.), el deterioro vivido durante esos años evidenció, 
en prim er lugar, la fragilidad de la red de intereses compartidos y, en 
segundo lugar, la recom posición de las alianzas españolas en el 
Magreb, ya que el gobierno español reforzó las relaciones con Argelia 
simultáneamente al empeoramiento de las relaciones con Rabat.
Mención aparte merece la actitud de Francia en esta crisis. El Medi­
terráneo y especialm ente el M agreb había sido tradicionalm ente una 
zona en competencia entre España y Francia ya que ambos intentaban 
presentarse como los interlocutores privilegiados del Magreb en el seno 
de la UE. No obstante, esta competencia nunca había llegado a cotas
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tan altas como la que se produjo en el año 2002, algo que debe enmar­
carse en unas relaciones entre el Elíseo y la Moncloa más tensas de lo 
habitual en campos bien diversos. Esta tensión tuvo efectos en la políti­
ca norteafricana de ambos países, traduciéndose en una escasa coordi­
nación de sus diplomacias. Un buen ejemplo sucedió durante el Conse­
jo  Europeo de Sevilla de junio de 2002, en donde Francia rechazó una 
oferta española sobre la lucha contra la inmigración clandestina que 
quería castigar a M arruecos. No obstante, mucho más crítica fue la 
actuación francesa durante la crisis de Perejil, impidiendo que la UE 
apoyara a España en el conflicto (Monar 2002).
La oposición socialista, y también otros partidos políticos y algunos 
agentes de la sociedad civil española, criticaron la gestión de la crisis 
por parte del gobierno español y, en términos generales, cómo había 
desarrollado sus relaciones con Marruecos. De hecho, en su programa 
electoral el PSOE defendió que se debía recuperar la normalidad, inten­
tando evitar los sobresaltos causados por declaraciones y decisiones 
injustificadas e injustificables.
No sorprende, pues, que una vez elegido, ei nuevo gobierno socia­
lista expresase su deseo de restaurar las buenas relaciones con Rabat. 
En el trasfondo de esta nueva orientación diplomática, yacía la premisa 
de que es imposible alcanzar una solución a largo plazo a los proble­
mas compartidos, tales como el terrorismo de inspiración religiosa, las 
m igraciones clandestinas o el tráfico de drogas, sin una relación de 
confianza con las autoridades marroquíes. Aunque ello signifícase que 
la política tradicional de ayuda a la “causa Saharaui” tuviera que ser 
modificada, los intereses enjuego así lo justificaban.7
Siguiendo la tradición de todos los presidentes españoles, la primera 
visita de Estado de Zapatero fue a Marruecos, en donde anunció la inten­
ción de su gobierno de reforzar las relaciones con este país. De hecho,
7 Los partidos de izquierda españoles y la sociedad civil española han apoyado tradi­
cionalm ente al Frente Polisario en su justificación  de celebrar un referéndum  de 
autodeterm inación basado en el censo español de 1974. Sin embargo, el gobierno 
de Zapatero, centrado en la recuperación de relaciones con Rabat, está disminuyendo 
su apoyo al Polisario y está abogando por llegar a soluciones consensuadas (es de­
cir, la puesta en marcha de un gobierno autónomo en el Sáhara Occidental dentro 
del reino marroquí posponiendo así el referéndum) que pueden implicar sacrificios 
en alguna de las demandas del Polisario (y de sus partidarios españoles).
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durante los primeros años de gobierno se emprendieron algunas iniciati­
vas significativas. Una de ellas fue la decisión de España y Marruecos 
de enviar una misión militar común a Haití bajo el paraguas de la Misión 
de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Este 
cambio en la política de España hacia Rabat fue duramente criticado por 
el Partido Popular así como por algunos medios conservadores. Así 
pues, parece complicado recuperar el consenso en estos temas, si es que 
llegó a existir, respecto a las relaciones con Marruecos.
Actualmente, las relaciones han recuperado la normalidad e incluso 
han dado saltos cualitativos respecto a situaciones pasadas. No sólo se 
ha entrado en una fase de excelente cooperación en asuntos bilaterales 
(cooperación policial, inteligencia, etc.) sino que Madrid y Rabat cola­
boran en cuestiones de índole multilateral. Así, es iniciativa conjunta 
de estos dos países (a la que más tarde se sumaría Francia) que en la 
cumbre euromediterránea de Barcelona se añadiera un capítulo sobre 
migraciones y asuntos de interior. Ambos países, de nuevo con la coo­
peración de Francia, se encargaron de impulsar la reunión euro-africa­
na de Rabat sobre migraciones que tuvo lugar en julio de 2006.
Además de Marruecos, España tiene relaciones bilaterales de enver­
gadura con otros países de la región. Sin embargo, no llegan al nivel de 
las que se tienen con Rabat. Entre las más im portantes hallamos las 
relaciones hispano-argelinas que, asimismo, condicionan las relaciones 
con Marruecos. Hay mucho en juego en las relaciones entre España y 
Argelia, tal como lo demuestra la importancia de las inversiones de fir­
mas españolas en el mercado energético argelino y la dependencia de 
España del gas natural argelino (Moré 2002). No obstante, a diferencia 
de las relaciones franco-argelinas, los contactos a nivel de sociedades 
no son tan densos y es que la comunidad argelina tiene unas dimensio­
nes reducidas en España (a excepción de Alicante y de las áreas veci­
nas). Este punto es importante para entender que el grado de polémica 
y de emotividad de las relaciones hispano-argelinas dista mucho de las 
relaciones franco-argelinas o hispano-marroquíes.
Dentro de la evolución que han experimentado las relaciones con 
Argel durante las últim as décadas, es esencial analizar lo sucedido 
durante los gobiernos del PR José María Aznar aprovechó el deterioro 
de las relaciones con Rabat para mejorar e intensificar las relaciones 
bilaterales con Argel. La m ejor evidencia de ello fue la firma de un 
Acuerdo de Amistad y Buena Vecindad con Argelia de 2002 que situó
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estas relaciones al mismo nivel que las de Marruecos. No sólo eso, sino 
que España se esforzó para conseguir un impulso en las relaciones UE- 
Argelia bajo su presidencia de turno de la UE (el acuerdo de asociación 
UE-Argelia fue firmado en Valencia).
La victoria del gobierno socialista modificó la política española hacia 
el Magreb puesto que el objetivo de mejorar las relaciones con Rabat 
necesariamente afectó las relaciones con Argelia. Aunque es voluntad 
declarada de Zapatero y de Moratinos que la mejora de una relación no 
debe ir en detrimento de la otra, Argelia ha perdido el papel de aliado 
privilegiado que había tenido en el año 2002. No obstante, para España 
sigue siendo un actor clave, no sólo por la cuestión energética sino por­
que España desea que el Magreb avance hacia un modelo de construc­
ción regional y que también así se creen las condiciones para una solu­
ción duradera y aceptable por las partes del conflicto del Sáhara.
Para terminar estas pinceladas sobre la política mediterránea de los 
últimos gobiernos españoles, debe abordarse la posición de Madrid en 
el conflicto árabe-israelí. Durante la dictadura franquista e incluso 
durante ios primeros años de la democracia, España mantuvo una posi­
ción muy sesgada sobre esta cuestión. No fue hasta 1986, coincidiendo 
con la adhesión a la CEE, que se establecieron relaciones diplomáticas 
con el Estado de Israel. A partir de esa fecha, y sin renunciar a sus amis­
tosas relaciones con los países árabes de la región, España fue adqui­
riendo un papel más moderado que le permitió adquirir mayor centrali- 
dad diplomática. El esfuerzo tuvo su culminación con la organización 
de la Conferencia de Paz de Madrid en 1991.
En los años posteriores España no participó activamente en el pro­
ceso de paz que condujo a los acuerdos de Oslo. Durante el período de 
Aznar, España tampoco jugó un papel de envergadura. No obstante, sí 
que hubo españoles que desem peñaron un papel en el conflicto de 
Oriente M edio (véase Solana y M oratinos) pero no representaban al 
gobierno español sino a la UE.
En el año 2002 España asumió la Presidencia de la UE en un momen­
to especialmente crítico. Desde septiembre de 2000, con el estallido de la 
Intifada de Al Aqsa, la región había entrado en una espiral de tensión. 
Además, la Presidencia española tuvo que gestionar la reacción europea 
a una de las mayores crisis de este período: el asedio a la iglesia de Belén. 
No sólo eso sino que fue bajo esta presidencia que la UE, junto a Estados 
Unidos, Rusia y las Naciones Unidas lanzaron en Madrid el Cuarteto que
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fue el ente encargado, posteriormente, de redactar la hoja de ruta para la 
solución al conflicto. Así pues, fue gracias a sus responsabilidades en la 
UE que España recuperó cierto protagonismo en Oriente Medio.
La llegada al poder de José Luis Rodríguez Zapatero también coin­
cidió con una fase de máxima tensión en la región. A pesar de que se 
había abierto un resquicio de esperanza con la victoria de M ahmud 
Abbas en las elecciones presidenciales y con la retirada israelí de Gaza, 
en el año 2006 se produjo una involución. Con la victoria de Hamas en 
las elecciones legislativas y la ofensiva israelí en la franja de Gaza y en 
el Líbano tras el secuestro de soldados israelíes, el conflicto se radicali­
zó. Con todo, debido a la personalidad y la experiencia del ministro de 
Asuntos Exteriores, M iguel Ángel M oratinos, España ha prestado 
durante los últimos años una atención, constante pero discreta, hacia 
Oriente Medio, tanto en las épocas en que había cierta esperanza como 
en las que la crisis ha sido mayor.8
Generalmente la posición española respecto al conflicto árabe-israe- 
lí no había sido motivo de disputa entre las dos grandes fuerzas políti­
cas sino que se ha apoyado el papel constructivo de España en la reso­
lución del conflicto. Sin embargo la posición del ejecutivo de José Luis 
Rodríguez Zapatero durante la crisis libanesa de verano de 2006 fue 
fuertemente criticada por los políticos del Partido Popular, algo que a 
su vez radicalizó la posición de destacados miembros del PSOE. Así 
pues, de seguir esta tendencia la posición española en relación al con­
flicto en el Próxim o Oriente amenaza con sumarse a temas como 
Marruecos, Irak y Venezuela que son motivo de luchas políticas entre 
socialistas y conservadores.
A modo de conclusión
Una vez analizada la evolución de la política española hacia el Medite­
rráneo, tanto en su dimensión bilateral como en la multilateral pode-
Antes de ser designado M inistro de Asuntos Exteriores, Moratinos fue el represen­
tante especial de la UE para el conflicto en Oriente Medio a partir de 1996 a 2003 y 
M oratinos ha conservado estrechas relaciones personales con num erosos líderes 
principales de la región.
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mos extraer cuatro grandes conclusiones. La primera es que el Medite­
rráneo ha sido, es y continuará siendo una de las prioridades principa­
les de la política exterior española. La segunda es que la dimensión 
bilateral de esta política y particularm ente de las relaciones con 
Marruecos, ha sido instrumentalizada políticamente en un grado mucho 
mayor que en la dimensión multilateral, es decir, que en el proceso de 
Barcelona. La tercera es que, m odificando esta tendencia, durante el 
año 2005 el Partido Popular politizó los resultados de la cumbre euro- 
mediterránea de Barcelona; este hecho debe enmarcarse en un proceso 
de polarización de la política en España que está afectando los temas 
que anteriormente estaban consensuados, por ejemplo en lo relativo al 
conflicto árabe-israelí. La quinta y última conclusión es que, por razo­
nes diversas, la victoria del PSOE en las elecciones de 2004 favoreció 
un mayor activismo español en el Mediterráneo.
En cuanto a las perspectivas de futuro de la política mediterránea de 
España, todo parece indicar que seguirá manteniéndose como una de 
las grandes prioridades de la política exterior española, con indepen­
dencia del color político del gobierno. No obstante, la recuperación del 
consenso es difícil aunque quizás es algo más sencillo en el ámbito 
multilateral, por ejemplo acordando una posición común respecto a la 
complementariedad entre el Proceso de Barcelona y la política europea 
de vecindad. Más arduo, si no imposible, será acordar entre PP y PSOE 
una política marroquí o incluso una posición común respecto a Oriente 
Medio.
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C arlos M alam ud
El gobierno de R odríguez Zapatero  
y su política hacia Estados Unidos 
y A m érica Latina
Estados Unidos
La llegada al poder del socialista José Luis Rodríguez Zapatero, a 
mediados de abril de 2004, se produjo de forma casi simultánea con la 
orden para la retirada de las tropas españolas de Irak y con el objetivo, 
más que evidente, de diferenciarse claramente de lo que había sido la 
gestión en política exterior, y especialmente en todo lo relacionado con 
Irak, de su predecesor en el cargo, José María Aznar, del Partido Popu­
lar. De alguna manera, este intento de diferenciarse de Aznar también 
se extendió a otros terrenos, como América Latina, destacando en este 
punto lo actuado frente a Venezuela y Cuba, dos de los frentes más con­
flictivos. Precisamente, el objetivo de este trabajo es intentar ver en qué 
situación se encuentran las relaciones entre España y los Estados Uni­
dos a partir de la llegada del gobierno del presidente Rodríguez Zapate­
ro y tratar de analizar cómo la evolución de las mismas ha afectado las 
relaciones con América Latina.
El contingente m ilitar español en Irak integraba la Brigada “Plus 
U ltra” .1 De acuerdo con las instrucciones emanadas del gobierno de 
José María Aznar, estaba cumpliendo tareas “humanitarias” y su esca­
sa voluntad de implicarse en algunos enfrentamientos con fuerzas chi- 
íes en su zona de influencia fue criticada duramente por algunos fun­
cionarios de Estados Unidos después de m aterializarse la salida de
1 España, con 1.300 soldados, ejercía el mando de la Brigada Plus Ultra, que operó 
en la región centro sur de Irak desde julio  de 2003 hasta su retirada. También parti­
ciparon en Honduras con 370 soldados, la República Dominicana con 300 soldados 
y El Salvador con 380 soldados.
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Irak.2 En realidad, la estrecha vinculación de Aznar con el presidente 
Bush antes, durante y después de la guerra ha recibido numerosas críti­
cas, tanto dentro como fuera de su partido, como se puede ver en la 
prensa española del momento. Mientras las primeras se mantenían casi 
silenciadas debido a la disciplina partidaria, las últim as arreciaron a 
medida que el respaldo oficial a la Guerra de Irak iba en aumento y que 
la cercanía de España respecto a Estados Unidos era mayor, como se 
comprobó en la famosa reunión de las Azores. Las protestas populares, 
cada vez más masivas, así lo atestiguaron y, de alguna manera, refleja­
ron la escasa atención prestada por el gobierno español a la pedagogía 
política, para explicar a la opinión pública española los porqués de esa 
decisión. Si finalmente el dilema entre europeismo y atlantismo termi­
nó decantándose hacia un lado, lo que implicaba también a las diferen­
cias señaladas en su momento entre la nueva y la vieja Europa, esto se 
debió básicamente a una decisión personal del propio Aznar, sin tener 
en cuenta las opiniones en contrario provenientes del M inisterio de 
Exteriores. La explicación del entonces presidente se puede sintetizar 
en la frase: “Hicimos lo que teníamos que hacer”, una frase que cerraba 
cualquier discusión posterior.3
Se puede decir, de alguna manera, que la opción de Aznar por los 
Estados Unidos tomó cuerpo después de la crisis vivida con M arrue­
cos con motivo de la invasión del islote de Perejil, que mostró a una 
Francia aliada a Marruecos más un escaso apoyo de la Unión Europea 
(UE) a las posiciones españolas. No debe olvidarse que finalmente la 
crisis pudo desactivarse gracias a la intervención de la Administración 
Bush. La decepción con la UE se unía así a la posibilidad de vincular­
se al pelotón de vanguardia mundial, de la mano de Estados Unidos,
2 Ver de Bremer III, L. Paul/McConnell, Malcolm: My Year in Iraq: The Struggle to 
Build a Future o f Hope. New York, 2006.
3 Declaraciones del entonces presidente del Gobierno español José M aría Aznar al 
San Francisco Chronicle (11/07/2003). Aznar señaló que las “armas [de destruc­
ción masiva] serán encontradas. Tenemos que ser pacientes” . Para Aznar, quienes 
se mostraron escépticos de que el régimen de Sadam Husein constituyera una ame­
naza para sus vecinos o para el resto del mundo, estaban equivocados. “La comuni­
dad internacional advirtió a Husein de que se desarmase”, señaló Aznar. “Hicimos 
lo que teníamos que hacer. Y lo hicimos teniendo en cuenta la seguridad mundial y 
el respeto por las leyes internacionales” .
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reservando para España un papel protagónico en el concierto interna­
cional.4
Desde una perspectiva comparada vemos cómo la actitud de Aznar 
en lo referente a la Guerra de Irak contrasta con la de dos de los princi­
pales aliados de Estados Unidos durante el conflicto: Tony Blair y Sil­
vio Berlusconi. Blair no sólo se implicó de forma abierta en la guerra, 
fue algo más que un fiel aliado: tam bién hizo serios esfuerzos por 
comunicar a la población los motivos de su decisión. Aznar, si bien se 
sacó la foto en las Azores, queriendo demostrar que estaba en primera 
línea de fuego, no pudo, o no quiso, implicar abiertamente a las Fuer­
zas Armadas españolas en la guerra. Al mismo tiempo, se encastilló en 
la Moncloa y ni él, a diferencia de Blair, ni su gabinete fueron capaces 
de explicar a la sociedad española los motivos de sus propias decisio­
nes. Berlusconi, por su parte, debía lidiar con una oposición generaliza­
da a la guerra, como Aznar, pero si bien apoyaba a Bush de una forma 
clara, supo evitar involucrarse abiertamente en su apoyo a Washington.
Las elecciones del 14 de marzo de 2004 se produjeron en un 
momento crítico de la historia reciente de España y es indudable que de 
una u otra manera, más allá de la evolución del voto, los atentados del 
jueves previo, el 11-M, y la posterior política informativa del gobierno 
popular incidieron en los resultados, especialm ente favoreciendo la 
m ovilización de los votantes partidarios de un cambio político.5 Con 
este respaldo, y sin contar con mayoría absoluta, el PSOE de la mano 
de Rodríguez Zapatero, regresó al poder. Resulta paradójico que un 
presidente que no se ha prodigado demasiado en lo referente a la políti­
ca exterior en los casi dos años y medio de su mandato haya tomado su 
primera medida política de trascendencia en este terreno. Otra vez, en
4 Lamo de Espinosa, Emilio: “De la vocación atlantista de España”, en: Análisis del 
Real Instituto Elcano, ARI N°80/2003 (2/06/2003), <http://www.realinstitutoelca- 
no.org/analisis/295.asp> (versión inglesa en <http://w ww .realinstitutoelcano.org/ 
analisis/307.asp>).
5 Ver de Michavila, Narciso: “Guerra, terrorism o y elecciones: incidencia electoral 
de los atentados islamistas en M adrid”, en: Documento de Trabajo del Real Institu­
to Elcano, DT N° 13/2005 (10/03/2005), <h ttp ://w w w .realinstitu toelcano.org/ 
docum entos/180.asp> (versión inglesa en <http ://w w w .realinstitu toelcano.org/ 
documentos/186.asp>) y Powell, Charles: “Did terrorism sway Spain’s election?”, 
en: Current History, n° 676, 2004, pp. 376-382.
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el conflicto europeísmo versus atlantismo las diferencias se cerraron 
con otra fórmula simplista, aunque de gran contenido político: “volve­
mos a Europa”.
Es obvio que el cálculo de Rodríguez Zapatero, y del PSOE, pasaba 
por aum entar de forma considerable su legitim idad ante una parte 
importante de su electorado, más allá de los riesgos en que incurría en 
el campo internacional. Por ello, la decisión de Rodríguez Zapatero al 
ordenar la retirada de las tropas españolas de Irak debe leerse básica­
mente en clave interna, por más que esto hubiera supuesto situar a las 
relaciones bilaterales con los Estados Unidos en una posición sum a­
mente complicada. La relación personal de Rodríguez Zapatero con los 
Estados Unidos no pasaba por su mejor momento. En el desfile militar 
del 12 de octubre de 2003, el entonces secretario general del PSOE, el 
primer partido de la oposición, se negó a ponerse de pie ante el paso de 
la bandera de los EE.UU., lo que fue duramente criticado por el emba­
jador en Madrid, George Argyros, que no era precisamente un modelo 
de competencia y profesionalidad, comenzando por sus nulos esfuerzos 
para comprender el español demostrados en los años en que estuvo en 
España.
La pregunta que muchos se formularon en torno a la retirada de Irak 
es cuánto se resintieron las relaciones bilaterales con los Estados Uni­
dos, dado el gran enfado del presidente Bush ante la decisión del presi­
dente Zapatero, no sólo por la medida en sí misma, sino también por el 
precedente que podía causar en los restantes aliados de la Coalición. Las 
respuestas a esta pregunta fueron variadas y la mayor parte de ellas 
dependía de la ubicación política del emisor del juicio. Así, mientras los 
partidarios del gobierno anterior hablaron de un daño irreparable y que a 
partir de entonces España dejó de contar en el mundo como lo había 
hecho en la era Aznar, los defensores del gobierno decían que poco 
había cambiado más allá de la postura de Bush a contactar directamente 
con Rodríguez Zapatero. En realidad, las relaciones bilaterales se resin­
tieron, si bien en sus aspectos esenciales (intercambios económicos, 
inversiones extranjeras, defensa, cooperación en materia de seguridad 
tanto en el combate contra el terrorismo internacional como contra ETA) 
mantuvieron un perfil elevado. El principal obstáculo para la normaliza­
ción completa de las relaciones estaba en la negativa de Bush a contac­
tar directamente con Rodríguez Zapatero. A esto también colaboraron la 
política española hacia Cuba y Venezuela, las constantes declaraciones
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de José María Aznar y sus colaboradores más cercanos en los Estados 
Unidos, así como algunos gestos del gobierno socialista (se podrían citar 
los contactos con Siria), poco comprendidos por la Adm inistración 
Bush, que gusta hablar de sorpresas desagradables. La réplica española 
frente a esas sorpresas alude a otras, provenientes del otro lado, como 
las torturas de Abu Ghraib o las detenciones en Guantánamo.
Ante los desafíos planteados, el gobierno español decidió nombrar 
un embajador político en Washington. Para ello se buscaba a una perso­
na que tuviera preferentemente un perfil más socialdemócrata o mode­
rado. Tras el rechazo de Carlos Solchaga, ex ministro de Hacienda con 
Felipe González, a ocupar el puesto, que adujo motivos personales, se 
eligió a Carlos Westendorp, el actual embajador, cuya actuación equili­
brada contrasta con el estilo “más tropical” de otro embajador político 
español, Raúl Morodo, destinado en Venezuela. Finalmente, las dife­
rencias entre ambos gobiernos comenzaron a encarrilarse a partir del 
nombramiento del actual embajador de EE.UU. en Madrid, Eduardo 
Aguirre, que ha hecho esfuerzos sustanciales por normalizar las rela­
ciones bilaterales. De hecho, su nom bram iento puso de relieve la 
voluntad de la Adm inistración Bush de resolver un diferendo que no 
favorece a ninguna de las dos partes implicadas.
Ante el rumbo que tomaban los acontecimientos y las diferencias 
con EE.UU. después de la retirada de Irak, España apostó por suavizar 
las cosas y de este modo Afganistán y América Latina se convirtieron 
en los terrenos elegidos para una política de gestos que indicaran la 
voluntad de cambiar las cosas, como se pudo ver en Haití. En Afganis­
tán el ejército español se involucró de manera más clara en la fuerza de 
la OTAN m ientras que en América Latina, las cosas se complicaron 
bastante a partir de las decisiones del gobierno español sobre Cuba y 
Venezuela, un tema que retomaré más adelante. Y si bien es verdad que 
en torno a América Latina se produjeron algunos de los enfrentamien­
tos más sonados entre España y EE.UU., como los de Cuba y Venezue­
la, también fue allí donde más se hizo por reconducir la relación a par­
tir de un mayor diálogo político entre ambas administraciones, como se 
vio en Haití, Ecuador y Bolivia. En la actualidad la agenda bilateral 
tiene algunos problemas de peso, como las patentes, los derechos de 
autor o la participación de empresas de Estados Unidos en licitaciones 
internacionales en España. Por el contrario, las inversiones directas, en 
ambos sentidos, pasan por un buen momento. También es muy aprecia­
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do por Estados Unidos el mantenimiento del programa de eliminación 
de minas en Irak o el de formación de funcionarios en ese mismo país.
La declaración de la tregua por parte de ETA y la posibilidad de lle­
gar a un fin negociado de la violencia, que tendieron a reforzar al 
gobierno de Rodríguez Zapatero, han llevado a pensar a algunos políti­
cos y diplom áticos norteam ericanos que el carácter efím ero de este 
gobierno podía no ser tal y que el regreso de sus “amigos” podía tardar 
más de la cuenta. Dicho de otra manera, que Rodríguez Zapatero toda­
vía podía estar en el gobierno, y no al revés, cuando el presidente Bush 
concluyera su mandato. De alguna manera, este nuevo y más tranquilo 
rumbo de las relaciones bilaterales se pudo comprobar tras el encuentro 
entre el ministro Moratinos y Condoleezza Rice de junio en 2006.
América Latina
La política latinoamericana del nuevo gobierno del PSOE partía de dos 
premisas básicas. La primera, el carácter prioritario de América Latina 
para la política exterior española. Y la segunda, que el acercamiento de 
España a Estados Unidos durante la Guerra de Irak había dañado nues­
tras relaciones con América Latina, que, por tanto, debían ser restable­
cidas a la situación anterior a partir de un cambio en el planteamiento y 
la gestión de las mismas. Con respecto a la primera, vale la pena recor­
dar que desde el comienzo de la transición todos los nuevos ocupantes 
de la Moncloa se han sentido obligados a formular afirmaciones seme­
jantes, pese a no definir nunca qué se entendía por prioritario, más allá 
de que, efectivam ente, el com ponente latinoam ericano sea esencial 
para la política exterior española.6
Por otra parte, tampoco debe perderse de vista que a la hora de plan­
tear la política hacia América Latina la agenda iba a estar sumamente 
condicionada por la celebración, en octubre de 2005, de la XV Cumbre 
Iberoamericana, en Salamanca, que debía coincidir con el lanzamiento 
de la SEGIB (Secretaría General Iberoamericana) y de su nuevo Secre­
Ver de M alam ud, C arlos (coord.): Informe Elcano: La política española hacia 
América Latina: Primar lo bilateral para ganar en lo global. M adrid: 2005 (ver­
sión PDF en <http://www.realinstitutoelcano.org/publicaciones/libros/Inf_3.pdf>).
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tario General, Enrique Iglesias. Uno de los objetivos centrales de la 
diplom acia española era contar con todos los m andatarios en la reu­
nión, lo cual implicaba no molestar a nadie. Estuvo a punto de lograrse 
el “pleno”, pero la ausencia de Castro en último momento, tan imprevi­
sible como siempre, y los estragos del huracán Stan impidieron una 
asistencia completa de los mandatarios latinoamericanos. Estas cues­
tiones nos llevan a preguntarnos cuánto de continuidad y cuánto de 
ruptura hubo en la “nueva política” latinoamericana del PSOE, pregun­
ta que de alguna manera se relaciona con otra, importante para la discu­
sión siguiente: ¿cuánto se vieron afectadas, y en qué niveles, las rela­
ciones con Am érica Latina a partir del acercam iento del presidente 
Aznar a los Estados Unidos y su implicación en la Guerra de Irak?
La preparación de la Cumbre de Salamanca puso de relieve algo evi­
dente. El nuevo gobierno socialista retom aba los planes del anterior 
gobierno popular en el terreno iberoamericano, que es, de lejos, el prin­
cipal componente de la política latinoamericana de España. En este sen­
tido, hay que tener presente que tanto la idea de creación de la SEGIB, 
como la de la persona que debía ocupar el cargo de Secretario General, 
fueron definidas en la anterior administración. Esto nos lleva a afirmar 
que tanto en éste, como en otros terrenos de la política hacia América 
Latina, la continuidad primó, de forma categórica, sobre la ruptura. Es 
verdad que hubo algunos gestos diferentes, que se potenciaron ciertos 
detalles sobre otros, pero en tanto los intereses españoles en la región 
seguían siendo los mismos, las cosas no cambiaron demasiado.
La segunda cuestión gira en torno a si el acercamiento de Aznar con 
los Estados Unidos afectó las relaciones con América Latina. Aquí tam­
bién hay posiciones encontradas. De un lado, los defensores de la ges­
tión del último gobierno popular nos dicen que fue algo sumamente 
positivo, ya que la proximidad entre Aznar y Bush fue totalmente fun­
cional para los intereses españoles en América Latina, al permitir resol­
ver algunas cuestiones y, de esta manera, aumentar nuestra influencia en 
la región. Esto, por ejemplo, se pudo ver en el respaldo de Estados Uni­
dos a Argentina ante el Fondo Monetario Internacional y el G7 después 
de la crisis de fines de 2001 y la salida de la convertibilidad. También en 
el apoyo español a la firma del TLC (Tratado de Libre Comercio) entre 
Chile y Estados Unidos, que podía haberse visto comprometida des­
pués de la posición asumida por el gobierno del presidente Lagos en el 
Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.
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Otro argum ento m anejado fue la existencia de la ya m encionada 
Brigada “Plus Ultra”, en Irak, integrada por algunos países centroame­
ricanos y República Dominicana. Del otro lado, especialmente desde la 
perspectiva de quienes cuestionaban el acercamiento a los Estados Uni­
dos, todo son críticas, comenzando por el carácter m inoritario de la 
propia Brigada, en la cual no participaban los principales países de la 
región. El viaje a México del presidente Aznar para convencer al presi­
dente Fox de que cambie su voto en el Consejo de Seguridad y el fraca­
so de su gestión se presentan como el caso más paradigmático del fra­
caso de su política. Al m ism o tiempo se insistía en que los 
latinoamericanos llevan décadas lidiando con los Estados Unidos y que 
para ello no requieren del concurso de España.7
En realidad, la respuesta hay que buscarla en un punto equidistante 
de ambas posiciones. Es verdad que una parte considerable de la opi­
nión pública latinoam ericana, dom inada en los últim os años por un 
antinorteamericanism o creciente, no vio con buenos ojos la im plica­
ción española en el tema de Irak, pero al mismo tiempo hay que reco­
nocer que en lo básico las relaciones de España con América Latina y, 
especialmente, las relaciones bilaterales con los distintos países no se 
habían visto afectadas. El único caso en que esto no fue así fue el de 
Venezuela, después del apoyo dado por el gobierno Aznar al efímero 
presidente Carmona, en asociación con los Estados Unidos. Fue preci­
samente en el tema de las relaciones con Venezuela donde se produjo el 
cambio más importante en la política española hacia América Latina.
Si en el caso de la Embajada en Estados Unidos se buscó un mode­
rado para cubrir el puesto, en la Embajada en Venezuela se buscó a una 
persona con una sensibilidad más populista, como es Raúl M orodo, 
proveniente del PSP (Partido Socialista Popular), al que pertenecía 
Tierno Galván. Se dio la circunstancia de que el anterior ministro de 
Defensa, José Bono, tam bién pertenecía al m ismo partido, lo que le 
permitió a Morodo tener línea directa con el Ejecutivo, saltándose los 
cauces institucionales y jerárquicos del M inisterio de Exteriores. En 
buena medida, la política hacia Venezuela, tan cuestionada por la opo­
7 Ver M alamud, Carlos: “España y América Latina tras la crisis iraquí”, en: Análisis 
del Real Instituto Elcano (ARI) 21/IV/2003 (<http://www.realinstitutoelcano.org/ 
analisis/269.asp>).
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sición venezolana que de forma reiterada ha pedido la salida de Moro- 
do, responde a estos hechos y la venta de armas al comandante Chávez 
(buques y aviones)8 sigue los mismos patrones.
El gobierno de Rodríguez Zapatero apostó por una rápida normali­
zación de las relaciones bilaterales, contemplando, entre otros objeti­
vos, la asistencia de Chávez a la Cumbre Iberoamericana de Salaman­
ca, de octubre de 2005. El veto de EE.UU. a la venta de aviones llevó el 
contencioso a un grado álgido, aunque la presencia en Madrid de Tom 
Shannon relajó algo las cosas. En Madrid, la nominación de Shannon 
fue muy bien recibida por cuando significaba la presencia de alguien 
no vinculado directamente al lobby cubano al frente de los asuntos lati­
noamericanos. De hecho, las relaciones entre el Ministerio de Exterio­
res y el Departamento de Estado han mejorado bastante en los últimos 
tiempos.
Como se ha señalado, Cuba y Venezuela son los dos casos más con­
flictivos de la política española hacia América Latina. En el caso de 
Cuba, su inclusión en el sistema iberoamericano, las Cumbres (a dife-
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poco después de la caída del muro de Berlín, cuando había grandes 
expectativas en el multilateralismo y se confiaba en la posibilidad de 
que el régimen castrista iniciara una rápida transición a la democracia. 
Hoy, la exclusión de Cuba del sistema iberoamericano es impensable, 
salvo que se apueste por la quiebra del sistema, algo que ningún gobier­
no español, del color político que sea, está dispuesto a asumir, dado el 
respaldo total que recibiría Cuba por parte de Venezuela y Bolivia.
Con respecto a Cuba, la UE aprobó en 1996 una posición común, 
que entre otras cuestiones abogaba por “alentar un proceso de transi­
ción a una democracia pluralista y al respeto de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales, así como una recuperación sosteni- 
ble y la mejora de las condiciones de vida del pueblo cubano” . En esa 
línea y tras las detenciones de disidentes en 2003 se produjo un endure­
cimiento de la posición europea, que entre otras medidas decidió invi­
tar a la oposición política a las recepciones oficiales por las fiestas
La venta de aviones sigue en suspenso por el veto de Estados Unidos a incluir tec­
nología norteamericana en las aeronaves que quiere comprar Venezuela y el eleva­
do costo que supone incorporar una tecnología diferente.
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nacionales en las embajadas europeas. La respuesta cubana fue conge­
lar las relaciones y suspender los contactos con los em bajadores y 
demás representantes diplomáticos. Dos años después primaba entre la 
mayoría de los representantes europeos destinados en La Habana la 
sensación de fracaso y que el endurecimiento de la postura común no 
había dado ningún resultado. Por eso, a instancia española, se decidió 
volver al anterior esquema, aunque intentando mantener los contactos 
con la oposición. Es importante señalar que aún en el supuesto de un 
gobierno del Partido Popular en la España de hoy, se hubiera apostado 
por un cambio semejante. La postura oficial del Ministerio de Exterio­
res, que en líneas generales comparto, es que no ha habido un cambio 
significativo en la política española hacia Cuba y que la continuidad ha 
primado sobre la ruptura. Vale la pena recordar que José María Aznar 
recibió a Fidel Castro en el palacio de la Moncloa en octubre de 1998, 
donde ya había sido recibido por Felipe González en 1984.
El objetivo principal de la diplomacia española en su actual política 
hacia Cuba es mantener abiertos todos los puentes posibles con los dis­
tintos niveles de la administración cubana en función del día después y 
del posible inicio de la transición democrática en la isla. Desde EE.UU. 
se critica a la UE que con Castro el diálogo no va a ningún lado, y la 
respuesta europea es que la mano dura tampoco ha funcionado, como 
muestran los casi 50 años de existencia del régimen. En realidad, con 
Castro cualquier método, diálogo o mano dura, es inviable, dada la 
reluctancia del dictador a negociar nada que se aparte de sus objetivos 
inmediatos. A esto hay que agregar el trasfondo de la Ley Helms-Bur- 
ton que ha hecho en los últimos años mucho más difícil, todavía, las 
relaciones entre la UE y EE.UU.
Está claro que España no debe depender en su política latinoameri­
cana de los Estados Unidos, pero tampoco puede ir contra ellos. Por 
eso es necesario encontrar un terreno propicio para la coordinación. Lo 
mismo, pero de forma más perentoria, debe realizarse en la UE. Es difí­
cil españolizar la agenda europea hacia América Latina, pero el fracaso 
relativo de la Cumbre de Viena (Unión Europea, Am érica Latina y 
Caribe) hace necesario debatir cuál es el cauce más adecuado para que 
la UE siga contando algo en la región, que, por cierto, ya ha sido bas­
tante abandonada por los Estados Unidos.
A modo de conclusión se podría afirmar que las relaciones con los 
Estados Unidos fueron afectadas por el cambio de gobierno en España
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y por la orden de retirar las tropas de Irak. Sin embargo, la tensión se 
hizo más evidente en las relaciones presidenciales que en los puntos 
más sustanciales de la agenda bilateral, que siguieron transitando por 
los carriles adecuados. Los esfuerzos de las diplomacias de Madrid y 
W ashington están sirviendo para encarrilar una relación que debiera 
sustentarse en la confianza entre dos países aliados y estar al reparo de 
simpatías o fobias personales.
En lo que a América Latina se refiere, las relaciones con la región se 
han visto sometidas a tensiones similares a las que se viven en otros 
ámbitos de la política española y el consenso previam ente existente 
sobre la política latinoamericana de España se ha roto. Desde la oposi­
ción se acusa al gobierno de transitar por nuevos caminos en lo referen­
te a Cuba y Venezuela, con cuyos regím enes habría una cierta com ­
prensión, inexplicable desde una perspectiva democrática. Sin 
embargo, en este terreno, las relaciones con la región han estado más 
marcadas por la continuidad que por la ruptura.

Susanne G ratius
España y sus relaciones 
con las Am éricas: 
entre continuidad y ruptura
Características generales de la política exterior española
A modo de introducción y para comprender mejor los cambios en la 
política de España hacia las Américas, es útil subrayar algunas de las 
transformaciones que ha experimentado la política exterior de España 
en los últimos diez años, desde el primer mandato de José María Aznar 
al actual gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero.
En términos generales, toda política exterior se rige por intereses y 
valores, a la vez que está influenciada por una serie de otros factores, 
tales como la agenda doméstica, las condiciones económicas, el entor­
no geográfico, los recursos naturales, así como el tamaño y peso del 
Estado en el escenario internacional. Asimismo, en países democráti­
cos, la política exterior no es una prerrogativa del gobierno, sino que 
está diseñada conjuntamente con otros actores de la sociedad, inclu­
yendo la opinión de los ciudadanos. En principio, la política exterior, 
definida tanto por los gobiernos como por actores de la sociedad civil, 
puede tener cuatro objetivos generales:
1) preservar los intereses nacionales,
2) garantizar la seguridad del Estado,
3) responder a factores ideológicos y valores,
4) fomentar la prosperidad económica.
En la España de los últimos veinte años han prevalecido claramente 
dos aspectos y actores en sus relaciones exteriores: la prosperidad eco­
nóm ica fom entada por los em presarios, y los factores ideológicos 
incluyendo un debate sobre valores entre gobierno y oposición.
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De una política exterior de Estado a una de gobierno
L as g ran d es  n a c io n e s  no  se  h a n  h ech o  d esd e  d en tro , 
sino  d esd e  fuera ; só lo  u n a  ace rtad a  p o lític a  in te rn ac io n a l 
h ace  p o sib le  u n a  fecu n d a  p o lític a  in terior.
(Jo sé  O rteg a  y  G asse t, 1921)
El mito de una “política exterior de Estado”, que surgió durante los pri­
meros gobiernos de la “transición” y duró hasta el fin de la era Felipe 
González, sigue estando muy presente en España. Aunque en 1996, con 
la llegada de José María Aznar al gobierno, el país entró en una segun­
da fase de consolidación democrática, en esta nueva etapa sigue preva­
leciendo una cierta nostalgia con respecto a la práctica del pacto políti­
co que fue tan característica para el modelo de transición español.
El deseo de desarrollar una “política exterior de Estado” ha inspira­
do tanto los gobiernos del PP como del PSOE. Según Felipe Sahagún, 
“la principal coincidencia del nuevo gobierno con su antecesor es la 
reclamación reiterada en cada declaración sobre política exterior y de 
seguridad, desde el primer día, de un gran consenso, pacto de Estado o 
acuerdo nacional” .1 Este afán por el consenso se evidencia en dos 
declaraciones de altos mandatarios españoles:
-  En un artículo publicado poco antes de asum ir la Jefatura de 
Gobierno, en marzo de 1996, José María Aznar sostuvo que “la política 
exterior es un asunto de Estado, donde la visión a largo plazo y los inte­
reses permanentes priman o deben primar sobre las exigencias del corto 
plazo y sobre la legítima confrontación de los partidos” .2
-  Esta definición apenas se distingue de lo que dijo el ministro de 
Asuntos Exteriores, Miguel Angel M oratinos, en 2004, poco después 
de asumir su nuevo cargo: “La política exterior española debe recupe­
rar el consenso y volver a ser una verdadera política de Estado ... con 
independencia de los legítimos cambios de actitud o los matices que
1 Sahagún, Felipe: “Política exterior y de seguridad de España en 2004”, en: Anuario 
Internacional CIDOB 2004, Barcelona, 2005, pp. 265-280, p. 266.
2 Aznar, José María: “Presente y futuro de España en el mundo”, en: Ensayos INCI- 
PE n° 8, 1996.
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imprimen los diversos gobiernos. Urge, por eso, recuperar una verda­
dera política de Estado”.3
Más allá de la retórica, esta extraña coincidencia a favor de una polí­
tica exterior de Estado -que remite más bien al pasado- no se ha refle­
jado en la práctica de las relaciones internacionales donde, en los últi­
mos diez años, han dominado las diferencias ante los consensos. Los 
analistas coinciden con esta evaluación. Esther Barbé habla de la “nor­
malización del disenso entre las fuerzas políticas mayoritarias (PSOE y 
PP) a la hora de elaborar la politica exterior”, y Felipe Sahagún consi­
dera que existen “dos visiones” : la del PP y la del PSOE.4
El debate sobre Irak simbolizó el cambio de una política exterior de 
Estado a una de gobierno. Cabe recordar que fue un tema de política 
exterior, la presencia de tropas españolas en Irak, el que contribuyó a 
los resultados electorales del 14 de marzo de 2004, tres días después 
del atentado de Madrid. En el escenario internacional, la retirada de las 
tropas españolas de Irak y la propuesta de crear una Alianza de Civili­
zaciones marcaron las nuevas pautas de política exterior del gobierno 
de José Luis Rodríguez Zapatero, claramente opuestas a los objetivos e 
instrumentos favorecidos por su antecesor José María Aznar. Las dife­
rentes políticas que aplicaron ambos gobiernos en sus relaciones con 
Irak señalan, por un lado, la estrecha relación entre política exterior e 
interior (el poder electoral5), y, por el otro, la polarización entre atlan- 
tismo (la preferencia del PP) y europeismo6 (la preferencia del PSOE).
Más que un tema de política exterior clave para España, Irak ha sido 
utilizado como una plataforma para marcar distancia o demostrar cer­
canía hacia EE.UU. En las Américas, el tipo de relación de España con 
Cuba y Venezuela ha sido otro barómetro para m edir la tem peratura 
entre M adrid y Washington. Cabe preguntarse, y es uno de los argu-
3 Moratinos, Miguel Ángel: “Una nueva política exterior para España”; en: Política 
Exterior, n° 99, Madrid, mayo/junio 2004, pp. 65-69, p. 65.
4 Sahagún, Felipe: Op. cit., p. 268.
5 Irak fue un tem a clave en el debate electoral de 2004. Puesto que, según una
encuesta del Real Instituto Elcano, un 85 % de los españoles rechazaron la inter­
vención m ilitar en Irak, el anuncio de retirar las tropas fue un factor decisivo para
el cambio de gobierno de Aznar a Rodríguez Zapatero.
6 Entendido como el tradicional eje franco-alemán.
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mentos de este artículo, hasta qué punto esta “ruptura del consenso” es 
de orden temático o más bien una excusa para exportar pugnas internas 
al exterior.
El fin del consenso
La polarización que caracteriza el clima político en España desde el 
cambio de gobierno de José María Aznar a José Luis Rodríguez Zapa­
tero se ha trasferido a muchos ámbitos de sus relaciones internaciona­
les. Ante las marcadas diferencias con el Partido Popular en diversos 
temas de política exterior, el ministro Miguel Ángel Moratinos bajó sus 
iniciales perspectivas de llegar a un pacto nacional a una “noción de 
consenso”.7
Tal como comprueba el actual debate, la denominada “ruptura de 
consenso”8 representa un cambio sustancial en la política exterior espa­
ñola que tradicionalm ente ha sido considerada como un espacio del 
Estado y no del gobierno. Las implicaciones del disenso, que han sido 
particularm ente visibles en las relaciones de España con EE.UU. y 
algunos países latinoamericanos, son ambiguas. Por un lado, el fin del 
pacto es un signo de madurez democrática, puesto que en regimenes no 
autoritarios la política exterior refleja m últiples actores e intereses. 
Pero, por el otro, los vaivenes políticos que conlleva una polarización 
ideológica pueden llegar a perjudicar la imagen de España en el exte­
rior y afectar negativam ente sus intereses en determ inados países o 
regiones.
M ás allá de las controversias sobre determ inados tem as, los tres 
últimos gobiernos establecieron diferentes prioridades en su política 
exterior, lo cual es otro reflejo de la “ruptura” o la ausencia de consen­
so que se ha acentuado en los últimos diez años:
7 Según Barbé, Esther: “Disenso y adversidad: la política exterior y de seguridad de 
España en 2005” , en: Anuario Internacional CIDOB 2005. Barcelona 2006, pp. 
289-301, p. 289.
8 Antes de ser presidente de Gobierno, en noviem bre de 2003, José Luis Rodríguez 
Zapatero acusó a Aznar de haber “roto unilateralmente un consenso de 25 años en 
política exterior” . Según Sahagún (op. cit.), p. 268.
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-  El primer gobierno del PSOE de Felipe González (1982-1996) se 
centró claram ente en la vocación europea de España y situó, en un 
segundo lugar, a América Latina, seguida por Estados Unidos y el resto 
del mundo.
-  José María Aznar invirtió este orden al favorecer claramente la 
relación con EE.UU., poner la UE en un segundo plano y situar Améri­
ca Latina en un tercer lugar. El principal objetivo de esta nueva política 
exterior fue “ejercer un protagonism o que perm ita a España superar 
definitivamente su relativa irrelevancia internacional” .9 En esta misma 
línea de “jugar en primera liga” y bajo la impronta de la securitización 
de la agenda política habría que interpretar el envío de tropas españolas 
a Afganistán y a Irak .10
- En 2004, bajo el gobierno socialista de Rodríguez Zapatero, cam­
bió nuevamente la pirám ide de relaciones internacionales, pero esta 
vez sin establecerse claras jerarquías y prioridades geográficas. El 
rasgo más destacado de la política exterior del gobierno de Rodríguez 
Zapatero es el compromiso con el multilateralismo y un cierto equili­
brio geográfico. Según el ministro Moraímos, Europa, EE.UU., Ameri­
ca Latina y el Mediterráneo incluyendo Oriente Próximo son las priori­
dades exteriores del nuevo gobierno."
Aunque se cumple de alguna manera la reciente promesa electoral 
del PSOE de “volver a Europa” al sustituir la alianza con Italia y Reino 
Unido por la anterior cooperación con el eje franco-alemán, Europa ya 
forma parte de la identidad española y, por tanto, ha dejado de ser un 
tema prioritario en el país. Además, por la propia trayectoria del Minis­
tro Moratinos y las crisis en Irán y el Líbano, esa región se ha converti­
do en un asunto de interés primordial para el actual gobierno. Aparte 
del reciente envío de tropas españolas al Líbano, otra muestra de ello 
fue la iniciativa presentada por España ante la Asamblea General de las 
Naciones Unidas de crear una Alianza de Civilizaciones.12
9 Powell, Charles: “Política exterior y de seguridad de España”, en: Anuario Interna­
cional CIDOB. Barcelona 2002, pp. 29-41.
10 Ibid., p. 29.
11 M oratinos, M iguel Á ngel: “L’Espagne et le m onde, dem ain”, en: Le Monde, 
3/04/2004.
12 Véase el sitio web: <http://www.unaoc.org> (12/2006).
102 Susanne Gratius
Aparte de este cambio de prioridades, las diferencias en materia de 
política exterior se revelaron claramente en la política de España hacia 
las Américas. Aunque siguen prevaleciendo los elementos de continui­
dad ante el disenso, en esta área geográfica, tanto dentro como fuera de 
España, las luchas de poder entre los dos partidos políticos principales 
en tomo a Washington, Caracas y La Habana han creado una imagen de 
disenso.
España y EE.UU.: ¿del atlantismo al enfriamiento?
Al margen de la agenda transatlántica entre Bmselas y Washington, las 
relaciones bilaterales que mantiene España con EE.UU. se concentran 
en su interés compartido por América Latina. Por razones históricas, las 
relaciones de España con EE.UU., por un lado, y con América Latina, 
por el otro, son difíciles de separar. Salvo durante el mandato de Aznar, 
en las relaciones entre España y EE.UU. tiende a prevalecer la rivalidad 
en América Latina ante la complementariedad de sus intereses.
Un socio con un peso relativo
A diferencia de todos los demás Estados miembros de la UE, en térmi­
nos económ icos, EE.UU. no tiene una im portancia estratégica para 
España. En 2005 representó tan sólo el 3,4% de las importaciones y el 
4% de las exportaciones del país. Con ello, la participación de EE.UU. 
en el comercio exterior de España es inferior a la de América Latina 
que aportó el 4,2% y el 4,6%, respectivamente, a sus intercambios que 
se centran en más del 60% en la U E.13 Sin embargo, Estados Unidos es 
un inversor relevante: participó en 2005 con el 12% en los flujos de la 
Inversión Extranjera Directa (IED) destinados a España, contribuyendo 
con un 7% a su PIB.14
Conforme a su importancia relativa en la economía española, 
EE.UU. no es un socio de primer orden para España. Este hecho influye
13 Fuente CIDOB: Anuario Internacional CIDOB 2005. Barcelona, 2006, pp. 423 ss.
14 M inisterio de Asuntos Exteriores y  de Cooperación: Declaraciones del Ministerio, 
Relaciones bilaterales España-EE.UU. Madrid, 16-22 de junio de 2006.
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tanto en el diálogo político bilateral como en sus relaciones hacia Amé­
rica Latina, que tienden a ser recelosas y, por momentos, conflictivas. Al 
haber construido una estrecha alianza con EE.UU. en la región, los dos 
mandatos de José María Aznar representan una de las pocas excepcio­
nes a esta pauta en las relaciones Madrid-Washington. Al mismo tiem ­
po, su gobierno ilustró que, como herencia del franquismo15, la política 
española se sigue caracterizando, en gran parte, por una división entre 
una derecha pro-norteamericana y una izquierda antiamericana.
La “atlantización” de la política exterior16, la construcción de una 
estrecha y privilegiada alianza, caracterizaba la relación de España con 
Estados Unidos durante los dos gobiernos sucesivos de Aznar. Este 
nuevo eje anglosajón, consolidado por los estrechos vínculos entre 
Aznar y Tony Blair, representaba una ruptura con la tradición “euro- 
peísta” que había marcado la política exterior española desde la transi­
ción. En América Latina, a partir del gobierno de Aznar, Cuba y Vene­
zuela se convirtieron en las dos plataformas principales, tanto para la 
disputa interna entre PP y PSOE como entre EE.UU. y España.
El gobierno de Rodríguez Zapatero se empeñó en restaurar el estatus 
quo ante, el europeísmo, al acentuar su compromiso europeo mediante 
una relación más estrecha con el eje franco-alemán que volvió a susti­
tuir la alianza con EE.UU. Las relaciones de España con EE.UU. duran­
te su gobierno podrían caracterizarse como correctas, pero más bien 
frías.17 Esta percepción algo distante de Washington ha sido la dominan­
te en la España de la transición e incluso durante el franquismo.
Cabe recordar que las relaciones España-Estados Unidos se resta­
blecieron plenamente durante el gobierno socialista de Felipe Gonzá­
lez. Un primer paso fue el referéndum afirmativo celebrado cuatro años 
después de la entrada de España en la OTAN en 1982. El ingreso en la 
Comunidad Europea, en 1986, marcó el comienzo de la paulatina euro­
15 Cuando los gobiernos de W ashington aplicaron, a diferencia de los europeos, una 
cautelosa política de acercam iento a la dictadura de Franco. V éase, entre otros, 
Chislet, W illiam: El antiamericanismo en España: el peso de la historia. D ocu­
mento de Trabajo 47. Madrid, 2005.
16 Aixalá i Blanch, Alberto: “La política exterior española ante los retos de su politi­
zación: del consenso a la legitimidad”, en: Revista CIDOB d ’Afers Internacionais 
69, Barcelona, 2005, pp. 89-105.
17 Barbé, Esther {op. cit.), p. 289.
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peización de la política exterior española incluyendo los compromisos 
adquiridos en las relaciones de Bruselas con Washington. Este proceso 
de normalización de las relaciones entre España y EE.UEf. culminó en 
la primera Cumbre Transatlántica, que se celebró durante la presiden­
cia española de la UE, en 1995 en Madrid.
Esta política de acercam iento que favoreció el PSOE frente a 
EE.UU., llevada a su extremo por el gobierno de Aznar, contrasta con 
una opinión poco favorable de los ciudadanos españoles frente a 
EE.UU. que se ha ido acentuando durante el gobierno de George W. 
Bush.18 Prueba de ello ha sido el claro rechazo de la participación espa­
ñola en la guerra de Irak que señaló, por un lado, la convicción pacífi­
ca, europeísta e intemacionalista de los ciudadanos españoles y, por el 
otro, una marcada antipatía hacia la actual Administración y su prefe­
rencia por el unilateralismo. Por tanto, al enviar tropas a Irak, Aznar 
actuó claramente en contra de la opinión pública.
Su sucesor inmediatamente rectificó esta política, provocando un con­
flicto de baja intensidad con EE.UU. Según Esther Barbé, tras su decisión 
de retirar las tropas de Irak, el gobierno de Bush “ha ninguneado al Presi­
dente Zapatero” . Ambos países discrepan también en otros temas de la 
agenda internacional. Ejemplos de ello son la lucha contra el terrorismo y 
Oriente Medio (donde la Alianza de Civilizaciones representa en cierto 
modo un contra-modelo al “choque de culturas” planteado en EE.UU.) o 
la disputa sobre Cuba y Venezuela en el caso de América Latina.
No obstante, después de esta ruptura inicial con Washington, ambos 
gobiernos se esforzaron por volver a crear un clima de confianza y coo­
peración. A ello contribuyó un diálogo fluido con el em bajador de 
EE.UU. en Madrid, Eduardo Aguirre, cuyo origen cubano le convierte 
en un interlocutor más idóneo que su antecesor. Positiva fue también la 
visita oficial que realizó el ministro Moratinos a Washington, en junio 
de 2006, cuando el gobierno constató una clara mejoría de las relacio­
nes.19 Ambos gobiernos acordaron crear un grupo de trabajo bilateral
18 Comparado con las encuestas en otros Estados miembros de la UE, los ciudadanos 
españoles tienen los sentim ientos menos positivos hacia EE.UU. Véase The Ger­
man Marshall Fund o f the United States (GMF): Transatlantic Trends 2005: Infor­
me de Resultados. Washington, DC, 2005.
19 M inisterio de Asuntos Exteriores y de Cooperación: Declaraciones del Ministerio, 
Relaciones bilaterales España-EE.UU. Madrid: 16-22 de junio de 2006.
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sobre América Latina para concertar políticas y coordinar los progra­
mas de cooperación al desarrollo.
Rivalidad en América Latina
EE.UU. y España son los principales socios externos de América Lati­
na y, por tanto, potenciales competidores: son los principales inverso­
res y donantes de la región, los socios comerciales más importantes y 
los principales receptores de inmigrantes latinoamericanos. En estos 
cuatro ámbitos, se puede destacar una cierta “división de tareas” . Espa­
ña es el principal donante de Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) a 
América Latina, y EE.UU. su principal socio económico. En cuanto a 
los flujos de migración, hay una clara preferencia de EE.UU. por parte 
de los mexicanos y centroamericanos, mientras que los sudamericanos 
tienden a establecerse en España.
No sólo en ténninos económicos y políticos, sino también por los flu­
jos de migración, América Latina es un tema relevante para España y 
EE.UU., que afecta tanto su política exterior como interior. En los últimos 
años, la inmigración latinoamericana se ha convertido en un tema de pri­
mer orden en EE.UU., donde los hispanics representan más del 14% de la 
población (44 millones) y constituyen un lobby político importante. Tam­
bién en España, los latinoamericanos (más de un millón), principalmente 
procedentes de Ecuador y Colombia, ya representan el primer grupo de 
entrada al país. Al mismo tiempo, el “factor hispano” empieza a influir las 
relaciones bilaterales. Así, el ministro estadounidense de Comercio, Car­
los Gutiérrez de origen mexicano, el embajador en España, Eduardo Agui­
rre y el Senador Mel Martínez -am bos de procedencia cubana- son inter­
locutores políticos claves en el diálogo de EE.UU. con España.
Tradicionalmente, España y EE.UU. han sido rivales en América 
Latina. La pérdida de la última colonia española en las Américas en la 
guerra hispano-americana por Cuba, en 1898, sigue estando presente 
en la memoria colectiva de España e influye su política hacia las Amé­
ricas hasta la actualidad. América Latina sigue siendo una plataforma 
de competencia entre ambos países. Pocas veces, Madrid y Washington 
han intentado concertar y/o coordinar sus políticas hacia América Lati­
na, una región considerada de vecindad -e n  términos culturales para 
España y geográficos para EE.U U .- por ambos países.
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En términos generales, el papel que asume España en América Lati­
na se distingue claramente del de EE.UU. En primer lugar, el país no 
quiere ni puede actuar como una potencia militar -d e  hecho, España 
renunció a ello después de la “transición” y su entrada en la Comuni­
dad Europea-, sino que se está perfilando, a través de la cultura, la coo­
peración y el diálogo, como un soft power. El mayor instrumento de 
España como potencia cultural fue la creación, en 1991, durante el 
gobierno de Felipe González, de la Comunidad Iberoamericana y, en 
2005, bajo el mandato de José Luis Rodríguez Zapatero, la inaugura­
ción de la Secretaría General Iberoamericana (SEGIB) en Madrid.
De alguna manera, la Comunidad Iberoamericana y la recién creada 
SEGIB constituyen un contra-m odelo a la O rganización de Estados 
Americanos (OEA). A diferencia de una OEA dominada por los intere­
ses de Washington y la relación de poder, sin renunciar a un liderazgo 
de España y sin excluir a nadie (Cuba), la SEGIB se basa en los lazos 
culturales, la solidaridad y la cultura. Ningún gobierno español ha pues­
to en tela de juicio los fundamentos de esta Comunidad.
No obstante, el gobierno conservador de José María Aznar sustituyó 
la tradicional “rivalidad silenciosa” por una alianza estratégica con 
EE.UU en América Latina. Este giro político implicó una mayor atención 
a los problemas de seguridad (principalmente en Colombia y Venezuela), 
el apoyo de una política económica de corte neoliberal (incluyendo los 
acuerdos de libre comercio con EE.UU.) y un claro distanciamiento con 
los gobiernos de Cuba y Venezuela. Asimismo, “Irak” marcó una clara 
ruptura en el seno de la Comunidad Iberoamericana entre los países que 
apoyaron la intervención (Centroamérica, Colombia y España) y aquéllos 
que la condenaron (México y los paises sudamericanos).
Como consecuencia de estas divisiones, en gran parte de América 
Latina España perdió el prestigio de ejercer un liderazgo en la Comuni­
dad Iberoamericana.20 Desde la perspectiva del PP, el daño en las rela­
ciones con América Latina fue compensado por el creciente papel que 
pudo asumir España como aliado de EE.UU. en el escenario internacio­
nal.21 Para Washington, la alianza con Madrid fue un pacto de conve­
20 Arenal, Celestino del (coord.): Las Cumbres Iberoamericanas (1991-2005): logros 
y desafíos. Madrid, 2005, pp. 235-263, p. 243.
21 Un ejemplo para ello fue la participación de España en la Cumbre del G-8 de 2002.
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niencia que permitió al gobierno de George W. Bush usar España como 
un “caballo de Troya” para imponer sus intereses latinoamericanos en la 
UE. Ejemplos para ello fueron los cambios en la política europea hacia 
Cuba, en 1996, cuando la UE aprobó la Posición Común y en 2003 
cuando autorizó las “sanciones diplomáticas” ; así como en Colombia, 
cuando la UE decidió seguir la propuesta de España de incluir los dos 
grupos guerrilleros en su lista de organizaciones terroristas.
Al reanudar el diálogo político con Cuba y Venezuela, el gobierno 
de Rodríguez Zapatero volvió a restablecer una relación de rivalidad 
con Washington en América Latina. El conflicto sobre Cuba (el debate 
ritualizado entre compromiso o sanciones) y los recientes roces con 
respecto al gobierno de Venezuela señalan que España y EE.UU. han 
vuelto a ser competidores o, al menos, actores con diferentes agendas 
con respecto a la región.
Continuidad y ruptura en la política de vecindad 
“iberoamericana”
Mientras que hay diferencias interpartidistas en cuanto al lugar que debe­
ría ocupar Washington en la agenda exterior de España, existe un claro 
consenso con respecto a la posición destacada que corresponde a América 
Latina en la política española. De acuerdo con ello, cada gobierno de tumo 
ha repetido como un mantra su relación privilegiada y prioritaria con 
América Latina. El ministro Miguel Ángel Moratinos calificó América 
Latina incluso como “el ámbito natural de nuestra política exterior”.22
Retórica y  realidad de la prioridad latinoamericana
Junto con la UE, el espacio iberoamericano es uno de los marcos prin­
cipales de la política exterior española donde prevalecen el consen-
22 Según M alamud, Carlos: España y  América Latina: el pulso entre lo global y  lo 
bilateral. Documento de Trabajo del Real Instituto Elcano. M adrid, noviembre de 
2004, p. 5.
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so23 y el multilateralismo -e l  proceso de concertación de España con 
los países europeos y latinoam ericanos. Por la política de vecindad 
(en vez de exterior) que aplica España hacia América Latina se trata 
de una región p rioritaria  y estrecham ente v inculada a la identidad 
española. El m inistro de Asuntos Exteriores, M iguel Angel M orati- 
nos, considera que “la igualdad soberana debe ser la clave de las rela­
ciones con los países iberoamericanos, ámbito privilegiado de nuestra 
acción exterior” .
En la práctica, esta posición privilegiada de América Latina en la 
política española se ha plasmado, ante todo, en la cooperación al des­
arrollo. Tanto el gobierno de Aznar como el actual gobierno de Rodrí­
guez Zapatero destinaron la mayor parte de la ayuda oficial al desarro­
llo (AOD) en América Latina: en 2004, la región recibió más del 45% 
de los flujos de AOD bilateral de España, el único Estado miembro de 
la UE cuya prioridad es Iberoamérica.
Fuera del ámbito de la cooperación al desarrollo, las declaracio­
nes oficiales sobre la prioridad latinoam ericana contrastan tanto con 
la realidad de la política exterior española como con la opinión públi­
ca de los ciudadanos. Según la edición 2002 del Barómetro del Real 
Instituto Elcano, el lugar destacado que América Latina ocupa en la 
retórica de la política exterior contrasta con una opinión pública que 
considera Europa como área prioritaria de la acción exterior de Espa­
ña. Excepto en la época de Aznar, este mismo trato privilegiado de 
Europa predom ina tam bién en la práctica de la política exterior es­
pañola.
Esto indica que la constante alusión a América Latina no se debe a 
su lugar en la política exterior, sino más bien a la autopercepción de 
España como potencia europea e iberoamericana. Por razones histó­
ricas y culturales, más que una prioridad externa, en España, Am éri­
ca Latina es considerada como un intermestic issue de peso nacional 
e internacional. Esta visión particular que predom ina en España en 
relación con América Latina se ha plasm ado, durante el franquismo 
en el concepto post-colonial de la Hispanidad y después de la “transi­
ción” dem ocrática en la idea de una “Iberoam érica” unida. Ambos 
son térm inos usados exclusivam ente por los españoles para aludir a
23 Véase también M alamud (op. cit.).
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una identidad común que es seriamente cuestionada al otro lado del 
Atlántico.24
Esta visión particular de Am érica Latina no se debe solam ente a 
nostalgias históricas, sino a claras aspiraciones políticas, puesto que 
España quiere potenciar la Com unidad Iberoam ericana “a cualquier 
precio a fin de incrementar su visibilidad internacional”.25 La utiliza­
ción de la Comunidad Iberoamericana como una plataforma para pro­
yectar España (como poder cultural) en el escenario internacional por 
parte de los gobiernos del PP y del PSOE, se concretó en la creación de 
la Secretaría General Iberoamericana que recientemente adquirió un 
estatus de observador ante las Naciones Unidas.
Los elementos de consenso
Desde su creación en 1991, durante el mandato de Felipe González y 
conjuntamente con el entonces gobierno mexicano, la Comunidad Ibe­
roam ericana ha sido un elemento de consenso en la política exterior 
española. La inauguración de la SEGIB como órgano permanente de 
las Cumbres Iberoamericanas y el nombramiento del prestigioso ex­
presidente del Banco Interam ericano de Desarrollo (BID), Enrique 
Iglesias, convirtió la Comunidad Iberoamericana en una entidad polí­
tica dominada y financiada por España. En este contexto cabe recordar 
que la SEGIB no es un invento del actual gobierno español sino que la 
idea surgió, en consenso con los países latinoam ericanos, durante el 
mandato de Aznar, puesto que su creación se acordó en la XIII Cumbre 
Iberoamericana, celebrada en 2003 en Santa Cruz de la Sierra.
A pesar del consenso interpartidista sobre la Comunidad Iberoame­
ricana hay una serie de matices que diferencian las políticas de Aznar y 
Zapatero. Así, el nom bram iento del uruguayo Enrique Iglesias y de 
otros dos altos cargos latinoamericanos (una brasileña y un mexicano) 
al frente de la Secretaría demuestran el deseo del gobierno actual de
24 Véase, entre otros, Sanhueza Carvajal, Raúl Andrés: “Las Cumbres Iberoam erica­
nas. Consideraciones para su estudio”, en: Tribuna Americana, n° 5, M adrid 2005, 
pp. 56-85.
25 M alamud (op. cit.), p. 9.
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ejercer un liderazgo compartido y aumentar la participación de los lati­
noamericanos en este foro. Con ello se reconoce que “las cumbres sólo 
serán útiles a España ... si los países latinoam ericanos comienzan a 
vivirlas como algo propio” .26 “D esespañolizar paulatinam ente las 
Cumbres”27 significa ante todo un mayor compromiso por parte de los 
países más grandes, como Brasil y M éxico, que en 2004 no habían 
pagado sus cuotas y que no dem uestran dem asiado interés en esta 
Com unidad liderada por España que es, para ninguno de los dos, un 
socio económico clave.
Más allá de estos dos consensos interpartidistas - la  importancia de 
la región en la política exterior y el valor estratégico de la Comunidad 
Iberoamericana de Naciones-, América Latina ha sido el área geográfi­
ca más idónea para introducir cambios en la política exterior española. 
Por varias razones. Por un lado, América Latina es considerada casi un 
tema doméstico en la agenda política española y, por tanto, forma parte 
de la lucha interpartidista. Asimismo, al ser miembro de la Comunidad 
Iberoamericana de Naciones, España tiende a definir su política exte­
rior en consenso con algunos de los países de dicha comunidad y de 
comprender los problemas de la región como algo propio.
En segundo lugar, por no ser ninguna prioridad para la UE, al mar­
gen de la política comunitaria -que constituye la principal referencia de 
la actuación exterior española-, América Latina ofrece un amplio espa­
cio para desarrollar una política exterior independiente y, en cierto 
modo, de tendencia unilateral (un rasgo más visible durante el mandato 
de Aznar). Al mismo tiempo, España no sólo ejerce su propia política 
hacia la región, sino también intenta protagonizar o “españolizar” la 
agenda europea con respecto a América Latina. Estos objetivos constitu­
yen, junto a la promoción de Iberoamérica por parte del PP y del PSOE, 
un área de consenso en la política española hacia América Latina.
A nivel bilateral, y teniendo en cuenta los conflictos más candentes 
en la región, se puede destacar un consenso interpartidista en torno a 
dos países, ambos de menor interés económico y político para España:
26 M alamud (op. cit.), p. 11.
27 Arenal, Celestino del: “Las Cumbres Iberoamericanas ante el futuro”, en: Arenal, 
Celestino del (coord.): Las Cumbres Iberoamericanas (1991-2005): logros y  desa­
fíos. Madrid, 2005, pp. 235-263, p. 243.
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1) Haití no es un tema controvertido en España que es, comparado 
con el protagonismo histórico y actual de Francia, un actor internacio­
nal secundario. El gobierno de Zapatero respondió favorablemente a la 
solicitud de participar en la Misión de Estabilización de Haití (MINUS- 
TAH) de Naciones Unidas con el envío de tropas. Puesto que España 
no tiene vínculos particulares con Haití y que su presencia en el país se 
realiza en estrecha cooperación con otros países “iberoam ericanos” 
(Argentina, Brasil y Chile), esta decisión política no fue cuestionada 
por el partido opositor.
2) Frente a Colombia, el único país latinoamericano con un conflic­
to armado, prevalece la continuidad ante la ruptura de la política espa­
ñola. Tanto José María Aznar como José Luis Rodríguez Zapatero man­
tienen un diálogo cordial con el presidente Álvaro Uribe y, en principio, 
apoyan su política de pacificación basada en una vía militar y otra de 
negociación. No obstante, cabe subrayar algunos m atices: el actual 
gobierno tiende a favorecer una solución negociada, mientras que el de 
Aznar apoyó abiertamente la vía militar, p. ej. a través de la donación 
de equipo que, posteriormente, fue cancelada por Zapatero. Cabe recor­
dar tam bién que José M aría Aznar convenció a los demás Estados 
m iembros de la UE a incluir los dos grupos guerrilleros, junto a los 
paramilitares, en la lista de “organizaciones terroristas” excluyendo, de 
este modo, tanto una mediación de la UE en el conflicto armado como 
un diálogo entre gobierno e insurgentes.
Disensos: Washington, Cuba y  Venezuela
Más allá de los elem entos para una “política de Estado” frente a la 
región y un consenso relativo en cuanto a los dos principales países en 
conflicto, Colombia y Haití, América Latina también es una plataforma 
para llevar a cabo disputas ideológicas entre los dos partidos principa­
les. Un prim er punto de discordia y elemento de diferenciación es el 
grado de cercanía o distancia de la política latinoamericana de España 
con respecto a la de EE.UU. hacia el hemisferio. Ello condiciona, a su 
vez, la relación con los países latinoamericanos. Mientras que el “atlan- 
tismo” del gobierno de Aznar implicaba una cierta remodelación de las 
alianzas políticas a favor de Colombia y Centroamérica (ambos apoya­
ron la intervención en Irak), su sucesor Rodríguez Zapatero rectificó
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esta política volcándose más hacia la cooperación con Sudam érica 
incluyendo Venezuela.
Otra diferencia importante en la política latinoamericana de los últi­
mos gobiernos españoles, estrechamente relacionada con la primera, 
consiste en el orden temático que, al mismo tiempo, determinó la posi­
ción de América Latina en la política exterior: mientras que por la prio­
ridad que concedió Aznar a la lucha internacional contra el terrorismo, 
América Latina adquirió más bien un perfil bajo en su política exterior, 
paralelamente al surgimiento de un nuevo mapa político latinoamerica­
no, José Luis Rodríguez Zapatero intensificó sus relaciones con la 
región e inauguró la SEGIB como órgano permanente de las Cumbres 
Iberoamericanas.
El relativo distanciamiento de España con respecto a la política lati­
noamericana de Washington, que está vinculada con los recientes cam­
bios políticos en América Latina a favor de la izquierda populista o 
moderada, significa una mayor influencia del PSOE en la región. Esto 
ocurre particularmente en relación a países con gobiernos ideológica­
mente afines, tales como los de Argentina, Brasil, Chile, Uruguay y, hasta 
cierto punto, Venezuela. El mayor disenso existe, sin duda, en la política 
española hacia Cuba y Venezuela. Es en estas dos relaciones bilaterales 
donde “se produjo el cambio más importante en la política española hacia 
América Latina” (Carlos Malamud, texto en este volumen).
En cuanto a su relación con Cuba existe un claro disenso en tomo a 
tres elementos: la interlocución privilegiada (régimen u oposición), los 
instrumentos más idóneos (sanciones diplomáticas o diálogo sin condi­
cionamiento) y el grado de cooperación con Washington. Cabe recor­
dar que fue José María Aznar quien inició la Posición Común de la UE 
sobre Cuba aprobada en diciembre de 1996 y que supuso un claro pre- 
condicionamiento de las relaciones con la isla. Cabe recordar también 
que la Posición Común de la UE, que fortalece la condicionalidad 
democrática, se aprobó unos meses después de la Ley Helms-Burton en 
EE.UU. facilitando el posterior “entendim iento” transatlántico para 
proteger las inversiones europeas en Cuba contra las sanciones de la 
Ley Helms-Burton.
Pero mientras que existe un consenso o al menos una tregua en la 
política española en cuanto a la validez de la Posición Común, recon- 
firmada en julio de 2006, se desató una fuerte polémica sobre la utili­
dad o no de sanciones diplomáticas. El debate giró en torno a las “cua­
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tro sanciones” , las medidas que aprobó la UE en verano de 2003, reac­
cionando frente a una nueva ola de represión en Cuba. Dichas sancio­
nes incluyeron reducir los contactos culturales, las visitas oficiales e 
invitar a los disidentes a fiestas nacionales de los Estados miembros 
de la UE. Fue esta última medida la que provocó un debate nacional 
sobre la política hacia Cuba. Ante una nueva etapa de “congelamiento 
diplomático” con La Habana, el gobierno de Zapatero llegó a la con­
clusión de que las cuatro “sanciones” de la UE no servían para pro­
m over la democracia en Cuba sino para justificar un mayor encierre 
político.
Las autoridades españolas trasmitieron esta visión a la UE que deci­
dió, en enero de 2005, suspender temporalmente las cuatro medidas. A 
partir de entonces, el PP denuncia la supuesta “política de acercamien­
to” del PSOE hacia Fidel Castro, lo cual es regularmente desmentido 
por el actual gobierno.28 Otro conflicto, relacionado con el problema de 
dialogar o no con el régimen cubano, es el tipo de interlocución con la 
disidencia y el exilio. M ientras que ambos grupos fueron claramente 
privilegiados durante el gobierno de Aznar, no están en el centro de ¡a 
política cubana del actual gobierno.
Mientras que el debate sobre Cuba ya tiene una larga tradición en 
España, Venezuela es el nuevo campo de batalla interpartidista con res­
pecto a América Latina. Para Esther Barbé,29 en 2005, “las relaciones 
con Venezuela han sido el tema más conflictivo del año en la agenda 
latinoamericana del gobierno español” . Similar al caso cubano, el con­
flicto gira en torno al tipo de interlocución privilegiada y está estrecha­
mente vinculado a la relación entre M adrid y W ashington. Si Aznar 
favoreció claramente la oposición anti-chavista y llegó incluso a legiti­
mar, en un comunicado publicado el 12 de abril de 2002 conjuntamen­
te con EE.UU., el intento de golpe militar promovido por la oposición, 
Zapatero restableció el clima de confianza y el diálogo político con 
Hugo Chávez.
28 V éase Fundación para las Relaciones In ternacionales y el D iálogo E xterior 
(FRIDE): ¿Objetivos comunes, estrategias diferentes? Opciones para una agenda 
transatlántica sobre Cuba. M adrid, Inform e de Conferencia 8 de noviem bre de 
2005.
29 Barbé (op. cit.), p. 294.
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El debate culm inó cuando el entonces M inistro de Defensa, José 
Bono, firmó, en noviem bre de 2005, un contrato con el gobierno de 
Chávez sobre la venta de equipo militar. Aunque el negocio no llegó a 
cumplirse por la salida del ministro Bono y porque Washington decidió 
no conceder la licencia para las partes producidas en EE.UU., la dispu­
ta reveló diferencias fundamentales entre ambos partidos políticos en 
cuanto al trato de gobiernos con dudosa o ninguna trayectoria democrá­
tica. En Washington, Zapatero fue incluso acusado de ser el “legitima­
dor europeo de Chávez” .30 Más allá de esta polémica, cabe subrayar 
que el debate sobre la venta de equipo militar a Venezuela fue más bien 
de índole doméstica, basado en claros intereses económicos (petroleros 
y militares). Desde entonces, las relaciones entre España y Venezuela 
han vuelto a sus cauces normales de relaciones fluidas pero tampoco 
demasiado intensas.
José María Aznar y José Luis Rodríguez Zapatero utilizaron las rela­
ciones con Cuba y Venezuela para marcar distancias ideológicas y pre­
ferencias políticas. En esta disputa entre partidos, para ninguno de los 
dos gobiernos, la promoción de la democracia ha sido un objetivo prin­
cipal. Más allá de juicios de valor, es interesante observar que, aparen­
temente, la actual política de diálogo y acercamiento que favorece el 
gobierno de Rodríguez Zapatero en su relación con los gobiernos de 
Cuba y Venezuela, contrasta, en cierto modo, con la opinión negativa 
que tienen los ciudadanos españoles sobre Fidel Castro y Hugo Chá­
vez. Según el Barómetro del Real Instituto Elcano31, ambos obtienen, 
junto con Evo Morales la peor evaluación entre los líderes latinoame­
ricanos.
Conclusión preliminar
Es en las relaciones con EE.UU. y América Latina, dos ámbitos priori­
tarios y estrecham ente vinculados en la política exterior de España, 
donde existen las principales diferencias entre los dos principales parti­
dos políticos. La controversia entre el PP y el PSOE, o el “campo de
30 Barbé (op. citó), p. 294.
31 Real Instituto Elcano: Barómetro Madrid, junio de 2006, p. 63.
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batalla exterior” gira en torno al grado de cercanía a los gobiernos de 
Washington, Cuba y Venezuela: “Los tres casos mencionados se con­
vierten, por tanto, en motivo de fractura entre el gobierno y el Partido 
Popular, a nivel interno; y entre España y Estados Unidos, a nivel inter­
nacional”.32
Mientras que con respecto a estos dos temas prevalece la polariza­
ción y la disputa sobre los interlocutores o instrumentos más idóneos, 
en otros ámbitos, tales como la promoción de la Comunidad Iberoame­
ricana de Naciones o la defensa de las inversiones españolas en Améri­
ca Latina (un objetivo común del PP y el PSOE), sigue existiendo un 
consenso interpartidista, el cual, en estos casos permitió desarrollar una 
política exterior de Estado basada en los intereses nacionales comparti­
dos por los sucesivos gobiernos.
La tendencia de “españolizar” la política de la UE hacia América 
Latina es otro rasgo común entre los gobiernos del PP y del PSOE. 
Mientras que el debate sobre el grado de cercanía a Washington es de 
orden interno, los disensos en la política española hacia Cuba y, en 
menor grado también hacia Venezuela, se pueden trasladar a la política 
de la UE frente a la región. Una clara muestra de ello es la política euro­
pea hacia Cuba, claramente definida y dominada por la agenda de fluc- 
tuantes intereses españoles.
El alto número de funcionarios españoles en Bruselas a cargo de las 
relaciones con América Latina es otro indicador para el creciente prota­
gonism o de España en esta área geográfica. Un tercer factor es la 
Comunidad Iberoamericana que, a diferencia de las Cumbres Europeo- 
Latinoamericanas, ya dispone de un órgano permanente y un teléfono 
propio. La reciente propuesta de la SEGIB de servir de enlace entre la 
UE y América Latina -form ulada en varias ocasiones por altos funcio­
narios de la organización- es otro argumento que habla a favor de una 
creciente “españolización” de la agenda europea con esa región, máxi­
me cuando, debido a otras prioridades, todos los demás Estados miem­
bros están reduciendo su compromiso en América Latina.
32 Barbé, Esther: “La política europea de España 2004-2005”, en: Working Paper 65, 
septiembre de 2005. Observatori de Política Exterior Europea. Barcelona, p. 3.
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II.
La redefinición 
de la autopercepción española

R ogelio  A lonso
La polarización en torno a la política antiterrorista  
en España entre 2004 y 2006
Introducción
La política antiterrorista ha servido a lo largo de los dos últimos años 
para alimentar un constante enfrentamiento entre el gobierno español y 
el principal partido de la oposición. Las sucesivas polémicas suscitadas 
en torno a tan importante aspecto de la política gubernamental contras­
tan con el consenso existente en torno a la estrategia antiterrorista 
durante la pasada legislatura. La política antiterrorista ha constituido, 
junto a la reorganización territorial, uno de los aspectos más discutidos 
y controvertidos desde que el Partido Socialista Obrero Español alcan­
zara el gobierno de la nación tras las elecciones generales de marzo de 
2004. Los atentados perpetrados por terroristas islamistas en la capital 
de España en los que perdieron la vida 191 personas a tan solo tres días 
de los comicios y, particularmente, los comportamientos que se suce­
dieron tras el atentado, contribuyeron a resquebrajar el consenso en 
torno a uno de los aspectos, la respuesta al fenómeno terrorista, que 
precisamente había servido con anterioridad para unir a los principales 
partidos democráticos y a la sociedad española. La brutal irrupción del 
terrorismo islamista en aquellas fechas aportó un elemento de disputa 
entre gobierno y oposición que además se vería complementado gra­
dualmente por las divergentes posturas mantenidas en tomo a la políti­
ca antiterrorista hacia ETA, la organización terrorista responsable del 
mayor número de víctimas mortales a lo largo de las últimas tres déca­
das. En consecuencia, y teniendo presente esta doble dimensión que 
abarca tanto al fenóm eno terrorista islam ista como al de ideología 
nacionalista perpetrado por ETA, este capítulo analizará los factores 
que permiten explicar el origen de tan importante ruptura en tomo a la 
política antiterrorista y las consecuencias que se han derivado de la 
misma durante el período comprendido entre los comicios generales de
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2004 y ju lio  de 2006, momento en el que se term inaron de redactar 
estas líneas coincidiendo con el anuncio de la apertura del diálogo entre 
el gobierno y la organización terrorista ETA.
Los atentados del 11 M: el primer frente de conflicto
A pesar de que nuestro país ha sufrido desde finales de los años sesenta 
una intensa campaña terrorista de la que ha sido responsable la banda 
ETA, nunca antes de marzo de 2004 se había perpetrado en España un 
atentado caracterizado por tan alto grado de letalidad e indiscrimina- 
ción. Tan brutal acción terrorista se produjo en un contexto particular­
mente delicado como es el de una campaña electoral que se aproxima­
ba ya a su conclusión. Esta coincidencia hacía inevitable que los 
resultados finales fuesen interpretados desde la interrelación de ambos 
acontecimientos por la influencia que uno y otro pudieran haber tenido 
entre ellos. Esta cuestión, junto a los comportamientos de destacados 
actores políticos durante el período comprendido entre la comisión de 
la masacre y la consulta electoral, dieron lugar a un duro enfrentamien­
to político que se agravaría a lo largo de la nueva legislatura, tal y como 
se sintetizará a continuación.
El análisis de las particulares circunstancias que en el ámbito espa­
ñol confluyeron en aquellos decisivos días obliga a destacar que en rea­
lidad no es extraña la vinculación entre procesos electorales y violen­
cia, si bien la experiencia dem uestra que la incidencia de ésta sobre 
aquéllos no coincide siempre con las intenciones de quienes perpetran 
dichos actos violentos produciendo, en ocasiones, efectos contrarios a 
los deseados por los terroristas (Rapoport/Weinberg 2000: 12-50, Alon­
so 2005: 145-146). Obsérvese por ejemplo cómo en contextos como el 
de España y el Reino Unido la violencia de ETA o del IRA, que duran­
te décadas han padecido sus sistemas democráticos, ha generado nega­
tivos efectos para los terroristas al provocar respuestas defensivas de 
sus sociedades de manera que éstas han terminado adoptando una posi­
ción de rechazo más sólida frente a planteam ientos que pretendían 
imponerse mediante el terror. La presencia pública que el terrorismo 
garantiza al terrorista no le confiere a éste necesariamente una legitimi­
dad (Schmid 1989: 561). Es la respuesta al terrorismo la que determi­
nará que el acto terrorista sea interpretado como eficaz o ineficaz al
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condicionar la influencia que la violencia va a terminar teniendo. De 
ese modo, una diferente respuesta por parte de las autoridades frente a 
la excepcional situación que una masacre como el 11-M supuso podría 
haber provocado una reacción muy distinta ante un hecho tan brutal. La 
gestión gubernamental del mayor atentado de la historia fue sin duda 
alguna deficiente, favoreciendo una situación que deterioraría conside­
rablemente las relaciones entre el Partido Socialista Obrero Español y 
el Partido Popular, deterioro que tendría tam bién su reflejo en una 
mayor disensión en torno a factores claves de la política antiterrorista.
Varios son los errores que es posible apreciar en la gestión de una 
crisis como la referida y que podrían haber disuadido a un significativo 
sector de votantes a la hora de decidir si debían respaldar electoralmen­
te al partido en el gobierno. La primera de esas equivocaciones radica 
en el error de atribuir la autoría de la matanza a la organización terro­
rista ETA a pesar de la ausencia de pruebas concluyentes que así lo 
demostraran. Cierto es que el presidente del gobierno vasco, Juan José 
Ibarretxe, precedió al ministro del Interior español, Ángel Acebes, en 
su atribución de responsabilidades compareciendo ante los medios de 
comunicación horas antes que éste último para enfatizar su condena a 
ETA al considerarla autora de la masacre. Asimismo, a pesar de que el 
modus operandi de los responsables de la atrocidad no coincidía con el 
habitualmente utilizado por la organización terrorista vasca, el incre­
mento de la letalidad que el atentado del 11-M supuso en relación con 
previos asesinatos de ETA no constituía por sí solo un argumento sufi­
ciente para descartar inicialmente la autoría de esta organización. En 
los meses anteriores, desde diversos ámbitos del grupo terrorista se 
había propugnado durante un debate interno “agudizar” el conflicto 
“desechando algunos tabúes” 1, aludiendo así a la posibilidad de inten­
sificar el nivel de letalidad de sus acciones terroristas. Unos años antes 
documentos intervenidos a ETA en Francia recogían propuestas de sus 
militantes a los dirigentes planteando la comisión de atentados contra 
el metro de Madrid.2 La detención semanas antes del 11 -M de dos eta- 
rras en Cuenca con un vehículo cargado de una ingente cantidad de 
explosivos confirmaba las intenciones de ETA de perpetrar un atentado
1 Domínguez, Florencio: “El último tabú de ETA”, en: La Vanguardia, 12/03/2004.
2 Ibíd.
122 Rogelio Alonso
que en la lógica de la organización terrorista podría describirse como 
“espectacular” ante la magnitud del mismo que era posible anticipar. Si 
las fuerzas de seguridad no hubiesen tenido éxito y el atentado se hubie­
se m aterializado, se desconoce cuáles habrían sido las consecuencias 
del mismo, pues nunca antes había utilizado tanta cantidad de explosi­
vos esta organización, siendo por tanto difícil predecir por su parte los 
efectos de la explosión. La juventud e inexperiencia ya demostrada por 
otros activistas etarras podría haber provocado en este caso una masa­
cre dada la magnitud del atentado que se pretendía perpetrar. Ese mismo 
escenario podría haberse producido en diciembre de 2003 cuando dos 
terroristas introdujeron una maleta con veinticinco kilos de explosivo 
en un tren que cubría el trayecto de San Sebastián a Madrid con la inten­
ción de que estallara en la estación de Chamartín, atentado abortado por 
las fuerzas de seguridad al igual que ocurrió con el que preparaban los 
dos etarras que un año antes, el 17 de diciembre de 2002, intentaron 
introducir en la capital del país 130 kilos de explosivos, divididos en 
cinco bombas, cuando fueron interceptados por la Guardia Civil. Asi­
mismo, según el testimonio de un detenido por su presunta vinculación 
con la banda terrorista, ETA planeó la colocación de cuatro coches- 
bomba en distintos puntos de Madrid si bien abandonó la idea tras “la 
gran conmoción” provocada por los atentados del 11 de marzo.3 En este 
sentido es oportuno señalar que los atentados cometidos por ETA en el 
verano de 2004 fueron acompañados de errores en la comunicación de 
los mismos anunciando en diversas ocasiones la colocación de explosi­
vos cuando éstos ya habían estallado. Según expertos policiales, estas 
equivocaciones podrían haber acarreado “trágicas consecuencias” si la 
banda terrorista preparase algún atentado en un lugar concurrido 
siguiendo el mismo modelo y creyendo que podría ser evacuado el esce­
nario mediante una llamada que resultaría ineficaz.4
Sin embargo, semejantes precedentes resultaban insuficientes para 
responsabilizar a la organización terrorista ETA con absoluta certeza de 
la m atanza perpetrada en marzo de 2004 ante la ausencia de pruebas
3 “ETA suspendió un atentado en Madrid con cuatro coches bomba tras el 11-M”, en: 
El País, 9/10/2004.
4 “ETA anunció el atentado de Irún 15 horas después de que la bomba hubiese esta­
llado”, en: El Correo, 17/09/2004.
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que así lo constataran. La lógica inercia que tras décadas de violencia 
hacia razonable en un principio considerar a ETA como responsable de 
la matanza, no se veía corroborada por hechos irrefutables como los 
que podrían haberse desprendido de la captación de imágenes a través 
de las cámaras de circuito cerrado ubicadas en las inmediaciones de los 
diferentes escenarios donde se perpetraron los atentados. Por lo tanto, 
si imposible resultaba concluir con seguridad la autoría de ETA, un 
correcto proceder por parte del gobierno obligaba a asumir dicho extre­
mo, siendo además aconsejable semejante actitud ante las alertas que 
desde diversas fuentes y organismos se habían transmitido a las autori­
dades sobre el creciente riesgo de que nuestro país se convirtiera en 
víctima del terrorismo islamista. Ya en 2001 un informe de la fiscalía 
de M ilán informaba que España se había convertido en “la principal 
base de Al Qaeda en Europa”5 como consecuencia de las actividades 
desempeñadas por redes de terroristas islamistas que concluirían con 
las detenciones de diversos activistas a finales de ese año. En 2003 un 
informe de Europol advertía de los riesgos para la seguridad de España 
en los siguientes términos: “Varios grupos terroristas que bajo el lide­
razgo de Al Qaeda conforman el denominado Frente Islámico Mundial, 
así como aquellos que propugnan la intemacionalización de la jih a d  a 
escala global continúan representando la mayor amenaza para nuestros 
intereses así como para los intereses del resto de los Estados miembros 
de la Unión Europea. El apoyo del gobierno español a la intervención 
militar en Irak por parte de los Estados Unidos y sus aliados constituye 
sin duda un factor de riesgo adicional para España, si bien puede que 
no sea el más importante o peligroso” .6
La errónea atribución de responsabilidades a la organización terro­
rista ETA fue seguida de otras desacertadas respuestas gubernamenta­
les, como evidencia el hecho de que el presidente del gobierno en aquellos 
momentos eludiera convocar al Gabinete de Crisis, órgano legalmente 
previsto para situaciones de emergencia, o al D irector del Centro 
Nacional de Inteligencia, Jorge Dezcallar. En cambio, el partido en el
5 Irujo, José M aría: “Al Q aeda convirtió España en la base principal de su red en 
Europa”, en: El País, 3/03/2002.
6 Terrorist Activity in the European Union: Situation and Trends Report (TE-SAT), 
October 2002-15 October 2003, Europol, 3/12/2003, p. 37.
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gobierno continuó insistiendo en la autoría etarra promoviendo además 
una resolución de condena del Consejo de Seguridad de la ONU con 
explícita referencia a ETA, lo que obligaría posteriormente al embaja­
dor español ante el organismo internacional a presentar públicamente 
sus disculpas ante tamaña equivocación.7 Si im posible resultaba 
demostrar la autoría de ETA en aquellas fechas, poco plausible parece 
dos años después vincular a la organización terrorista vasca en los aten­
tados ante la ausencia de pruebas que así lo indiquen, habiendo expues­
to por el contrario la investigación policial y judicial que la responsabi­
lidad del atentado recayó sobre un grupo de radicales islam istas 
inspirados en la ideología de Al Qaeda.8 Sin embargo la creencia en la 
vinculación de ETA ha sido m antenida desde varios e influyentes 
medios de comunicación contando con el apoyo de representantes polí­
ticos del principal partido de la oposición. Esta actitud ha llevado inclu­
so a cuestionar la investigación policial y judicial erigiéndose en uno 
de los factores de disputa que más ha contribuido a la polarización entre 
las principales formaciones políticas en nuestro país y algunos de sus 
sectores sociales de referencia. Esta variable ha facilitado la reproduc­
ción de una confrontación política que ya se manifestó durante los dias 
inmediatamente posteriores al atentado, estadio en el que los diferentes 
encuadres de los atentados terroristas por parte de los partidos políticos 
mayoritarios dieron lugar a opuestos posicionamientos.
Por un lado el gobierno fue incapaz de contrarrestar con credibili­
dad el encuadre del Partido Socialista y de otras fuerzas opositoras que 
lograron presentar el atentado del 11 -M como una consecuencia directa 
del apoyo de José María Aznar a la intervención estadounidense en Irak 
(Olmeda 2005). La gestión de crisis del gobierno fue eficazmente pre­
sentada desde la oposición como repleta de falsedades ante la insisten­
cia en la autoría de ETA, llegándose incluso a trasladar la culpa de los 
atentados a las propias autoridades, como las manifestaciones ante las 
sedes del Partido Popular en diferentes ciudades de España constata­
ron. Así pues, varias fueron las interpretaciones erróneas que se realiza­
7 “El em bajador español en la ONU se disculpa por im pulsar una resolución contra 
ETA el 11-M”, en: El Mundo, 27/03/2004.
8 Juzgado Central de Instrucción Número 6, A udiencia Nacional, Madrid: Sumario 
N° 20/2004, Madrid, Auto, 10/04/2006.
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ron a propósito de tan relevantes episodios. Por un lado desde algunos 
sectores se estableció una directa relación causal entre los atentados del 
11 -M y los posteriores resultados electorales sin prestar la debida aten­
ción al contexto en el que se produjeron, marco que en modo alguno 
podia circunscribirse a los sucesos acontecidos en los días inmediata­
mente anteriores a las elecciones (Santam aría 2004).9 En realidad 
determ inadas encuestas de opinión anteriores a los comicios y a los 
propios atentados terroristas mostraban que la diferencia entre el parti­
do en el gobierno y la oposición se estaba estrechando paulatinamente 
hasta el punto de que una victoria de esta última formación no resultaba 
improbable (Lago y Montero 2005). Al mismo tiempo tampoco puede 
ignorarse que la conmoción por los atentados reactivó el mayoritario 
rechazo que la sociedad española había manifestado contra la postura 
del gobierno en defensa de la intervención en Irak.10 Sin embargo, no 
es posible concluir que la causa directa de los atentados fuese la políti­
ca española respecto a Irak, tal y como evidencia el hecho de que la 
campaña preparada por los terroristas tuviera una continuidad incluso
utppuvb uLt mullid/ wi^tiuiai u ti i ai uuu ju tiaiisia  y  uc ljuc íc piuv̂ C-
diera a retirar las tropas españolas de la región, medida ésta anunciada 
ya durante la campaña electoral.
Las investigaciones judiciales emprendidas corroboran que las acti­
vidades de muchos de los individuos implicados en los atentados se 
remontan a un período anterior a la intervención en Irak o incluso a la 
de Afganistán en 2001 hasta el punto de que muchos de ellos manifes­
taban ya desde esa época una “mentalidad para la jih a d ”. En realidad 
no sería extraño que los terroristas hubiesen encontrado un fuerte ele-
9 Sobre el contexto en el que se desarrollaron dichas elecciones y la importancia del 
mismo véase el interesante artículo de Santamaría, Julián: “El azar y el contexto”, 
en: Claves de Razón Práctica, núm ero 146, 2004, pp. 28-40. Sobre esta cuestión 
puede consultarse tam bién B arreiro, Belén: “ 14-M: Elecciones a la som bra del 
terrorismo”, en: Claves de Razón Práctica, número 141, 2004, 14-22.
10 La masiva oposición a la intervención militar en Irak quedaba reflejada en vísperas 
de las elecciones a través de una encuesta realizada por Gallup a finales del mes de 
febrero en la que únicamente un 20% de los encuestados apoyaban la presencia de 
tropas en el citado país. Por el contrario, un 67% de los encuestados coincidían en 
señalar que no habían existido motivos suficientes para iniciar una guerra en Irak. 
“El 80% rechaza la permanencia de las tropas en Irak en las condiciones actuales”, 
en: El Mundo, 18/03/2004.
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mento de motivación en el sentimiento de venganza generado por las 
detenciones de destacados radicales islamistas a finales de 2001, entre 
ellos, el líder de la denominada célula de Al Qaeda en España, Imad 
Eddin Barakat Yarkas, alias Abu Dahdah (Reinares 2004: 36-37). Asi­
mismo, incluso en el caso de que se asumiera que la motivación funda­
mental de los terroristas fue la de castigar al gobierno responsable de la 
presencia militar en Irak, debe insistirse en que una diferente gestión de 
la crisis por parte del gobierno hubiera podido contribuir al reforza­
m iento de su credibilidad en lugar de deteriorarla en tan cruciales 
m omentos. Estas consideraciones dem uestran la inconsistencia del 
argumento que identifica como causa del atentado del 11 de marzo la 
intención de desalojar del poder al Partido Popular pues, como se ha 
señalado, el acto terrorista podría haber provocado reacciones de apoyo 
al gobierno de haberse gestionado la crisis de una manera más eficaz. 
Semejante constatación resulta necesaria habida cuenta de que la atri­
bución de los atentados a la lógica descrita ha sido utilizada por algu­
nos observadores y políticos con objeto de cuestionar la victoria del 
Partido Socialista, introduciéndose así otro elemento de disenso entre 
las principales fuerzas políticas.
Estas apreciaciones exponen lo contraproducente que resulta abun­
dar en disputas en tomo al 11-M que dos años después continúan ocu­
pando un preeminente lugar en el debate entre los principales partidos 
políticos. El frente de conflicto inaugurado en aquel entonces se vio 
consolidado durante el período en el que la Comisión de Investigación 
de los atentados realizó sus trabajos desde su creación en mayo de 2004 
hasta su conclusión en junio de 2005. Dicha comisión parlam entaria 
fue incapaz de reconstruir el consenso en torno a aspectos relevantes 
para la política antiterrorista, sirviendo por el contrario para el rearme 
retórico de las principales formaciones políticas que se reafirmaron en 
la mayor parte de los posicionamientos adoptados durante los fatídicos 
días de marzo de 2004. Así lo ilustraban las com parecencias de sus 
máximos dirigentes, pues mientras José María Aznar se negó a recono­
cer los errores de su gestión durante tan decisivo período, insistiendo 
en alimentar dudas sobre la autoría islamista mediante la vinculación 
con ETA, José Luis Rodríguez Zapatero eludió también un necesario 
reconocimiento de sus responsabilidades en relación con una jornada 
de reflexión en la que las sedes del partido que entonces ocupaba el 
gobierno fueron rodeadas por m anifestantes. El prestigioso analista
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Patxo Unzueta ha expresado con precisión las consecuencias que se 
derivan de esa situación: “No es cierto, como le acusa el PP, que orga­
nizara el acoso del sábado de reflexión. Pero tampoco convocó a los 
medios para decir que consideraba injusto llamar asesinos a los del PP 
y que fascistas eran los que intentaron quemar sus locales, ni para des­
autorizar claramente las concentraciones del 13-M. Ese día se sentó un 
precedente que ojalá no sea invocado en el futuro para justificar con­
centraciones similares, con cualquier pretexto ante las sedes socialis­
tas” .11 Por ello, la Com isión de Investigación hubiese brindado una 
buena oportunidad para que, como señalaba Unzueta, el presidente del 
gobierno “se diferenciase de su antecesor, incapaz de reconocer error 
alguno, y diga que eso, el acoso a las sedes al grito de asesinos, estuvo 
mal, y que tal vez debió haberlo dicho en su momento”.12
Finalmente el pleno del Congreso de los Diputados aprobó en junio 
de 2005 el dictamen elaborado por la mayoría de la Comisión de Inves­
tigación del 11-M indicando que el anterior gobierno “infravaloró” el 
riesgo de un atentado islamista a la vez que “manipuló” con un interés 
eiectoralista la inforniacioii sobre el atentado en las horas posteriores al 
m ism o.13 Las conclusiones elaboradas por socialistas y populares se 
oponían frontalmente coincidiendo en la común acusación de manipu­
lación que los adversarios se intercambiaron transmitiendo a la opinión 
pública la imagen de que la legitimidad del resultado electoral seguía 
constituyendo un elemento prioritario de la contienda política por enci­
ma del interés por detectar y mejorar vulnerabilidades de la seguridad 
del Estado.14 Las consecuencias de esta antagónica actitud las anticipa­
ba Enrique Gil Calvo en los siguientes términos: “El PSOE le echa en 
cara la masacre al PP, acusándole de provocarla con su imprevisión y 
de manipularla con fines electorales, mientras el PP hace lo mismo con 
el PSOE, acusándole de sacar partido de 191 muertos. Pero si desconta­
mos su excesiva violencia verbal, ambas acusaciones tienen un induda­
11 Unzueta, Patxo: “Sin rencor, con humildad”, en: El País, 2/12/2004.
12 Ibid.
13 Boletín Oficial de las Cortes Generales, V III Legislatura, 14 de ju lio  de 2005, 
Número 242.
14 Un resumen de las conclusiones de los principales partidos elaboradas por la Comi­
sión puede encontrarse en Rodríguez, Jorge: “El PSOE concluye que el gobierno 
de Aznar manipuló los datos del 11 -M por interés electoral”, en: El País, 9/06/2005.
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ble fondo de verdad. Y mientras cada parte se empeñe en culpar a la 
otra sin reconocer su propia responsabilidad inconfesable, la crisis del 
11/14-M seguirá abierta en carne viva, la ruptura entre los partidos se 
ahondará cada vez más y las víctimas seguirán privadas de dignidad 
tras haber muerto en balde.”15
Aunque los atentados perpetrados en Estados Unidos en 2001 alerta­
ron sobre la necesidad de reformar los sistemas de prevención y comba­
te del terrorismo tanto en Europa como en América, propiciando inicia­
tivas y acelerando dinámicas que perseguían fortalecer la cooperación 
transatlántica, la masacre del 11-M sirvió para demostrar la insuficien­
cia de dichas medidas. Si bien días antes de los atentados en Estados 
Unidos el Parlamento europeo había llamado la atención sobre la lenta 
respuesta de la Unión Europea a la amenaza terrorista, los brutales ata­
ques terroristas sirvieron de catalizador para alcanzar acuerdos sobre 
diversos compromisos en la Cumbre Europea de Laeken celebrada en 
diciembre de ese año, entre ellos m edidas destinadas a com batir la 
financiación del terrorism o. Como consecuencia de todo ello, en el 
verano de 2002 el Consejo de Ministros de Interior y Justicia aprobó la 
definición común de terrorismo, la creación de equipos conjuntos de 
investigación y la aprobación de la Euroorden que entraría en vigor en 
2004. En 2003 la U nión Europea y Estados Unidos alcanzaban un 
acuerdo de asistencia legal mutua y extradición que permitía la entrega 
de terroristas siempre y cuando no pudiesen ser sometidos a una conde­
na de muerte. Asimismo se acordaron protocolos de intercam bio de 
información e inteligencia entre Europol y Estados Unidos reforzándo­
se además los contactos con Eurojust y los mecanismos que permitie­
sen congelar cuentas y fondos. La creciente preocupación ante la ame­
naza terrorista inspiró la elaboración del docum ento Una Europa 
segura en un mundo mejor, hecho público en junio de 2003. Su autor, 
el Alto Representante de la Unión Europea para la Política Exterior y 
de Seguridad, Javier Solana, reconocía por aquel entonces que se debe­
ría “haber hecho frente a Al Qaeda mucho antes”16, al tiempo que asu­
15 Gil Calvo, Enrique, “El cambio trágico”, en: El País 5/03/2005. U na mayor elabo­
ración de estos argumentos puede encontrarse en Gil Calvo, Enrique: 11-14 M: El 
cambio trágico. De la masacre al vuelco electoral. Madrid, 2005.
16 Solana, Javier: Una Europa segura en un mundo mejor. Tesalónica: Consejo Euro­
peo, 20 de junio de 2003, pp. 11-12.
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mía que el necesario aumento de las capacidades de la Unión con el 
objeto de afrontar la amenaza del terrorismo internacional requeriría 
tiempo.
Resulta paradójico que si bien Estados Unidos llegó a alabar en 
2002 los éxitos españoles al aprehender a destacados dirigentes de la 
denom inada “célula española de Al Qaeda” , calificando entonces a 
España de “cam peona” en la lucha contra el terrorism o islám ico17, 
algunas de las personas relacionadas con dichos activistas serían preci­
samente los responsables de cometer el mayor atentado terrorista en 
nuestro país el fatídico 11 M. El deficiente o insuficiente desarrollo de 
las estructuras de seguridad facilitó que España se convirtiera, como 
señalaba un alarmante informe de la fiscalía de Milán en 2001, en “la 
base principal de Al Qaeda en Europa”.18 En unos años nuestro país se 
había transformado en “uno de los santuarios favoritos” del terrorismo 
islamista19, de ahí que los servicios de inteligencia interpretaran como 
inevitable un nuevo atentado terrorista islamista20, siendo además pro­
bable que éste tuviera lugar en territorio español. Así se desprende de 
las declaraciones en 2002 del entonces presidente del gobierno, José 
María Aznar, tras la detención de Imad Eddin Barakat, alias Abu Dah- 
dah, responsable de Al Qaeda en España: “Todos los países tenemos 
que estar preparados, porque todos podemos ser objeto de atentados, y 
en todos los países hay células durmientes” .21 A pesar de éstas y otras 
advertencias, finalmente los terroristas tuvieron éxito, revelando por 
tanto la insuficiencia de los sistemas de prevención. No sólo se explica 
semejante fracaso aludiendo al deficiente desarrollo de la cooperación 
y de la coordinación entre países y agencias, sino también mediante la 
constatación de los limitados recursos materiales y humanos de los que
17 “Los jueces sólo entregarán datos a EE.UU. sobre el 11-S si no se usan para conde­
nar a muerte”, en: El País, 9/06/2002.
18 Irujo, José M aría: “Al Q aeda convirtió España en la base principal de su red en 
Europa”, en: El País, 3/03/2002.
19 Valenzuela, Javier: España en el punto de mira. La amenaza del integrismo islámi­
co. Madrid, 2002, p. 64.
20 Un informe confidencial elaborado por Europol en junio de 2002 advirtió en rela­
ción con la am enaza del terrorism o islam ista que “La principal pregunta no es si
habrá otro ataque, sino quién lo hará, cuándo y contra qué objetivos” , citado en 
Irujo, José María: El agujero. España invadida por layihad. Madrid, 2005, p. 207.
21 Ibid., p. 164.
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disponían las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado, como ilustra­
ba gráficam ente el máximo responsable de la Com isaría General de 
Información, el comisario Jesús de la Morena, al reconocer que pese al 
conocim iento de la existencia de activistas terroristas islam istas en 
España, sólo fue posible seguir investigaciones puntuales sobre sus 
actividades al estar dotada la policía de una “estructura de juguete” .22 
En definitiva, y como reconoció ante la Com isión de Investigación 
Ignacio Astarloa, secretario de Estado de seguridad durante el gobierno 
del Partido Popular, se cometieron importantes errores23, realidad que 
no puede ocultar la complejidad e imposibilidad de impedir en su tota­
lidad la materialización de preparativos terroristas en atentados.
El abandono del Pacto por las Libertades: la consolidación 
de la polarización
Las actitudes que los principales partidos exhibieron frente al fenóme­
no terrorista islamista antes y después de los atentados del 11-M abrie­
ron un frente de conflicto que muy pronto se vería complementado por 
otro en torno a la política antiterrorista hacia ETA. El consenso domi­
nante durante la anterior legislatura que adoptó la forma del denomina­
do Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo firmado por el Partido 
Socialista y el Partido Popular en 2000, fue gradualmente abandonado, 
sin que ambas formaciones apenas se hayan reunido al amparo de dicha 
iniciativa desde la constitución del nuevo gobierno en 2004. La falta de 
consenso y la disputa en tomo a esta decisiva faceta de la política anti­
terrorista ha sido prácticamente total a lo largo de los últimos años, evi­
denciándose con claridad en mayo de 2005, momento en el que el Con­
greso de los Diputados aprobó una resolución de Lucha contra el 
Terrorismo con el respaldo mayoritario de la cámara y la oposición del 
Partido Popular. Los contenidos de dicha resolución no diferían sustan­
cialmente de lo acordado años atrás en el denominado Pacto de Ajuria
22 Ibíd.,p. 195.
23 Cortes Generales, Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisiones 
de Investigación, Año 2004, V III L egislatura Núm. 18, Sesión Núm. 31, 
18/11/2004.
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Enea con el beneplácito de las principales form aciones políticas. A 
pesar de ello la forma en la que la referida resolución fue planteada 
facilitó el rechazo a la misma por parte del Partido Popular, socio del 
Partido Socialista en el ya citado Pacto por las Libertades que, sin 
embargo, no fue previamente informado de las intenciones guberna­
mentales. Cierto es que la política antiterrorista debe ser dirigida por el 
partido en el gobierno, tal y como reconocía el punto número 1 de este 
importante acuerdo, si bien el mismo pacto reconocía que: “El objetivo 
de este acuerdo, im pulsar conjuntam ente las libertades y la política 
contra el terrorismo, exige una colaboración permanente entre el Partido 
Popular y el Partido Socialista Obrero Español, que implica el inter­
cambio de información, la actuación concertada en los ámbitos recogidos 
en el presente Acuerdo -reform as legislativas, política penitenciaria, 
cooperación internacional, movilización ciudadana e instituciones- y 
la búsqueda de posiciones conjuntas ante todos los acontecim ientos 
que afecten a la política antiterrorista” .
La resolución de mayo de 2005 suponía sin duda un significativo
r » o m V \ i  a  r i o  o o f v q f o m n  n n t i f a f f r \ n  n t n  n  1 n k v i  v  1 o t í-, <1^ «
v u u iu iv j  u v  v ^ o n u d l l L l L C I i U i l o L c l  cti a u i n  i a  lcili v a  vav̂  nc-gv.Jv^ici”
ción con la organización terrorista ETA, si bien en determinadas condi­
ciones. El alcance de esa iniciativa y el compromiso de “búsqueda de 
posiciones conjuntas” recogido en el Pacto por las Libertades requería 
que el encargado de dirigir la política antiterrorista, esto es, el gobier­
no, facilitase información al otro integrante del pacto sobre las causas 
que le llevaban a abandonar la posición hasta entonces mantenida en la 
que se negaba cualquier posibilidad de diálogo con la banda o su entor­
no ilegalizado. Las consecuencias de plantear la resolución en ausencia 
de dicha información previa derivó en un comportam iento aparente­
mente incoherente que el analista Patxo Unzueta describió así: “Aún se 
entiende menos que, habiendo un cambio de política antiterrorista 
(tomar la iniciativa de ofrecer negociaciones condicionadas), y recono­
ciéndose que para que prospere se necesita el acuerdo del PP, no se 
comparta la información con Rajoy y, por el contrario, se ponga a vota­
ción una propuesta que intercambia el respaldo de al menos 312 diputa­
dos por el apoyo de 202” .24 El método utilizado por el gobierno dificul­
taba alcanzar un consenso muy necesario en torno a tan significativa
24 Unzueta, Patxo: “Hable con ella, Otegui”, en: El País, 19/05/2005.
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medida, lo cual no parecía justificar la reacción del líder de la oposi­
ción Mariano Rajoy ante la presentación de dicha resolución acusando 
al presidente del gobierno de “traicionar a los muertos” . De ese modo 
la forma en la que por un lado el gobierno presentó dicha resolución, 
así como los argumentos con los que se criticaron desde la oposición, 
crearon el contexto para un disenso que a partir de ese m omento no 
dejaría de crecer.
A pesar de la similitud que era posible apreciar entre los contenidos 
de la resolución de mayo de 2005 y los del Pacto de Ajuria Enea de 
1988, la declaración del Congreso contenía un relevante potencial para 
reforzar divergencias. En ella el diálogo “entre los poderes competen­
tes del Estado y quienes decidan abandonar la violencia” quedaba con­
dicionado a que ETA manifestase “una clara voluntad para poner fin a 
la violencia” mediante “actitudes inequívocas que puedan conducir a 
esa convicción” .25 Se establecían por tanto unos límites que favorecie­
ron un amplio respaldo a la citada proposición. Sin embargo, la fórmu­
la elegida alentaba tam bién la confusión al no precisar con absoluta 
claridad cuáles eran realmente las obligaciones objetivas que se le exi­
gían a ETA. Es decir, en una hipotética situación de tregua la interpre­
tación de cuáles debían ser las “actitudes inequívocas que puedan con­
ducir a la convicción” de que ETA desearía concluir su campaña, era 
susceptible de crear una mayor división entre los principales partidos 
políticos. En realidad, el doble diálogo con ETA y Batasuna, diferen­
ciado pero simultáneo, que el gobierno aceptaba en la resolución del 
congreso, favorecía los intereses del movimiento terrorista rebajando 
las norm ales exigencias dem ocráticas. Suponía además reconocer a 
ETA como interlocutor legítimo asumiéndose como positiva y suficien­
te una mera declaración de alto el fuego aunque ésta no equivaliese a la 
total desaparición del grupo terrorista.
El tiempo demostraría que los temores suscitados por la ambigüe­
dad de una resolución aparentemente clara estaban fundados. Así, tres 
meses después de que ETA declararse el 22 de marzo de 2006 un “alto 
el fuego permanente”, el gobierno anunció la apertura del diálogo con
25 “Lucha contra el Terrorismo”, Resolución número 32 aprobada por el Pleno de la 
Cám ara, Boletín Oficial de las Cortes Generales, núm ero 206, Congreso de los 
Diputados, VIII Legislatura, 20 de mayo de 2005.
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la organización terrorista a pesar de que las condiciones impuestas en 
la resolución del congreso no se hubiesen materializado. En mayo de 
2006 el presidente del gobierno indicó que en junio de ese mismo año 
anunciaría la apertura de dicho diálogo en un contexto que contradecía 
claramente las condiciones marcadas por el texto del congreso. Así lo 
demostraba el hecho de que tan solo unos días antes el propio ministro 
del Interior, Alfredo Pérez Rubalcaba, asegurara que “el gobierno sigue 
sin la convicción de que ETA quiere poner fin a la violencia”.26 Debe 
recordarse que las amenazas de dirigentes de Batasuna precedieron al 
cambio de actitud gubernamental suscitando por ello lógicos interro­
gantes sobre los motivos por los cuales el gobierno estimó necesario 
dar credibilidad a la coacción del entorno terrorista. Tal y como se reve­
ló posteriormente, Zapatero anunció que un mes más tarde anunciaría 
la apertura del diálogo en un momento en el que Batasuna amenazó con 
bloquear el proceso si sus líderes iban a la cárcel tras comparecer en la 
Audiencia Nacional en el marco de sumarios abiertos como consecuen­
cia de actividades que podían ir en contra de su ilegalización por la Ley
r io  D o r f i r l o o  27
VU A UlliUUO.
El presidente realizó además tan relevante anuncio en un acto de 
partido, circunstancia ésta que fue criticada por otras formaciones polí­
ticas que entendieron inapropiado semejante foro para tratar una cues­
tión de Estado de esas características. Unos días más tarde se produjo 
otro gesto que contribuiría a ahondar la ruptura de los principales parti­
dos, pues el dirigente del Partido Socialista de Euskadi, Patxi López, 
anunció que se reuniría próximamente con Batasuna a pesar de ser ésta 
una organización ¡legalizada. Si bien tanto el presidente del gobierno 
como Batasuna conocieron con antelación dicha iniciativa con la que 
se pretendía evitar el boicot de la formación ¡legalizada al proceso de 
diálogo, el líder de la oposición tuvo conocimiento de la noticia a tra­
vés de los medios de com unicación. En ese contexto las reacciones 
com prendieron desde la denuncia del secretario general del Partido 
Popular, Ángel Acebes, enfatizando que “el proyecto de Zapatero es el
26 “El gobierno admite que sigue sin la convicción de que ETA quiere poner fin a la 
violencia”, en: El Correo, 17/05/2006.
27 A izpeolea, Luis y G uenaga, A itor: “B atasuna prepara su legalización para  este 
verano”, en: El País, 4/06/2006.
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proyecto de ETA”, hasta la crítica de Maite Pagazaurtunda, concejal 
socialista y presidenta de la Fundación Víctimas del Terrorismo, sobre 
las consecuencias de las medidas descritas: “Lo que sí es evidente es 
que el gobierno ha buscado un espacio que le permitiera muchos movi­
mientos y con una cierta distancia con respecto al colectivo de víctimas 
y tam bién con mucha distancia con respecto al Partido Popular. Son 
seguramente indeseados pero son efectos que se generan en el corazón 
de personas que tienen miedo de qne pueda existir la tentación de la 
impunidad”.28 Revelador resultaba en ese sentido el comunicado emiti­
do por un influyente movimiento cívico no partidista como ¡Basta Ya! 
en el que advertía que “reconocer a Batasuna como un interlocutor  
necesario implica de modo inevitable cierta legitimación de la violen­
cia como instrumento político válido, pues ese interlocutor no repre­
senta otra cosa que los intereses de una banda terrorista que se niega a 
desaparecer e impone condiciones para dejar de matar definitivamen­
te” . En consecuencia, el movimiento social subrayaba que “la celebra­
ción de esa reunión ya constituye un pago político a ETA porque reco­
noce a su brazo político como un partido tan legítim o como los 
verdaderos partidos democráticos que ellos han perseguido cruelmente 
todos estos años.” Por ello ¡Basta Ya! concluía que “aceptar una nego­
ciación política con ETA puede llevar a perder una oportunidad históri­
ca para derrotar a la banda definitivamente” .29
El disenso entre gobierno y oposición se ha visto reforzado constan­
temente porque la creencia del primero en las posibilidades del final del 
terrorismo no ha ido acompañada de actos que la acrediten suficiente­
mente, ignorándose que es ETA la que debe generar dicha confianza en 
una sociedad que con toda lógica desconfía de las intenciones de una 
organización terrorista responsable del asesinato de centenares de perso­
nas. Obviar el condicionante de la violencia tras décadas de terrorismo y 
las reticencias que en amplios sectores victimizados genera esa suerte 
de compulsivo acto de fe que se requiere de ellos, supone ignorar lo que 
realmente implica el terrorismo y las consecuencias del impacto psíqui­
co que la amenaza genera. Por ello resultaba poco convincente valorar
28 Entrevista a Maite Pagazaurtundúa, publicada en El Mundo, 28/05/2006.
29 “Iniciativa ciudadana ¡Basta Ya! pide al PSE que no se reúna con Batasuna”, en: 
<http://www.bastaya.org/uploads/noticias/index.php?id=3 598> (12/2006)
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como positivos distintos comportam ientos de Batasuna que hasta la 
fecha en absoluto evidenciaban el ineludible distanciamiento de la vio­
lencia y de ETA que deben requerirse para su normal participación en 
política. Así ha venido ocurriendo desde que en noviem bre de 2004 
Batasuna hiciera pública la denominada declaración de Anoeta, presen­
tada por la formación i legalizada como una propuesta por la construc­
ción de “un proceso que conduzca a la solución y a la paz”.30 Sin embar­
go, Batasuna continuaba sin distanciarse “un ápice de las tesis 
tradicionales de la izquierda abertzale que considera que la paz no es el 
fin de la violencia, sino el triunfo de sus exigencias”.31
Las reacciones a la declaración de Anoeta anticipaban un escenario 
de división que se evitó en aquel entonces para m aterializarse en los 
meses posteriores. Días antes de su anuncio tres socialistas guipuzcoa- 
nos, entre ellos, Odón Elorza, alcalde de San Sebastián, exigían al pre­
sidente Zapatero “valentía” y “asumir algún riesgo para ganar la liber­
tad” .32 Lo hacían antes de hacerse pública una propuesta que, con la 
falsa apariencia de un nuevo lenguaje pero sin desmarcarse realmente 
de ETA, pretendía reparar la deteriorada im agen de una m arginada 
Batasuna mediante engañosas expectativas. Precisamente por ello estos 
socialistas favorecían en cierta medida los intereses del brazo político 
de la organización terrorista, como sugería la acertada valoración que 
de la propuesta abertzale hacía entonces el presidente del Senado, 
Javier Rojo: “Nos tratan de confundir, engañar y m entir y ante eso 
debemos seguir haciendo lo que hacemos, defender el Estado de Dere­
cho, el ordenamiento jurídico en los términos en los que lo planteamos 
y la unidad de acción de los demócratas”.33 La prolongada experiencia 
de la lucha antiterrorista en nuestro país demuestra que ésta ha alcanza­
do su mayor eficacia cuando se ha basado en el consenso de las princi­
pales fuerzas democráticas. De ahí el peligro de caer en la trampa que 
Batasuna y ETA planteaban como salida a su profundo aislamiento a 
unos meses de unas elecciones autonómicas en las que aventuraban un
30 “Oferta política de Batasuna. Ahora el pueblo, ahora la paz”, en: Gara, 15/11/2004.
31 Domínguez, Florencio: “La farsa de Anoeta”, en: El Correo, 22/11/2004.
32 Zabaleta, Gemma/Elorza, Odón/Itxaso, Denis: “Prender la llama de la paz”, en: El 
Diario Vasco, 12/11/2004.
33 “Javier Rojo cree que la formación abertzale trata de ‘confundir, engañar y  m entir’ 
con su declaración”, en: Europa Press, Deia, 16/11/2004.
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agravamiento de su situación. Por ello resultaban dañinas peticiones 
como las de los socialistas guipuzcoanos basadas en la fe en ETA más 
que en un riguroso análisis de sus dinámicas internas. No obstante, esa 
fe en la organización terrorista se incrementó gradualmente en ámbitos 
gubernamentales desembocando en la aprobación por parte del Con­
greso de los D iputados de la referida resolución de Lucha contra el 
Terrorismo en mayo de 2005.
Como ya se ha indicado, finalm ente el presidente del gobierno 
anunció en junio de 2006 el inicio del diálogo a pesar de que ETA con­
tinuaba sin mostrar “una clara voluntad para poner fin” a la violencia y 
“actitudes inequívocas que puedan conducir a esa convicción”, requisi­
tos que la resolución aprobada por el congreso un año antes exigía para 
comenzar los contactos con la organización terrorista. Curiosamente el 
Partido Popular, que entonces rechazó dicha resolución, reclamaría un 
año después el cum plim iento de esas condiciones que sin embargo 
Zapatero ignoró, pues resultaba evidente que ETA seguía sin mostrar 
“actitudes inequívocas” de “una clara voluntad para poner fin a la vio­
lencia”. Es éste un hecho objetivo que, hasta el momento de escribir 
estas líneas, en ju lio  de 2006, tendían a eludir quienes asumían que 
ETA había interiorizado ya la necesidad de desaparecer de la escena 
política, creencia que solía apoyarse en la declaración de alto el fuego, 
los tres años sin víctimas mortales y una supuesta separación de intere­
ses entre Batasuna y ETA. Estos tres factores fueron utilizados para 
defender una “nueva realidad social” que hasta debería condicionar el 
comportamiento judicial. Se intentaba de ese modo conformar una rea­
lidad basada en percepciones o intereses políticos pero en absoluto en 
hechos objetivos que demostrasen unas intenciones pacíficas claras e 
irreversibles por parte de la organización terrorista. Por un lado, tres 
eran los años sin muertos pero no por voluntad de ETA, pues las deten­
ciones de activistas y la incautación de documentación han confirmado 
sus intenciones de asesinar en ese mismo período que se vieron frustra­
das por los éxitos policiales.34 Asimismo, ficticia continuaba siendo esa
34 Véase cóm o la detención de dos etarras en febrero de 2005 en Valencia frustró 
acciones terroristas que perseguían la muerte de varias personas identificadas como 
objetivos por parte de la banda. Al mismo tiempo, las fuerzas de seguridad inter­
ceptaron a comienzos de 2005 informaciones en las que dirigentes de la organiza-
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separación de intereses entre Batasuna y ETA, organizaciones que toda­
vía perm anecían inextricablem ente unidas, siendo por ello peligroso 
asumir que la prematura legalización de la primera pudiese garantizar 
la desaparición de la segunda, ya que desincentivaría al brazo político 
para exigir la disolución de la banda. Al mismo tiempo los pronuncia­
mientos de los terroristas desde su declaración de tregua corroboraban 
la ausencia de “actitudes inequívocas” de la hipotética voluntad de ETA 
para poner fin a la violencia, llegándose a reconocer explícitamente en 
alguna de estas ocasiones el carácter reversible de su “alto el fuego”.35 
Incluso si se aceptara que dichas manifestaciones representaban gestos 
de consumo interno, innegable resultaba que ninguna confianza aporta­
ban sobre las supuestas intenciones pacíficas de una banda que seguía
ción terrorista ordenaban a sus subordinados la comisión de asesinatos que final­
mente no llegaron a producirse gracias a éxitos policiales. Garikoitz Aspiazu Rubi­
na, considerado como uno de los líderes de la organización terrorista, exigía en
o n  O rn  /-1c» 1/-» p im iip n fp *  “ T o n  a tv inn  m in  « n n a i -  nnn in -io  í \ a  I»-* m io n tntiic-iu uv /-oo-i iu MgUiCiilC. ic-iu/iiiua »quo puilCI m u u  tua Lliviiiia uc i a  m caa ouam u
antes. Teniendo en cuenta la situación política, las hostias que nos han dado y que 
íbam os a hacer un año sin tirar (m atar) a nadie, una ekintza (atentado) vendría 
mejor que bien. Tendréis que poner patas arriba a un enemigo uniformado. En esta 
situación quedará de la hostia y  nos dará m ucha fuerza” (Dom ínguez, Florencio: 
"M uertos sobre la mesa”, en: La Vanguardia, 18/02/2005). La información que el 
17 de febrero de 2005 publicaba el diario El País con el titular “ETA ordena a sus 
‘com andos’ ‘poner muertos encima de la m esa’” resultaba reveladora de las inten­
ciones de la banda al indicar que la dirección de ETA había ordenado recopilar 
información de numerosos objetivos con el fin último de cometer distintos asesina­
tos. La intención de cometer asesinatos era corroborada también por el magistrado 
de la Audiencia Nacional Femando Andreu, quien en julio  de 2006 ordenó la busca 
y captura internacional para su posterio r encarcelam iento  del e tarra G arikoitz 
Aspiazu, al que el juez consideraba inductor de dos delitos de asesinato frustrado. 
En septiembre de 2003 el terrorista ordenó asesinar a los miembros de una patrulla 
de la policía autónom a vasca, atentado en el que m urió el etarra A rkaitz O tazua 
(“El juez Andreu ordena la captura internacional de ‘Txeroki’, jefe militar de ETA”, 
en: El Correo, 20/07/2006).
Entre el período com prendido entre la declaración de alto el fuego en marzo de 
2006 y el anuncio por parte del gobierno de la apertura del diálogo con ETA lleva­
do a cabo en jun io  de ese m ism o año la organización terrorista  ha em itido dos 
comunicados. Al mismo tiempo, se hizo público tam bién el documento interno de 
la banda Zutabe 110, fechado en el mes de abril, publicándose además una entre­
vista con representantes de la organización terrorista en el diario Gara el 
14/05/2006.
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extorsionando pese a su declaración de tregua36, realidad ésta que no con­
venía minimizar con el fin de evitar la consolidación de una contraprodu­
cente impunidad de negativas consecuencias para la gobemabilidad.
Por tanto, en el momento en el que el presidente del gobierno anun­
ció el diálogo con ETA podría haberse afirmado lo mismo que dos días 
después de la declaración del alto el fuego se aseguraba en un editorial 
de El País de significativo título: “Verificación con calm a” : “En sus 
dos comunicados, ETA mantiene la ambigüedad sobre si su renuncia a 
las armas es definitiva o condicionada a determinados resultados políti­
cos” . Añadía el editorial: “De acuerdo con la resolución del Congreso, 
el período de verificación de la ‘clara voluntad de poner fin a la violen­
cia’ que ahora se inicia debería comenzar por acreditar la renuncia defi­
nitiva a tales prácticas” , esto es la extorsión y la violencia callejera 
conocida como kale borroka. Se concluía además que: “Una segunda 
verificación tiene que ver con su carácter irreversible: sin esa garantía 
no es posible el diálogo con ETA” .37 Es por tanto indiscutible que el 
carácter irreversible de la tregua no ha sido confirmado, garantía que 
en aquel entonces sí se planteó como imprescindible para iniciar el diá­
logo con ETA. Por tanto se había creado un escenario en el cual el 
gobierno entendió necesario modificar sus exigencias previas. Es evi­
dente que la política antiterrorista la dirige el gobierno de la nación, 
pero poco razonable resulta esperar que la oposición acepte importan­
tes alteraciones de aquélla si éstas no van precedidas de razonadas 
explicaciones que han estado ausentes en momentos clave. Así ocurrió 
al variar el gobierno las condiciones exigidas previamente para iniciar 
el diálogo con ETA o cuando se prefirió inform ar a Batasuna de las
36 A finales de junio de 2006 la policía desarticuló una red de extorsión de la organi­
zación terrorista  ETA que había continuado recaudando dinero para la banda a 
pesar de la declaración de alto el fuego. Tras las detenciones realizadas como resul­
tado de las investigaciones policiales el magistrado decretó prisión para varios de 
los implicados. Otálora, Óscar: “La policía halla indicios de que la red desmantela­
da extorsionó tras la tregua”, en: El Correo, 22/06/2006; Otálora, Óscar: “Marlaska 
investiga los contactos de un alto cargo del PNV con la red de extorsión de ETA”, 
en: El Correo, 23/06/2006; “La Policía constata que ETA envió en los prim eros 
días de junio cartas de extorsión”, en: El Mundo, 25/06/2006; Sáiz-Pardo, Melchor: 
“El juez deja libres a los empresarios pero dice que pagaron a ETA voluntariamente”, 
en: El Correo, 27/06/2006.
37 “Verificación con calma”, en: El País, 24/03/2006.
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intenciones del PSE de dialogar con la formación ¿legalizada mientras 
el líder de la oposición recibía la noticia por los medios de comunica­
ción. Coherente resultaba cuestionar los motivos por los que el gobier­
no decidió modificar su postura en tan importante cuestión como res­
puesta a la coacción de Batasuna amenazando con el colapso del 
proceso de diálogo si se emprendían acciones judiciales contra sus diri­
gentes y si las autoridades no realizaban determinados movimientos.
La secuencia de acontecimientos anterior y posterior al alto el fuego 
de ETA demuestra cómo mediante un determinado discurso público se 
ha intentado conformar una realidad poco coincidente con la verdadera 
realidad hasta el momento, asum iéndose además como realistas los 
planteamientos de la organización terrorista. Así se apreciaba al acep­
tarse en diversos ámbitos la necesidad de legalizar a Batasuna aunque 
ETA continuase existiendo, lo que garantizaría una contraproducente 
legitimación del movimiento terrorista. De ese modo se ha intentado 
imponer gradualmente una interpretación positiva de señales equívocas 
en tomo a las intenciones de ETA y Batasuna sobre las que el ministro 
del Interior, Alfredo Pérez Rubalcaba, ya alertaba en febrero de 2006 al 
afirmar que: “La historia de la lucha contra el terrorismo está llena de 
señales equívocas, interpretadas a veces de forma positiva por gobier­
nos que se han equivocado”.38 La prudencia que de dichas palabras se 
desprende invitaba a mostrar una mayor comprensión hacia la descon­
fianza del Partido Popular en torno al diálogo con ETA, si bien el 
enfrentamiento entre los principales partidos políticos se mantuvo inal­
terable agudizándose la división entre ambos.
La división de las fuerzas democráticas fue el objetivo que también 
persiguió el IRA al verse presionado por eficaces medidas antiterroristas 
que le llevarían a interrumpir su campaña terrorista en Irlanda del Norte. 
Danny Morrison, prominente dirigente del IRA y del Sinn Fein, lo anun­
ciaba en una carta a Gerry Adams, escrita desde la cárcel en 1992, en la 
que reconocía que la violencia mantenía unidos a sus enemigos, por lo 
que sugería detener el terrorismo y explotar el proceso posterior ante las 
dudas que surgirían sobre su gestión, provocando así la división de los 
partidos democráticos.39 Consecuente con ese objetivo debe considerar­
38 Entrevista a Alfredo Pérez Rubalcaba en El País, 5/02/2006.
39 M orrison, Danny: Then The Walls Came Down. A Prison Journal. Dublin, 1999, 
p. 242.
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se la negativa del IRA a desarmarse por completo al tiempo que incum­
plía las promesas de disolución repetidas por los portavoces del Sinn 
Fein. Con unas intenciones muy similares encaminadas a profundizar 
las discrepancias entre las principales formaciones políticas, ETA y su 
entorno han ido creando expectativas sobre el final del terrorismo, utili­
zando un lenguaje que seduce a muchos a pesar de la ausencia de prue­
bas que evidencien una auténtica voluntad de la organización terrorista 
de disolverse. De ese modo la disminución de algunas de sus acciones 
terroristas, complementada con una retórica que promete paz y esperan­
za, sirve como eficaz instrumento de coacción al utilizarse la ansiedad 
colectiva por que el final de ETA llegue pronto como presión que obli­
garía a aceptar ciertos “sacrificios y riesgos por la paz”, términos profu­
samente utilizados en el actual marco político. Por tanto, tras la declara­
ción de tregua muchos han sido quienes han defendido concesiones que 
inicialmente se rechazaban, pero que en esas circunstancias han presen­
tado como necesarias para consolidar dicho alto el fuego con argumen­
tos que se valen del lógico cansancio de una sociedad afectada por la 
amenaza terrorista durante décadas, entre ellos la insistencia en la nece­
sidad de aprovechar una oportunidad histórica con el fin de evitar más 
víctimas. Esta misma dinámica se ha reproducido en Irlanda del Norte, 
facilitando una contraproducente impunidad política, jurídica y moral 
que en absoluto ha acercado una verdadera paz.40 De esa manera el IRA 
ha logrado recuperar parcialmente por la vía política lo que perdió poli­
cialmente, precedente que podría trasladarse al ámbito vasco si se come­
tiesen errores de los que creíamos haber aprendido. A este respecto, 
defender la negociación con ETA recordando que anteriores gobiernos 
también la acometieron es el mejor argumento para descartar de nuevo 
su utilización, pues esas experiencias previas han demostrado lo inefi­
caz y hasta contraproducente de dichos diálogos.41
40 Un análisis más elaborado de este modelo se encuentra en Alonso, Rogelio: “Ante 
el final del terrorismo de ETA: lecciones y errores de la experiencia norirlandesa”, 
en: Análisis del Real Instituto Elcano, ARI N° 51/2006, mayo de 2006.
41 Sobre las fracasadas negociaciones con ETA, véase Domínguez, Florencio: De la 
negociación a la tregua. ¿Elfinal de ETA? Madrid, 1998. Sobre los dañinos efec­
tos que para las autoridades democráticas tiene la negociación con organizaciones 
terroristas, véase el capítulo cuatro de Reinares, Femando: Terrorismo y  antiterro­
rismo. Barcelona, 1999.
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Ese es el peligro de la negociación con ETA anunciada en junio de 
2006. Aunque se insiste en que dicho diálogo sólo versará sobre la diso­
lución de la banda, el precedente del cambio de criterio adoptado por el 
gobierno anunciando contactos sin respetar las condiciones previamen­
te impuestas, alerta sobre futuras variaciones. Probablemente Batasuna 
continuará emitiendo señales equívocas que los partidarios del actual 
proceso desearán interpretar como muestras de la voluntad de ETA de 
poner fin a la violencia. Sin embargo, si dichas señales siguen sin ser 
verdaderas “actitudes inequívocas” de la voluntad de disolución de 
ETA, serán incapaces de generar la confianza necesaria en las intencio­
nes de la organización terrorista. Injusto y contraproducente sería 
entonces criticar a quienes desconfían de ETA y Batasuna, así como 
mantener el diálogo con la justificación de que la ambigüedad resulta 
necesaria para que el proceso avance. Este argumento ya se vislumbra, 
anunciándose ahora, en contra de lo asegurado anteriormente, la consti­
tución de una mesa de partidos extraparlamentaria mientras ETA sigue 
sin desaparecer, peligrosa iniciativa sobre la que el prestigioso filósofo 
Fernando Savater ya advirtió: “La mesa de partidos, sobre la cual se 
hará política, pero fuera de las instituciones y bajo la cual estará agaza­
pada ETA ... representa el más alto precio político que la democracia 
puede pagar al terrorism o”.42 Ahora el cambio de actitud se justifica 
matizando que en dicha mesa sólo se tomarán acuerdos cuando ETA se 
disuelva, si bien los antecedentes referidos llevan a pensar en una nueva 
alteración de exigencias hoy aparentemente firmes. Como consecuen­
cia de esta lógica se va liberando a la banda de la presión que debería 
recaer sobre ella, transfiriéndose la responsabilidad por el m anteni­
miento del alto el fuego a políticos y ciudadanos, así coaccionados para 
aceptar condiciones en absoluto democráticas. En modo alguno puede 
serlo tolerar que una organización terrorista continúe existiendo, man­
teniéndose estrechamente unida a una formación política a pesar de las 
declaraciones formales de sus dirigentes respaldando procesos demo­
cráticos contradictorios con sus comportamientos anti-democráticos al 
beneficiarse de su asociación con dicha presencia. Esta dinámica puede 
contribuir a perpetuar la amenaza y la coacción de ETA, aun en situa­
ción formal de alto el fuego, al tiempo que se garantiza el fortaleci­
42 Savater, Femando: “Debajo de la mesa”, en: El País, 27/01/2006.
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miento electoral de su brazo político y la legitimación de la violencia. 
Así se infería de las advertencias del dirigente del movimiento cívico 
¡Basta Ya! Fernando Savater al criticar la necesidad de “concesiones” 
como la de la mesa de partidos extraparlam entaria defendida desde 
ámbitos afines al gobierno: “Se trata de una concesión estrictamente 
política y no menor, a mi juicio. ¿Serán de igual calibre el resto de las 
‘m ínim as’ concesiones? Después de su reunión con Batasuna, Patxi 
López dijo que habría que hacer próxim am ente sacrificios aún más 
dolorosos que ése. Dolorosos... ¿hasta qué punto y para quién? Lamen­
to ser tenebroso, pero es que me hallo en tinieblas. Y la propaganda 
gubernamental no logra sacarme de ellas” .43
En su decadencia grupos como IRA y ETA buscan perpetuarse coac­
cionando a actores políticos y sociales mediante la promesa de una des­
aparición que no llega si la respuesta gubernamental se traduce en conce­
siones que demuestran la eficacia de mantener a la organización terrorista, 
pues esta presencia garantiza contraprestaciones que sin ella no se produ­
cirían. Dicha dinámica favorece la peligrosa legitimación de quienes han 
utilizado la violencia obstaculizando una verdadera normalización políti­
ca y el logro de la paz. Es por ello por lo que un diálogo paralelo entre el 
gobierno y ETA al tiempo que los partidos discuten con Batasuna la refor­
ma del marco estatutario, amenaza con consolidar un grave déficit demo­
crático. Las negociaciones políticas se realizarían sin la desaparición de 
una organización terrorista cuya mera declaración de cese de actividades 
violentas no constituye una prueba inequívoca de su voluntad de poner 
fin a su existencia. Como el referente norirlandés demuestra, la mera pre­
sencia de una organización terrorista condiciona procesos políticos en los 
cuales participa el partido que la representa al favorecer una coacción que 
en absoluto incentiva su definitiva disolución.
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De la polarización a la ruptura: 
la derogación del consenso sobre la política  
antiterrorista y el alto el fuego de ETA
1. Introducción
“Al amparo de la resolución adoptada por el Congreso de los Diputa­
dos en mayo de 2005, quiero anunciarles que el gobierno va iniciar un 
diálogo con ETA m anteniendo el principio irrenunciable de que las 
cuestiones políticas sólo se resuelven con los representantes legítimos 
de la voluntad popular” {El P aís , 30/06/2006). Con estas palabras 
anunció José Luis Rodríguez Zapatero, el presidente del Gobierno 
español, el 29 de junio de 2006 el comienzo de una nueva fase en el 
proceso que se inició, por lo menos aparentemente, con la declaración, 
tres meses antes, de un alto el fuego permanente por parte de tres mili­
tantes de la organización terrorista Euskadi Ta Askatasuna (ETA). Las 
reacciones de los partidos políticos representados en las Cortes hacia 
esta declaración institucional del presidente del Gobierno reflejaron el 
estado del debate sobre la política antiterrorista: todos los partidos 
salvo el Partido Popular (PP) avalaron la iniciativa del Ejecutivo. El 
amplio consenso que iba desde los escaños de los partidos nacionalistas 
moderados pasando por el Partido Socialista Obrero Español (PSOE) 
hasta los diputados de Izquierda Unida (IU) fue contrastado por la opo­
sición fundamental y fundamentalista del Partido Popular. Un par de 
días después, José M aría Aznar, ex-jefe de Gobierno y presidente de 
honor del PP, denunció que el Ejecutivo socialista y ETA “caminan jun­
tos” .1 La acusación de que el gobierno de Zapatero se ha subordinado a 
la organización terrorista fue el último eslabón de una larga cadena de 
descalificaciones e insultos por parte del mayor partido de la oposición
1 El País, 3/07/2006.
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a la política seguida por el gobierno socialista frente al conflicto vasco. 
Se puede considerar como la confirmación de la ruptura definitiva del 
consenso en la política antiterrorista.
Esta ruptura del consenso, punto culminante de la estrategia del PP 
en relación con la política antiterrorista del gobierno, ha sido desarro­
llada en tres dimensiones: bloquear cualquier iniciativa de solución del 
conflicto vasco que vaya más allá de una solución meramente policial y 
judicial; desprestigiar al máximo al gobierno socialista, en general y al 
presidente del Gobierno, en particular y, por último, combinar el ejerci­
cio de una oposición fundamental en el parlamento con el fomento de 
la polarización social, especialmente a través de la participación activa 
en las movilizaciones callejeras. Elementos de esta estrategia se pue­
den detectar en el discurso del PP en otras materias de política interior, 
véase por ejemplo el debate sobre el Estatuto de Cataluña, pero en nin­
gún caso adoptaron una radicalidad semejante. Esto contrasta con la 
cualidad especial que hasta entonces caracterizaba la política antiterro­
rista en España. Dado el hecho de que desde los tiempos de la transición 
la amenaza terrorista fue percibida como uno de los mayores desafíos 
para la sociedad española, la política antiterrorista fue considerada 
como una política de Estado que transcendió las diferencias entre parti­
dos políticos. Este consenso se transformó en una serie de pactos politi­
cos, tanto a nivel estatal (Pacto de Madrid, 1987), como a nivel del País 
Vasco (Pacto de Ajuria Enea, 1988).2 El Acuerdo por las Libertades y 
contra el Terrorismo, más conocido como Pacto Antiterrorista, firmado 
por el PP y el PSOE en el año 2000, afirmó este consenso entre los dos 
grandes partidos -aunque reflejó al mismo tiempo la anulación parcial 
del consenso por parte de los firmantes del Pacto de L izarra-.3 En junio
2 Es preciso subrayar que este consenso se refería a la política antiterrorista legal, es 
decir, al conjunto de las medidas políticas, judiciales y policiales dentro del marco 
del Estado de derecho. El caso de la llamada “guerra sucia” de los Grupos A ntite­
rroristas de Liberación (GAL) fue fuertemente criticado por el PP, que lo convirtió 
en uno de sus m ayores frentes de ataque al últim o gobierno de Felipe G onzález 
(Baumer 2005: 125-130; Woodworth 2005: 73-76).
3 A cuerdo político suscrito el 12 de septiem bre de 1998 en la localidad navarra de 
Lizarra. Fue firmado por Euzko Alderdi Jeltzalea-Partido Nacionalista Vasco (EAJ- 
PNV), Eusko Alkartasuna (EA), Ezker Batua (EB), Euskal Herritarok (EH) y otras 
organizaciones políticas y sociales (véase más adelante).
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de 2006 este consenso quedó roto. Ante una oportunidad inédita de aca­
bar con la pesadilla del terrorismo nacionalista, el partido más grande 
de la oposición se aisló de las demás fuerzas demócratas. El fenómeno de 
la polarización, que caracteriza la política española desde el cambio de 
gobierno en 2004 en su conjunto, se percibe así en la política antiterro­
rista de una forma especialmente drástica. Las posibles consecuencias 
de esa situación no pueden ser más inquietantes: Sin la fuerza y la legi­
timidad que otorga el consenso de los partidos democráticos, la posi­
ción del gobierno en el proceso de pacificación va ser muy difícil y - a  
la hora de llegar a acuerdos- probablemente insostenible.
Este trabajo quiere apuntar cómo tras el cambio de gobierno en 2004 
fue derogado el consenso sobre la política antiterrorista entre los dos 
grandes partidos hasta llegar a la ruptura explícita en el mes de junio de 
2006. Se parte de la hipótesis de que la derogación del consenso se 
debió sólo en parte a un desacuerdo estratégico sobre las formas de 
acabar con el terrorismo. Al mismo tiempo, como se verá más adelante, 
la política antiterrorista ha estado en el centro de la estrategia de con­
frontación y de deslegitimación del Partido Popular contra el gobierno 
socialista.
2. El consenso contra Lizarra: el Pacto Antiterrorista
La política antiterrorista en la segunda legislatura del gobierno de José 
María Aznar fue desarrollada dentro del marco del Pacto Antiterroris­
ta, firm ado por el PSOE y el PP en diciem bre de 2000. El contexto 
político de este pacto fue la anulación del consenso de Ajuria Enea por 
el PNV, EA y EB, el referente vasco de Izquierda Unida, a través de la 
firma del Pacto de Lizarra en septiembre de 1998. Este acuerdo, sus­
crito entre todas las fuerzas nacionalistas vascas, incluyendo a Herri 
Batasuna/Euskal Herritarok, se formuló después de unas negociacio­
nes secretas entre ETA y el PNV en 1998 (Morán 2004: 107-151). En 
estas negociaciones, ETA se com prom etió a declarar una tregua, a 
cambio del compromiso asumido por parte del PNV de romper con el 
marco del Estatuto de Gernika y de dar pasos hacia la soberanía. De 
las elecciones autonómicas de octubre de 1998 salió el primer gobier­
no exclusivamente nacionalista, sosteniéndose con los votos de Euskal 
Herritarok.
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La primera reacción del gobierno de José María Aznar a la tregua de 
ETA fue una moderación del discurso y algunos gestos de buena volun­
tad, especialmente en política penitenciaria. Con el transcurso del tiem­
po, después de un encuentro infructuoso entre enviados del gobierno y 
representantes de ETA en Zurich y de haberse probado que ETA estaba 
aprovechándose de la situación para recomponer sus comandos y llenar 
sus arsenales, la actitud del ejecutivo se endureció de nuevo y se empe­
zó a hablar de “tregua trampa” (Morán 2004: 206-208).
Tras el fin de la tregua, la ofensiva de la banda terrorista ETA gol­
peó con extrema dureza a los cargos políticos del PP y del PSOE. Fue 
en esta situación cuando los dos grandes partidos optaron por un pacto 
exclusivo, dejando explícitamente al margen al PNV y a EA (a los que 
se debería añadir IU) “que abandonaron el Pacto de Ajuria Enea para, 
de acuerdo con ETA y EH, poner un precio político al abandono de la 
violencia” . Al mismo tiempo el documento reivindicó el consenso de 
los partidos democráticos, afirmando que “el terrorismo es un proble­
ma de Estado. Al gobierno de España corresponde dirigir la lucha anti­
terrorista, pero combatir el terrorismo es una tarea que corresponde a 
todos los partidos políticos democráticos, estén en el gobierno o en la 
oposición” .4
La política antiterrorista desarrollada sobre la base del pacto, se 
caracterizaba por el acoso político, judicial y policial a las estructuras y 
organizaciones legales e ilegales del llamado M ovimiento de Libera­
ción Nacional Vasco (MLNV) (Baumer 2003: 469-451). Concluyó con 
la prohibición de Batasuna y otras organizaciones ligadas a la izquierda 
abertzale, la inclusión de ETA, Batasuna y otras estructuras del MLNV 
en la lista de organizaciones terroristas de la Unión Europea, algunas 
reformas del derecho penal y la ilegalización de plataformas electorales 
que intentaban sustituir a Batasuna (Mata 2005: 97). A pesar de unas 
ligeras críticas del PSOE respecto al uso supuestamente partidario del 
Pacto por parte del gobierno, la política antiterrorista en esta fase se 
realizó sobre un consenso sólido entre los dos grandes partidos.
4 Texto C om pleto del Pacto A ntiterrorista  PP-PSOE. “Partido Popular y PSOE. 
A cuerdo por las libertades y contra el terrorism o” , en: <http://www.ideasapiens. 
c o m /a c tu a lid a d /p o li tic a /n a c io n a l/p a c to % 2 0 a n tite r ro r is ta 2 0 p p -p so e .h tm > 
(27/03/2006).
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3. Del consenso a la polarización: la política antiterrorista
después del 14-M
Después del cambio de gobierno que resultó de las elecciones del 14 
de marzo de 2004, el panorama de la política antiterrorista quedó refor­
mulado. El nuevo gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, que 
ascendió al poder en una situación determinada decisivamente por el 
peor atentado terrorista en la historia del país, no dudó en declarar la 
lucha contra el terrorismo como prioridad de su ejecutivo. En su inves­
tidura, Zapatero dedicó la primera parte de su discurso a esta materia, 
anunciando el m antenim iento del Pacto A ntiterrorista {El País, 
17/04/2004). Rechazó las demandas por parte de otros partidos, espe­
cialmente IU y PNV, a una modificación del Pacto, e insistió en el man­
tenimiento tanto de la forma como del fondo de dicho acuerdo {El País, 
13/04/2004).
Pero pronto se dieron señales de que el Ejecutivo socialista estaba 
dispuesto a considerar nuevos matices en su política antiterrorista. En 
el marco de la nueva política territorial, el gobierno rechazó el Plan 
Ibarretxe5, aunque no con un discurso tan beligerante como el que fue 
llevado por el gobierno del PP. Al mismo tiempo, se barajaba la posibi­
lidad de un nuevo Estatuto para Euskadi, siempre y cuando se den las 
precondiciones necesarias, es decir el cese de la violencia. Se mantenía 
la Ley de partidos, señalando a Batasuna que la izquierda abertzale for­
maría parte de la pluralidad política vasca representada en las negocia­
ciones de un futuro estatuto sólo después de que “callasen” las armas.
En el entorno de Batasuna se registraron esos nuevos matices en el 
discurso del gobierno con mucha atención.6 En noviembre de 2004, 
Batasuna celebró en el velódromo de Anoeta de San Sebastián su pri­
m er acto m ultitudinario desde su ¡legalización en el año 2002. Ante 
unos 15.000 sim patizantes de la izquierda abertzale, Arnaldo Otegi
5 Así se llama popularm ente la Propuesta de Estatuto Político de la Comunidad de 
Euskadi del gobierno vasco. El Plan fue presentado por el lehendakari Juan José 
Ibarretxe en octubre de 2003 y aprobado por el Parlamento vasco en diciembre de 
2004. El Plan propone un nuevo estatuto de autonomía, basándose en el derecho de 
autodeterminación (Morán 2004: 357-360).
6 El líder de Batasuna, Arnaldo Otegi, llegó a decir de Zapatero que es “un presiden­
te inédito del gobierno español”, El País, 23/03/2006.
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explicó la nueva propuesta de Batasuna en la que se propuso la crea­
ción de dos “espacios diferenciados para el diálogo y el acuerdo” . 
Según esta propuesta, la negociación política debía tener lugar entre los 
“agentes de Euskal H erria”, es decir las fuerzas políticas, sociales y 
sindicales, mientras ETA y “ los Estados español y francés” deberían 
llegar a un acuerdo respecto a la “desmilitarización del conflicto” , a 
presos y víctimas. Batasuna evitaba exigir a ETA el cese de la violen­
cia, pero asumía el compromiso de “la utilización de vías exclusiva­
mente políticas y dem ocráticas” (Batasuna 2004: 17). Resulta difícil 
imaginar cómo un partido ilegal puede organizar un acto público de 
semejantes proporciones sin el beneplácito, por lo menos tácito, de las 
autoridades públicas. Pero fuese como fuese, seguro es que la propues­
ta de Anoeta ya contenía los elementos clave de lo que un año y medio 
más tarde sería el itinerario a seguir por el gobierno para emprender el 
proceso de paz: La creación de dos mesas, lo que implicaba la restric­
ción de las negociaciones con ETA a las materias del desarme y de los 
presos y la delegación de las negociaciones sobre el futuro político del 
País Vasco a una mesa de partidos con participación de un referente de 
la izquierda abertzale.
Dos meses después, coincidiendo con una visita de José Luis Rodrí­
guez Zapatero a San Sebastián, Batasuna publicó una carta de Amaldo 
Otegi al presidente del Gobierno. En esta misiva, Batasuna renunció 
tanto a “un escenario independentista para la solución de conflicto” 
como a “un frente nacionalista vasco que imponga una solución unila­
teral de conflicto” y reiteró sus propuestas defendidas en Anoeta, 
pidiendo “el inicio de conversaciones entre su gobierno y la organiza­
ción ETA para la búsqueda de un escenario de desmilitarización multi­
lateral del conflicto” (El País, 15/01/2005). Zapatero respondió a Otegi 
en un discurso pronunciado en un mitin del PSE. Exigió el cese de la 
violencia antes de “escuchar” a Batasuna y subrayó su voluntad de 
apostar “fuertemente por ver el fin de la violencia en Euskadi”, afir­
mando que ya se sabe “hasta qué punto soy capaz de hacer esfuerzos 
por la paz” . Concluyó su mensaje con un panorama positivo: “La espe­
ranza para Euskadi ha comenzado y el final será la paz y la convivencia 
entre todos” (El País, 15/01/2005). Esta respuesta llamó la atención 
tanto por su tono optimista como por su fondo político. El compromiso 
afirmado por Zapatero para hacer esfuerzos por la paz fue interpretado 
como una oferta de diálogo a ETA después de que ésta haya dado un
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primer paso para el final de la violencia. Ya se barajaron rumores sobre 
un inminente anuncio de una tregua por parte de ETA, una esperanza 
que la banda frustró un par de días después a través de la explosión de 
un coche bomba en Getxo, sin causar víctimas. Sin embargo, el discur­
so optimista de Zapatero ante la militancia socialista en San Sebastián, 
su medida respuesta a la carta de Batasuna y el anuncio implícito de su 
disposición al inicio de un diálogo con la izquierda abertzale quedaron 
como afirmación de un nuevo rumbo en la política antiterrorista.
Durante las siguientes semanas, de cara a las elecciones vascas en 
abril de 2005, el gobierno socialista desarrolló su proyecto político 
para Euskadi. Basado en el rechazo del plan Ibarretxe y en la renuncia 
a la reedición de un “frente constitucionalista”7 con el PP, el gobierno 
de Zapatero abogó por un proyecto común entre nacionalistas y no 
nacionalistas para la reforma del Estatuto de Gemika, en el que, tras un 
cese definitivo de la violencia, podría participar la izquierda abertzale 
(El País, 6/02/2005). Con la alusión a la posibilidad de un diálogo con 
ETA y la formulación de un proyecto para un nuevo estatuto que inclui­
ría todos ios proyectos políticos de Euskadi, las lineas maestras de ia 
política de pacificación de Zapatero quedaron dibujadas.
El siguiente acontecimiento decisivo para el debate sobre la política 
antiterrorista fue la aparición del Partido Comunista de las Tierras Vas­
cas (EHAK-PCTV) en las elecciones autonómicas en el País Vasco en 
abril de 2005, que -después de la suspensión de una lista “limpia” de la 
izquierda abertzale-  logró el 12,44% de los votos y nueve escaños.8 El 
EHAK admitió francamente que su objetivo es garantizar la presencia 
de Batasuna en la Cámara vasca (El País, 19/04/2006). El gobierno no 
hizo nada ni antes ni después de las elecciones para impugnar este par­
tido ante los tribunales, actitud que levantó ciertas sospechas no sola­
mente en los medios afínes al PP. Antonio Elorza comentó en un artícu­
lo de opinión, publicado en El P a ís : “Alguien puede pensar que en 
virtud de un acuerdo implícito el gobierno hubiera mantenido fuera de
7 En las elecciones autonóm icas vascas de 2001, el espectro político se dividió en 
dos bloques: el nacionalista, encabezado por Juan José Ibarretxe, y el llamado cons­
titucionalista, constituido por el PP de Jaime Mayor Oreja y el Partido Socialista de 
Euskadi (PSE) de N icolás Redondo Terreros. Fue el bloque nacionalista el que se 
vio beneficiado por esa polarización (Baumer 2001: 190).
8 <http://www.9euskadi-net> (1/08/2006).
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juego al sucesor aparente de Batasuna, salvando así la cara del respeto 
a la Ley de Partidos, para luego autorizar su participación a través de 
este estrafalario testaferro” (Elorza 2005).
La negativa del gobierno de impugnar a EHAK fue duramente criti­
cada por el Partido Popular. Su presidente Mariano Rajoy condicionó 
la validez del Pacto Antiterrorista a que el gobierno instara a la ilegali- 
zación del partido abertzale. El PP elevó el tono de sus críticas a la 
política antiterrorista del gobierno, acusando al presidente de negociar 
en secreto con ETA y de haber abandonado el objetivo de derrotar a la 
banda armada. La confrontación entre el gobierno y el PP respecto a la 
política antiterrorista encontró su primer clímax en el debate sobre el 
estado de la nación en mayo de 2005. Zapatero anunció la presentación 
de una moción que autoriza al gobierno a iniciar bajo ciertas circuns­
tancias un diálogo con ETA. Mariano Rajoy respondió con un duro dis­
curso acusando a Zapatero de que en la lucha contra el terrorismo “se 
ha propuesto cambiar de dirección, traicionar a los muertos y permitir 
que ETA recupere las posiciones que ocupaba antes de su arrincona- 
miento” (El País, 12/05/2005). Después de la aprobación de la moción 
para iniciar un diálogo con ETA tras el cese de la violencia, el líder de 
la oposición completó su polémica contra el presidente del Gobierno 
con la suposición de que éste se hubiera “puesto en manos de ETA” (El 
País, 18/05/2006).
4. Confrontación y deslegitimación: el discurso del PP
En las acusaciones citadas ya se pueden encontrar unos elementos que 
a partir de entonces caracterizaban el discurso del PP hacia la política 
antiterrorista del gobierno: Según estas acusaciones, no se trataba sim­
plemente de una política equivocada sino de una especie de alta trai­
ción. A lo políticamente rechazable se unía lo moralmente intolerable. 
Ante las más de 800 víctimas mortales de ETA, la acusación de “trai­
cionar a los muertos” tendía a la deslegitimación total del acusado, es 
decir del presidente del Gobierno. Con la polémica desatada por Maria­
no Rajoy en el debate sobre el estado de la nación se consolidó una 
estrategia de confrontación del PP contra José Luis Rodríguez Zapatero 
que iba más allá de las disputas políticas acostumbradas en un sistema 
democrático. Se trata de una estrategia que no solamente busca el triun­
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fo en la competición política, sino la deslegitim ación del adversario 
tanto en térm inos políticos como m orales. La m ateria de la política 
antiterrorista es el eje central de esta estrategia.
El origen de esta estrategia se encuentra en la interpretación que 
hace el PP de los sucesos relacionados con la matanza del 11 -M y de su 
derrota en las elecciones generales tres días después. El partido conser­
vador todavía no se ha liberado de la convicción casi paranoica de que 
la victoria electoral le fue robada por una conspiración de terroristas 
islamistas, ETA y los socialistas españoles (Baumer 2006: 534). El sin­
fín de oscuras alusiones sobre los verdaderos autores de la masacre del 
11-M y sus intenciones es la manifestación de esta convicción.9 La teo­
ría de la conspiración manejada en los ámbitos del PP considera la polí­
tica antiterrorista del gobierno socialista como prueba de que ETA está 
logrando los beneficios del cambio político provocado por el 11 -M. Un 
ejem plo de este razonam iento se encuentra en la argum entación de 
Jaime Ignacio del Burgo, representante de la UPN (Unión del Pueblo 
Navarro) en el Comité Nacional del PP, miembro de la com isión de 
investigación del 11-M del Congreso y autor de un libro sobre el 11 -M. 
No puede aportar ninguna prueba que vincule a ETA con los atentados, 
pero apunta a la posibilidad de que ETA esté cosechando los frutos de 
su actuación:
O tra  g ran  b en e fic ia r ia  ha  re su ltad o  se r ETA . L a  ca íd a  del PP  le ha  p e r­
m itid o  re s u c ita r  de  su s c e n iz a s  y  p o n e r  en m a rc h a  el ‘p ro c e s o ’ p re s u n ta ­
m en te  p ac tad o , in c lu so  an tes  d e l 11 -M , con  rep re sen tan te s  cu a lificad o s  de 
R o d r íg u e z  Z ap a te ro . [ . . . ]  S ó lo  u n  ca m b io  de  g o b ie rn o  en  E sp a ñ a  p o d ría  
hace r reversib le  la situación  ag ó n ica  de la banda. A  co nsecuenc ia  de la  p o lí­
9 U n ejem plo de este tipo de alusiones son los com entarios del ex presidente del 
G obierno, José M aría Aznar, en una entrevista concedida al diario belga Le Soir, 
publicada el 9 de marzo 2006. Preguntado si todavía niega cualquier relación de los 
atentados con la participación española en la guerra del Irak, A znar dijo: “(Los 
atentados) están ligados a la voluntad de algunos de provocar un vuelco político en 
España”. A la pregunta del periodista por los autores de la matanza, “¿Algunos isla- 
mistas o ETA?”, Aznar respondió: “Como ya he dicho algunas veces, pienso que 
quienes p lanificaron estos atentados no se esconden en desiertos lejanos, ni en 
montañas remotas. No diré m ás” (“A znar insiste: autores 11-M buscaron ‘vuelco 
político en España’”, 9/03/2006) <http://actualidad.terra.es/nacional/articulo/aznar 
1 l-m _espana_774393.htm> (1/08/2006).
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tic a  a n ti te r ro r is ta  d e l g o b ie rn o  d e  A z n a r, el ú n ic o  h o r iz o n te  d e  la  b a n d a  
p a rec ía  ser el de u n a  ren d ic ió n  hum illan te . A  p a rtir  de  las co n v ersac io n es de 
P e rp iñ á n  (con  el líd e r de  E sq u e rra  R ep u b lic an a  de C a ta lu n y a , Jo sep -L lu ís  
C aro d -R o v ira , A .B .), E TA  com enzó  a  so ñ ar con la pe rsp ec tiv a  de  u n a  n eg o ­
c iac ió n  v ic to rio sa . Y  aunque  no  h ay a  p ru eb a  que dem u es tre  su  im p licac ión  
en  el 11 -M , m ien tras no  se  lleve  a cabo  u n a  in v estigac ión  rigu rosa  y  a fondo  
de  to d o s  los d a to s  que  a p u n tan  a u n a  e s trech a  am is tad  en tre  e ta rra s  e is la - 
m ista s , te jid a  den tro  y  fuera  de  las cá rce le s  esp añ o las , la  id ea  de  u n a  co la ­
b o rac ió n  o p e ra tiv a  no  p u ed e  se r d e sca rtad a  de  ra íz . L a  h ip ó te s is  de l 11 -M  
com o un  a ten tado  de encargo  no  pu ed e  d escarta rse  (D el B urgo  2006).
Partiendo de este tipo de análisis, el discurso del PP hacia la política 
antiterrorista del gobierno se radicalizó cuando se daban las primeras 
señales de una perspectiva de solución negociada del conflicto, o sea 
de una “negociación victoriosa” según el criterio de Del Burgo. Como 
respecto a otras materias de la política interior -véase el debate sobre el 
matrimonio entre homosexuales o el nuevo Estatuto de Catalunya- el 
PP pronto apostó por la oposición extraparlamentaria. Empezó a com­
binar la disputa en el parlamento con la participación activa en movili­
zaciones callejeras. Así apoyó, el 23 de enero de 2005, la manifestación 
convocada en M adrid por la A sociación de Víctimas del Terrorismo 
(AVT). En esta manifestación fue agredido el ministro de Defensa, José 
Bono, hecho que refleja el grado de crispación que se estaba acumulan­
do en el debate sobre la política antiterrorista.10 Desde entonces, el PP 
participó en todas las movilizaciones de la AVT contra la política del 
gobierno. El partido conservador parece apostar por una estrategia que 
tiende a fortalecer su discurso político contra el gobierno a través de la 
instrumentalización del dolor de las víctimas. El resultado de semejan­
te estrategia no puede ser otro que una profundización de la polariza­
ción y un aumento de la crispación en la política española.
En el ámbito político, el PP se quedó solo con su estrategia de con­
frontación. José Luis Rodríguez Zapatero logró un amplio consenso
10 En la manifestación, que discurrió por la calles de Madrid bajo el lem a “Memoria, 
dignidad y ju s tic ia  con las víctim as del terrorism o” el m inistro  de D efensa fue 
vapuleado, insultado y golpeado con una bandera de España. O tros altos cargos 
socialistas, coma la eurodiputada Rosa Diez, fueron insultados. Los manifestantes 
corearon consignas contra el gobierno y a favor del PP {El País, 23/01/2005).
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para la resolución que respalda el inicio del diálogo con ETA después 
del cese de la violencia.11 El 17 de mayo de 2005, todos los grupos par­
lamentarios menos el PP, votaron a favor de la resolución presentada 
por el Grupo Parlamentario Socialista. En el segundo párrafo del texto 
se dice: “Si se producen las condiciones adecuadas para un final dialo­
gado de la violencia, fundamentadas en una clara voluntad para poner 
fin a la misma y en actitudes inequívocas que puedan conducir a esa 
convicción, apoyamos procesos de diálogo entre los poderes competen­
tes del Estado y quienes decidan abandonar la violencia, respetando en 
todo momento el principio democrático irrenunciable de que las cues­
tiones políticas deben resolverse únicamente a través de los represen­
tantes legítimos de la voluntad popular. La violencia no tiene precio 
político y la democracia española nunca aceptará el chantaje” .12 Más 
abajo, la moción constata: “A la fortaleza del Estado de Derecho en la 
lucha contra el terrorismo hay que añadir una condición imprescindible: 
la unidad democrática de los partidos políticos y que eso significa la eli­
minación de la confrontación partidaria en la política antiterrorista” .13
fiero la situación de la política antiterrorista en España en los meses 
siguientes a este debate se quedó muy lejos de la citada unidad demo­
crática de los partidos. El líder de la oposición, Mariano Rajoy, insistía 
en la acusación de que el gobierno había roto unilateralmente el Pacto 
Antiterrorista al no promover la ilegalización de EEIAK, mientras que 
el gobierno reafirmó que seguían vigentes los principios de este pacto 
(El País, 6/09/2006). Más allá de las posturas referentes al Pacto Anti­
terrorista, el desacuerdo estratégico entre el gobierno y el mayor parti­
do de la oposición quedó cada vez más patente: m ientras Zapatero 
seguía los pasos hacia una solución dialogada, ya respaldada por la
11 La resolución recogía el espíritu del punto 10 del Pacto de A juria Enea, donde se 
constata: “Si se producen las condiciones adecuadas para un final dialogado de la 
violencia, fundamentadas en una clara voluntad para poner fin a la mism a y en acti­
tudes inequívocas que puedan conducir a esa convicción, apoyamos procesos de 
diálogo entre los poderes competentes del Estado y quienes decidan abandonar la 
violencia.” Los 17 puntos del pacto de Ajuria Enea, en: <http://www.terra.es/actua- 
lidad/terrorismo/documentacion/documento9.htm> (27/03/2006)
12 Resolución del Grupo Socialista sobre la lucha contra el terrorismo. <http://www. 
elm undo.es/elmundo/2005/05/16/espana/l 116227166.html> (10/08/2006)
13 Ibíd.
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resolución correspondiente aprobada por el Congreso en mayo, el PP se 
atrincheró en sus convicciones de que exclusivamente el acoso políti­
co, policial y judicial podrían terminar con el problema de ETA. Este 
desacuerdo llevó a una interpretación contraria de los acontecimientos. 
Durante el verano de 2005 se notaba la práctica ausencia de la habitual 
“campaña de verano” de ETA, es decir, de una ola de atentados contra 
intereses turísticos como en años pasados. Al mismo tiempo la ¡legali­
zada Batasuna aumentó considerablemente su presencia pública. Diri­
gentes socialistas como Ramón Jáuregui interpretaron esta situación en 
el sentido de que “Batasuna parece llevar adelante la estrategia que 
aprobó en la Asamblea de Anoeta, de noviembre de 2004, por la cual la 
vía política va desplazando a la actividad terrorista” (El País, 
28/08/2005). Para el PP, la reaparición de Batasuna fue la prueba de la 
debilidad del gobierno y de que “se está produciendo un retroceso en la 
política antiterrorista” {El País, 28/08/2005).
M ariano Rajoy aprovechó un mitin en M arbella en noviembre de 
2005 para resum ir el discurso de su partido en contra del gobierno 
socialista, que en su opinión había sido “muy generoso con ETA” : “Le 
ha regalado un compromiso de negociación, apoyado por el Congreso 
de los Diputados, le ha regalado un grupo parlam entario, el Partido 
Com unista de las Tierras Vascas, le ha regalado un protagonism o 
mediático del que carecía, pero sobre todo, le ha regalado una enorme 
esperanza de que con este gobierno se puede llegar a algún entendi­
miento” (El País, 27/11/2005).
La polémica entre el gobierno socialista y el Partido Popular sobre 
la política antiterrorista se agudizó mientras el anuncio de una tregua 
por parte de ETA se percibió como cada vez más inminente. En febrero 
de 2006, el PP abrió un nuevo frente contra la política del gobierno en 
torno a la salida de presos etarras de las cárceles por acumulación de 
penas. Para el PP, esa medida, que se basa en la aplicación del Código 
Penal de 1973 y que debe ser decidida por los jueces, probaba que el 
gobierno estaba pagando un precio a ETA (El País, 11/02/2006). Ade­
más, el PP acusó al presidente del Gobierno de “engañar a todos porque 
está negociando con ETA” (El País, 11/02/2006). José Luis Rodríguez 
Zapatero, en cambio, m antuvo la negativa de que esto fuese verdad 
para declarar al mismo tiempo su convicción de que se estaba ante el 
“principio del fin de ETA”, pero sin presentar informaciones que sostu­
viesen tal optimismo. El presidente invitó al Partido Popular a que se
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incorporase al consenso con el gobierno, recomponiendo así la unidad 
de los demócratas en la política antiterrorista (El País, 11/02/2006).
Ante la situación de que la declaración de una tregua era inminente, 
también las asociaciones de las víctimas del terrorismo entraron en la 
polémica sobre la política antiterrorista y formularon sus exigencias. 
En el tercer Congreso Internacional de Víctimas del Terrorismo, cele­
brado a mediados de febrero de 2006 en Valencia, se aprobó un “decá­
logo sobre la paz” en el que se afirma que “al terrorismo se le derrota”, 
se rechaza cualquier precio político por la paz y se exige que “tiene que 
haber vencedores y vencidos” (El País, 14/02/2006). Al mismo tiempo, 
en el Congreso se puso de manifiesto que entre las distintas asociacio­
nes de víctimas habia desacuerdo sobre las posiciones en materia anti­
terrorista. Mientras la AVT, la organización con mayor peso mediático, 
mantenía su discurso beligerante con el gobierno y su estrecho alinea­
miento con el PP, Juan Domínguez, presidente de la Asociación de Víc­
timas del Terrorismo de la Comunidad Valenciana, advirtió contra “las 
manipulaciones políticas, ya que debe quedar claro que nuestro único 
partido es el ser víctim as” . También Javier Urquizo, portavoz del 
Colectivo de Víctimas del Terrorismo del País Vasco (Covite), exigió 
que “no usen la lucha antiterrorista con fines partidistas” (El País, 
14/02/2006). Maite Pagazaurtunda, presidenta de la Fundación Vícti­
mas del Terrorismo, pidió a M ariano Rajoy que “tienda puentes” al 
gobierno para que “el Pacto Antiterrorista pueda volver a funcionar de 
forma eficaz”, afirmando que “la tremenda polarización política forta­
lece a ETA” (El País, 1/03/2006).
Pero la polarización política y la crispación social aumentaron toda­
vía más. El 25 de febrero se celebró en Madrid la tercera manifestación 
de la AVT en contra de la política antiterrorista del gobierno. Bajo el 
lema “Por ellos, por todos... en mi nombre ¡no!”, entre 200.000, según 
el cálculo de El País, y 1,4 millones de personas, cifra facilitada por la 
Comunidad de M adrid14, se manifestaron en contra de una negociación 
con ETA. Participaron casi todos los dirigentes del Partido Popular, 
ente ellos Mariano Rajoy y el ex-presidente del Gobierno, José María 
Aznar. En su discurso, Francisco José Alcaraz, presidente de la AVT, 
rechazó el “vergonzoso, demencial y siniestro proceso de ‘pacifica­
14 El País, 26/02/2006.
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ción’ que el gobierno quiere vendemos ‘sin vencedores ni vencidos”’ 
(Alcaraz 2006: 3). Además pidió el “fin de la impunidad de la que ETA 
y su entorno vienen gozando en estos últimos años” y afirmó “que no 
debemos permitir por un día más que el gobierno se arrodille ante ETA” 
(Alcaraz 2006: 1). La acusación de traición al presidente del Gobierno 
y la reivindicación, con referencia al 11-M, de que “el gobierno nos 
aclare cómo y por qué pudo producirse este atentado” (Alcaraz 2006: 
4) completaron su discurso, que demostró la perfecta sintonía con los 
planteamientos del PP.
Así pues, a la víspera de la declaración del alto el fuego por parte 
de ETA, el debate sobre la política antiterrorista se caracterizó en el 
ámbito político por el profundo desacuerdo estratégico entre el Partido 
Popular por un lado y el gobierno, el PSOE y todos los partidos repre­
sentados en el Congreso por otro. El PP defendió su postura de derro­
tar a ETA y su rechazo a cualquier negociación con la banda. El 
gobierno y -co n  m atices- los demás partidos políticos abogaron por 
un final dialogado del terrorismo, basándose en los mil días sin atenta­
dos m ortales, la evidente debilidad de ETA y la voluntad expresada 
por parte de Batasuna de u tilizar exclusivam ente la vía política. Al 
desacuerdo político de fondo, ya de por sí muy problem ático en una 
m ateria tan esencial como la lucha contra el terrorism o, se sumó la 
forma del debate que causó la máxima polarización en el ámbito polí­
tico desde los tiempos de la transición. Las alegaciones del PP en con­
tra del gobierno y, con un énfasis especial, contra José Luis Rodríguez 
Zapatero, que van desde la traición de las víctimas hasta la rendición 
ante ETA, son propias de una estrategia que “está más próxim a a la 
concepción de la política de Carl Schmitt que a la teoría democrática” 
(Pradera 2006). Esta forma de entender la política transformó el des­
acuerdo político en una polarización y un clima de crispación política 
con pocos precedentes en la sociedad española desde la transición 
democrática.
5. La resurrección temporal del consenso bajo el síndrome del 
alto el fuego
En este escenario estalló el 22 de marzo la noticia esperada: “Euskadi 
Ta Askatasuna ha decidido declarar un alto el fuego permanente a partir
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del 24 de marzo de 2006” 15, anunció una portavoz de la organización 
en un video-mensaje emitido por la televisión pública vasca (EITB). El 
anuncio del alto el fuego permanente volcó el paisaje político de Espa­
ña. A pesar de cierta prudencia y cautela, las reacciones de los partidos 
políticos se caracterizaron por un optimismo generalizado. Todas las 
fuerzas políticas saludaron con más o menos énfasis la nueva situación. 
José Luis Rodríguez Zapatero se felicitó por un paso decisivo de su 
política de pacificación y anunció que, después de haber verificado el 
alto el fuego, iba a comparecer ante el pleno del Congreso para pedir el 
mandato de iniciar el diálogo con ETA en las condiciones que resumía 
la resolución de mayo de 2005. El gobierno apeló al “sentido de Esta­
do” del PP y pidió su apoyo en el proceso que se había iniciado con el 
alto el fuego (El M undo, 23/03/2006). El PP, que se mostró muy caute­
loso a la hora de valorar el anuncio de la tregua, se comprometió en una 
prim era reacción a apoyar al gobierno “dentro de los principios del 
Pacto por las Libertades y contra el Terrorism o” (El M undo, 23/03/ 
2006). En una reunión entre Zapatero y Rajoy en el palacio de la Mon- 
cioa el 28 de marzo, el presidente del Gobierno y el líder de la oposi­
ción se comprometieron a buscar juntos el fin de ETA. El periódico El 
Mundo comentó: “José Luis Rodríguez Zapatero y Mariano Rajoy die­
ron ayer ‘un primer paso’ para intentar recuperar el consenso sobre el 
terrorismo y poder así afrontar un posible proceso de paz. Fue sólo un 
paso, pero importante, después de dos años de insólita confrontación 
sobre la lucha contra ETA, con manifestaciones en la calle y enfrenta­
mientos en el Congreso” (El Mundo, 29/03/2006).
Base de este acercam iento fueron, entre otras cosas, la garantía 
explícita por parte de Zapatero de que no hay ningún compromiso con 
ETA y el acuerdo de no pagar ningún precio político a cambio de la 
paz. El intento de la reconstrucción del consenso en el ámbito político 
fue apoyado por las asociaciones de las víctimas del terrorismo. En un 
comunicado conjunto, las principales organizaciones declararon: “El 
‘alto el fuego permanente’ anunciado por ETA no constituye el final del 
terrorismo. Puede ser, sin embargo, el punto inicial de un proceso que 
conduzca al final del terrorismo. [...] Una politica de final del terroris­
15 Mensaje de ETA ‘al pueblo vasco’, en: <http://www.elmundo.es/elmundo/2006/03/ 
22/espana/1143026624.html> (10/08/2006).
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mo requerirá el acuerdo de los partidos firmantes del ‘Pacto Por Las 
Libertades y Contra El Terrorismo’, para afrontar con unidad la situa­
ción creada con el anuncio de ETA”.16
Después de haber conseguido el respaldo del Partido Popular para el 
proceso de paz, el presidente del Gobierno se reunió con los represen­
tantes de los demás partidos políticos representados en el Congreso de 
los Diputados. En esa ronda de contactos, Zapatero pudo comprobar 
que cuenta con un respaldo unánime para iniciar un proceso de paz una 
vez que se verifique que el alto el fuego de ETA es total y definitivo (El 
Correo, 27/04/2006).
En las primeras semanas después de la declaración del alto el fuego 
por parte de ETA había muchos indicios de que se estaba recuperando 
el consenso en la política antiterrorista entre todos los partidos políti­
cos. Este consenso político fue respaldado por una amplia mayoría de 
los ciudadanos que apoyaba el inicio de un proceso para un final dialo- 
gizado de ETA.17 Pero la recuperación del consenso resultó ser un fenó­
meno muy transitorio.
6. Hacia la ruptura
Las primeras fisuras en el frágil consenso sobre el proceso iniciado con 
el anuncio del alto el fuego se abrieron después de que el periódico 
abertzale Gara publicara una larga entrevista con dos m iembros de 
ETA en mayo. Para el PP fue una prueba que la banda “no tiene inten­
ción de disolverse y sólo existe un proceso de chantaje que busca la 
rendición del Estado”, como declaró su secretario general, Angel Ace- 
bes, a ABC, para subrayar que el gobierno sigue teniendo el apoyo del 
PP, “pero para acabar con los terroristas” {ABC, 16/05/2006).
16 C om unicado conjunto de las v íctim as, en: <http://w w w .elm undo.es/elm un- 
do/2006/03/25/espana/l 143281481.html> (10/08/2006)
17 Según una encuesta del Institu to  Opina, publicada por El País, el 56,2%  de los 
entrevistados creía que el comunicado de ETA que anunciaba el alto el fuego per­
manente podía significar el principio del fin de la violencia. El 63,8% de los entre­
vistados pensaba que “hay que tantear si realm ente hay posibilidad” de negociar 
con ETA. Un 63,7% opina que el PP debe “colaborar con el gobierno sin condicio­
nes” , en: El País, 26/03/2006.
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Esta línea de argumentación fue consolidada por el PP durante las 
dos últimas semanas de mayo. Según esta interpretación, el PP se había 
comprometido a apoyar al gobierno en un proceso para “comprobar si, 
efectivamente, la decisión que ha tomado la banda es la de disolverse y 
acabar con la violencia para siempre” (El País, 29/05/2006). Es decir, 
un diálogo con ETA antes de que ésta se rindiese y abandonase las 
armas quedaba descartado por el prim er partido de la oposición. Este 
rumbo en la actitud del PP dejó al gobierno en una posición muy incó­
moda. Respondió con una serie de declaraciones según las cuales en el 
diálogo con ETA, una vez verificado el alto el fuego, solam ente se 
hablará de los siguientes temas: “Del proceso para que deponga defini­
tivam ente las armas, para que se disuelva como organización, y del 
futuro de sus integrantes” (El País, 29/05/2006). Pero las explicaciones 
de Zapatero solamente confirmaron que el desacuerdo estratégico en la 
política terrorista entre el gobierno y el PP se había mantenido a pesar 
de las declaraciones tras el anuncio de la tregua. El partido conservador 
sigue apostando por la rendición de ETA sin más condiciones, mientras
A ~  12 HT A  1 ~  „  c a l i -  r r t - o f i cguuic-inu v̂ iiLiv̂ iJLû  Cjue ia Litaapaiiv̂ ivjn u t 12, 1 va jljlO ic; va a oain g,iaiiö.
Zapatero hizo pública su estrategia para resolver el conflicto ya antes 
del alto el fuego: dos mesas de negociación, una entre el gobierno y la 
banda sobre el desarme, la disolución y los presos, y otra, entre los par­
tidos, sobre el futuro del País Vasco.18 Que esta concepción del proceso 
de paz demuestra una cierta convergencia estratégica con las propues­
tas de Batasuna, presentadas en su asamblea en el velódromo de Anoe- 
ta en noviembre 2004, quedó bien patente, y se puede suponer que fue 
precisamente esa convergencia la que permitió el inicio de un proceso 
que desembocó en la declaración del alto el fuego permanente. Pedir la 
rendición incondicional de ETA significa nada menos que la desapro­
bación total de este proceso -una  actitud de una pureza moral indiscuti­
ble, pero de difícil conciliación con la realidad política española-.
18 “El Ejecutivo aún no tiene un calendario, pero sí una hoja de ruta del proceso. Ya 
ha adelantado varias veces. Cuando ETA declare el cese de la violencia, el presi­
dente del Gobierno se tom ará un tiempo prudencial para conocer a fondo la volun­
tad de la banda de abandonar definitivam ente el terrorismo, y cuando la constate 
comparecerá en el Parlamento para ofrecer la hoja de ruta: la apertura del diálogo 
con ETA y la constitución de la m esa de partidos en E uskadi” (El País, 
20/02/2006).
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Obviam ente, el PP no se atrevió, tras la euforia generalizada por el 
anuncio del alto el fuego, a poner obstáculos a este proceso y declaró 
su apoyo al gobierno. Dos meses más tarde, después de que los infor­
mes de las fuerzas de seguridad del Estado habían verificado el alto el 
fuego, el PP retiró este apoyo y volvió a su anterior estrategia: la de 
máxima confrontación al gobierno socialista.
La ruptura formal del Partido Popular con el gobierno se consumó 
después del anuncio por parte de Patxi López, secretario general del 
PSE, de su intención de abrir un diálogo formal con todas las fuerzas 
políticas de Euskadi, incluida la ¡legalizada Batasuna {El País, 
31/05/2006). El PP advirtió que “Zapatero rompería cualquier acuerdo 
si se sentase con una Batasuna ilegal y terrorista” {ABC, 1/06/2006). A 
partir de este anuncio, el tono del debate acerca de la política antiterro­
rista se elevó hasta incluso pasar las alturas previas a la tregua. El 
secretario general del PP, Ángel Acebes, afirmó ante la negativa del 
presidente de desautorizar los contactos del PSE con Batasuna, que 
“en este momento, el proyecto de Zapatero es el proyecto de ETA” al 
proponer “una mesa política en que se negocie políticamente al m ar­
gen de la ley” {El País, 6/06/2006). Un día después, M ariano Rajoy 
anunció en el Congreso que el PP “rompe toda relación con el gobier­
no del señor Rodríguez Zapatero, le retira el apoyo que venía prestán­
dole y pondrá todo su empeño en que no se consume lo que considera­
mos un grave atentado contra el orden jurídico” {El País, 7/06/2006). 
Con esta declaración se creó una situación inédita en la democracia 
española. El partido más grande de la oposición declaraba la ruptura 
con el gobierno en una m ateria tan esencial como la lucha contra el 
terrorismo.
A partir de entonces, el PP reanudó su estrategia de enfrentamiento 
ya desarrollada en los doce meses previos a la declaración del alto el 
fuego. A la oposición fundam ental en el Parlam ento se sumaron las 
constantes acusaciones de traición y de colaboración con ETA y la 
movilización de sentimientos en la calle. El 10 de junio, la AVT llevó a 
cabo su cuarta manifestación en contra de la política antiterrorista del 
gobierno y pudo contar una vez más con la activa participación del PP. 
Esta vez, la asociación de víctimas mezcló ya en el lema de la manifes­
tación su rechazo del diálogo con ETA con oscuras alusiones sobre el 
atentado del 11-M: la concentración se desarrolló bajo la doble consig­
na “Negociación, en mi nombre, no” y “Queremos saber la verdad”,
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hecho que provocó la protesta de cinco colectivos de v íctim as19 que 
rechazaron “ la m ezcla interesada entre el posible diálogo con una 
banda terrorista y la exigencia de una verdad sobre el 11-M”, reclama­
ron a la AVT que “deje de hablar en nombre de un colectivo tan amplio 
y tan plural como es el de las víctimas del terrorismo” y exigieron a la 
AVT, que deje de hacer política” {El Diario Vasco, 8/06/2006).
En esta manifestación que reunió entre 200.000 y un millón de per­
sonas, según los diferentes cálculos20, en las calles de Madrid, el dis­
curso se desarrolló en la dirección ya avisada por el doble lema, encon­
trando su momento estelar en la pregunta del presidente de la AVT: 
“Qué inform ación tiene ETA que no tengam os todos los españoles” 
para que Zapatero sucumba al “chantaje” {ABC, 11/06/2006).
El 29 de junio de 2006, José Luis Rodríguez Zapatero anunció en 
una declaración institucional la apertura del diálogo con ETA, ampa­
rándose en la resolución adoptada por el Congreso de los Diputados en 
mayo de 2005. En su discurso reiteró una vez más que la democracia 
no pagará ningún precio político a cambio de la paz y que las cuestio­
nes políticas sólo se decidirán entre los partidos políticos. Refiriéndose 
al “futuro de Euskadi”, Zapatero manifestó: “El gobierno respetará las 
decisiones de los ciudadanos vascos que adopten libremente, respetan­
do las normas y procedimientos legales, los métodos democráticos, los 
derechos y libertades de los ciudadanos, y en ausencia de todo tipo de 
violencia y coacción” {El País, 30/06/2006). Con esta declaración, la 
polémica sobre la política antiterrorista del gobierno aumentó todavía 
más, porque la oposición conservadora interpretó el párrafo sobre el 
respeto a las decisiones de los vascos como un reconocim iento del 
derecho de autodeterminación, el cual fue tajantemente negado por el 
gobierno. La publicación de un articulo en Gara, en el que se afirmaba 
que el “gobierno español y ETA cerraron en febrero un acuerdo con 
compromisos y garantías” {Gara, 10/07/2006), negado tanto por Bata-
19 La Asociación Catalana de Víctimas de Organizaciones Terroristas, la Asociación 
11-M Afectados del Terrorismo, la Asociación Andaluza de Víctimas del Terroris­
mo, la A sociación de V íctim as del Terrorism o de la Com unidad V alenciana y el 
Grupo Vasco de Víctimas del Terrorismo.
20 Se repitió una vez más la guerra de las cifras, con el número de manifestantes faci­
litado por El País como mínim o y el de la Comunidad de M adrid como máximo.
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suna como por el gobierno, conformó el desencuentro total en la políti­
ca antiterrorista entre el gobierno socialista y el PP.
7. Algunas conclusiones
El inicio del diálogo con ETA se desarrolla así en una situación política 
que está caracterizada por la ruptura total entre el PP y el gobierno 
socialista en el ámbito político y por una fuerte polarización y un clima 
de crispación en el ámbito social. El gobierno puede contar con el res­
paldo explícito de los demás partidos, de instituciones sociales como la 
Iglesia, los sindicatos y el empresariado vasco y con el apoyo expresa­
do por varios líderes de la Unión Europea y por el secretario general de 
la ONU. La oposición contra la política del gobierno está formada por 
el principal partido de la oposición, una buena parte de la sociedad civil 
relacionada con el tema del terrorismo (entre otros, el Foro Ermua, la 
AVT y buena parte de los colectivos de víctimas) y varios académicos 
especializados en el tema del terrorismo (Alonso 2006, Uriarte 2006). 
La opinión pública es, como admiten incluso los críticos del gobierno, 
mayoritariamente favorable al proceso iniciado (Uriarte 2006: 2).
A primera vista este panorama parece ser normal y corriente en tér­
minos democráticos: una cuestión política de un fuerte contenido pola­
rizante que provoca una alineación dentro del ámbito político y dentro 
de la sociedad en tomo a dos polos expuestos, en este caso incluso con 
una convergencia entre una mayoría política y una mayoría social. Pero 
se trata del tema que representa el mayor desafío de la sociedad espa­
ñola desde la transición democrática: el terrorismo vasco. Un proceso 
de solución que no cuenta con un amplio consenso político y social 
puede tener un futuro incierto. Y es más: en el tema del terrorismo coin­
ciden dos experiencias traum áticas de la sociedad española. Una de 
larga duración: la del terrorismo de ETA; otra, más reciente, la de la 
masacre del 11-M. El discurso del Partido Popular y de sus aliados se 
dirige a la movilización de emociones y dolores colectivos e individua­
les relacionados con ambas experiencias. La alegación a la traición a 
las víctimas de ETA por la rendición ante la banda, que de este modo 
parece estar recogiendo la cosecha de lo que sembró, combina la acusa­
ción más grave posible con la venenosa alusión a las teorías de conspi­
ración sobre el 11-M. El objetivo de un discurso de este tipo queda 
claro: dañar al máximo al gobierno a través de la deslegitimación abso-
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luta. Pero con esta estrategia se está dañando además a las instituciones 
de la democracia y -con  eso- a los fundamentos de la convivencia entre 
los españoles. Fue la preocupación por la democracia y por la convi­
vencia pacífica, dos bienes bien escasos en la historia de España, lo que 
llevó a las elites políticas de la Transición a apostar por el consenso en 
las materias que tradicionalmente se caracterizaban por una alta capaci­
dad de polarización. Ante la situación actual, que puede constituir una 
oportunidad inédita de acabar definitivamente con el terrorismo vasco, 
la recuperación de este consenso debería ser el interés supremo de cual­
quier fuerza política. Sería la mejor forma de honrar el espíritu de la 
transición reivindicado tanto por el PP como por el PSOE.
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A lberto  R eig  Tapia
El debate sobre el pasado  
y su im portancia para el presente*
E l que  co n tro la  el p a sad o  co n tro la  el fu tu ro ; 
y  el que  co n tro la  el p re sen te  co n tro la  el pasado .
G eo rge  O rw ell
La razón fundamental de por qué el debate sobre el pasado tiene siempre 
una gran importancia para el presente es evidente. La historia ha sido 
siempre un arma de combate político de la máxima importancia así que 
nunca dejaremos de topamos con el inquietante intento político de con­
trolarla en beneficio propio. Cuanto más democrática es una sociedad y 
más asumido tiene su propio pasado, menor es la posibilidad de que éste 
sea manipulado. A mayor cultura política menor posibilidad de manipu­
lación y viceversa. La manipulación aumentará proporcionalmente en 
función de la debilidad de las instituciones democráticas, la insuficien­
te asimilación del propio pasado, o bien en circunstancias extraordina­
rias de dura confrontación política donde se ha roto el consenso sobre 
cuestiones políticas fundamentales.
1. La importancia de controlar políticamente el pasado
El control de la información es un objetivo esencial de la política que 
deviene en verdadera obsesión para los gobernantes y crece exponen­
* M ás que aludir al debate h istoriográfico  sobre el pasado, nos referim os en este 
texto al “ruido mediático” que sobre dicho pasado orquestan los sectores más duros 
de la derecha española y cuyos fundamentos encuentran un más amplio desarrollo. 
Cfr.: Reig Tapia, A lberto: Anti-Moa. La subversión neofranquista de la historia. 
Barcelona, 2006.
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cialm ente cuanto más autoritaria sea su m entalidad y menos firmes 
sean los principios democráticos que supuestamente todos dicen defen­
der. Bien expresivamente se lo hizo entender el siniestro personaje de 
O ’Brien al rebelde W inston, cuando le espeta las palabras con que 
encabezamos estas páginas.1
En las sociedades abiertas, en los Estados democráticos donde no es 
posible el control público de toda la información, su ejercicio en régi­
men de monopolio y consiguiente m anipulación, no es posible hacer 
efectiva la siniestra situación descrita por Orwell, pero el intento per­
siste siempre, pues la tentación de imponer una “verdad” única resulta 
siempre atrayente para el gobernante autócrata si la ciudadanía no goza 
de una bien desarrollada cultura política capaz de oponerse al adoctri­
namiento y a la manipulación de que se sirven los poderosos para impo­
nerse al conjunto de la sociedad.
Dada esta elemental constatación se entiende perfectamente la afi­
ción desmesurada de tantos propagandistas por la historia. Entran en 
ella a saco como si de un campo de batalla se tratara y hubiera que dilu­
cidar como en las guerras o en los conflictos políticos intensos un ven­
cedor y un perdedor. Convierten lo que no debe ser más que un debate 
intelectual y académico en un arma arrojadiza de destrucción masiva. 
Se hacen pasar estos beligerantes propagandistas por lo que obviamen­
te no son pues, la consideración de historiadores o de escritores les 
queda bastante ancha. N ecesitan revestirse del aura sagrada de tan 
nobles oficios para, bajo pretensiones científicas y culturales, arremeter 
con la mayor contundencia e impunidad contra todo planteamiento con­
trario a sus intereses políticos confundiendo historia y m em oria, es 
decir, el resultado de la historiografía profesional con una determinada 
memoria, siempre personal y selectiva, al servicio de legitimaciones 
políticas pasadas que puedan ser útiles para sus fines políticos presen­
tes y futuros.
En los años de la transición y consolidación democráticas (1975- 
1986) el debate sobre el pasado de la dictadura franquista se centró 
sobre todo en sustraer de la demonización de la propaganda del régi­
men de Franco a la República, es decir, a la democracia que precedió a 
la Guerra Civil. Pero el debate se redujo al ámbito académico y no tras­
1 Orwell, George: 1984. Barcelona, 1974, p. 262.
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cendió a la opinión pública dados los acuerdos más o menos tácitos 
derivados del consenso con el que se activó el proceso de transición 
política a la democracia y la renuencia de la clase política a remover el 
pasado.
La entrada de una nueva generación de estudiosos cuyo punto cul­
minante fue la conmemoración del primer cincuentenario del inicio de 
la Guerra Civil en 1986, supuso un punto de inflexión en el debate 
sobre el pasado. Hubo una verdadera explosión bibliográfica relaciona­
da con la Guerra Civil pero desde el poder socialista no se arbitró una 
verdadera recuperación y reivindicación de la memoria histórica vincu­
lada a la II República, la primera democracia española, y los tres años 
de guerra que costó acabar con ella. Hubo como una “suspensión de 
memoria” pues al PSOE no le interesaba la posibilidad de que se acusa­
ra a la izquierda de revanchista. Hubo un segundo rebufo en 1992 con 
el centenario del nacimiento de Franco y un tercero en 1996 con el 60 
aniversario del inicio de la Guerra Civil. A partir de esa fecha empezó a 
considerarse la importante cuestión de la memoria y su diferenciación 
o equiparación con la historia. Las reticencias con que ios gobiernos 
socialistas de la época veían el auge de los estudios sobre la Guerra 
Civil, tem erosos de que pudiera afectar a la convivencia ciudadana, 
mantuvieron el debate sobre el pasado reducido al ámbito de los espe­
cialistas. La abundancia de estudios generalistas del período, pero sobre 
todo de los locales en particular, permitieron un notable impulso histo- 
riográfíco y la revisión de algunos tópicos previamente establecidos. 
Pero el debate sobre el pasado tampoco acabó de salir del ámbito histo- 
riográfico por razones simplemente políticas ya que las encuestas dis­
ponibles al efecto no dejaban de m ostrar una curiosidad creciente en 
los españoles por conocer en todos sus detalles aquello que aparente­
mente al menos se les había ocultado o no se había mostrado el menor 
interés oficial en explicárselo.
Los años correspondientes a los gobiernos del Partido Popular 
(1996-2004), resultan decisivos pues su indiscutible líder José María 
Aznar estaba decidido a mantener a la izquierda en la oposición para lo 
cual era necesario deslegitimar su actuación política presente y pasada. 
Semejante decisión empezó a hacerse manifiestamente explícita a par­
tir sobre todo de la conquista de la mayoría absoluta en el 2000. Era 
necesario m ostrar a la opinión pública una respetable y reivindicable 
trayectoria histórica democrática de las derechas frente a unas pretendi-
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das izquierdas democráticas pero que, en realidad, eran siempre revolu­
cionarias y desestabilizadoras. Aznar, dado su dudoso pasado democrá­
tico y nula oposición a la dictadura, necesitaba también unos anteceden­
tes históricos respetables sobre la actuación de la derecha española en el 
pasado y a cuyo frente ahora se encontraba él. La aquiescencia de esa 
derecha con la dictadura había sido similar a la suya por lo que nunca 
habría de reprocharle nada en ese sentido. No se trataba de clarificar 
nada historiográficam ente sino de legitim ar políticam ente al Partido 
Popular. Así, y situada la izquierda ya en la oposición, el debate sobre el 
pasado empezó a trascender a la opinión pública de la mano de la tan 
traída y llevada cuestión de la recuperación de “la memoria histórica” .2
Esta cuestión empezó a recabar la atención de los estudiosos espa­
ñoles en la década de los noventa. Se abría así el debate historiográfíco 
sobre ese pasado cuya importancia para el presente sigue plenamente 
vigente, pero las circunstancias políticas españolas han arrebatado este 
debate del ámbito académico y lo han trasladado al campo de batalla de 
la lucha política partidista.
2 Término en sí mismo polémico que conlleva una aparente paradoja, la de encerrar 
dos conceptos distintos, historia y mem oria, o bien la de ser sencillam ente inter­
cambiables si al referim os a la memoria, no lo hacemos a la individual e intransfe­
rible de cada uno sino a esa abstracción llamada “mem oria colectiva” . La biblio­
grafía especializada sobre este com plejo asunto es m uy am plia. Un libro de 
referencia obligada es Ricoeur, Paul: La memoria, la historia, el olvido. Madrid, 
2003; el de Vidal-Naquet, Pierre: Los asesinos de la memoria. Madrid, 1994, es un 
firme alegato contra la mentira que los historiadores tienen la obligación de comba­
tir sin titubeos. Para el ámbito español, Bedmar, Arcángel (coord.): Memoria y  olvi­
do sobre la Guerra Civil y  la represión franquista. Lucena, 2003 y Silva, 
Emilio/Esteban, Asunción/Castán, Javier/Salvador, Pancho (coords.): La memoria 
de los olvidados. Un debate sobre el silencio de la represión franquista. Prólogo de 
Paul Preston. Valladolid, 2004, dan cumplida y variada información. Desde la pers­
pectiva de la crítica cultural son imprescindibles Stucki, Andreas/López de Abiada, 
José Manuel: “Culturas de la memoria: transición democrática en España y mem o­
ria histórica. Una reflexión historiográfica y político-cultural”, en: Iberoamerica­
na, IV, 15, septiembre de 2004, pp. 103-122 y Stucki, Andreas/Gerber, Beat/López 
de Abiada, José Manuel: “Recuerdo y olvido en la España contemporánea. Nuevos 
planteamientos historiográficos y de crítica literaria: textos y contextos”, en: Pen­
samiento y  cultura, 8/12/2005, pp. 137-155. Y, finalmente, una magnífica síntesis 
de fondo y form a abordando lo fundam ental del asunto en Santam aría Osorio, 
Julián: “M emoria histórica y consenso”, en: El País, 18/05/2006, pp. 15-16.
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La cuestión de “la memoria histórica” desde la victoria de Rodrí­
guez Zapatero se ha convertido para la izquierda en una cuestión de 
simple justicia, “de reparación”.3 Pero para la derecha es una ruptura 
del consenso constitucional que hizo posible la transición, lo que ven­
dría a mostrar la verdadera faz de una izquierda sectaria y radical dis­
puesta a desestabilizar la democracia. Se ha pasado pues directamente 
de lo que apenas debiera ser un debate intelectual y académico sobre el 
pasado, qué hacer con él y cómo gestionarlo, a la pura y simple belige­
rancia política, a la utilización de la historia como arma de combate.
La victoria electoral de Rodríguez Zapatero en el 2004, por las cir­
cunstancias políticas de todos conocidas derivadas de los atentados 
terroristas del 11-M, habría venido a enturbiar y radicalizar aún más 
los fundamentos ideológicos de dicho debate. Debate que debería cen­
trarse únicamente sobre el pasado propiamente dicho: la Guerra Civil 
y el franquismo pero, en la actualidad, a diferencia de las etapas ante­
riores, tal debate no es posible pues ha explotado más políticamente 
que historiográfícam ente, se halla completam ente contaminado y se 
utiliza a ia manera que exponía Orwell, para controlar el pasado y pre­
parar el futuro. La historiografía profesional, salvo alguna pequeña 
excepción, ha evitado en general entrar en una confrontación dialécti­
ca que no considera propiamente historiográfíca. El mal llamado “revi­
sionismo”, como trataremos de explicar después, es puro “ideologis- 
mo”, es un falso revisionismo y, de alguna manera, es una contestación 
a las asociaciones que promueven la necesidad de recuperar “la memo­
ria histórica”.
Semejante falso debate se centra en una dicotomía previa: aceptarlo 
o desecharlo. En el prim er supuesto no podría ser otra cosa que una 
simple contraposición entre la historiografía y la historietografía que
3 Rawls, John: Justice as fairness. A Restatement. (Edited by Erin Kelly) Cambridge, 
2001 (Justicia como equidad. Una reformulación. Traducción de Andrés de Fran­
cisco. Barcelona, 2002). Su obra cumbre es su famosa A Theory o f Justice. Cam­
bridge, 1971, perm anentem ente reeditada (Teoría de la Justicia. M adrid, 2002). 
Los revisionistas que se pretenden “liberales” y rechazan toda posibilidad de “repa­
ración” por considerar que así se rom pen los pactos de la transición, podrían leer 
tam bién de este gran maestro (de los de verdad), no podemos saber si con prove­
cho, El liberalismo político. Traducción de Antoni Doménech. Barcelona, 2004, en 
la esperanza de que se les pegara algo.
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dimana de la renovada propaganda neofranquista. Y con propagandis­
tas no se debate. Es una pérdida de tiempo absoluta pues utilizando len­
guajes distintos, ajenos, difícilmente puede llegar a establecerse algún 
tipo de comunicación y consiguientemente debatirse con algún tipo de 
beneficio intelectual o académico. En el segundo supuesto, su rechazo, 
obvio es decirlo, no ha lugar a debate alguno salvo las recurrentes anda­
nadas propagandísticas de algunos periodistas y sus medios afínes en 
sentido unidireccional que no hallan, por más que busquen enfebreci­
damente la polémica, respuesta alguna.
2. La “segunda” transición (1996-2004): propaganda y política
El ex-presidente del Gobierno José María Aznar, insatisfecho con los 
resultados de la transición a la democracia se convirtió en el más desta­
cado avalista político del actual “revisionismo neofranquista” que con 
tanta vehem encia se esgrime desde los medios de comunicación. El 
sobrenombre de “Señor de las Azores”, con el que quizás pase Aznar a 
la historia, no es nuestro sino de él mismo cuando dice en uno de sus 
libros autojustificativos como gobernante que España, antes de su lle­
gada al poder, se había refugiado en sí misma y cargaba sobre sus espal­
das con una larga tradición de aislamiento que sólo pudo romperse con 
la famosa foto de las Azores. Es decir, gracias a él y no por su irrespon­
sable apuesta apoyando una guerra ilegal en contra de la legislación 
internacional, que fue lo que verdaderam ente le proyectó al prim er 
plano de la foto famosa y cuyos negativos efectos no dejan de incre­
mentarse cada día que pasa. Se conoce que los anteriores gobiernos de 
Felipe González actuaron sumidos en un absoluto ensimismamiento 
hasta que él sacó a España de su secular aislamiento. Evidentemente el 
ex-presidente del gobierno español no sólo es modesto en grado sumo 
sino que como historiador se pone a la altura de los más destacados 
revisionistas por él patrocinados.4
Aznar se refirió a la necesidad de una segunda transición conside­
rando que la etapa del PSOE no había cerrado propiamente el pasado (a
4 Aznar, José María: Ocho años de gobierno. Una visión personal de España. Barce­
lona, 2004.
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su gusto hay que entender) y que la llegada del Partido Popular al poder 
exigía una reconsideración general de determinados puntos que, ade­
más, el ex-presidente dejó plasmados por escrito.5
Semejante reivindicación cuestionaba a todo el conjunto de tratadis­
tas que consideran la transición como un proceso completamente cerra­
do. Sitúan cronológicam ente la etapa de transición política entre los 
años 1976-1982 y la de consolidación democrática entre 1982 y 1986 
con la incorporación de España a la OTAN y a la Comunidad Europea. 
Aznar se erigía pues en historiador pro domo sua. Desde entonces, y 
hasta desembarcar en sus lecciones históricas y de política internacio­
nal como conferenciante invitado en la universidad norteamericana de 
Georgetown, no ha dejado de mostrar una gran afición a hacer la histo­
ria y después a escribirla a su manera o a que se la escriban en plena 
coherencia con la m ejor tradición autoritaria de la que proviene. La 
transición se habría cenado en falso, planteamiento en el que coincidi­
rían las posiciones más radicales de la derecha con las equivalentes de 
la izquierda si bien por razones absolutamente distintas.
Plenamente consciente de que el poder en un Estado democrático se 
conquista y se mantiene con el imprescindible apoyo de la inteligencia, 
cuyos cultivadores, los intelectuales, son quienes mejor o con más efi­
cacia se encargan de todo tipo de legitimaciones y deslegitimaciones, 
trató Aznar de ganárselos discretamente aunque con escaso éxito en su 
ardua anábasis hacia la cima del poder. Al actual presidente de la FAES 
(Fundación para el Análisis y los Estudios Sociales), siempre le gustó 
presum ir de lecturas (Azaña y la generación del 27 y biografías de 
grandes estadistas como Winston Churchill en la esperanza de que se le 
pegara algo de ellos) y flirtear con quienes siempre están dispuestos a 
dejarse cortejar y pudieran serle útiles para ganar las elecciones y para 
justificar sus decisiones. Algunos “muy relevantes” aceptaron el envite 
o se postularon directam ente (Pedro J. Ram írez y Federico Jiménez 
Losantos), con la esperanza de obtener mayor poder e influencia a cam­
bio de tales servicios, bien aspirando a presidir plataformas mediáticas 
que pudieran ensombrecer el éxito de otros medios de la competencia 
como PRISA o la SER, bien sentándose en el Consejo de M inistros 
para tratar de reeducar el gusto de la ciudadanía tras la prolongada
5 Aznar, José María: España. La segunda transición. Madrid, 1994.
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etapa socialista m ostrando a “ los torcidos” (la izquierda) el limpio 
camino de La Verdad.
Para hacer historia, tal y como se proponía hacer Aznar, necesitaba 
también quien se la escribiera ad usum Delphini. Aparte de los intelec­
tuales que el poder pone directam ente en nóm ina, conviene siempre 
mantener las mejores relaciones posibles con todos los demás pues “el 
fondo de reptiles” no da para todos y el m enosprecio nunca es una 
buena inversión para nadie, pero aún menos para un político. El proble­
ma es que con escasísimas excepciones los intelectuales más brillantes 
(no precisam ente los más m ediáticos), se habían pasado ya por “ la 
bodeguilla” de González, y aquellos que, desencantados, empezaron a 
dejar de frecuentarla no se sentían especialmente atraídos por quien, 
todavía en 1979 como militante de Alianza Popular, el partido de Fraga 
Iribame, escribía:
V ien to s  de  re v a n c h a  son  los q u e  p a re c e n  tr a e r  a lg u n o s  de  lo s  a y u n ta ­
m ien to s  re c ien tem en te  co n stitu id o s . E l de  G u e m ic a  ap ru eb a  p o r  u n an im i­
dad  re tira r  la  m ed a lla  de  la v illa , así com o  to d o s los h o n o res  co n ced id o s  al 
an te r io r Je fe  del E stado , que  au n q u e  m o leste  a m u ch o s  g o b ern ó  d u ran te  40 
añ o s  y  se  lla m a b a  F ra n c isc o  F ra n c o  [...] E n  C o s la d a  (M a d rid )  las c a lle s  
ded icad as a F ran co  y Jo sé  A n to n io  lo e s ta rán  a  p a r tir  de ah o ra  a la C o n s ti­
tución . E n  V alencia  la  P laza  de l C aud illo  p a sa rá  a  llam arse  del “P a ís  V alen- 
c iá ” . Y  n o  h em o s hech o  m ás que  com en zar.6
Por lo visto le sorprendía negativamente al joven Aznar de entonces 
que alguno de los primeros ayuntamientos democráticos constituidos 
después de cuarenta años de dictadura, como el aludido de Guernica, 
desposeyeran a Franco de los honores recibidos como botín de guerra. 
Y aún más que lo fuera por unanimidad (ésta democrática) del concejo, 
a diferencia del que le concedió la medalla por el gran mérito para obte­
nerla, suponemos, de haberles mandado a los guemiqueses unas cuan­
tas escuadrillas de aviones “nacionales” (italianos del fascista Mussoli­
ni y alemanes del nazi Hitler fundamentalmente) para bombardearles la 
ciudad en 1937 con bombas incendiarias y reducir el casco histórico de 
la ciudad a cenizas, aparte de ametrallar en vuelo rasante a la población
6 Aznar, José M aría: “V ientos que destruyen” , en: La Nueva Rioja, Logroño, 
9/05/1979.
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que, literalm ente, huía de la quema. Como para estar agradecidos. 
Extraño y compungido razonar en quien en la autoalabanza citada afir­
ma haber sido “liberal” desde la mismísima cuna, lo que es una burda y 
elemental falsificación de su biografía.
Semejante dolorido talante como el reseñado no era la mejor mues­
tra de “pedigrí” democrático para encandilar con su proyecto a intelec­
tuales de prestigio acreditado aunque, naturalm ente, alguno hubo 
(María del Carmen Iglesias, Jon Juaristi, Femando García de Cortázar, 
Femando Sánchez Dragó), que con mayor o menor entusiasmo e inte­
rés contribuyeron a la legitimación democrática del Partido Popular y 
de su líder. Sin embargo, no supuso impedimento para que alguna que 
otra pluma de alquiler o sencillamente en venta del periodismo mediá­
tico se encontrara dispuesta a ponerse de nuevo al más fervoroso “ser­
vicio de la Patria” si se era retribuido en consonancia con semejante 
sacrificio.
Ganó Aznar las elecciones en 1996 no tanto por sus méritos, que los 
tenía, como haber disciplinado, cohesionado y preparado a su partido 
para la conquista del poder y haber adm inistrado con solvencia el 
gobierno “autonóm ico” de Castilla-Feón (después de haber clamado 
tanto contra las Autonomías que habrían de poner en peligro la unidad 
de la Patria), como por el propio desgaste y los errores del partido 
gobernante. Al PSOE le estallaban los escándalos de corrupción como 
los petardos de feria de los niños, entre las mismísimas piernas y sin 
previo aviso y, sem ejante dinám ica junto con el relanzam iento del 
lamentable caso del GAE por el juez Baltasar Garzón, despechado con 
González, no hacía sino minar irreversiblemente a González y al PSOE. 
Dadas las circunstancias parecía terminado el ciclo socialista y abrirse 
la posibilidad de un nuevo ciclo político de largo recorrido liberal-con­
servador. Se le abría pues a Aznar una excelente oportunidad histórica 
para afirmar a la derecha democrática que representaba en el poder para 
una buena temporada. Pero, paradójicamente, el mismo Aznar se encar­
gó de abortar ocasión tan propicia para ello.7 Quizás es aún pronto o
7 El mismo Aznar se ha encargado de hacer su propio balance con bastante poca for­
tuna en su obra citada, Ocho años de gobierno. Una visión personal de España. 
Barcelona, 2004. Semejante testimonio trata de una visión más que personal, per- 
sonalísima, de Aznar ya que se centra únicamente en los supuestos logros alcanza­
dos bajo su mandato sin el más mínimo ejercicio (intento al menos) de autocrítica.
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sea un poco precipitado llegar a conclusiones definitivas sobre la ges­
tión de Aznar al frente del gobierno de España entre 1996 y 2004 pues, 
aún alejado del poder, no ha abandonado la política y aún habrá de sor­
prendemos con alguna que otra salida de pata de banco.s
3. El Gran Padrino
Plenam ente consciente de la im portancia de recibir apoyos desde el 
mundo de la cultura y desde los medios informativos para poder sacar 
adelante su proyecto de “regeneración”, más bien de “reconducción”, 
de la política española que se encontraba en las peligrosísimas manos 
de los socialdemócratas españoles que no hacían sino invocar y aplicar 
en su país políticas radicales y desestabilizadoras, m arxistizantes o 
frente-populistas aprendidas de otros peligrosos revolucionarios como 
W illy Brandt y O lof Palme..., el ex-presidente del Gobierno decidió 
constituirse en el Gran Padrino del revisionismo neofranquista. Aznar
Incurre en m últiples errores a pesar de (o precisamente por) la ayuda prestada por 
José M aría Marco para escribirlo cuando no en distorsiones e incluso simples m en­
tiras, como que siem pre fue un liberal y  entró en política  para hacer aceptar la 
Constitución a quienes no creían en ella..., ¡como él mismo! Aznar es un inequívo­
co neoconservador extremo en plena coherencia con sus pupilos “culturales” tipo 
Pío M oa y adscritos. El libro denota una personalidad muy alejada del hombre sen­
cillo que pretendió ser para demostrar, “sin complejos” , el peligroso megalómano 
que lleva dentro y que, desde que su partido perdió las elecciones, fundam ental­
mente gracias a él, no deja de arrastrar su rencor por las esquinas. Si la medida de 
un hombre la da cómo influye sobre él el ejercicio del poder y cómo se comporta 
una vez que lo abandona, el retrato de José M aria Aznar López resulta tan gris y 
mediocre como el de su admirado general Franco.
Un análisis crítico desde la izquierda dem ocrática, abundando en el “franquism o 
sin Franco” que A znar ejerció una vez conseguida la m ayoría absoluta, es el del 
brillante escritor prem aturam ente desaparecido, Vázquez M ontalbán, Manuel: La 
Aznaridad. Por el imperio hacia Dios o por Dios hacia el imperio. Barcelona, 
2003. Para un balance de su gestión desde una perspectiva menos radical, el libro 
del historiador centrista, tam bién prem aturamente desaparecido, Tusell, Javier: El 
Aznarato. El gobierno del Partido Popular, 1996-2003. Madrid, 2004, resulta muy 
útil. Análisis ambos muy ilustrativos pero que deberán ser completados y comple­
mentados por otros ya que en ambos falta el estudio de los últimos meses de gobierno 
de Aznar.
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necesitaba reescribir la historia y potenciar desde los medios de comu­
nicación la buena nueva de una derecha siempre angélica frente a una 
izquierda siempre demoníaca.
Estaba claro que periódicos independientes y de gran tirada como El 
País, que contribuyen decisivam ente a la form ación de opinión en 
importantes sectores profesionales del país aunque de orientación libe- 
ral-progresista o de centro-izquierda, y emisoras de gran audiencia 
como la SER pero de la m ism a orientación “revolucionaria”, nunca 
habrían de apoyar a un liberal reprimido. Si se es de verdad “liberal”, o 
de “centro”, hay que serlo “sin complejos”. Pero en cuanto Aznar ganó 
por mayoría absoluta las siguientes elecciones se quitó la máscara. Su 
talante... ¿Cuál de ellos? ¿El de cuando escribía para La Nueva Riojal 
¿El “centrista” previo a 1996? ¿El que inaugura en 2000 y en el que 
parece definitivamente encastillado? Su pretendido “liberalismo” fue 
una mera añagaza para conquistar los sectores políticos moderados del 
país más o menos descontentos e irritados con los escándalos produci­
dos bajo los últimos mandatos del PSOE.
Así que dadas las circunstancias señaladas y las escasas plumas y 
voces verdaderamente relevantes disponibles, tuvo nuestro hombre que 
acudir al mercado negro donde la oferta de plumas y plumillas dispuestas 
a escribir lo que se les pida siempre es abundante. Y así, ante las numero­
sas ofertas, pudo cooptar y reclutar a un nutrido grupo de periodistas y 
escritores que le ayudaran en su particular “cruzada” contra la peligrosa 
“izquierda” de González (tan peligrosa que le hizo una huelga general su 
propio sindicato UGT) a la que había que desalojar del gobierno funda­
mentalmente por patriotismo. Con tal fin era preciso emprender una cam­
paña de “pedagogía histórica” de largo alcance sobre el papel desempe­
ñado por las derechas en nuestra más reciente historia, pues éstas 
necesitaban al menos que se remozara urgentemente la fachada para 
poder andar por el mundo con la frente bien alta. “Sin complejos” .
Así que se convirtió rápidamente desde el poder en el “gran patroci­
nador” del espectacular despliegue propagandístico orquestado por el 
Partido Popular para legitim ar los orígenes filosóficos, ideológicos, 
históricos y políticos de las derechas españolas. Ardua tarea. Para tan 
inconmensurable hazaña necesitaba un verdadero ejército de profesio­
nales de los medios como Pedro J. Ramírez, José María Ansón, Jaime 
Campmany, Federico Jim énez Losantos, César Alonso de los Ríos, 
M artín Prieto, Alfredo Urdaci, Alfonso Ussía, Isabel San Sebastián...
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Y, en el terreno pretendidamente historiográfico podía contar con 
hombres como Pío Moa, que era publicitado desde los medios de titula­
ridad pública por el mismísimo director de informativos de TVE, Alfre­
do U rdaci.9 Éste, no tuvo empacho en anunciar en el telediario de 
mayor audiencia una amplia entrevista de Pío M oa con el periodista 
afín al Partido Popular, Carlos Dávila, en su programa de la segunda 
cadena de RTVE, quien presentó a Moa, un publicista irrelevante, como 
un prestigiado historiador que renovaba caminos anteriormente trilla­
dos por la simple publicación de un exitoso libro, com ercialm ente 
hablando, mero compendio de tópicos sobre la Guerra Civil10 mientras 
que otros historiadores de prestigio que publicaban obras de importan­
cia para la historiografía española, como Angel Viñas, Francisco More­
no, José Álvarez Junco, Juan Pablo Fusi o Santos Julia, por ejemplo, 
cuando publicaron sendos estudios valiosos y singulares, no se les hizo 
partícipes del evidente privilegio concedido al libelista M oa de ser 
publicitados a bombo y platillo desde la televisión pública.11
Aznar es el líder incuestionable del renacimiento o resurrección de 
la derecha española más dura que, tras la muerte de Franco, no tuvo 
más remedio que acomodarse a la nueva situación generada por la con­
fluencia conjunta de los moderados de derechas y de izquierdas y espe­
rar a que la lluvia demócrata e “izquierdosa” amainara un poco. Fue 
entonces cuando empezaron a proliferar “centristas” como los champi­
ñones en los invernaderos plantados en tierra de secano frente a los 
feroces radicales que ocupaban el poder... Pero, una vez conquistada la 
mayoría absoluta mediante tales añagazas en el 2000, ya pudo empezar 
a desplegar de nuevo la vieja derecha bajo el impulso de su joven líder
9 Autor a su vez de libelos autojustificativos de su trayectoria profesional puesta al 
servicio de los intereses del Partido Popular. Véase Urdaci, Alfredo: Días de ruido 
y  furia. La televisión que me tocó vivir. Barcelona, 2005 y, Cómo salir del infierno. 
Crónica de un naufragio. Barcelona, 2006.
10 Moa, Pío: Los mitos de la Guerra Civil. Madrid, 2003.
11 Viñas, Angel: Franco, Hitler y  el estallido de la Guerra Civil. Antecedentes y  con­
secuencias. Madrid, 2001; Moreno Gómez, Francisco: La resistencia armada con- 
tre Franco. Tragedia del maquis y la guerrilla. El Centro-Sur de España: De 
Madrid al Guadalquivir. Prólogo de Paul Preston. Barcelona, 2001; Álvarez Junco, 
José: Mater Dolorosa. La idea de España en el siglo xix. Madrid, 2001; Fusi, Juan 
Pablo: La Patria lejana. El nacionalismo en el siglo XX. M adrid, 2003; Juliá, San­
tos: Historias de las dos Españas. Madrid, 2004.
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las banderas victoriosas al son alegre de... la guerra. Fue el momento 
dulce de la derecha española que pudo beneficiarse así desde el poder 
férreamente controlado por Aznar de la herencia de una economía sane­
ada, una buena gestión de la misma, y una favorable coyuntura inter­
nacional.
Con la mayoría absoluta en la mano el año 2000 era el momento de 
emprender grandes proyectos acordes con el tercer milenio que se ini­
ciaba, era llegada la hora de acometer grandes reformas que permitie­
ran consolidar y garantizar firmemente los intereses superiores de la 
Patria antes de que la izquierda pudiera recuperarse y regenerarse tras 
una amplia etapa de gobierno que había ido poco a poco m inando la 
estructura de poder tradicional de España, al igual que la prepotencia y 
la corrupción que genera el ejercicio de la mayoría absoluta le fueron 
minando a ella. Por eso la im prevista pérdida de las elecciones en 
marzo del 2004 dejó a Aznar y al Partido Popular totalm ente desco­
locados.
La inminente renovación en el poder del Partido Popular parecía 
cosa hecha en las vísperas electorales del 2004 aunque había indicios 
de que esa vez, a diferencia de lo ocurrido en las elecciones municipa­
les, el electorado sí iba a pasar factura por los reiterados errores y men­
tiras en que un ensoberbecido Aznar no paraba de incurrir.12
Aznar redoblaba sus modos autoritarios con la aquiescencia tácita y 
disciplinada de su partido ya habituado a los mejores eslóganes prove­
nientes del franquismo: “Franco manda y España obedece” . Es decir, 
Aznar insinúa, indica, señala, sugiere y el partido dice amén como un 
solo hombre. Los modos y m aneras de la designación de su sucesor 
hablan por sí solos. “El que se mueva no sale en la foto” fue un eslogan 
muy gráfico de A lfonso Guerra pero plenam ente asumido por toda 
nuestra ejemplar clase política. Rodrigo Rato habló y perdió el delfina- 
to, M ariano Rajoy calló, y ganó la nominación. Ángel Acebes era el 
convidado de piedra para los fastos de proclamación imperial pues su
12 Véanse los sucesivos análisis de expertos electorales como Barreiro, Belén: “ 14-M: 
Elecciones a la som bra del terrorism o”, en: Claves de razón práctica, 141, abril 
2004, pp. 14-22; Santamaría, Julián: “El azar y el contexto. Las elecciones genera­
les de 2004”, en: Claves de razón práctica, 146, octubre 2004, pp. 28-40; Lago 
Peñas, Ignacio/M ontero, José Ramón: “Los mecanismos del cambio electoral. Del 
11-M al 14-M”, en: Claves de razón práctica, 149, enero/febrero 2005, pp. 36-44.
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verdadero destino no es otro que el del fiel segundón del jefe. La cues­
tión es ¿quién es el verdadero jefe?13
Desde el poder absoluto es perfectamente factible decretar la margi- 
nación, demonización o destrucción del “enemigo” político (interior, 
Ruiz Gallardón, o exterior, Rodríguez Zapatero) con la lección de Cari 
Schmitt bien aprendida a las espaldas. El adversario (,inimicus) pasa a 
convertirse en enemigo (hostis), abriendo así la senda de la Guerra 
Civil.14 La guerra de las palabras precede siempre a la de los cañones. 
El diapasón de la guerra mediática ha sobrepasado ya holgadamente los 
límites inherentes a cualquier debate de índole intelectual para derivar 
por derroteros más propios del lenguaje tabernario.15
El ejercicio de la mentira, la calumnia, la maledicencia, y ya, visto 
lo visto, el insulto vulgar, son considerados armas legítimas de comba­
te ideológico en nombre de la libertad de expresión. El hecho de contar 
con importantes grupos mediáticos le permite al Partido Popular man­
tener abierta una perm anente confrontación ideológica contra la 
izquierda democrática, sistemáticamente presentada desde que está en 
el gobierno como un conjunto de irresponsables radicales aliados con 
los separatistas catalanes y a cuyo frente se encuentra un “bobo solem­
ne”, un empecinado “traidor” a la Patria que sigue fielmente los dicta­
dos que le marca la banda terrorista ETA.
Ya se veía Moa, en tanto que figura más destacada de tan exitoso revi­
sionismo y sumido en medio de la vorágine pre-electoral de 2004, entro­
nizado poco menos que como el gran historiador de la muy cortesana 
corte del “Gran Padrino”. Los fastos de la boda de la hijísima de “El Señor 
de Las Azores” en “el marco incomparable del Monasterio de San Loren­
zo de El Escorial” así parecían augurarlo. Pero perdieron las elecciones, el
13 Véase en este sentido el interesante artículo de Santamaría, Julián: “¿Quién manda 
en el PP?”, en: El País, 3/05/2005, p. 12.
14 Schmitt, Carl: El concepto de lo político. Madrid, 1991, pp. 56-59.
15 A rtículos como los de Jim énez Losantos, Federico: “Violencias”, en: El Mundo,
30/03/2001, p. 4, o “Una brom a pesada llamada Zapatero”, en: Libertad Digital, 
22/12/2005 y los de Ussía, Alfonso: “Patria y bandera”, en: La Razón, 17/04/2005
o “Una mierda”, en: La Razón, 2/03/2005, así como alguno que otro de San Sebas­
tián, Isabel: “El disfraz del cobarde”, en: El Mundo, 8/02/2006, son una m uestra 
tan significativa como lamentable de un pretendido periodismo que ha traspasado 
ya holgadamente todos los límites que establece la deontologia profesional.
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Partido Popular se echó al monte, y otra vez hubo que dejar el cálamo de 
“historiador” para empuñar de nuevo el altavoz del frente inherente al 
propagandista. Pues, haciendo una paráfrasis de Clausewitz: “La guerra 
es la mera continuación de la política por otros medios”16, ¿qué sería la 
política sino la continuación de la guerra a falta de mejores medios?
Parece evidente que la Guerra Civil de 1936 no cesa y continúa siendo 
objeto de confrontación ideológica, pero no bajo el formato académico 
propio de los debates intelectuales sino bajo el de la más burda propagan­
da. Propaganda que no remite en su algarabía de tratar por todos los 
medios de enturbiar la acción política del gobierno de la izquierda en el 
poder al igual que le ocurrió al reformista Azaña en el bienio 1931-1933.17
El ex-presidente del Gobierno José M aría Aznar puede legítim a­
mente presumir ante sus más enfervorizados admiradores de un logro 
que nadie podrá negarle nunca: haberle devuelto a la derecha española 
el orgullo de serlo. “Sin complejos” . ¿Y por qué había de tenerlos? ¿Por 
haber sostenido al franquismo como otros de haber bendecido a Hitler 
o a Stalin? Pero, ¿y si resulta que el franquismo fue bueno para Espa­
ña? ¿Y si resulta que no sólo fue el mal m enor sino el bien mejor? 
¿Hubiera sido m ejor disfrutar del Gulag  soviético que sin la m enor 
duda, afirman los revisionistas, el feroz Stalin habría impuesto a los 
españoles de haber ganado la República la guerra? Tal es la supuesta 
“renovación” historiográfica que se publicita a través de todos los 
medios disponibles. Pura historia virtual consistente en contraponer lo 
que no ocurrió, un gulag  español si hubiere ganado la contienda la 
República a lo que sí ocurrió, una feroz represión que alcanzó entre 
130.000 y 150.000 víctimas para el período 1936-1975. Cifras que con­
vierten a los Pinochet y Milosevic, calificados de genocidas por la juris­
prudencia internacional, en simples aprendices del general Franco.
Y aquí es donde “el fenómeno Moa” deja de ser un epifenómeno y 
se convierte en un suceso verdaderamente relevante, pues nos parece 
ya una evidencia que empieza a adquirir dimensiones culturalm ente
16 Clausewitz, Karl von: De la Guerra. Barcelona, 1972, p. 58.
17 Véase Reig Tapia, Alberto: “La imagen pública del político: el caso Azaña a través 
de la propaganda antimasónica”, en: La Masonería en la España del siglo xx  (VII 
Symposium Internacional de Historia de la M asonería española celebrado en Tole­
do, del 17 al 20 de abril de 1995, dirigido por José Antonio Ferrer Benimeli). Toledo, 
1996, pp. 309-327.
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preocupantes. Sobre todo tras la frustración e irritación que le produjo 
a la derecha autoritaria su desairado desalojo del poder tras las eleccio­
nes generales del 14-M cuando creían estar escribiendo sus mejores y 
más doradas páginas de la historia y nuestro hombre, Pío Moa, ya se 
veía entronizado como escritor (“intelectual”) de corte. Ahí es nada: 
enseñando historia (mitos) a todo un presidente del gobierno capaz 
hasta de hablar catalán en la intimidad.
El Partido Popular se ha lanzado a una batalla política desestabiliza- 
dora cuyos resultados no podemos aún prever mientras el neofranquis- 
mo reaccionario prosigue su persistente campaña propagandística legi­
tim adora de esa derecha renacida que se siente fuerte y capaz de 
reconquistar el poder en el todavía lejano horizonte del 2008. Por eso 
cuanto peor, mejor, para tratar de abreviar al máximo la legislatura, 
para tratar de impedir que se consoliden las reformas emprendidas por 
el gobierno de Rodríguez Zapatero. Y m ientras tanto toda la corte 
mediática de “El Señor de las Azores” sigue haciendo su trabajo cual 
ejército de decididas termitas aun a riesgo de que las columnas del tem­
plo se precipiten sobre sus mismísimas cabezas. Ellos se encargan de 
manipular “las fuentes” desde su mismo origen sobre las cuales los his- 
torietógrafos del futuro escribirán su “historia” , una historia de fala­
cias, calumnias y mentiras. Es decir: la historia de la derecha española, 
la única verdaderamente legitimada para gobernar España.
Habiendo sido “El Señor de las Azores” tan humillantemente des­
alojado de la escena, no del poder, puesto que no era candidato, sino 
del dorado altar de la historia al que tanto aspiraba, no puede sorpren­
der que desde la fundación que preside porfíe con verdadero ahínco por 
tratar de escribirla a su propio gusto. Pero, al igual que Moa, es un mal 
llamado historiador, Aznar no puede serlo bueno de sí mismo y de su 
obra de gobierno. Moa m anipula la historia de la República y de la 
Guerra Civil con el fin de lavarle “históricamente” la cara a la derecha, 
y Aznar como “Gran Padrino” del revisionismo neofranquista apoya a 
cuantos se embarquen con decisión en semejante operación ya que así 
le roturan el camino de su propia legitimación retrospectivamente. La 
labor en este terreno de José María Marco es espectacular.18
18 Por ejem plo su artículo, Marco, José María: “A znar” , en: La Ilustración Liberal, 
núms. 20-21, diciembre 2004, en el que no duda en presentárnoslo como “uno de
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José María Aznar, pues, consiguió bajo su mandato y forzando todo 
lo que pudo las formas democráticas, hacer real ese “franquismo sin 
Franco” tan reivindicado como añorado. Su partido, bajo su indiscuti­
ble liderazgo, ha conseguido preservar el ideario fundam ental de la 
derecha, el de los principios y valores esenciales de los vencedores de 
la Guerra Civil y sus principales beneficiarios franquistas.
Poco importa que sus indiscutibles logros sean ignorados por esa 
historiografía sectaria, por esos profesores, escritores e intelectuales 
resentidos. A pesar de ello el conjunto de sus más que sobrados méritos 
no podrán pasar desapercibidos al frío y objetivo dictamen de la histo­
ria. Ante semejante legado los historiadores del futuro tienen una cicló­
pea tarea, pero no tiene porqué preocuparse José María Aznar de cómo 
le juzgará la historia, esa historia manipuladora que denuncian sus pro­
pagandistas mientras entre ellos haya autores de la acreditada solvencia 
historiográfica de Pío Moa, de José María Marco o de César Vidal pues 
ellos se encargarán de hacerle justicia.
4. El actual revisionismo neofranquista
Ante la oleada de publicaciones triviales sobre temas históricos centra­
dos en el período republicano que ya em pieza a alcanzar el período 
franquista, y que nada tiene que ver con lo que entendemos por histo­
riografía, cabe preguntarse si merece la pena entretenerse en analizar 
semejante fenómeno. Puede que, intelectual e historiográficamente sea 
irrelevante pero, sociológica y culturalmente, no lo es en absoluto, dado 
el volumen de ventas que alcanzan y la repercusión mediática de sus 
autores. El interrogante no es baladí pues, en los medios académicos, 
hay dos opiniones claramente contrapuestas al respecto.
Una, que desprecia el fenómeno por no considerar que dicha publi- 
cística merezca la menor atención de la academia no tratándose de estu­
dios historiográficamente rigurosos y que no obedecen a otro fin que
los grandes líderes políticos españoles del siglo x x ” y genuino “liberal” , no por 
accidente sino “por convicción”, o el dedicado a José Bono, José Antonio Alonso y 
Rodríguez Zapatero negándoles su condición de demócratas y  acusándolos de fran­
quistas; cfr. \ La Razón, 17/05/2006.
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relegitim ar el franquismo y con él al Partido Popular, o a la fracción 
que actualmente lo dirige. El fenómeno desde el punto de vista de la 
historiografía tiene un valor epistemológicamente nulo. De esta posi­
ción participan todos los historiadores, algunos de los cuales hacen a lo 
sumo alguna velada alusión al fenómeno, pero sin citar abierta y explí­
citamente nombres, para evitar darles entrada a la polémica, que es lo 
que esta corriente publicística, que nosotros denominamos historieto- 
gráfica  frente a la historiográfica común de los profesionales de la 
materia, pretende y busca con verdadero ahínco, pues sin el apoyo de 
los medios no supone culturalmente nada.
La segunda toma de posición discrepa respecto a la prim era en la 
necesidad de arbitrar algún tipo de respuesta, pues aunque ésta ya cons­
ta suficientemente en la bibliografía especializada disponible al efecto 
que sea más generalista y accesible a un público más amplio que, al no 
encontrar réplica alguna, pudiera pensar que quien calla otorga. Dada 
ya la evidente influencia que dicha publicística ejerce en las nuevas 
generaciones, dicha toma de postura, alertada ante la masiva venta que 
alcanzan tales obras, se siente preocupada por la influencia que puedan 
acabar ejerciendo o que de hecho ejercen ya este tipo de obras y, por 
consiguiente, hay que arbitrar algún tipo de respuesta adecuada al fe­
nómeno.
M uchos de los nuevos lectores de la España dem ocrática, sin el 
menor recuerdo que les vincule al pasado, pues las actuales generacio­
nes de universitarios españoles han nacido ya después del fallido inten­
to de golpe de Estado del 23-F (1981), sucumben ante la pretensión 
desmitificadora que dicen ofrecerles sobre la izquierda gobernante a la 
que se acusa de desmembrar España y pactar con el terrorismo de ETA. 
Arremetiendo contra su pasado, es decir la II República, contra los pre­
tendidos gloriosos resistentes republicanos frente a Franco durante la 
Guerra Civil y el franquismo, presentándolos como radicales revolu­
cionarios anti-sistema no hacen sino minar la base social y política de 
la izquierda actual en el gobierno, que es de lo que se trata. De tal 
manera, el consecuente anti-franquismo de los demócratas se muestra 
como un auténtico mito bajo el que se disimulan peligrosos revolucio­
narios capaces de cualquier cosa con tal de conquistar y permanecer en 
el poder. Tal y como habría hecho el PSOE en las últimas elecciones 
sirviéndose de los atentados terroristas de Atocha. Se presenta a Franco 
y a su régimen como un mal menor frente a los horrores que hubiera
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acarreado una victoria republicana que habría convertido España en un 
país satélite de Stalin. Por consiguiente la izquierda de entonces y la de 
ahora resulta tan peligrosa como poco de fiar y nula o tibiam ente 
demócrata.
¿Hasta qué punto nos encontramos ante un verdadero neofranquis- 
mo revisionista? Fernando Savater afirmó hace unos años que era 
imposible un “neofranquism o” sin Franco, pues fue tan inquietante­
mente soso que, al igual que parecía incapaz de morir, su misma sosera 
le impediría resucitar. El “aciago caracol franquista” habría pasado sin 
remedio ni retomo “pero el rastro de su mucosidad aún es perceptible 
en diversas instituciones y manías de la vida española”.19 El verdadero 
alcance e influencia de este “neofranquismo” historiográfíco está aún 
por determinar y nos tememos que la nueva asignatura “Educación para 
la ciudadanía” que está activando el gobierno llega tarde, como con su 
lucidez habitual denuncia este imprescindible escritor.20
Los entusiasmados publicistas neofranquistas actúan bajo sustan­
ciosos contratos al servicio de quienes pretenden legitimar determina­
das actuaciones políticas sobre la base de m anipular la historia. Los 
sectores más conservadores de la sociedad española están encantados 
de que periodistas como Pío Moa, José María Marco o César Vidal ven­
gan a reafirm arles en los viejos valores e ideales franquistas. Jamás 
renunciaron a ellos, pero una vez establecido un régimen democrático 
los pusieron discretam ente en sordina y, ahora, de la mano de estos 
incontinentes escritores, los ven venturosamente legitimados y eleva­
dos, nada menos que en nombre de la historia, a la categoría máxima de 
“verdades” definitivamente establecidas.
Hoy en día el fenóm eno M oa y todo lo que su entorno conlleva 
representa entre nosotros uno de los máximos ejemplos de la degrada­
ción de la historia a la que dicen pretender servir. Le acompaña en tan 
extravagante aventura un nutrido grupo de periodistas algunos de los 
cuales incomprensiblemente se han autodegradado expulsándose a sí 
mismos de su añeja condición de historiadores profesionales para asu­
mir sin ambages la de “legitimadores” intelectuales del señor Moa, o 
políticos del “Señor de las Azores”, su patrocinador, encontrándose, al
19 Savater, Femando: “Lo que queda de Franco”, en: El País, 20/11/1992, p. 17.
20 Savater, Femando: “En defensa propia”, en: El País, 12/08/2006, pp. 13-14.
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parecer, muy complacidos de destacar ahora como altavoces propa­
gandísticos del personaje que ellos m ism os tanto contribuyeron a 
potenciar. La consideración de “tonto ú til” con que la derecha fran­
quista descalificaba a los “compañeros de viaje” del PCE que, sin ser 
militantes del partido comunista, asumían o secundaban las directri­
ces de la izquierda por él inspiradas sin excesivo espíritu crítico dada 
la plena coincidencia en el objetivo principal y determinante: desgas­
tar el franquism o, acabar con la dictadura cuanto antes, vuelve a 
adquirir hoy toda su significación al servicio de la derecha española 
más radical para m ayor pasmo de propios y extraños. Se trata ahora 
de acabar con Rodríguez Zapatero a costa de lo que sea, incluidos 
determinados principios, siempre extraordinariamente maleables para 
las personas de moral dudosa que desprecian la más mínima deontolo­
gia profesional.
Vagábamos confusos en la sima de una inmensa ignorancia colecti­
va cuando Pío Moa se dio cuenta de semejante catástrofe cultural y se 
aprestó a rescatamos de ella con su magmática obra haciendo declara­
ciones tan risibles como que:
La reciente historia de España está muy tergiversada. Me he dado cuen­
ta de ello en mis investigaciones. Las versiones dadas sobre la República y 
la Guerra Civil no tienen contraste con los datos y la propia prensa de la 
época.21
Tan significativo y perspicaz herm eneuta se ha dado cuenta de 
semejante problema epistemológico y, sobre la base de su experiencia 
como reputado investigador, sus amplios conocimientos de historia de 
España y agudeza analítica, se apresta a sacarnos a todos de nuestra 
ciega e irresponsable ignorancia. La historiografía contemporaneísta 
española ya puede dormir tranquila y seguir vagando tranquilamente 
pues, para fortuna del hispanismo todo, los españoles disponen de un 
nuevo Leonardo Da Vinci capaz él sofito de revolucionar el estado de 
nuestros conocimientos sobre nuestro oscuro e ignoto pasado.
21 Pío M oa entrevistado por Pedro F. B arbadillo , en: Generación XXI, núm. 49, 
noviembre 2000, p. 19.
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5. Un ideologismo insustancial
Un revisionista, según el DRAE, es aquél que somete a revisión metó­
dica, doctrinas, interpretaciones o prácticas establecidas con la preten­
sión de actualizarlas. Nunca mejor dicho, pues es lo que efectivamente 
“pretende” Moa, pero su esfuerzo no pasa de ahí, de intento obviamen­
te fallido. Para “revisar” hay que em pezar por crear o establecer un 
nuevo discurso alternativo al previamente establecido, y el de Moa es 
el mismo de siempre. Su discurso no se aparta un ápice de un elemental 
ideologismo sin más fin que legitimar el franquismo. Vuelve Moa a los 
planteamientos franquistas clásicos con ligeros retoques formales de 
lenguaje para acomodarlos a los nuevos tiempos democráticos y que no 
chirríen más de lo indispensable en las mentalidades liberales y abier­
tas de la España actual. Hay que guardar las formas. Pero cumplido 
dicho trám ite de lo que se trata es de satisfacer principalm ente a su 
público, es decir, a la derecha española ideológicamente huérfana desde 
la muerte de su inolvidable general y que en definitiva es quien le patro­
cina y le paga. La historia verdadera no es otra cosa que un permanente 
revisionismo o revisión si se prefiere, pero la metodología de M oa al 
respecto brilla por su ausencia.
El “revisionism o” puede que sea “políticam ente” incorrecto en la 
mayor parte de los partidos de cualquier signo político, pero ha gozado 
siempre de un amplio crédito en los medios intelectuales y críticos de 
cualquier sociedad libre. Las razones del pretendido rechazo al “revi­
sionismo neofranquista” que ahora encaman Moa, Marco, Vidal o Mar­
tín Rubio, una vez jubilado Ricardo de la Cierva, el más grande de 
todos los historietógrafos franquistas hasta ahora conocidos, son muy 
otras. No conocemos otra “ortodoxia histórica”, que la franquista, tan 
reciam ente encarnada por el mentado Ricardo de la Cierva, quien in 
illo tempore intentaba imponerla (se le nombró para ello) por mandato 
político directo de las alturas con todos los medios represivos disponi­
bles a su alcance (férrea censura en defensa de la legitimación franquis­
ta) y contundentemente ejercidos por su singular jefe (tijeretazos, puñe­
tazos y gritos descom puestos) desde el M inisterio de Inform ación 
(“desinform ación”) que, a la sazón, regentaba el verdaderam ente 
incom bustible M anuel Fraga Iribarne, hoy transm utado en “Don 
Manuel”, todo un político moderado frente a los jabalíes que él mismo 
alimentó a sus pechos.
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Hoy, felizm ente instalados en un Estado democrático que impide 
institucionalizar la censura, los medios para hacer prevalecer determi­
nada hegemonía ideológica son otros. Evidentemente, para la difusión 
de determ inadas “ideas” o para conseguir “ im poner” determ inados 
planteamientos ideológico-políticos nada mejor que servimos de la cir­
cunspecta autoridad que nos proporciona la historia aún a costa de 
degradar su nombre. La tarea del verdadero historiador consiste funda­
mentalmente en sustraer “los hechos históricos de los ideólogos que los 
explotan” .22 Moa no es un revisionista propiamente dicho. Es un sim­
ple ideólogo (legitimador), eso sí, apenas en la tercera acepción de las 
cuatro que ofrece el DRAE: “Persona que, entregada a una ideología, 
desatiende la realidad” . M oa no “revisa” nada. “Reproduce” sim ple­
mente lo mil veces dicho y repetido anteriormente hasta la saciedad 
con infatuadas pretensiones de novedad historiográfica.
En un tiempo verdaderamente asombroso, el que media entre 1999 
y la actualidad, ha sido capaz -d ic e -  de revisar toda (sie) la historio­
grafía contem poránea. El solo la ha puesto “patas arriba” y dado su 
inconmensurable talento y asombrosa capacidad de trabajo nos ofrece 
cada pocos meses un nuevo paradigma historiográfico, bien sobre la 
malhadada República in genere, sobre alguno de sus aspectos concre­
tos, como la revolución de Asturias o las maldades inherentes del Fren­
te Popular, o bien sobre los inmediatos antecedentes de la Guerra Civil 
o sobre todas las complejas dimensiones del conflicto, internas o exter­
nas, y en todos y cada uno de sus apartados (los mitos) o “profúndizan- 
do” en algunos de ellos como la compleja cuestión de los crímenes de 
guerra (los de la izquierda, claro), etc, etc.
Pero no hay que engañarse, a Moa no le impulsa un siempre noble 
intento de revisionismo historiográfico encaminado a deshacer entuer­
tos y establecer modestas verdades de suyo siempre revisables. Todo su 
afán obedece a un fin previam ente establecido y en función del cual 
cobra: demostrar la maldad de la izquierda y la bondad de la derecha, 
es decir, el maniqueísmo y la simplificación propias, en definitiva, del 
mundo del que proviene (el izquierdismo sectario) y en el que gozosa­
mente ha venido a instalarse (el derechismo sectario). Al fin y al cabo
22 Vidal-Naquet (op. cit.), p. 35.
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los extremos siempre se tocan. El mismo se encarga de dejarlo perfec­
tamente claro. Habla el “historiador” :
En los años 30 en España había un enfrentamiento como en el resto de 
Europa y tuvo una derivación porque la izquierda se radicalizó y no por 
culpa de la derecha. La CEDA fue esencialmente moderada y legalista.23
Las cosas claras desde el principio. La gran “ciencia” historiográfíca 
del historiador de la derecha sectaria, la gran renovación historiográfíca 
que nos aporta, el más legítimo revisionismo que nos ofrece, consiste 
en afirmar que la sectaria era la izquierda, es decir, él mismo, y que la 
izquierda es sectaria por definición y la derecha, ya instalado él en ella, 
es angélica en su misma esencia. Es decir, de “revolucionario” visiona­
rio a “contrarrevolucionario” visionario. Un tránsito ejemplar. Ahora 
sólo queda confiar en que deje de ver visiones y se limite a analizar con 
rigor la realidad. ¿Cómo no va a ser bendecido semejante converso por 
los grupos que le apadrinan y los notables que le promocionan?
Frente a este tan noble como m eritorio empeño “revisionista” se 
encontrarían supuestamente atrincherados no ya los izquierdistas ran­
cios de siempre, esos resentidos intelectual i líos y profesorcillos univer­
sitarios que no aceptan ni se resignan (?) a que Franco ganara la Guerra 
Civil, aunque la inmensa mayoría de ellos nacieran muchos años des­
pués de 1939, como él mismo, sino también toda la patulea estalinista 
(?) que al parecer les acompaña y que algunos creíamos politicamente 
desaparecida “definitivamente” tras la muerte de Stalin (1953) y el XX 
Congreso del PCUS (1956) en el que Nikita Jruschov denunció los crí­
menes, falsificación de la historia, y el desmedido culto a la personali­
dad de Stalin. Pero, por lo visto, no ha sido así de acuerdo con la nunca 
suficientem ente bien ponderada sagacidad analítica de estos agudos 
escribientes que se dedican a la historia en sus ratos libres y dictami­
nan, con evidente perspicacia, que están rodeados de todo un ejército 
de “rojos” irreductibles.
El revisionista orgánico de la derecha dista de ser la golondrina que 
no hace verano. El arribismo desmedido de quienes se acomodan sin la 
menor dificultad a quien mejor les paga, pues viven por y para la polé­
23 Pío M oa entrevistado por Pedro F. Barbadillo (op. cit.), p. 19.
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mica, está en alza y de él se nutren toda clase de falsarios que se apli­
can con febril entusiasmo a provocar todo tipo de “guerras mediáticas” 
que tratan por todos los medios de desencadenar y tanto les ayudan a 
vender sus libros a un público consumista que no quiere dejar de tener 
en su casa aquello que está más o menos de moda o se vende 
mucho.’’Por algo será”, dicen unos y otros en la mejor tradición dema­
gógica o estalinista de que la mayoría tiene siempre razón o no se equi­
voca nunca, o que es mejor equivocarse con ella que contra ella.
Tal argumentario es un recurso muy pobre pero viejo como el mundo 
y que con un poco de suerte les permite ir aumentando progresivamente 
su caché. Mucho ruido y pocas nueces era la reputada técnica o metodo­
logía de Ricardo De la Cierva y, lógicamente, la del discípulo, de nuevo 
en perfecta coherencia con el maestro. Insistimos, de propaganda saben 
un rato. El ruido sigue siendo el mejor detonante para el consiguiente 
boom publicístico. Una vez situados en la cresta de la ola, ridiculamente 
envanecidos por los medios afínes y un público fiel, se puede conceder 
el lujo de la suficiencia propia de todo recién desasnado que ya se cree 
por ello miembro de pleno derecho del más distinguido club de doctores.
Topamos, pues, de nuevo -y  ya ha llovido-, con la misma impoten­
cia argumentai de la antigua “escuela historietográfica franquista”, ver­
daderamente coriácea, dogmática por definición, y que se sigue creyen­
do como en los viejos y buenos tiempos del pasado en plena posesión 
de “la Única Verdad Revelada” que ahora tratan de hacer resurgir con 
nuevos bríos nada menos que de la mano de “ex-grapos”. No cabe sino 
preguntarse: ¿Quién miente por sistema, quién falsifica con tan poca 
aplicación, quién pretende verdaderamente manipular la historia espa­
ñola del siglo xx? Muchos profesionales consideran que no merece la 
pena perder tiempo en un diálogo imposible destinado de antemano al 
fracaso puesto que la mera comunicación es imposible, ya que la histo­
riografía emite en FM (frecuencia modulada) y la historietografía lo 
hace en OC (Onda Corta).
Estos nuevos intelectuales orgánicos cotizaban al alza pues la dere­
cha, como es natural, siempre paga más y mejor a quien bien le sirve. Y 
plomíferos dispuestos a alquilar o vender su alma al diablo entre tanto 
intelectual en paro o que considere que no se le valora (paga) como él 
cree merecer, los hay siempre por centenares. No había más que decir 
lo contrario de lo ya abundantem ente escrito sin necesidad de pagar 
derechos de autor y poner el cazo.
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Hay casos verdaderamente paradigmáticos entre tantos posibles que 
de un modo u otro sirven a lo mismo que el señor Moa y que cuando es 
necesario le jalean y exaltan. El caso del distinguido hooligan mediáti­
co, Federico Jiménez Losantos es ciertamente espectacular. Esta super­
nova mediática constituido en la estrella de la COPE, la emisora de los 
obispos, este gran especialista en Azaña, este pretendido liberal pasó a 
la velocidad del rayo de Orihuela del Tremedal, provincia de Teruel, a 
la Villa y Corte de la Comunidad Autónoma de Madrid y capital de las 
Españas Autonómicas. La traslación no fue únicamente territorial sino 
también de concepto puesto que giró y giró sobre sí mismo y mudó de 
fervoroso militante comunista de “Bandera Roja” a las católicas ondas 
de la COPE (“tremendismo” se llama la figura), previa estadía también 
en el ABC  donde asombró a su distinguido personal y a los más compe­
tentes hermeneutas del país con sus dizque “Comentarios liberales”.
Hoy, la supernova m ediática de la COPE, flagela con singular 
impiedad todo lo que huele a izquierda desde su columna de El Mundo 
y su programa de radio La Mañana. Siempre en campaña ahonda día 
tnis día. con verdadero ahinco las heridas mas o menos abiertas, no ya 
de sus antiguos camaradas sino de cualquier cosa que huela a “progre” 
o no beba ensimismado los vientos políticos del Partido Popular. Utili­
za para ello una demagogia cada vez más inquietante. Visto lo visto 
está claro que se ha concedido patente de corso para insultar y denigrar 
a sus oponentes políticos o a sus competidores profesionales (PRISA, 
la SER, Punto Radio, etc.), presentándolos ante sus oyentes y lectores 
como una auténtica recua de miserables más que añadir a su ya extensa 
y muy antigua lista de ofendidos de la que sin duda puede enorgulle­
cerse. Así, en una carta a Tarradellas (20 de agosto de 1981), se refiere 
a la “imbecilidad de Suárez”, al “nacionalismo tronado de Pujol24 y, 
sobre todo, de Barrera”, al “incoloro, inodoro e insípido Cañellas” al 
“bobo” de Rafael Arias Salgado o a los “m arxistas de m anual” tipo 
Raventós.25
24 Es tan cínico que, para su conveniencia, en otra circunstancia, critica a los críticos 
de Pujol.
25 Sánchez Cervelló, Josep (Introducción, notas biográficas y edición): Los papeles 
de Tarradellas. República, exilio y  transición. Prólogo de Carlos Rojas. Barcelona, 
2005, pp. 189-194. Hay que decir que por aquel entonces acababa de ser víctima de 
un ignominioso atentado terrorista de Terra Lliure, brazo armado del nacionalismo
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En cualquier caso, ninguno de los ejemplos citados, aún siendo en 
verdad espectaculares, y otros que pudieran esgrimirse de factura simi­
lar, podrían emular la asombrosa transición ideológico-política desple­
gada por Pío M oa que, de activo m ilitante del GRAPO (Grupos de 
Resistencia Antifascista Primero de Octubre), una organización terro­
rista de extrema izquierda con abundantes delitos de sangre a sus espal­
das (87 asesinatos), ha pasado a constituirse en el más destacado propa­
gandista de la renaciente historietografía neofranquista tan jaleada por 
los m edios afines a la derechona más extremosa. Ni los más negros 
nubarrones que imaginarse quepa serían capaces de enturbiar la cega­
dora luz historiográfíca que ahora irradia incontinente de la pluma de 
Pío Moa.
No parece probable que estemos ante una auténtica revolución teóri­
ca similar al famoso “corte epistemológico” operado en el joven Marx 
humanista de los manuscritos económico-filosóficos frente al ya madu­
ro y plenamente incorporado al materialismo dialéctico de El capital, 
según el clásico estudio de Louis Althusser26, si bien, en el caso de nues­
tro hombre, tan asombroso viaje, se habría producido en sentido inver­
so. Pero no digamos más, pues, de todo esto debe de saber mucho más 
nuestro “historiador” ya que según nos ilustran las solapillas de sus recu­
rrentes obras tiene “diversos estudios sobre la teoría marxista del des­
censo de la tasa de ganancia”, que confesamos no haber leído, pero que 
a él sin embargo, a la vista está, le han debido ser de extrema utilidad 
dichos estudios para, sensu contrarío, aumentar la tasa de ganancia pro­
pia. Como buen teórico ex-marxista-leninista-maoísta pero mucho más 
práctico ha comprendido que ni teoría sin práctica ni práctica sin teoría. 
El mismísimo Vladimir Ilitch Ulianov, alias Lenin, dixit.
Las derechas españolas, aunque de m omento sólo aparece una, la 
del Partido Popular, han saltado sin solución de continuidad del antife- 
lipismo m ilitante al antizapatism o ferviente. A tacan im placables al 
avieso Zapatero (“Bambi”) como antes al perverso González (“ ¡Már­
chese, señor González!”) que, en verdad, ocultaría bajo su sonrisa edu­
cada y su talante dialogante, una despiadada alma de chacal, pues les
radical catalán que le disparó a las piernas, lo que puede hacer comprensible su agi­
tada crispación que, por lo que se ve, le descentró emocionalmente para los restos.
26 Althusser, Louis: Pour Marx. Paris, 1965, traducción española e introducción de 
Marta Hamecker. México, D.F., 1968.
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habría echado del poder sirviéndose de medios verdaderamente incon­
fesables. Tesis, por otra parte, indefendible y que no encuentra la menor 
apoyatura empírica, lo que no es óbice para que los portavoces mediáti­
cos del Partido Popular la sigan repitiendo como un solo de trombón en 
la mejor tradición del nazi Joseph Goebbels, el inventor de la propa­
ganda moderna: una indiscutible mentira debidamente repetida sin des­
canso ni medida acaba por convertirse en verdad no discutida. Esa y no 
otra es la “técnica” a la que tan ejemplarmente se aplican los ideólogos 
al servicio de la más rancia derecha española.
Estos arribistas son pocos pero bien avenidos y según sople el vien­
to se acusa al crítico discrepante de “masón”, “marxista” o “rojo” tout 
court. Si se está en vena se les aplican calificativos aún más gruesos, y 
si previamente han seguido la atractiva ruta de los protagonistas de la 
película Sideways (“Entre copas”), ya sumidos en sus vapores etílicos, 
sacan la artillería pesada disparando su vocablo estrella más descalifi­
cador y que todos llevan dentro con el que cierran cualquier “debate” 
llamando “estalinista” al crítico, lo que les ahorra mayores digresiones 
pues es lo suficientemente severo de por si como pura dejar anonadado 
al espíritu más templado que les lea o se crea con mayor o menor buena 
fe sus fabulaciones. Que en el otro extremo haya siempre otro simple 
que en cuanto se contradice su catecismo particular o su singular visión 
de la realidad escupa otro vocablo de similar factura como “fascista” 
no nos sirve de consuelo pues, como decimos, los extremos se tocan, y 
cuanto más memos, más.
6. La guerra mediática de todos los días
Este neofranquismo con pretensiones historiográficas está bien arropa­
do, patrocinado, jaleado, divulgado, publicitado, protegido y ensalzado 
por todos los grupos franquistas, neofranquistas, neocon  o “ liberal 
reformistas”, tal como quieren ser ahora las nuevas señas de identidad 
ideológica que se lanzan desde la calle Génova de Madrid, epicentro 
del poder de la derecha española.
Para la vanguardia propagandista de estos sectores, su publicista 
más destacado ha encontrado una verdadera mina en el hecho de hacer­
se la víctima, explotando recurrentemente el victimismo hasta límites 
insospechados pues aún proporciona réditos y otorga ventajas en este
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país de viejos cristianos la figura del injustamente perseguido. La can­
tinela más habitual, de la que participa plenamente, como no podía ser 
de otro modo, toda la corte mediática que le acompaña, insiste en una 
pretendida y asfixiante hegemonía historiográfica de la izquierda secta­
ria que impide un sano debate intelectual. La izquierda habría impuesto 
sus criterios políticos y maniquea interpretación de nuestra más recien­
te historia a todo el conjunto del pueblo español, al que se supone tonto 
y siempre predispuesto a tragarse lo que le echen sin el menor espíritu 
crítico. En cualquier caso, la pretendida víctima propiciatoria dista de 
encontrarse sola en su esforzada tarea revisionista.
Por lo visto aún resopla el fuego del averno según nos alertan noble­
mente estos esforzados neo-cruzados y nos descubren de continuo nue­
vos y feroces estalinistas cada lunes y cada martes recién salidos de las 
zahúrdas de Plutón. Así que aún estaríamos rodeados en esta España 
maldita de Dios de unos peligrosísimos agentes del mal cuyo espíritu 
jam ás acaba de desvanecerse del todo..., en el m ejor de los casos se 
quedan “dormidos” (cual perversas células islamistas) pero, si se baja 
la guardia, se despiertan (o les despiertan los compañeros de viaje habi­
tuales) y nos la juegan otra vez como en el 711 de la mano del traidor 
Conde don Julián o en cualquiera de las fechas sucesivas en que se han 
traicionando las esencias mismas de la Patria (1812, 1837, 1868, 1873, 
1931, ¿1978?, ¿1982?, ¿2004?).
Primero fue la morisma, después, los judíos y los falsos conversos, 
a continuación, los masones, los afrancesados y los liberales y, final­
mente, republicanos, marxistas, anarquistas, comunistas, estalinistas, 
nacionalistas periféricos y amigos de los terroristas a los que habría 
lógicamente que añadir algún que otro “bobo solem ne”. Es decir, la 
“Anti-Patria” de siempre. Los españoles estarían, pues, “rodeados” de 
pérfidos “rojos” recalcitrantes que no se resignan a dejar de manipular 
y enredar la historia evitando con sus torticeras acciones (publicacio­
nes) que, “ellos”, los verdaderos profesionales de la historia española, 
limpien, fijen y den esplendor a la única Verdad Revelada: la suya.
¿De qué hegem onía de izquierdas a propósito de la Guerra Civil 
hablan estos distinguidos hermeneutas de la derecha pura y dura? Tal 
hegemonía distorsionaría la visión “objetiva” de la Guerra Civil y del 
franquismo por parte de la sociedad española que, desde la muerte de 
Franco, habría venido siendo m anipulada imponiéndosele la versión 
resentida de los vencidos. Por tanto hay que lanzarse a una nueva cru-
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zada mediática que restablezca el auténtico reino de la verdad, tarea a 
la que los media que les apoyan, La Razón, El Mundo, ABC, la COPE, 
etc., se entregan con verdadero entusiasmo.
¿Cómo sería posible “imponer” una hegemonía ideológica determi­
nada en una sociedad libre y democrática como la española actual? La 
“imposición” sólo es posible en los regímenes totalitarios sometidos a 
una férrea censura y con un control absoluto sobre los m edios de 
(des)información, pero en modo alguno es factible en las sociedades 
abiertas. ¿Cómo si no podríam os asistir a un “ fenómeno m ediático” 
como el que nos ocupa? ¿Dónde podríamos dar con el comisario políti­
co que dicta o impone unas supuestas tablas de la ley históricas a toda 
esta “escuela neofranquista” y a su “Brúñete mediática” supuestamente 
perseguida y forzada a comulgar con ruedas de molino? Sin embargo, 
se trata de una persecución sui generis pues no paran de enriquecerse 
sus promotores desplegando su un tanto descolorido plumaje ideológi­
co bajo indignas ardides demagógicas apelando a su genuino liberalis­
mo para satisfacción de sus secuaces más pertinaces y el asombro y 
desconcierto de sus forzados espectadores.
A los demócratas de formación y convicción, no a los sobrevenidos, 
o a los verdaderos intelectuales, siempre les llama más la atención cual­
quier tipo de heterodoxia que de ortodoxia ya que denota, cuando 
menos, pensamiento crítico e independiente del statu quo de cualquier 
orden estando convencidos de que no existen verdades únicas proce­
dentes de “revelación”, dogma o doctrina alguna, pues tienen la fírme 
convicción de que las sociedades auténticamente democráticas son, y 
deben ser por definición, plurales. Principio claro y transparente desde 
los no tan lejanos tiempos de Montesquieu quien alentó sagazmente a 
desconfiar, por principio, del silencio y la unanim idad políticas que 
siempre anidan en las mentes simples y esquemáticas con irreprimibles 
tendencias autocráticas propias de las sociedades atrasadas y sometidas 
a cualquier tirano.
La derecha más tosca se equivoca de hoz y coz aupando a un blu ff  
como Pío M oa para semejante combate sobre la base de su supuesto 
izquierdismo revolucionario previo que le otorgaría un plus de “autori­
dad” ideológica (?) en sus pretendidos “análisis históricos” actuales.
¿Quién politiza la historia? ¿Dónde se hallaría el correspondiente 
Pío Moa del otro pretendido “bando” y su equivalente Brúñete mediáti­
ca? De momento no ha habido más que silencio salvo alguna excepción
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pues, los verdaderos historiadores son profesionales serios enteramente 
volcados en su labor historiográfíca y eluden entrar al trapo de la pro­
vocación personal que se les brinda a diario con singular descaro desde 
todos los micrófonos de las emisoras afínes y las columnas periodísti­
cas de los correspondientes escribientes. Los historiadores serios no 
necesitan saltar a la palestra cada lunes y cada martes en defensa de su 
profesión, que se defiende por sí misma. Sin embargo, tienen la batalla 
mediática perdida de antemano frente a los profesionales de la demago­
gia, los expertos cultivadores del am arillism o periodístico, y los 
embaucadores a sueldo de toda clase, que son siempre legión.27
Sin embargo tan publicitado revisionismo no es sino “la enfermedad 
infantil del franquismo”, por utilizar una terminología que no les resul­
tará ajena a buena parte de sus más destacados representantes prove­
nientes muchos de ellos de organizaciones políticas de extrema izquier­
da. El ruido que provocan no sería sino el eco inevitable de las últimas 
boqueadas antes de pasar “definitivamente” (por utilizar en este caso la 
“term inología” de Ricardo de la Cierva) a m ejor vida. No sería sino 
una auténtica urticaria nacional, una epidemia vírica similar a la que se 
produjo en otros países de nuestro entorno que, como es natural, han 
llegado casi siempre antes que nosotros a casi todo. Ellos se libraron 
del fascismo en 1945 y nosotros tuvimos que esperar algo más. A ellos 
les liberaron y nosotros tuvimos que esperar a que se muriera nuestro 
liberador. Ellos ya han tenido sus debates sobre el negacionismo  y 
ahora les toca a los españoles. Es decir, que Franco no fue un dictador 
cruel sino sólo un gobernante inevitablemente autoritario cuya repre­
sión ha sido exagerada y distorsionada por los rojos y los historiadores 
afínes a Stalin. La actuación de Franco fue imprescindible para salvar­
nos del verdadero holocausto que preparaba la izquierda así que, en 
realidad, debemos agradecerle al general la democracia de que goza­
mos pues habría sido él quien más facilitó su restauración. Ahora les 
toca a los españoles lidiar con semejante “revisionismo” incapaz todo
27 M oradiellos, Enrique: 1936. Los mitos de la Guerra Civil. Barcelona, 2004, obra 
que, a pesar de lo que su título pudiera indicar, no alude para nada de forma directa 
a la de Moa ni a su persona aunque sí critica determinados planteamientos metahis- 
tóricos. El p rofesor M oradiellos intentó debatir profesionalm ente en la red y se 
topó con una auténtica tropa de dem agogos carentes de la m enor base em pírica 
sobre la cual establecer una discusión historiográfíca mínimamente solvente.
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él de hallar una mínima base historiográfica de sustentación en la que 
apoyar sus eutrapélicas tesis.
Como bien recordaba Juan Cueto respecto a la asignatura pendiente 
llamada Europa: “Miren ustedes, Europa es cuando ya nadie tiene nos­
talgia del fascismo europeo”.28 En España el número de nostálgicos es 
todavía considerable. Lo curioso, paradójico o inquietante del caso es 
que la lógica nostalgia del poder perdido en las Azores alimente a su 
vez la nostalgia de la victoria en la Guerra Civil y la dictadura franquis­
ta. Que se añore o reivindique a estas alturas la figura y la obra del 
“Gran Capitán” que Carlos Arias Navarro, el último jefe de Gobierno 
nombrado por Franco, llorara tan desconsoladamente ante las cámaras 
de televisión un 20 de noviembre de 1975 no puede sino llenarnos de 
asombro.
El conjunto de los partidos políticos de izquierda y centro-izquierda 
y de la sociedad civil que representan ha sido demasiado condescen­
diente, tanto en la oposición como en el gobierno, con la memoria fran­
quista (rememoraciones, callejero, estatuas, etc.), y excesiva e inútil­
m ente prudente con la m em oria dem ocrática. Los resultados, no 
demasiado imprevisibles en cuanto se ha incorporado a la vida política 
una nueva generación, a la vista están. La ausencia de una enseñanza 
reglada obligatoria del pasado democrático, de sus principios y valores 
en todo el bachillerato, que ahora parece que va tímidamente el gobier­
no a activar, y la decidida irrupción en los medios de comunicación de 
masas de toda esta parafemalia neofranquista, explican la ignorancia y 
confusión existentes entre las generaciones más jóvenes de ese pasado 
que ahora ven tan exaltado y reivindicado por supuestos historiadores.
Aún quedan m últiples restos m onum entales en toda la geografía 
nacional de los años de la dictadura franquista, que si a los partidarios, 
nostálgicos o legitim adores de aquel régim en y su caudillo, pueden 
previsiblemente agradar, en lógica correspondencia tienen que irritar 
igualmente a todos aquéllos que hubieron de sufrirla y se arriesgaron a 
combatirla. En M adrid, en la plaza de Santa Cruz, justo  frente a los 
Nuevos Ministerios aún permanecía hasta hace bien poco tiempo una 
de tantas estatuas ecuestres que Franco se hizo erigir a su mayor gloria.
28 Cueto, Juan: “M anual de enfermedades infantiles” , en: EP[S], núm. 1524, domin­
go, 11/12/2005, p. 12.
198 Alberto Reig Tapia
Hubo que esperar a la m adrugada del 17 de marzo de 2005 para que 
dicha estatua pudiera ser retirada discretamente. De una decisión apa­
rentemente menor de la ministra de Fomento se hizo todo un problema 
político pues, aparte de que el mismísimo Blas Piñar, antiguo líder de 
la organización parafascista Fuerza Nueva (la más reciamente ortodoxa 
y leal al franquismo), se apresurara a acudir al pie del desolado pedes­
tal a rendir tributo a la memoria de su inolvidable caudillo, quedó cla­
ram ente de m anifiesto que el Partido Popular no iba a desperdiciar 
semejante ocasión para añadir alguna que otra nueva estrofa al perma­
nente griterío en que se hallan sumidos desde que la soberanía popular 
les mandó a la oposición bajo la aparente dirección orquestal de Maria­
no Rajoy y la no menos aparente inspiración musical de José M aría 
Aznar al que sin duda corresponde la gloria o el honor de ser el autor de 
la partitura.
Fue una excusa más para que Mariano Rajoy abriera la caja de los 
truenos y tildara de “irresponsable” al presidente del Gobierno, José 
Luis Rodríguez Zapatero y le acusara abiertamente -nada m enos- que 
de romper el “espíritu de la transición” . Con ello Mariano Rajoy demos­
traba ignorar por completo cómo afrontan los países democráticos el 
uso del “espacio público” que, obviamente, no conceden para homena­
jear a sus propios dictadores. La permanencia de estatuas ecuestres de 
Franco a lo largo de la geografía nacional era un anacronismo con el 
que había que terminar por mera salubridad democrática.29
Este “revisionismo” neofranquista no se encuentra desasistido sino 
considerablem ente protegido por una poderosa máquina publicitaria 
que dados sus más que destacados componentes, entre los que brilla 
con luz propia Jiménez Losantos, cabe asociar a las conocidas técnicas 
del agit-prop, artes que como antiguo leninista al igual que Moa domi­
nan cumplidamente y pueden ahora ponerlas al servicio de sus particu­
lares fines políticos.
No deja de ser paradójico que estos nuevos neocruzados del libera­
lismo o del “reformismo liberal” que predican los gurús teóricos de la
29 Véase sobre el asunto, Moreno Luzón, Javier (coord.): Nacionalismo español: las 
políticas de la memoria. Historia y  Política. Ideas, procesos y  movimientos socia­
les, 12. Madrid, 2004, y  en concreto, el artículo de Andrés, Jesús de: “Las estatuas 
de Franco, la mem oria del franquismo y la transición española”, pp. 161-186.
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FAES sean en su mayoría antiguos izquierdistas. El término agit-prop 
(agitación mediante propaganda) se asocia generalmente a cualquier 
mensaje reiterado que desde los medios de comunicación de masas 
(prensa, radio, televisión, cine...), trata de condicionar a la opinión 
pública con fines políticos o comerciales muy concretos. Parten estos 
expertos agitadores sociales del supuesto más que comprobado de que 
se llega a un mayor número de personas excitando a su audiencia con un 
lenguaje agresivo y apelaciones emocionales que recurriendo al conven­
cimiento y al análisis racional de los problemas que preocupan al ciuda­
dano moderno. De este modo alcanzan antes, más y mejor sus objetivos.
Efectivamente, dada su más que probable formación teórica a base 
de Vulgatas m arxistoides como las de George Poulitzer30, que tanto 
predicam ento tuvo en sus años de juventud, no pueden extrañar los 
pavorosos resultados alcanzados por estos profesionales del agit-prop 
comunista que tan bien aprendieron en sus años de formación.
Nada nuevo bajo el sol. En la corte de Berlusconi donde se entiende 
mucho del asunto, “agitan” su maquinaria publicitaria numerosos cua­
dros de Lotta Continua, Poíere Operario y Avanguardia operaría que 
se alejaron de teóricos anti-sistema como Toni Negri antes de que fuese 
demasiado tarde. Dos de los principales asesores de II Cavalieri, Giula- 
ni Ferrara y Ferdinando Adomato, fueron comunistas y en Francia, “el 
más aguerrido cruzado de la causa liberal” no es otro que el ex gauchis­
te Luc Ferry, hoy ministro de Educación. Entre nosotros ocurre tres 
cuartos de lo mismo:
(...) brillan como ideólogos de la nueva España nacional Jon Juaristi (ex 
simpatizante de ETA), Pío Moa (ex Grapo) y el ex maoísta turolense Fede­
rico Jiménez Losantos. Liberales de combate, ardientes “rebons” (renaci­
dos), con todo el derecho a defender las teorías de Robert Kagan con el 
mismo ahínco con que antaño abrazaron la causa de Lenin y Trotsky. Nada 
que objetar.31
A partir del 11 de marzo de 2004 todo empezó en España a ser polí­
ticam ente más excepcional de lo habitual. Incluso desde antes. Las
30 Politzer, George: Principios elementales y  fundamentales de Filosofía. M adrid, 
1975.
31 Juliana, Enric: “Los arrepentidos”, en: La Vanguardia, 10/03/2004, p. 8.
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elecciones autonómicas catalanas del 16 noviembre de 2003 que lleva­
ron a la constitución del llamado gobierno tripartito, más las vicisitudes 
derivadas del plan Ibarretxe y la entrevista bajo mano de Carod Rovira 
con los etarras Mikel Antza y Josu Ternera, fueron elevando el nivel de 
crispación política del país hasta límites cada vez más insoportables 
para la sociedad civil que contempla estupefacta el retomo y la radica- 
lización crecientes del lenguaje político y mediático. Y, desde entonces, 
no parece que los altavoces más radicales del Partido Popular estén dis­
puestos a bajar el tono.
En definitiva, sabemos perfectamente que las plumas escupen hiel 
antes de que vomiten metralla los cañones y, aunque las circunstancias 
políticas españolas disten del dramatismo que algunos interesados pre­
tender alimentar sin descanso ni cuartel remitiendo poco menos que a 
una nueva guerra civil larvada o a una inm inente balcanización de 
España, no son ciertam ente gratas ni políticam ente ejem plares. Nos 
encontramos ante un periodismo de combate socialmente dañino, polí­
ticamente peligroso, ideológicamente risible y culturalmente pernicio­
so. Se trata de auténticos pirómanos frente a los cuales hay que estar 
siempre prestos y con los tanques de agua bien surtidos. Habría que 
parar semejante deriva. ¿Cómo?, pues con la palabra. Pero en ningún 
caso con el silencio pues, se quiera o no, más pronto o más tarde, quien 
calla otorga. Y cuando se empieza por el silencio por simple cuestión 
de comodidad personal se acaba más pronto o más tarde por incurrir en 
una irresponsabilidad social.
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La recuperación de la “m em oria histórica” : 
entre el incum plim iento institucional 
y la instrum entalización política
1. ¿Final del silencio, final de la reconciliación?
Es sólo en el septuagésimo aniversario de su estallido que la Guerra 
Civil y la subsiguiente dictadura del general Franco se han convertido 
en temas de amplio interés público y mediático. Pero esta presencia en 
la esfera pública -celebrada por algunos como ruptura definitiva de un 
“olvido impuesto”-  vino acompañada de nuevos enfrentamientos ideo­
lógicos que evocan las profundas divisiones políticas de ia España de 
los años treinta. Con la generación de los testigos casi extinta por razo­
nes biológicas y una sociedad profundam ente transform ada desde la 
década de los años treinta se observa, especialmente en la extrema dere­
cha, el despliegue de discursos difamatorios que en poco se diferencian 
de la propaganda del régimen que defienden. Más preocupante resulta 
que el extremismo particular de unos Moa o Jiménez Losantos ejerce 
gran influencia en el ideario de buena parte de los sectores conservado­
res del país, mientras que apenas se dejan oír voces más razonables y 
conciliadoras. La petrificación de las posturas del Partido Popular en 
todo lo que a políticas de la historia se refiere es sólo la otra cara de la 
m ism a moneda. Pero, ¿es esta polarización de opiniones el precio 
inevitable de la confrontación pública con un pasado guerracivilista?
La resurrección de argumentos filo-franquistas resulta, en todo caso, 
estrechamente vinculada con la aparición a partir del nuevo milenio del 
llamado movimiento por la “recuperación de la memoria histórica” que 
por su parte hizo del trágico destino del bando republicano un asunto 
público. Con actividades tan espectaculares como la exhumación de 
fosas anónim as este m ovim iento no sólo alcanzó notable atención 
m ediática sino también una muy rápida extensión por prácticamente 
todo el territorio español. Así, el grupo pionero, la Asociación por la
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Recuperación de la M emoria Histórica (ARMH) fundada por Emilio 
Silva en León, ya cuenta con una decena de grupos asociados en dife­
rentes zonas del país, y hay toda una serie de otras iniciativas locales y 
regionales que defienden fines similares.
Esta proliferación de iniciativas cívicas tuvo lugar poco después de 
que el Partido Popular de José María Aznar ganara en el año 2000 su 
primera mayoría absoluta. Y no extraña, por tanto, que los partidos de 
la oposición, hum illados por su derrota electoral, se sumaran a este 
movimiento para recuperar la iniciativa política y atacar a los populares 
en uno de sus puntos más débiles. De tal manera se explica toda una 
serie de propuestas parlamentarias de PSOE e Izquierda Unida, desti­
nadas a condenar el franquismo y homenajear a sus víctimas tras más 
de veinte años de inactividad en este asunto. Como más comprometida 
se mostró Izquierda Unida, desde cuyas filas surgió en 2002 la iniciati­
va del Foro por la Memoria, asociación que hoy en día gestiona la más 
im portante página web de noticias del m ovim iento. El partido del 
gobierno, sin embargo, en vez de cambiar de actitud recrudeció su dis­
curso e hizo fracasar con su mayoría absoluta la práctica totalidad de 
propuestas parlamentarias lanzadas desde los bancos de la oposición. 
Este bloqueo se correspondía con el argumento de los populares de no 
querer “reabrir viejas heridas y revivir viejos rencores” después de 
haber alcanzado la reconciliación nacional, ejemplificada por la Cons­
titución democrática de 1978.1
Ante las negativas del Partido Popular, fue la inesperada victoria de 
los socialistas en las elecciones generales de 2004 la que levantó nue­
vas esperanzas en las filas de las asociaciones cívicas. Y el nuevo presi­
dente de Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero, cuyo abuelo tam ­
bién había caído víctim a de la represión franquista, se apresuró a 
anunciar medidas rápidas para satisfacer las demandas de las asociacio­
nes. De tal manera, el 10 de septiembre de 2004 se creó una Comisión
1 El único momento de encuentro entre los diferentes grupos parlamentarios se pro­
dujo cuando en noviem bre de 2002 se acordó en la Com isión Constitucional una 
resolución de reconocimiento moral de las víctimas de la Guerra Civil y de la dicta­
dura. Pero mientras que el Partido Popular lo entendió como cierre definitivo, para 
los otros grupos no era más que el principio oficial para la llam ada recuperación 
del pasado. V éase al respecto el discurso del diputado popular M anuel A tencia 
Robledo en: Diario de Sesiones 20/11/2002.
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Interministerial con el cometido de “estudiar la situación de las vícti­
mas de la Guerra Civil y del franquismo” y proponer medidas para su 
“rehabilitación moral y jurídica” .2 Año y medio tras la subida al poder 
de los socialistas, sin embargo, no quedaban muchas esperanzas acerca 
de un rápido cumplimiento de lo prometido. En más de una ocasión el 
gobierno ya había incumplido su propio horario de trabajo. Y la desilu­
sión se generalizó cuando en septiembre de 2005 la vicepresidenta del 
Gobierno, M aría Teresa Fernández de la Vega, comunicó la decisión 
del Ejecutivo de “ralentizar” los trabajos con m otivo de buscar una 
solución que “contente a los dos bandos y no sirva para reabrir heridas, 
sino para cicatrizarlas” .3
La vacilación del PSOE en el gobierno contrastaba obviamente con 
la actitud reivindicativa de tres años antes, cuando se había tratado de 
denunciar las inclinaciones filo-franquistas del Partido Popular. Pero 
la tarea de legislar en una materia que concierne a toda una época de la 
historia reciente del país resultó mucho más complicada de lo que se 
pensaba. La clave del anuncio de septiembre, sin embargo, era otra. 
Porque intervenir desde la política en la llamada recuperación de la 
memoria mediante propuestas legislativas que contienen también con­
denas explícitas del bando franquista significaba, efectivamente, una 
clara ruptura con el dictado de la Transición de no valorar políticamen­
te el pasado reciente. Fue precisamente la idea de una culpa histórica 
compartida entre los dos bandos la que constituyó la base de la recon­
ciliación que por su parte hizo posible la vuelta pacífica a la democra­
cia. Por tanto, el único camino de reconocer oficialmente el destino del 
bando republicano sin perder de vista el espíritu de reconciliación lle­
vaba por la renuncia a culpabilizaciones unilaterales y el reconoci­
miento de todas las víctimas. De ahí la decisión del Ejecutivo de reo­
rientar el rumbo de sus trabajos y preparar una ley que, al menos de 
manera sim bólica, m enciona tam bién a las víctim as del bando fran­
quista.
2 Cfr. A izpeolea, L. R.: “Las víctimas de la Guerra Civil y  de la dictadura serán reha­
bilitadas por ley”, en: El País, 11/09/2004.
3 Cfr. Cué, Carlos E.: "De la Vega frena la ley de m em oria histórica para acoger a 
ambos bandos”, en: El País, 12/09/2005.
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2. El discurso de las víctimas
Ahora bien, lejos de contentar a los críticos de la oposición conserva­
dora, esta nueva fórm ula sólo sirvió para abrir una profunda brecha 
entre el gobierno socialista y las iniciativas cívicas. Estas seguían insis­
tiendo en la necesidad de limitar las medidas al conjunto de las vícti­
mas republicanas, dado el reconocimiento del que habían disfrutado los 
represad ados del otro bando a lo largo de casi cuarenta años. Además 
se sospechaba que la intención del Ejecutivo de consensuar la ley con 
los populares llevaría a la moderación de sus contenidos. Gracias a la 
intervención de organizaciones de derechos humanos, en concreto el 
Equipo Nizkor y Amnistía Internacional, las demandas de las asocia­
ciones habían alcanzado una dim ensión muy amplia. Porque en los 
años 2004 y 2005 estas organizaciones habían presentado dos informes 
independientes que a base de la legislación internacional de derechos 
humanos, acumulada en el seno de las Naciones Unidas, propusieron 
todo un catálogo de medidas de diferente índole para fomentar la más 
amplia confrontación de la sociedad española con su propio pasado. En 
este sentido, el proyecto de ley debería incluir -aparte  de medidas de 
reparación simbólica y m aterial- la rehabilitación jurídica de las vícti­
mas mediante la anulación de juicios sumarios de los tribunales de gue­
rra así como la investigación de todos los casos de violación de dere­
chos humanos, la averiguación de las responsabilidades institucionales 
respectivas y su enjuiciamiento (Equipo Nizkor 2004; Amnistía Inter­
nacional 2005).
Cabe subrayar que especialmente esta última demanda afectaría a 
una de las columnas vertebrales de la transición política a la democra­
cia que consistía en la mutua amnistía de delitos violentos por motivo 
político. De tal manera, la ley de amnistía de octubre de 1977 no sólo 
liberó a muchos antifranquistas de las cárceles del régimen sino que 
garantizó también la impunidad para todos los delitos violentos cometi­
dos por las fuerzas de orden público franquistas. Desde un plantea­
miento estrictamente jurídico de derechos humanos, del que partían el 
Equipo Nizkor y Amnistía Internacional, esta norma es, efectivamente, 
reprobable. En manos de las asociaciones españolas, sin embargo, tal 
reprobación se convirtió a menudo en caballo de batalla de reivindica­
ciones políticas que iban mucho más allá de los derechos de las vícti­
mas. Es cierto que el recuerdo de las víctimas de la represión franquis-
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ta apenas se deja separar de su contexto histórico y de los valores y 
actitudes políticas que éstos defendían en su momento. Pero también es 
necesario subrayar que el recuerdo se construye desde el presente y que 
por tanto depende mucho del que recuerda, qué signo y qué sentido se 
da a tal acto. En este sentido, la ARMH —asociación pionera de Emilio 
Silva- sigue la estrategia de limitarse al trabajo de rescate de los “des­
aparecidos”, dejando a la discreción de los familiares, cómo celebrar el 
acto de su entierro posterior (Bemecker 2005).
Tal neutralidad política, sin embargo, no parece ser el denominador 
común bajo el cual se ha desarrollado la m ayor parte de actividades 
dedicadas a la llamada recuperación de la memoria. Porque respecto a 
conmemoraciones y actos públicos del movimiento, cuyo número se ha 
multiplicado de manera vertiginosa en los últimos años, hay que cons­
tatar un claro predominio de conceptos políticos como “lucha antifas­
cista”, “libertad” y “democracia”. Y aparte de esto, son los colores de la 
Segunda República los que se han convertido en decoración obligatoria 
y seña de identidad de todo el movimiento. Dicho de otra manera, ape­
nas se pudo ver en ios últimos años acto público, homenaje o conme­
moración de las víctimas del franquismo que no reivindicase la bande­
ra tricolor y los valores democráticos.
En perspectiva histórica esta proliferación de los colores republica­
nos debe, por lo menos, sorprender. Porque en vez de aglutinar diferen­
tes tendencias políticas el proyecto republicano se mostró incapaz de 
dar cohesión e identidad a una sociedad profundamente crispada. En 
otras palabras, lo que llenaba los espacios públicos antes y después del 
estallido de la guerra no fueron en su mayor parte símbolos republica­
nos sino las banderas de partidos y sindicatos (Radcliff 1997). Elubo, 
eso sí, muchos que apoyaban lealmente el régimen republicano: alcal­
des y funcionarios estatales, civiles y políticos de muy diferentes colo­
res y hasta policías y militares comprometidos con la causa republica­
na. Pero también es verdad que a la Segunda República le faltaban las 
cohortes de republicanos decididos a defenderla, y eso no solamente 
dentro de los sectores conservadores de la sociedad. Porque ya a princi­
pios de los años treinta y más aún tras el estallido de la Guerra Civil 
predominaban en gran parte de las masas trabajadoras valores políticos 
que se desmarcaban claramente del ideario liberal-burgués en que se 
basaba la República. La revolución social, desencadenada por la rebe­
lión m ilitar en amplios sectores de la industria y la agricultura de la
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zona republicana, es un hecho de la historia social española que en su 
momento no podía sino producir intereses socio-políticos opuestos a la 
legalidad republicana. Y sin embargo, nadie pondría en duda que las 
colectivizaciones revolucionarias llevadas a cabo por los sindicatos de 
socialistas y anarcosindicalistas tras el 18 de julio formaron parte del 
proceso político de la Segunda República.
Ahora bien, dado el hecho de que hoy en día no se excluye de la 
memoria histórica a ninguna víctima del franquismo por sus posibles 
convicciones revolucionarias, resulta necesario preguntar por el lugar 
de la revolución social en la m em oria republicana. Quien estudia la 
inmensa cantidad de textos, comunicados y manifiestos del movimien­
to, vertidos en su mayor parte por Internet, se dará cuenta de que las 
referencias a la revolución social de 1936 son prácticamente inexisten­
tes. ¿A qué se debe este olvido de la revolución social? En primer lugar 
parece que se debe a la falta de herederos “voluntarios” dispuestos a 
asumir este legado. Es bien sabido que el sindicato anarcosindicalista 
de la CNT, el defensor más consecuente de la revolución social, ha per­
dido después de la transición a la democracia prácticam ente todo su 
antiguo peso. Sin embargo, es llamativo que hasta ahora fue únicamen­
te la CNT la que en la Barcelona del año 1980 celebrase unas jomadas 
de debate político con motivo de conmem orar el 19 de ju lio , día del 
triunfo de la revolución en esta misma ciudad.4
Para las otras fuerzas políticas y sindicales, en cambio, la revolu­
ción social constituye un legado anacrónico y poco apropiado para legi­
timar sus fines políticos. Cabe recordar que la represión política que se 
desencadenó en la zona republicana a consecuencia de la revolución 
también fue notable, causando según recientes estimaciones un total de 
víctimas mortales de entre 35 y 50.000 (Juliá 2006: 407ss.). Es eviden­
te, por lo tanto, que este concomitante “negro” impide la identificación 
con el movimiento revolucionario. La tradición republicana, en cam­
bio, no plantea tales problemas, lo cual explica su uso como cobertura 
ideológica para todas y cada una de las “víctimas del franquismo”, fue­
sen éstas republicanos, socialistas, comunistas o anarcosindicalistas.5
4 Cfr. Avui, 20/07/1980.
5 A nte las discrepancias ideológicas en el bando republicano y los conflictos san­
grientos en la zona republicana durante la guerra parece un chiste de m al gusto
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Además, la insistencia actual en la idea republicana hace evidente que 
en muchas ocasiones no se trata sólo de los derechos de las víctimas del 
bando republicano. Hay amplios sectores del movimiento de la memo­
ria cuyas actividades apuntan precisam ente a la reivindicación de la 
tradición republicana como alternativa política para el futuro del país. 
Fue el presidente del Foro por la Memoria, José María Pedreño, quien 
se expresó de la manera más rotunda en este sentido. Según el título de 
un artículo suyo, difundido por la misma página del Foro en abril de 
2005, “Recuperar la Memoria es luchar por la III República” .6
Cabe subrayar que en esta línea argum entativa tam bién entra en 
juego la reivindicación de levantar la impunidad acordada durante la 
Transición. Porque el ataque a la Ley de Amnistía de 1977 sirve muy 
bien para poner en duda el proceso mismo de la Transición y sus resul­
tados políticos, lo que por su parte resulta ser la contrapartida lógica 
del intento de recuperar la tradición republicana. En palabras del presi­
dente mismo del Foro: “La Ley de Amnistía de 1977, y toda la legisla­
ción posterior que se apoyó én el espíritu de la misma, están impidien­
do, en la actualidad, la evolución hacia una democracia avanzada...” . Y 
más tarde este autor agrega su convicción de que “la Casa Real Espa­
ñola se encuentra detrás de todo impedimento para perseguir la impuni­
dad del régimen franquista en nuestro país...” . Dicho en otras palabras, 
la presunta necesidad del cambio de la forma de Estado se convierte en 
condición para la plena recuperación de la memoria y viceversa.
Dada la frecuencia con la que se repite, este argumento se ha con­
vertido ya en un dogma político para muchos que participan activa­
mente en el movimiento por la memoria. Y con el septuagésimo quinto 
aniversario de la proclam ación de la Segunda República en abril de 
2006 se pudo observar un momento culminante de su despliegue públi­
co. En múltiples puntos del país asociaciones y partidos organizaron 
ofrendas florales y concentraciones, todas ellas, ciertam ente, poco
cuando el autodeclarado comunista José M aría Pedreño -presidente del Foro por la 
M em oria- critica la neutralidad política de la rival ARM H de Emilio Silva y se alza 
como defensor del legado político de socialistas, anarquistas y republicanos. Véase 
al respecto Pedreño, José María: “Apoyar a la ARM H es enterrar la mem oria”, en: 
Foro por la Memoria <http://www.nodo50.org/foroporlamemoria/> (23.01.2004).
6 Cfr. Pedreño, José María: “Recuperar la Memoria es luchar por la III República”, en: 
Foro por la Memoria <http://www.nodo50.org/foroporlamem oria/> (14.04.2005).
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apropiadas para hacer justicia a una época tan agitada y contradictoria 
como fue la década de los años treinta. Porque tales exaltaciones, por lo 
general, no suelen nutrirse del interés crítico. Parece, por el contrario, 
un malestar difuso respecto a la actual democracia que se mezcla con 
las pretensiones del movimiento por la memoria para coincidir en la 
recuperación idealizadora de la tradición republicana y la reivindica­
ción de la Tercera República en clave mesiánica.
Esta nueva corriente de republicanismo, que tan abiertamente pone 
en entredicho la Transición y sus resultados, corresponde a una coyun­
tura política que tiene sus orígenes en la subida al poder del Partido 
Popular tras 14 años de gobierno socialista. Pero aparte de lo coyuntu- 
ral hay, como observa el historiador Julio Aróstegui, un factor genera­
cional que también influye sobre esta corriente. Porque con los años 
noventa apareció en la escena pública una nueva generación, cuya refe­
rencia política es únicamente la democracia de los años ochenta. Y a la 
vez perdió protagonismo la generación anterior, que es precisamente la 
que se formó en el tardofranquismo y que protagonizó la Transición. 
En términos de “mentalidad generacional” ese cambio significó la pau­
latina pérdida del espíritu de reconciliación y consenso que había infor­
mado los prim eros años de la nueva dem ocracia y que ahora se ve 
reemplazado por una nueva polarización de conceptos e ideas.
El impacto de este factor generacional se refleja, por un lado, en la 
gran cantidad de jóvenes militantes que acompañaron la victoria electo­
ral del Partido Popular en 1996; y se refleja de igual manera en las visio­
nes más críticas sobre el pasado reciente desde los ámbitos de la izquier­
da. Porque, efectivamente, los que más intervienen en la llamada 
recuperación de la memoria son en su mayoría los hijos de la generación 
de la posguerra, en búsqueda de la historia silenciada de sus abuelos 
(Aróstegui 2006). Una buena confirmación de esto aportan los resultados 
de una encuesta acerca de las preferencias constitucionales en la socie­
dad. Según estos datos, los que favorecen una república en vez de la 
actual monarquía apenas alcanzan un cuarto de la población. Sin embar­
go, la preferencia republicana aumenta según baja la edad de los encues- 
tados, llegando en la categoría de los más jóvenes a un notable 38%.7
7 Cfr. Escrivá, Ángeles: “España da un notable a la monarquía pero un 38% de jóve­
nes prefiere la República”, en: <www.http://elmundo.es> (20/11/2005).
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3. La instrumentalización política
El intento de hacer de la recuperación de la memoria el instrumento de 
un nuevo republicanism o tam bién se tradujo a nivel político. De tal 
manera, el Partido Comunista, socio mayoritario de Izquierda Unida, 
muestra desde hace algún tiempo una clara tendencia de desmarcarse, 
al menos retóricamente, del consenso constitucional vigente, consenso 
que en su momento el mismo partido había votado con gran mayoría. 
A las alturas del nuevo milenio, sin embargo, parece que las cosas han 
cambiado. Porque en el décimo séptimo congreso del PCE en junio de 
2005 se reivindicaba -e n  la línea del argum ento arriba c itad o - “la 
memoria [de las víctimas del franquismo] y la rehabilitación de todos 
sus derechos vulnerados” como una de las condiciones necesarias 
“para que pueda superarse totalmente la situación de democracia ‘otor­
gada’”.8
Igual de comprom etido con tales fines se m uestra -aparte  de los 
comunistas catalanes- Esquerra Republicana de Catalunya, el partido 
hegemónico de la izquierda catalanista ue los años treinta, que des­
pués de la transición se vio relegado a un papel secundario. Las elec­
ciones catalanas de noviembre de 2003 y la derrota relativa de Con­
vergência i Unió, sin embargo, perm itieron a este partido salir de su 
marginalización política y jugar un papel hasta decisivo en la forma­
ción de gobiernos. Porque aparte de constituir un soporte indispensa­
ble para el llamado tripartit en Catalunya también se necesitaban los 
votos de Esquerra en la investidura del nuevo gobierno socialista algu­
nos meses más tarde. Y fue precisamente en esta última ocasión cuan­
do Esquerra puso como condición de su consentimiento la pronta ela­
boración de una “Ley de M emoria”. Hasta qué punto este compromiso 
con la m em oria está condicionado por intenciones políticas lo dejó 
bien claro el diputado de Esquerra en el Congreso, Joan Tarda. Según 
un artículo suyo publicado recientem ente en La Vanguardia, para 
Esquerra Republicana “ la m em oria histórica no se reduce sólo a la 
reparación de las víctimas; tam bién debe plantear el reconocim iento 
de los valores republicanos” y “evolucionar al conjunto de las menta-
Cfr. las “tesis políticas” del XVII Congreso del PCE, en: <http://www.pce.es/pcei_pl. 
php?id=512> (marzo 2006).
212 Sören Brinkmann
lidades de los pueblos ibéricos” a fin de deslegitim ar el régim en 
monárquico vigente.9
Aparte del argumento republicano la intervención de Esquerra en el 
asunto de la memoria histórica introdujo otro componente de distancia- 
miento político, resumido en lo que se suele llamar “victimismo” cata­
lán. Es cierto que la idea de la Guerra Civil en Cataluña como una gue­
rra impuesta desde fuera se ha convertido desde hace mucho tiempo en 
un tópico del discurso catalanista. Con la reaparición de Esquerra en el 
escenario político, sin embargo, el argumento victimista alcanzó una 
nueva importancia a la hora de redefinir las relaciones entre Barcelona 
y Madrid. Un claro reflejo de esto se puede encontrar en una proposi­
ción no de ley expuesta poco después de la investidura del gobierno 
socialista. En esta ocasión se exigía, entre otras cosas, que el gobierno 
central pidiese perdón por el fusilamiento en 1940 del presidente de la 
Generalität, Lluís Companys.10 Y algo más tarde se repetía tal petición 
aún cuando esta vez fuera el rey de España el que debería pedir perdón 
por ser “ la rótula entre la dictadura y el Estado dem ocrático” , según 
expresión de Joan Tardá.11 El cálculo de estas maniobras aspiraba, evi­
dentemente, a que el Estado español como sucesor jurídico de la dicta­
dura asumiese la plena responsabilidad por la represión franquista en 
Cataluña, cosa que ni el rey ni tampoco el gobierno de Zapatero -e n  
este caso en buena sintonía con el Partido Popular- estaban dispuestos 
a aceptar.
Ahora bien, el caso del presidente Companys es interesante también 
por ser una de las figuras más emblemáticas de los represaliados por 
juicios sumarios del franquismo. Refugiado en el Sur de Francia tras la 
caída de Cataluña, el ex-presidente pronto cayó en manos de la Gesta­
po que le devolvió a las autoridades franquistas. De vuelta en Barcelo­
na fue sometido a un tribunal de guerra que le condenó por “rebelión 
militar” a pena de muerte. La sentencia fue ejecutada el 15 de octubre 
de 1940 en la cárcel del castillo de Montjui'c. Y el mismo día de su
9 Cfr. Tardá i Com a, Joan: “ERC y la m em oria h istó rica” , en: La Vanguardia, 
20/07/2005.
10 Cfr. “ERC quiere que el gobierno pida perdón por el fusilamiento de Companys y 
haga un acto de desagravio”, en: Europa Press, 14/05/2004.
11 Cfr. “ERC pretende que el Rey ‘pida perdón’ en nombre del Estado a las víctimas 
del franquismo”, en: <http://www.elmundo.es> (18/11/2005).
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muerte empezó la mitificación de su persona que le convirtió en símbo­
lo de los derechos violados de Cataluña y en máxima expresión de su 
sufrim iento colectivo. Con la muerte de Franco y el camino abierto 
para la recuperación de la autonomía política la figura de Companys 
alcanzó nueva utilidad política como ejemplo de sacrificio y fuente de 
legitimidad de las aspiraciones políticas de la región. Y no extraña que 
ya en estas fechas apareciera también la idea de exigir su rehabilitación 
jurídica mediante la anulación de la sentencia que le costó la vida. Pero 
en vísperas del quincuagésimo aniversario de su fusilamiento en 1990 
el Parlament de Catalunya, dominado por Convergência i Unió, decidió 
retirar tal reivindicación a cambio de un gran hom enaje público en 
honor a su persona (Grup per a l’anul-lació 1991).
Fue precisamente Esquerra Republicana la que en este momento no 
quedó satisfecha con tal decisión y que hace dos años y bajo la nueva 
constelación del gobierno tripartito en Cataluña y un Ejecutivo socia­
lista en Madrid volvió de nuevo sobre el asunto. El primer fruto de sus 
esfuerzos fue que en 2004 la vicepresidenta como primera representan­
te del gobierno central acudiera ai homenaje a Liuis Companys que la 
Generalität celebra cada 15 de octubre delante de su m ausoleo en el 
Fossar de la Pedrera. Y en esta ocasión dio a conocer el acuerdo del 
gobierno de preparar de forma urgente un proyecto de ley para “resta­
blecer la dignidad y el honor” de Lluís Companys.12 Ahora bien, lo que 
en el fondo parece un acto de rehabilitación justa comporta en realidad 
enormes dificultades jurídicas. Porque hay que tener en cuenta que la 
anulación de la sentencia de Companys constituiría un precedente ju rí­
dico con respecto a todos los juicios sumarios y sentencias políticas de 
casi 40 años de jurisdicción franquista. Y además, representaría un acto 
de derogación retroactiva de la legalidad franquista, cosa que el Tribu­
nal Constitucional ya se había negado a hacer en dos ocasiones. No 
extraña, por tanto, que un año más tarde, y al contrario de lo prometido, 
el Ejecutivo no había avanzado en el asunto.13
12 Cfr. Rusiñol, Pere: “El gobierno inicia la rehabilitación oficial del presidente Lluís 
Companys”, en: El País, 16/10/2004.
13 Hasta entre expertos es objeto de controversia si es posible anular los juicios suma­
rios del franquism o. Juristas como Carlos C astresana Fernández y José Antonio 
Martín Pallín se pronunciaron a favor de esta medida. Véase sus respectivos artícu­
los en: El País, 18/11/2004 y El País, 15/06/2004.
214 Sören Brinkmann
4. Un proyecto de ley controvertido
Las discrepancias entre el Ejecutivo y los otros partidos de izquierda se 
pusieron de relieve con toda claridad cuando en febrero de 2006 Esque­
rra presentó un propio proyecto de ley. Porque también en esta ocasión 
ERC junto con los otros grupos izquierdistas insistió en el victimismo 
exclusivo del bando republicano, titulando su propuesta “Proyecto de 
Ley sobre Memoria Histórica Republicana y Antifascista” . El gobier­
no, por su parte, se atenía a su propio horario de trabajo que, evidente­
mente, apuntaba a encontrar el momento políticamente menos sospe­
choso para presentar su proposición. De tal manera, tuvieron que pasar 
tres fechas sim bólicas - e l  14 de abril, día de la proclam ación de la 
República, el 22 de junio, día de la declaración de 2006 como Año de 
Memoria y el 18 de julio, día del estallido de la Guerra C ivil- antes de 
que el Ejecutivo entrara en acción. La propuesta socialista se presentó 
finalmente el viernes, 28 de julio, último día de sesiones en el Congre­
so antes de la clausura de verano.
La intención de no causar sensación también se refleja en su conte­
nido. La propuesta pretende profundizar la reconciliación entre los 
españoles, basada en el espíritu de la Transición y los valores de la 
democracia que surgió de ésta. El texto declara injusto todo tipo de vio­
lencia, represión o persecución acaecida durante la Guerra Civil y la 
dictadura por motivos políticos y reconoce el derecho individual a la 
m em oria personal y familiar. Su m edida principal es la reparación 
moral y material de los daños sufridos. De tal manera, se proyecta la 
rehabilitación mediante “Declaración de reparación y reconocimiento 
personal” de los que sufrieron condenas por juzgados y tribunales de 
guerra. Además, se definen las responsabilidades de las administracio­
nes públicas en cuanto a la localización y exhumación de los desapare­
cidos. Y otros cinco artículos (del 8 al 12) se refieren a prestaciones 
financieras destinadas a completar la legislación de indemnizaciones y 
pensiones que ya había surgido en distintas ocasiones desde finales de 
los años setenta.14 El total de los costes de la ley ascenderá a unos 60
14 Cfi: "Proyecto de Ley por el que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas en favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la dictadura”, en: <http://www.abc.es/informacion/ pdf/proyectoley_guerra_ 
civil.pdf> (jubo 2006).
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millones de euros y se calcula que habrá más de 31.000 beneficiarios 
directos.15
Si estas medidas pueden ser consideradas una reparación justa es, a 
fin de cuentas, siempre una cuestión subjetiva a la que la mayoría de 
los afectados ya no puede contestar por razones simplemente biológi­
cas. Y sin embargo, la propuesta provocó una tormenta de respuestas 
lanzadas a menudo desde posturas diametralmente opuestas. Lejos de 
dejarse seducir por la retórica conciliadora del texto, la derecha respon­
dió con un rechazo rotundo, calificando el proyecto de “un enorme 
error que no sirve a ningún efecto” . Igual de tajante resultó el juicio de 
Esquerra que lo caracterizó de “engaño” y “acto de cinismo”. Críticas 
más razonables se centraron en los déficits e insuficiencias del texto 
que, de hecho, representa una especie de compromiso mínimo. Porque 
resulta cuestionable que el Estado no se atreva a obligar a los ayunta­
mientos a retirar símbolos franquistas del espacio público y que tampo­
co asuma toda la responsabilidad en lo que a la localización y exhuma­
ción de desaparecidos se refiere.16 Otro punto muy criticado por los 
expertos fue la renuncia del Ejecutivo de anular los juicios sumarios, 
m ientras que la G eneralität de Catalunya ya anunció su decisión de 
seguir reclamando la rehabilitación jurídica de su presidente histórico, 
Lluís Companys.17
Sin embargo, a pesar de las muchas críticas vertidas desde todos los 
ámbitos políticos, no son tan negativas las expectativas para convertir lo 
propuesto en norma. El apoyo necesario lo podrían prestar los diputados 
nacionalistas de PNV y CiU, las únicas formaciones que dieron señales 
de una actitud favorable. Así, el PNV anunció que aceptará el texto del 
gobierno como base “adecuada” para la tramitación parlamentaria. Y el 
portavoz de CiU en el Congreso, Josep Antoni Duran Lleida, dio aún un 
paso más y calificó la oferta de “equilibrada y respetuosa” .18
15 Cfr. M. G.: “La ley de memoria costará 60 millones y beneficiará a más de 30.000 
personas”, en: El País, 3/08/2006.
16 Cfr. “Un proyecto de ley que no satisface a nadie”, en: <http://www.elmundo.es> 
(28/07/2006).
17 Cfr. Mauri, Luis: “El Govern insiste en pedir que se anulen los juicios”, en: <http:// 
www.periodico.com> (29/07/ 2006).




La historia siempre suele suscitar controversias, y aún más cuando se 
trata de un pasado que ha dividido de manera traumática y durante mucho 
tiempo la sociedad. Pero si aún cabía alguna duda, son las confrontacio­
nes recientes las que pueden servir para confirmar lo prudente que fue la 
decisión de los protagonistas de la Transición de dejar fuera del debate 
político las memorias amargas de más de cuarenta años de historia. Por 
otro lado, y dadas las circunstancias actuales, parece que los conflictos 
sobre el pasado, al menos en sus extremos, están motivados más por inte­
reses políticos que por las pretensiones de los históricamente afectados. 
En todo caso, resulta que a la luz de ciertas encuestas públicas, ninguna 
de las dos opciones extremas en este asunto encuentra un apoyo mayori- 
tario. Repetidos sondeos han demostrado que -a l contrario de los inten­
tos de deslegitimar la transición- ésta sigue siendo un objeto de orgullo 
para la gran mayoría de los españoles (Avilés Farré 2002: 89s.). Y una 
encuesta ya citada, que se realizó con ocasión del trigésimo aniversario 
de la entronización del rey Juan Carlos en noviembre del 2005, pone de 
relieve una mayoría de tres cuartos de los encuestados que se pronuncia­
ron a favor de la monarquía, mientras que esta institución suele recibir 
siempre las mejores valoraciones entre todas las instituciones políticas 
del país.19 Más ilustrativos en lo que a propuestas legislativas se refiere, 
son los resultados del barómetro del Centro de Investigaciones Socioló­
gicas de octubre 2005 que ya había incluido preguntas acerca de la anun­
ciada “Ley de Memoria”. Según estos datos, un 65% reconoce la enorme 
desigualdad en el tratamiento de las víctimas de los dos bandos de la 
Guerra Civil. Pero a pesar de esto, ascienden a más de un 70% los que se 
expresan a favor de un reconocimiento equilibrado que incluya de igual 
manera a vencedores y vencidos, postura que se corresponde con la reo­
rientación del Ejecutivo socialista en este asunto.20
La posición del gobierno fue reconfortada también por los resulta­
dos de otra encuesta realizada con ocasión del 18 de julio de 2006. Así,
19 Cfr. Escrivá, Ángeles: “España da un notable a la monarquía pero un 38% de jóve­
nes prefiere la República”, en: <http://www.elmundo.es> (20/11/2005) y el dossier 
“El rey del cambio”, en: El País, 22/11/2005.
20 Cfr. el barómetro de octubre de 2005 en <www.cis.es>.
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un 64,5% se mostró “partidario de que se investigue todo lo relativo a 
la Guerra Civil, se descubran las fosas comunes y se rehabilite a todos 
los afectados”, mientras que sólo un 25% se pronunció en contra. Tal 
apoyo se relativiza si se divide en base a la inclinación política del 
encuestado. Porque mientras que un 77% de los votantes socialistas 
están a favor de tal idea, los adversarios votaron mayoritariamente al 
Partido Popular. Pero a pesar de esto, la m inoría favorable entre los 
votantes populares es también considerable, ascendiendo a un 44,8%.21 
Con todo, no parece demasiado atrevido concluir a partir de tales datos 
que el espíritu del consenso está mucho más extendido en el seno de la 
sociedad que actualmente en las élites políticas.
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U lrich  W inter
La reorientación de la política cultural española  
en la legislatura socialista (2004-2006)
Al igual que en otras democracias occidentales, el conjunto de lo que 
se denomina política cultural en España no se lim ita a la gestión del 
M inisterio de Cultura, como, por ejemplo la legislación reciente res­
pecto a la memoria y justicia históricas. Al mismo tiempo, como vere­
mos en adelante, el nuevo gobierno socialista, muy al contrario del 
popular, define una parte importante de su programa político precisa­
mente en términos culturales (el “reconocimiento de la diversidad cul­
tural”, el concepto de “ciudadanía”, etc.), a la vez que insiste en reser- 
var a ¡a política cultural en sentido estricto una funcionalidad propia 
independiente (al menos en teoría) de criterios económicos. Por lo 
tanto, en la era socialista, la cultura no se lim ita a un determ inado 
campo de sectores políticos que abarque desde las artes escénicas al 
fomento del sentimiento de identidad cultural, sino que es también el 
resorte ideológico de la política, es decir, el lugar donde se articulan, 
conservan y en parte realizan real o simbólicamente los valores del par­
tido y en cierta medida también sus ideales o utopías políticas. Por eso, 
la política cultural se nos presenta como una lente condensadora, que 
permite ver algunos aspectos de la reorientación política socialista con 
nitidez, mientras que distorsiona otros. La gestión del M inisterio de 
Cultura, objeto del presente ensayo, se inscribe en esa funcionalidad a 
la vez concreta y simbólica e ideológica. Nos parece adecuado, por lo 
tanto, abordar el análisis de la gestión cultural del gobierno socialista y 
de los procesos de polarización y de reconciliación -p o r no decir “con­
senso”, térm ino cargado por la retórica de los populares- en prim er 
lugar desde sus formulaciones políticas, para atender posteriormente a 
las consecuencias reales de las políticas simbólicas de cultura y a los 
aspectos simbólicos de su práctica política. Comenzaremos, pues, esbo­
zando algunas de las líneas generales y rasgos programáticos de la polí­
tica cultural socialista. A continuación trataremos la gestión concreta
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en función de sus objetivos básicos, para finalmente analizar algunos 
ejemplos y polémicas.
1. Líneas generales
La gestión cultural del actual gobierno español se basa en dos estrate­
gias fundam entales. Por un lado, en el distanciam iento y la ruptura 
respecto a la política del gobierno popular, principalmente en cuanto 
concierne a lo que Javier Tusell (2000: 137) llamó la “sobrecarga ide­
ológica” de la cultura dentro de un marco de nacionalismo centralista; 
por otro lado, en el continuismo, la recuperación y modernización de 
posiciones socialistas tradicionales -o , si se quiere, de la interpreta­
ción socialista de derechos constitucionales- como la prom oción y 
tutela del acceso a la cultura para todos, el fomento de la lectura, etc.1 
Ambas estrategias se desarrollan en el marco de una tercera, que bien 
podría considerarse, citando a la propia ministra de Cultura, Carmen 
Calvo, la “filosofía” (Calvo 2004a) de la política cultural socialista, 
esto es, la adopción y la realización en el ámbito nacional de concep­
tos consensuados por entidades supranacionales (Unión Europea, 
UNESCO, OMC): el reconocimiento de la diversidad cultural, el con­
cepto de ciudadanía, y otros. Además de ser una consecuencia jurídica 
de la integración internacional de España, la realización de estos y 
otros principios es una decisión programática basada en un principio 
que podría llamarse cosmopolitismo cultural. Éste reemplaza al mode­
lo francés de política cultural española que se mantuvo como referente 
durante la era de gobierno de Felipe González, y funciona como 
impulso m odernizador de los tradicionales contenidos de la política 
cultural socialista. Casi todos los contenidos sustanciales que figuran 
tanto en los posicionam ientos program áticos del PSOE en general 
como en las propuestas de cultura en particular, bajo el marbete de los 
“cuatro ejes fundam entales” que constituyen las líneas políticas de 
actuación del Ministerio (tal como la ministra las expuso en su prime­
ra com parecencia ante la Com isión de Cultura del Congreso de los
1 Cfr., respectivam ente, los artículos 148 y 149 de la C onstitución y el program a 
electoral de las elecciones generales 2004 del PSOE (PSOE 2006).
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Diputados el 24 de mayo de 2004) se enmarcan en esta filosofía. Sobre 
todo los dos primeros: “El reconocimiento de la diversidad cultural” y 
“el concepto de ciudadanía”. El tercer y cuarto ejes, “la búsqueda de la 
cohesión social”, y “el fortalecimiento de la cooperación cultural” en 
el interior y el exterior, representan, en cierto modo, su traducción al 
ám bito nacional (Calvo 2004b: 3).2 M ientras que para el gobierno 
popular el referente trascendental de la política cultural era el unitaris­
mo español, el actual gobierno concede prioridad a conceptos cosmo­
politas, que se presentan como ajenos a la lucha de partidos, y con 
validez supranacional.
Este cambio de rumbo conlleva varias consecuencias:
En primer lugar, aplicar el principio del reconocimiento de la diver­
sidad cultural, consensuado en un contexto supranacional, a un país 
con una realidad plurinacional, marcado, por un lado, por conflictos 
nacionalistas internos, motivados por la coexistencia de nacionalismos 
con desarrollos muy distintos y, por otro, por la existencia de amplios 
sectores partidarios del centralismo, crea crispación en varios niveles. 
Como muestra el caso de los “papeles de Salamanca” que estudiaremos 
más adelante, el consenso o la polarización es una cuestión de óptica. 
Lo que contradice la idea del unitarismo español, se justifica como con­
sensual a un nivel de referencia superior (como aplicación del principio 
cosmopolita de reconocimiento de la diversidad cultural o de “la convi­
vencia de culturas”) o bien inferior (reconocimiento de derechos cultu­
rales de las Comunidades Históricas).
En segundo lugar, mientras que en la concepción neoliberal del Par­
tido Popular, la cultura se vio supeditada a finalidades económicas e 
ideológicas, en el gobierno socialista, la cultura pasa a ocupar una posi­
ción clave dentro del sistema de campos políticos. Incluso las nuevas 
convicciones y objetivos básicos políticos en general se definen en tér­
minos culturales, como por ejemplo, “el reconocimiento de la diversi­
dad cultural” o “ la ciudadanía como derecho cultural” . Sin perder el 
estatuto de relativa autonomía económica, la cultura ahora se relaciona 
orgánicam ente, esto es, desde los objetivos trascendentales, con los 
campos políticos más pragmáticos. Los socialistas ponen énfasis en el 
estatuto de “excepción cultural” ; cultura, por consiguiente, goza de
2 Véase también el programa electoral del PSOE antes citado.
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legitimación autorreferencial, por lo que debe ser autónoma, depender 
únicam ente de ciertos principios generales com partidos por todos 
(como la identidad cultural) y contribuir tan sólo indirectamente a la 
eficiencia económica o social, en lugar de hacerlo directamente.3 De tal 
modo se otorga a la cultura, según nuestra tesis, el papel de resorte ide­
ológico de la filosofía socialista, formando al mismo tiempo el princi­
pio y el contrapeso a otros campos políticos que se legitiman por la efi­
ciencia económica cuantificable. Cuando los objetivos de la política en 
general se definen en térm inos culturales, conservar su autonom ía y 
servir a fines políticos ajenos a la cultura, no resulta una contradicción 
para la política cultural, como lo fue durante el gobierno del Partido 
Popular.4 Pero además, por su naturaleza idealista, la cultura necesita 
símbolos visibles; de ahí la importancia y trascendencia del centenario 
del Quijote (ver abajo).
Una vez señalados algunos rasgos programáticos de los socialistas 
en m ateria cultural, pasemos a continuación a abordar las estrategias 
destinadas a poner en práctica por el nuevo estatuto de la cultura.
2. Cambios, disposiciones, gestiones
Un prim er principio de gestión es la recuperación y el aumento de la 
autonom ía y la profesionalidad en el ámbito de la cultura. Un hecho 
trascendental que ha de señalarse en primer lugar es la reincorporación 
como un ministerio independiente del Ministerio de Cultura, que en la 
época popular había estado convertido en una Secretaría de Estado del 
Ministerio de Educación cuya Comisión Delegada de Cultura dependía
3 Véase el discurso de investidura del entonces candidato a la presidencia del gobier­
no, José Luis Rodríguez Zapatero: “ [...] para el gobierno de España la cultura no 
merece ser tratada como una m ercancía más. La cultura no es un objeto mercantil 
puro que deba regirse estrictamente por las reglas de la oferta y la demanda. La cul­
tura encierra todo el pasado y todo el futuro de un país, las vivencias de las genera­
ciones pasadas, las ambiciones de futuro de nuestros conciudadanos. Esta razón, y 
no otra, ju s tifica  el principio de excepción cultural que defenderem os desde el 
gobierno” (Rodríguez Zapatero 2004).
4 Para la política cultural de los populares y  sus contradicciones internas, cj'r. Rubio 
Aróstegui 2005.
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directam ente de la presidencia del gobierno.5 Los socialistas, en sus 
intervenciones parlamentarias, no han dejado de destacar el valor sim­
bólico de la existencia de un Ministerio de Cultura, seña de identidad 
de los gobiernos republicanos y socialistas.6 A la restauración del 
Ministerio de Cultura se añade el relevo de altos cargos y miembros de 
los patronatos de las instituciones culturales más importantes, como el 
Museo del Prado, el Teatro Real, etc., por profesionales versados en su 
oficio que en muchos casos forman parte del “equipo andaluz” a la 
cabeza del cual se sitúa la que fue delegada cultural autonómica, y es 
ahora ministra de Cultura, Carmen Calvo. En el último bienio Cultura 
ha visto considerablem ente aumentado su presupuesto - e n  2005 un 
9,6%, más del doble de lo que creció en toda la legislatura anterior. Del 
nuevo reparto de fondos se han beneficiado proyectos tradicionalmen­
te asociados con la política cultural socialista como el fomento de la 
lectura, la producción cinematográfica, etc. Finalmente, se hace hinca­
pié en conceptos igualmente socialistas como la “excepción” o “espe­
cificidad cultural” y se reajusta, por vía legislativa, la coordinación del
1 0 /   „1 7i /o  i/u iiu ia i .
Aparte del aumento de la conexión interministerial de Cultura, un 
segundo principio de actuación tiene como objetivo el reconocimiento 
y la protección de la “diversidad de las expresiones culturales”. En este 
objetivo tan innovador respecto al gobierno del Partido Popular, y que 
resulta mucho más susceptible de provocar polarizaciones que los que 
se acaban de mencionar, coinciden al menos dos políticas culturales, y 
se desarrolla en dos niveles distintos:
En prim er lugar, una vertiente exterior: la m inistra de Cultura 
fom enta activam ente la organización de encuentros y resoluciones 
interculturales, así como la participación española en los mismos. Algu­
5 En el discurso de investidura de 2000, y de manera aún más señalada en el de 1996, 
del entonces candidato a la presidencia del gobierno, José M aría Aznar, la cultura 
aparecía como un aspecto de m uy bajo relieve y asociada a la educación o en el 
sentido de una “potencia” útil en “un mundo abierto” (Aznar 2000).
6 Véase al respecto Calvo 2004b: 38.
7 Véase el proyecto de ley sobre la excepción cultural, anunciado el 24 de mayo de 
2004 con motivo de la primera comparecencia de la ministra de Cultura en el Con­
greso de los Diputados (Calvo 2004b: 5). Véase para la política cultural socialista 
en las legislaturas anteriores Rubio Aróstegui 2003.
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nos ejemplos son el Foro Cultural Mundial (2 de julio de 2004), la Con­
vención Internacional sobre Protección de la Diversidad de los Conte­
nidos Culturales y de las Expresiones Artísticas durante la Conferencia 
General de la UNESCO (octubre de 2005), la Declaración a favor de 
una Carta Cultural Europea (9-11 de mayo de 2005), la Declaración de 
M adrid a favor de la diversidad cultural (10-12 de junio de 2005), el 
Fórum de Barcelona, etc.
Las actividades exteriores m encionadas testim onian el alto valor 
político que los socialistas otorgan al cosmopolitismo cultural. En la 
misma lógica se enmarcan la traducción del principio de reconocimien­
to de la diversidad cultural al ámbito interno8, en especial las políticas 
de identidad nacional o cultural respecto al pasado bélico y totalitario 
del siglo xx, y las políticas de reconocimiento de los derechos cultura­
les de las Comunidades Históricas.9 Estas políticas están guiadas por 
las ideas de reconciliación y reconocimiento, así como de la conserva­
ción y consolidación del patrimonio cultural como fuente de los senti­
mientos de la identidad nacional española y su evolución histórica.
Este vector de la gestión cultural, en un principio, está destinado a 
obtener efectos consensúales, estabilizadores. En la práctica, sin 
embargo, a medida que van surgiendo las implicaciones políticas direc­
tas, com ienza a despertar ciertos recelos la disposición socialista de 
conceder derechos culturales adicionales a las Comunidades Autóno­
mas, y especialmente a Cataluña. Según el principio de la diversidad 
cultural, la idea de justicia histórica implica el reconocimiento de un 
pluralismo irreducible de memorias o, respectivamente, de comunida­
des de memoria, que se opongan a la semántica unitaria de la “unidad 
de España” en cuanto comunidad histórica de destino, tal como la habí­
an planteado los populares. Analizarem os más detenidam ente este 
asunto al tratar el contencioso sobre los llamados “papeles de Salaman­
ca” donde, por cierto, confluyen todos los temas abordados hasta aquí.
8 De hecho, según la política cultural oficial, el objetivo de reconocer la diversidad 
cultural afecta tanto al exterior como al interior. Cfr. M inisterio de Cultura 2006.
9 Estas políticas van desarrollándose, en parte, a través de la revitalización de la coo­
peración interterritorial por medio de la Conferencia Sectorial de Cultura, práctica­
m ente abandonada por el Partido Popular (sólo la convocó una vez en sus ocho 
años de gobierno).
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Hechas estas consideraciones, pasaremos directamente al análisis de 
dos casos ejemplares de la gestión cultural.
3. El IV Centenario del Quijote: símbolo del patriotismo cultural
Que el IV Centenario de la publicación del primer tomo del Quijote 
en 2005 coincidiera con el segundo año de la legislatura socialista, debe 
haber sido, para los miembros del partido en el gobierno, una feliz 
casualidad, algo así como un golpe de fortuna histórico. Al igual que 
para los populares la Constitución Española, cuyo XXV aniversario se 
celebró en 2003, la novela cervantina, más que un acontecimiento, es 
un emblema que parece haber sido inventado para plasmar simbólica­
mente el conjunto de la programática cultural del actual gobierno. El 
patriotismo constitucional, por un lado, y por el otro, un patriotismo 
cultural a la vez cosmopolita e hispanocéntrico. El Quijote se considera
co m o  lib ro  fund am en ta l de la  len g u a  que  co m p artim o s con  tan to s  c iu d ad a ­
nos del m u n d o , y  tam b ién  co m o  sím bo lo  de una  c iv ilizac ió n  que  ha ten ido  
h a s ta  ah o ra  en  el lib ro , en  g e n e ra l , la  fu e n te  p r in c ip a l de  c o m u n ic a c ió n . 
[...] [Y] en  p a rticu la r, [es] la  c asa  co m ú n  p a ra  la  aco g id a  y  la  co n v iv en c ia  
de m u y  d is tin to s  m o d o s de  sen tir y  p en sa r .10
Esto es, símbolo del reconocimiento de la diversidad cultural. Para el 
exterior, el Quijote representa un “referente y emblema de nuestra cul­
tura, además de un arquetipo en el que se concitan algunos de los valo­
res más significativos y fundamentales de la cultura universal” :
10 Y sigue la cita: “quizá [...] la efeméride nos ponga en las manos la ocasión para dis­
cutir sobre el estado actual de una lengua con más de 400 m illones de hablantes 
[...] para abordar nuevos proyectos de ámbito nacional e internacional que influyan 
y hagan reflex ionar en foros tan diversos com o el político, el de la integración 
social o los de la cultura. Esta efeméride puede ser el eje del Plan de Fomento de la 
Lectura. Un plan que debe llegar a todos los sectores de la población y a todas las 
edades, por lo que será fundam ental la participación de otros departam entos. En 
especial del Ministerio de Educación y Ciencia, de Trabajo y Asuntos Sociales; sin 
olvidar Interior, Sanidad o Defensa. Asimismo, no se olvidará la población inm i­
grante que, a través de la lectura, encontrará un elemento adecuado de integración” 
(Calvo 2004b: 4-5).
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[Su] im p o rtan c ia  [...] reb asa  los ám bitos h isp án ico s [...] b rin d a  u n a  ocasión  
[...] para  fo rta lecer el reencuentro  y expresión  de los d iferen tes pueb los ibero­
am ericanos en  lo que los hace singulares y  d iversos. E s, tam bién , una llam ada 
a  todos los c iudadanos del m undo  p ara  p rop ic iar el d iálogo  y  la com unicación  
p o r m ed io  de la cu ltu ra” (M in isterio  de C u ltu ra  2004a); “una  m an ifestac ión  
[...] de los valores y  derechos hum anos” (M inisterio  de C u ltu ra  2004b).
A fin de tener otra impresión de la semantización cosmopolita del sím­
bolo, puede citarse, entre los múltiples actos organizados por la comisión 
y el consorcio creados al efecto, un debate sobre el Quijote, patrocinado 
por el Ministerio de Cultura, en el Foro Social Mundial de Porto Alegre 
en enero de 2005, para “debatir la sociedad civil a nivel mundial”, bajo el 
título “Quijotes de hoy: Utopía y política” (Ministerio de Cultura 2005a). 
Para los socialistas, el Quijote, al igual que, por ejemplo, el Museo del 
Prado, cuenta con esta “doble dimensión nacional y universal”, porque 
representa “el retrato universal de nuestra historia y de nuestra cultura 
artística” (Calvo 2004b: 9). Estas imágenes del Quijote se unen, como es 
sabido, a una larga tradición, que se remonta cuando menos a la genera­
ción del 98, aunque ahora, por razones obvias, el símbolo ya no lo consti­
tuye el héroe sino el libro en sí. El Quijote se ha vuelto un símbolo de 
política cultural reconciliador, y en este sentido, consensual. Por su natu­
raleza simbólica, el centenario no ha provocado apenas polémica.11 Muy 
al contrario del caso de los “papeles de Salamanca”.
4. La polémica en torno a los “papeles de Salamanca”
La polémica en torno a la devolución de los llamados “papeles de Sala­
manca” a la Generalität de Cataluña representa un caso particularmente 
significativo de los estímulos de polarización implícitos en los paráme­
tros de la nueva política cultural. La acción se había puesto en marcha 
por iniciativa de la Commisió de la Dignitat y se realizó bajo la direc­
11 Salvo tal vez el comentario de la diputada del Grupo Popular, Beatriz Rodríguez- 
Salm ones Cabeza: “ [...] es una cosa im provisada, que va a hacer un programa de 
festejos y no una conmemoración, que va a poner el logotipo a cuantas iniciativas 
sociales caigan en su mano, pero esto no es lo que demanda de usted una conme­
moración como la del Quijote” (Rodríguez-Salmones Cabeza 2004: 1822).
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ción del Ministerio de Cultura. Según el trámite preceptivo y de con­
formidad con la ley correspondiente, aprobada por el Parlamento espa­
ñol el 3 de noviembre de 2005, se restituyeron a la Generalität de Cata­
luña, en la m adrugada del 19 de enero de 2006, los documentos 
incautados a entidades radicadas en Cataluña en 1938 y 1939 con fines 
de represión política y custodiados desde entonces en el Archivo Gene­
ral de la Guerra Civil Española, en Salamanca. En contrapartida, como 
compensación, se salvaguarda, en razón de su interés histórico y cultu­
ral, la integridad funcional del archivo y de la documentación alberga­
da en él. Con este fin se decidió depositar en el archivo una copia o 
duplicado de todos los bienes restituidos. Además, la ley prevé la crea­
ción de un Centro Documental de la Memoria Histórica, con sede en 
Salamanca, y de gestión y titularidad no autonómicas, sino estatales, en 
el que se recojan los fondos del Archivo de Salamanca y toda la docu­
mentación relacionada con esta época (Ministerio de Cultura 2005b).
En un principio, el gobierno pretendía enmarcar el traslado de los pape­
les en una política del pasado no polarizadora, sino reconciliadora, en la 
linca de las leyes de amnistía basadas en los principios de justicia histórica 
y reparación democrática, pero también de recuperación de la memoria 
histórica y conservación del patrimonio histórico (Ministerio de Cultura 
2005c). Desde la “filosofía” de la política cultural socialista, puede supo­
nerse incluso que se trataba de un acto de reconocimiento y subsiguiente 
recuperación de derechos históricos y culturales, de diversidad y de coo­
peración cultural. Remitiéndose a la antigüedad del caso y a la legalidad 
del proceso, la retórica socialista niega cualquier implicación partidista de 
la cuestión, limitándola a “una cuestión de justicia” cuyo “fondo [...] tras­
ciende a las meras líneas políticas de los partidos” (Calvo 2005a: 5060).
Sin duda alguna se trató de un proceso legal y democrático. La ley, 
precedida por una Proposición No de Ley, aprobada en el Congreso de 
Diputados en mayo de 2004, que instaba al gobierno a establecer un 
diálogo con la Commisió de la Dignitat, y por un informe de un comité 
m ultidisciplinar de expertos, fue aprobada por todos los grupos a 
excepción del PP, y la enmienda a la totalidad de la ley presentada por 
el grupo del PP no fue apoyada por ningún otro grupo parlamentario.12
12 En enero de 2006, el Tribunal Constitucional admitió a trámite el recurso de incons- 
titucionalidad promovido por la Junta de Castilla y León contra la Ley de Restitu-
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Los tres asesores designados desde Castilla y León para formar parte 
del Comité de Expertos se abstuvieron en lugar de votar contra la ley. 
Para el comité de expertos, “ la llegada de la Dem ocracia supone la 
apertura del Archivo a la investigación y permite además su utilización 
para objetivos contrarios a aquellos para los que fue creado: el recono­
cimiento de derechos a víctimas de la guerra y de la represión” . Devol­
ver los papeles corresponde además al principio archivístico de “proce­
dencia” .13 Cabe preguntarse, sin embargo, por qué el traslado de los 
documentos pudo irritar de tal manera las sensibilidades públicas. ¿Por 
qué no fue posible m antener el equilibrio entre el reconocimiento de 
los derechos culturales (diversidad cultural a nivel autonómico) y la 
unidad española como condición de posibilidad de una política cultural 
socialista según la filosofía antes expuesta? Y en este caso concreto: 
¿Por qué tam poco fue aceptada la idea, propuesta por el com ité de 
expertos, de que al reem plazar los papeles restituidos por copias o 
duplicados se conservaría la esencia del Archivo? Para dar una respues­
ta que relacione el problema con los planteamientos de la política cul­
tural del gobierno socialista, cabe distinguir dos aspectos, que se entre­
mezclan premeditadamente en el debate. Primero, el simbólico. Para 
los oponentes a la ley, la “desmembración”, “desarticulación” , “desin­
tegración”, “desvirtuación” o “desmantelación” del Archivo equivale a 
la pérdida de la unidad de España a favor de los catalanes. Segundo, el 
aspecto político: el alcance únicamente bilateral de la Ley de Restitu­
ción se considera, o bien injusto respecto a las Comunidades Históricas 
no contempladas por la Ley (en primer lugar el gobierno vasco), o bien 
una “caja de Pandora” por lo que implica de precedente en el futuro 
para la legitimidad de otros archivos.
(1) Veamos el primer aspecto. Que se trata fundamentalmente de un 
acto simbólico y politizado es lo único en que todos los grupos implica­
dos coinciden. Según José Álvarez Junco, m iembro del comité de
ción a la Generalität de Cataluña de los documentos incautados durante la Guerra 
Civil. Véase Yoldi/Lázaro 2006.
13 Véase el “Informe de la comisión de expertos creada por el Patronato del Archivo 
General de la Guerra Civil para asesorar sobre el contencioso derivado de la recla­
mación de restitución de la documentación incautada a la Generalität de Cataluña a 
la finalización de la Guerra Civil española”, del 23 de diciembre de 2004 (Álvarez 
Junco/Bem al i Cercos et al. 2004).
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expertos, “después de la transición [...] la gran mayoría de la opinión 
castellana [...] había interiorizado [el Archivo de Salamanca] como 
símbolo de su memoria colectiva” (Álvarez Junco 2004). Para la Con­
federación de Asociaciones de Archiveros, Bibliotecarios, Museólogos 
y Documentalistas, el Archivo General como testimonio histórico es un 
auténtico “lugar de la memoria” español (ANABAD 2004). Cataluña, 
por su parte, hubo de esperar más de veinticinco años para la devolu­
ción de los docum entos.14 Es más: Nueve de las 500 cajas contienen 
documentos relacionados precisamente con el Estatuto de Cataluña de 
1932, e incluso algunos incluyen el texto del mismo (E l País 2006). 
Finalmente, los oponentes a la devolución de los documentos, al subra­
yar también el aspecto simbólico, se valen de una retórica acuñada por 
el PP ya en los años noventa, y omnipresente en los discursos conserva­
dores del momento: “El archivo es España”, se trata de “la destrucción 
de un símbolo nacional” (Acebes 2006). Una variante extrema de esa 
figura retórica se ha convertido en la que más se ha barajado desde 
entonces en los sectores conservadores: la “unidad de España” tiene su 
presencia real en la unidad física de los papeles originales de Salaman­
ca, y se desintegrará en cuanto se desmantele el Archivo. Además de 
que la lógica de esa figura retórica (“el Archivo es España y la devolu­
ción de documentos equivale a la cesión de territorios”), identifica 
España con un constructo fascista inventado con fines represivos, ese 
argumento no tiene base real. Como advierte Álvarez Junco (2004), las 
500 cajas devueltas a Cataluña representan un 3% de la totalidad de los 
documentos15, se debería hablar, por lo tanto, de “fondos de la Genera­
lität de Cataluña anteriores a 1939, y no de ‘papeles’ de Salamanca” .
Pero una figura retórica no necesita base real, pues aun sin ella 
puede funcionar, y a veces incluso mejor. La Junta de Castilla y León 
se considera el guardián de la memoria histórica de España, y opina 
que Salamanca es la ciudad idónea para el “Archivo de España”: “El 
gobierno de Castilla y León no va a permitir en ningún caso que se des-
14 Decreto-ley 41/1977, del 29 de septiembre.
15 Joan Culla, po r su parte, advierte que tam poco ha sido la prim era vez en que se 
trasladaron documentos, pues ya lo hicieron los franquistas para apoyar la repre­
sión de sus enemigos. Y  recuérdese que la prim era Proposición No de Ley para la 
devolución de los documentos a Cataluña la firmó en 1980 el propio M anuel Fraga 
(Culla 2006).
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m antele España” .16 El debate no sólo provoca tem ores unitaristas, 
como por ejemplo el de que la devolución de papeles en base a dere­
chos históricos esté “íntimamente ligado a que Cataluña sea una nación 
y que no lo sea España”, como dice un comentarista (Acebes 2006). De 
ahí tan sólo hay un paso a las metáforas bélicas traídas a colación por 
los oponentes más radicales -representantes populares de la Junta de 
Castilla y León y comentaristas conservadores entre los que se cuentan 
escritores como Juan Manuel de Prada o Gonzalo Santonja, que fomen­
tan el reciclaje de todos los fantasmas de “las dos Españas” convirtien­
do el contencioso en una nueva Guerra Civil anticatalanista. Desde las 
páginas de El Mundo Francisco Umbral lanza el grito: “Toda España es 
Salam anca”; por su parte, A B C  titula “La batalla de Salam anca” . El 
alcalde, Julián Lanzarote, promete la defensa en caso necesario “física” 
del Archivo, y representantes del Partido Popular se apropian, pervir­
tiendo su sentido, de la frase que Miguel de Unamuno espetó a Millán 
Astray en el paraninfo de la U niversidad el 12 de octubre de 1936, 
“venceréis pero no convenceréis” . En otros casos el debate degeneró en 
las peores retóricas de cruzada anticatalanista y de primitivo antimo­
dernismo.17 Los esquemas de interpretación premeditadamente irracio­
nalistas y polarizadores movilizados por conservadores y unitaristas 
- la  conjuración de una nueva Guerra Civil, las “dos Españas” redivi­
vas, el unitarismo español estratégicamente anticatalanista, el antimo- 
dem ism o- apuntan a disposiciones mentales históricamente arraigadas 
en algunos sectores de la población. Así, el debate simbólico sobre los 
“papeles de Salamanca” hace visible los límites de transferibilidad del 
principio cosm opolita del reconocim iento de derechos culturales al 
campo de conflictos nacionalistas internos.
(2) Pasemos a la otra manzana de la discordia, el aspecto político 
del contencioso. La polémica en torno a los “papeles de Salamanca” se 
nutre por supuesto de una sensibilidad anticatalana exacerbada con 
motivo del debate sobre el nuevo Estatuto autonómico, un debate que,
16 V éase la “ D eclaración institucional de la Junta sobre el Archivo de Salam anca” 
(Junta de Castilla-León 2005).
17 Véanse los documentos recogidos por el Ayuntamiento de Salamanca en su página 
de Internet. Para la frase de U nam uno, véase el com entario de Santos U namuno 
2005.
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por otro lado, supone una coyuntura propicia para la devolución de los 
documentos.18 Aun más grave resulta lo restrictiva que es la ley. Según 
un “Informe de los archiveros españoles”, reproducido en la página 
web del Ayuntamiento de Salamanca, “ [q]uedan fuera del ámbito de 
aplicación del proyecto de ley los documentos de las instituciones 
públicas republicanas” así como “los documentos o archivos incauta­
dos al gobierno vasco, segundo gobierno autónom o existente en la 
España Republicana” . El informe pone especial énfasis también en otro 
hecho:
P o r p rim e ra  vez  se acep ta ría  p ro ced e r a u n a  tran sfe ren c ia  de  fon d o s de 
un  a rch iv o  de titu la rid ad  esta ta l y  g es tió n  d irec ta  del M in iste rio  de  C u ltu ra  
a un  a rch ivo  de  C o m u n id ad  A u tó n o m a, co n  lo  que  ta l hech o  im p lica ría  de 
p reced en te  in so slay ab le  en  el fu tu ro  p a ra  no  ac e p ta r q u e  sea  tran sfe r id a  la 
g e s tió n  de  o tro s  a rc h iv o s  d e  t i tu la r id a d  e s ta ta l y  g e s tió n  d ire c ta  [ . . . ]  d e l 
E stad o  a las C o m u n id ad es  A u tó n o m a s .19
Como era de esperar, la prensa conservadora respalda este punto de 
vista: “Toda España”, dice el editorialista de ABC, “asist[e] a la apertu­
ra de una Caja de Pandora, esto es, entrar en un proceso de reclamacio­
nes de otras Com unidades Autónom as” . Según el editorialista de El 
M undo , la idea de fragm entar la posesión del patrim onio cultural y 
documental entre 17 comunidades pone “fin al consenso”, porque “va a 
agravar más las crispaciones entre las distintas partes de España”.20
Si bien es cierto que estas opiniones se encuentran en la línea, ya 
comentada, de una instrumentalización ideológica del debate, la ges­
tión del Ministerio de Cultura en este caso evoca otro aspecto particu­
larmente interesante para el tema que estamos tratando, pues pone de 
relieve una contradicción en el nivel programático o ideológico de la
18 Algunas voces críticas no dejaron de relacionar la rapidez de su tramitación con las 
presiones políticas por parte de Esquerra Republicana de Cataluña; véase la inter­
vención de Gonzalo Robles Orozco (Grupo Popular) en el Congreso de los Diputa­
dos (Robles Orozco 2005: 4043-4044).
19 Véase el “Informe de los archiveros españoles” reproducido en la página web del 
Ayuntamiento de Salamanca.
20 A rtículo  de A ntonio G onzález Q uintana en ABC y editorial de El Mundo, 
30/12/2004, respectivam ente; citados según la página w eb del A yuntamiento de 
Salamanca.
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política cultural entre formulación política y realización. Henry Etting­
hausen califica la transferencia de papeles como “aplicación discrimi­
natoria de justicia”, “poco convincente”, “que tiene la desgracia de dar 
credibilidad a la acusación por parte del Partido Popular de que la devo­
lución de los “papeles” responde a presiones políticas” (Ettinghausen 
2005). De hecho, la ley no parte de un concepto general de víctima tal 
como habría sido de esperar de una política inspirada en un concepto 
cosmopolita de reconocimiento de derechos culturales.
La polémica en tomo al Archivo General de la Guerra Civil, instigada 
por medios conservadores y partidarios del Partido Popular por razones 
políticas, hace resaltar de manera ejemplar el potencial de polarización 
implícito en los parámetros de la nueva política cultural, precisamente 
porque se trata de un debate simbólico, politizado y de pasiones exacer­
badas, en el cual se reflejan las sensibilidades encontradas acerca del 
nuevo Estatuto catalán y del concepto de “unidad de España”, y tal vez 
un malestar generalizado, inconsciente e indeterminado en los sectores 
conservadores de la población frente a los cambios políticos en la nueva 
España de los socialistas, un malestar que el principal partido de oposi­
ción, al realizar al mismo tiempo un giro hacia la ultraderecha, ha sabido 
fomentar e instrumentalizar. Los socialistas no han logrado neutralizar la 
figura retórica que en la sensibilidad conservadora de la población ha 
reemplazado a la realidad, esto es, que la conversión del archivo real en 
archivo virtual corresponda a la “desmantelación de España”. Los plan­
teamientos de la política cultural socialista, al parecer, no disponen por el 
momento de una respuesta adecuada ante esta realidad mental.
5. Conclusiones
La política en materia cultural del actual gobierno se caracteriza por el 
empeño en marcar un distanciamiento e incluso una ruptura respecto a 
la política popular y, del otro lado, por la recuperación de posiciones 
socialistas tradicionales y el desarrollo de éstas hacia lo que hemos lla­
mado cosmopolitismo cultural, que todavía no estaba al alcance de la 
generación de Felipe González, pero sí de la de Rodríguez Zapatero y 
su equipo, que forman parte de la segunda generación de la democra­
cia. Los efectos más polarizadores surgen cuando, como hemos visto 
en el ejemplo de los “papeles de Salamanca” , se aplican, por razones
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pragmáticas e ideológicas los principios de una política de reconoci­
miento de la diversidad cultural de dimensión global a nivel de la rela­
ción entre el Estado central y las Comunidades Autónomas.
Esta “política de la diferencia” (Charles Taylor) que exige no sólo la 
convivencia sino tam bién el reconocim iento político del otro, se 
enfrenta, en España, con la todavía no resuelta situación del plurinacio- 
nalismo. Amplios sectores de la población no están dispuestos a consi­
derar el problema de España como un problema de plurinacionalismo 
radical. La promesa de la ministra de Cultura en su primera compare­
cencia ante la Comisión de Cultura de “una España diversa y plural, 
que [...] no nos debe asustar, es la que está recogida en la Constitución” 
(Calvo 2004b: 37) habría resultado tautológica, si la política socialista 
no hubiera interpretado los conceptos “diverso” y “plural”, prudente­
mente abiertos en el texto de la Constitución, en un sentido radical. 
Para encauzar este proceso de diversifícación cultural, la política cultu­
ral, en cuanto campo de políticas simbólicas, necesita, al parecer, des­
arrollar también formulaciones políticas reconciliadoras y cultivar sím­
bolos visibles como el Quijote, en los cuales se retleja  una imagen 
positiva del multiculturalismo, basado no en la diferencia, sino en la 
unidad de una cultura com partida por todos, y susceptible, por esta 
razón, de alimentar sentimientos de identidad nacional.
Bibliografía
A C E B E S , A ngel (2006): “C arm en  C alv o  d ice  que se ha  cu m p lid o  la  ley ” , en: 
El País Digital, 20 /01 .
Á L V A R E Z  JU N C O , Jo sé  (2 0 0 4 ): “ E x p e rto s  y  p a p e le s” , en: E l País Digital, 
31/12 .
Á L V A R E Z  JU N C O , Jo sé /B E R N A L  I C E R C O S , A n g e ls  et al. (2006): “ In fo r­
m e de la  co m is ió n  de ex p e rto s  c reada  p o r el P a tro n a to  del A rch iv o  G enera l 
de  la  G u erra  C iv il p a ra  a se so ra r sob re  el co n ten c io so  deriv ad o  de  la re c la ­
m a c ió n  de  re s titu c ió n  de  la  d o c u m e n ta c ió n  in c a u ta d a  a la  G e n e ra li tä t de 
C a ta lu ñ a  a la fin a lizac ió n  de la G u erra  C iv il españo la . 23 de d ic iem b re  de 
2 0 0 4 ” , en: < h ttp ://w w w .an ab ad .o rg /a rch iv o /d o cd o w .p h p ? id = 2 1 6 >  (10 /08). 
A Y U N T A M IE N T O  D E  S A L A M A N C A  (2 0 0 6 ): < h ttp :/ /w e b .a y to s a la m a n c a .
e s /a rch iv o /p resen tac io n .j sp>  (10 /08).
A Z N A R , Jo sé  M aría  (2000): “ In te rv e n c ió n ” , en: C o n g re so  de  los D ip u tad o s: 
Diario de Sesiones, 25 de  ab ril, < h ttp ://w w w .co n g reso .e s>.
234 Ulrich Winter
C A L V O , C arm en  (2004a): “L a  cu ltu ra  en  los n u ev o s e scen a rio s” . C o n fe ren c ia  
de  la m in is tra  de C u ltu ra  en  e l C lub  S ig lo  X X I, el 13 de d ic iem b re  de 2004 , 
en: Nota de prensa del Ministerio de Cultura del 13 de diciembre de 2004 
< h ttp ://w w w .m cu .es>  (10 /0 8 /2 0 0 6 ).
—  (2 004b ): “ In te rv en c ió n ” , en: C o n g reso  de los D ip u tad o s: Diario de Sesio­
nes, C o m is ió n  d e  C u ltu ra , n° 29 , d e l 24  de  m a y o  de  2 0 0 4  < h ttp ://w w w . 
co n g re so .e s>.
—  (20 0 5 a): “ In te rv en c ió n ” , en: C o n g re so  de  los D ip u tad o s : Diario de Sesio­
nes, P len o , n° 100, del 23 de ju n io  de 2005  < h ttp ://w w w .co n g reso .e s>.
C O N F E D E R A C IÓ N  D E  A S O C IA C IO N E S  D E  A R C H IV E R O S , B IB L IO T E ­
C A R IO S , M U S E Ó L O G O S  Y  D O C U M E N T A L IS T A S  (A N A B A D ) (2006): 
“ B ases p ara  un  d eb a te  p ro fes io n a l en to m o  al A rch iv o  G en era l de  la G u e ­
rra  C iv i l  (m a y o -ju n io  d e  2 0 0 4 )” , en : < h ttp : / /w w w .a n a b a d .o rg /a rc h iv o / 
? ca t= 6 >  (10 /08).
C U L L A , Jo an  (2006): “Ju s tic ia , n o  v ic to ria ” , en: El País Digital, 20/01 .
El País (2 0 0 6 ) : “ 5 0 0  c a ja s  p a ra  la  m e m o r ia ” , en : El País Digital, C u ltu ra  
20 / 01 .
E T T IN G H A U S E N , H en ry  (2005): “U n  robo  es un ro b o ” , en: El País Digital, 
13/10.
JU N T A  D E  C A S T IL L A -L E Ó N  (2006): “D ec la rac ió n  in s tituc iona l de  la Jun ta  
so b re  el A rch iv o  de S a lam an ca” . 2 0 05 , en: < h ttp ://w eb .ay to sa lam an ca .e s / 
a rch iv o /ca rta s /D ec la rac io n In s titu c io n a lD eL aJu n ta .p d f> (10 /08).
M IN IS T E R IO  D E  C U L T U R A  (2 0 0 4 a ) : “N o ta  de  p re n s a  d e l 11 de  ju n io  de 
2 0 0 4 ” , en: < h ttp .m cu .e s>.
—  (2 0 0 4 b ): “N o ta  de p re n sa  d e l 28 de  o c tu b re  de  2 0 0 4 ” , en: < h ttp .m c u .e s>.
—  (2005a): “N o ta  de  p ren sa  del 26 de  en ero  de 2 0 0 5 ” , en: <h ttp .m cu .e s>.
—  (2 005b ): “N o ta  de p ren sa  del 15 de ab ril de 2 0 0 5 ” , en: < h ttp .m cu .e s>.
—  (2 0 0 5 c ): “N o ta  de  p re n sa  d e l 18 de  feb re ro  de  2 0 0 5 ” , en: < h ttp .m c u .e s>.
—  (2006 ): “N o ta  de p ren sa  del 28 de ab ril de  2 0 0 6 ” , en: <h ttp .m cu .e s>.
P S O E  (2 0 0 6 ): “ P ro g ra m a  e lec to ra l. E le c c io n e s  g e n e ra le s  2 0 0 4 ” , en: < h t tp ://
w w w .p so e .es>  (10 /08).
R O B L E S  O R O Z C O , G o n z a lo  (2 0 0 5 ) : “ In te rv e n c ió n ” , en: C o n g re so  de  los 
D ip u tad o s : Diario de Sesiones, P len o , n° 83, del 20  de  ab ril, < h ttp :w w w . 
co n g reso .es> .
R O D R ÍG U E Z -S A L M O N E S  C A B E Z A , B e a tr iz  (2 0 0 4 ): “ In te rv e n c ió n ” , en: 
C o n g re so  de los D ip u tad o s: Diario de Sesiones, P len o , n° 41 , 20  de o c tu ­
b re , h ttp ://w w w .co n g re so .e s .
R O D R ÍG U E Z  Z A P A T E R O , Jo sé  L u is  (2 0 0 4 ): “ In te rv e n c ió n ” , en: C o n g re so  
de  los D ip u tad o s: Diario de Sesiones, ses ión  p len a ria , n° 2 , del 15 de  abril, 
< h ttp ://w w w .co n g reso .e s>.
R U B IO  A R Ó S T E G U I, Ju an  A rtu ro  (2003): La política cultural en los gobier­
nos socialistas (1982-1996). G ijón .
La reorientación de la política cultural española 235
—  (2005): “ L a  p o lítica  cu ltu ra l en  los g o b ie rnos po p u lares  (1996-2004): en tre  
el ¿ lib era lism o ?  y el con tin u ism o  so c ia lis ta” , en: Sistema, C L X X X V II, pp. 
111-124.
S A N T O S  U N A M U N O , E n riq u e  (2005): “U n am u n o  y  las g u e rras  s im b ó lica s” , 
en: El País Digital 22/11.
T U S E L L , Ja v ie r  (2000 ): “C u a tro  años de  p o lític a  cu ltu ra l” , en: T usell, Jav ie r 
(ed.): El gobierno deAznar. Balance de una gestión. B arcelona , pp. 135-152.
Y O L D I, J o s é /L Á Z A R O , J. M . (2 0 0 6 ) : “ L a  A u d ie n c ia  N a c io n a l p a ra l iz a  el 
en v ío  de  los ‘p a p e le s ’ de  S a lam an ca” , en: El País Digital del 21 /01 .

III.
El curso de la política interior

A xel K reienbrink
Inm igración e integración social 
de los inm igrantes en España  
entre consenso y enfrentam iento político
Observando el debate actual sobre la política inmigratoria en España, 
se nota rápidamente un altercado entre el partido gobernante (PSOE) y 
el prim er partido de la oposición (PP). El PP reprocha al gobierno el 
incumplimiento de promesas, mentiras, improvisación, falta de criterio 
y planificación, creación de confusión y hasta preocupación en los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, etc.1 A primera vista esto 
puede parecer como un aspecto normal de la lucha política en España. 
Haubrich (1998: i 58), observador y conocedor de la política española, 
ha caracterizado la cultura política en España diciendo que no se toma 
de manera demasiado estricta la verdad y que los enfrentamientos están 
m arcados por descalificaciones personales e insultos groseros. Pero 
mirando atrás puede parecer sorprendente que durante la mayor parte 
de los años noventa el tono del debate en el campo de la política inmi­
gratoria ha sido casi siempre meditado. ¿Por qué? Una primera aproxi­
mación sugiere que en estos años el fenómeno de la inmigración toda­
vía no había alcanzado el nivel al que ha llegado a partir del nuevo 
decenio y por lo tanto no atraía tanto la atención, sino que fueron sobre 
todo políticos especializados los que se han ocupado del tema en el par­
lamento. Por el contrario, con los cambios habidos en la intensidad y el 
volumen de la inmigración, el tono meditado y los acuerdos consensua­
dos -que  había con gran frecuencia- han desaparecido. Pero la férrea 
oposición del PP tiene lugar ante el trasfondo de una oferta del PSOE 
de consensuar la política de inmigración como “Pacto de Estado” con 
los partidos políticos, las Comunidades Autónomas, los municipios, los
1 Cfr. p. ej. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (DSC), VIII Legislatu­
ra, Pleno, núm. 71 del 23 de febrero de 2005, pp. 3419-3421.
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interlocutores sociales, asociaciones de inmigrantes y las ONGs. Por lo 
tanto, hay que preguntar por qué ha habido consenso y cuándo y por 
qué se ha producido un cambio. Para encontrar este punto de inflexión 
también debemos analizar si verdaderamente ha habido un cambio de 
contenido en la manera de tratar el asunto de la inmigración en España 
entre los gobiernos del Partido Popular y los del Partido Socialista 
Obrero Español.
Hablando del fenómeno de la inmigración hay que distinguir entre 
dos dimensiones que confluyen sólo parcialmente. Por una parte hay 
las políticas que intentan sobre todo regular y controlar los flujos 
migratorios y la inserción de trabajadores extranjeros en el mercado de 
trabajo. Por otra, hay el impacto de la inm igración m asiva sobre la 
sociedad española y sus repercusiones en temas como la integración 
social o la cuestión identitaria. Conforme a esta diferenciación repasa­
mos en las páginas siguientes primero el desarrollo de la política inmi­
gratoria en España concentrándonos en el análisis de los últimos años. 
En la segunda parte nos centramos más específicamente en los proble­
mas de la integración social y los intentos de intervención política en 
esta área.
1. La política inmigratoria en España
El desarrollo de la política migratoria en España está marcado por una 
comprensión paulatinamente creciente por parte de los políticos de con­
vertirse en país de inmigración o de serlo ya. Por eso se adaptaron las 
regulaciones una y otra vez a las nuevas realidades. En el primer plano 
siempre estaban las políticas de control, mientras a los nuevos desafíos 
como a las cuestiones de integración se les concedía la necesaria aten­
ción sólo poco a poco. En conjunto podemos diferenciar tres o cuatro 
fases de la política inmigratoria hasta el momento.
La primera fase: 1978-1990
En la primera fase se crearon las regulaciones básicas y se desarrolló 
una primera percepción política de la inmigración. Entre las regulacio­
nes básicas estaban los artículos sobre los derechos de extranjeros y
Inmigración e integración social de los inmigrantes en España 241
asilo de la Constitución Española de 1978 o la restrictiva y policíaca 
Ley de Extranjería.2 Esta ley se elaboró en tiempos sin considerable 
inm igración en España. Adem ás, las cuestiones m igratorias casi no 
figuraban en la agenda política de aquellos años. Sólo al final de los 
años ochenta, con la evidencia de que las regulaciones legales traían 
consigo problemas de aplicación cara a la realidad migratoria, aboga­
dos especializados, organizaciones no gubernamentales (ONGs) y el 
Defensor del Pueblo empezaron a dedicarse a este asunto (Kreienbrink 
2004: 87-181).
La segunda fase: la década de los noventa
La conciencia política de que había problemas llevó al gobierno (regen­
tado entonces por el PSOE) en 1990 a formular “líneas básicas de la 
política española de extranjería” (Gobierno 1991) aprobadas en forma 
de una proposición no de ley por el Congreso de los D iputados en 
1991.3 Este programa politico formó el comienzo para la segunda fase, 
una fase de diferenciación, especialización y consolidación. Se emitie­
ron regulaciones que englobaban todos los campos de la política migra­
toria: política de entrada y de visados, intensificación de la seguridad 
de las fronteras, implantación de permisos de trabajo permanentes, con­
tingentes para trabajadores extranjeros, recrudecimiento de la política 
de asilo en el marco de la armonización europea, primeros pasos en la 
política de integración con permisos de residencia permanentes y regu­
laciones sobre la reagrupación familiar, así como la estructuración de 
una administración especializada. Una de las medidas más importantes 
fue la aprobación del nuevo reglam ento de ejecución de la ley de 
extranjería en 19964, que introdujo y compilaba muchas de las regula­
ciones citadas. El desarrollo de todas estas medidas estaba influido por 
el surgimiento gradual de una política migratoria europea -con  especial
2 Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros 
{Boletín Oficial del Estado [BOE], 3 de julio  de 1985).
3 Boletín Oficial de las Cortes Generales (BOCG), IV Leg., Serie D, núm. 165 del 
22 de marzo de 1991.
4 Real Decreto 155/1996, del 2 de febrero, por el que se aprueba el Reglam ento de 
Ejecución de la Ley orgánica 7/1985 {BOE, 23 de febrero de 1996).
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repercusión de los compromisos resultantes de la adhesión de España 
al tratado de Schengen en 1991 (Kreienbrink 2004: 181-378).
Durante esta década el fenómeno de la inmigración adquirió paula­
tinamente más volumen. Al mismo tiempo creció la relevancia política 
hasta que, a finales de la década, la inmigración se convirtió en cues­
tión de Estado. El discurso sobre la inmigración, desde el comienzo 
centrado en cuestiones de seguridad, se desarrolló en dos dimensiones, 
de forma que la cuestión de la seguridad se compaginaba con la proble­
mática de la irregularidad de muchos inmigrantes. A la vez se desarro­
lló una vertiente de la discusión que veía la inmigración como un enri­
quecimiento social, y llegando al final de los noventa, la consideraba 
como parte de la solución del problema del envejecimiento demográfi­
co (Dios Pintado 2005: 176).
Durante este período existía un consenso entre los partidos políti­
cos de no utilizar el tema de la inmigración para la m ovilización del 
electorado. Ante la aparición de la extrema derecha y de manifestacio­
nes de xenofobia y racismo en otros países de Europa, los partidos en 
España querían m arcar una clara diferencia. La m otivación para el 
consenso estaba en no fomentar la xenofobia, demostrando la diferen­
cia positiva de España en Europa y manifestando así que esta lacra no 
existía siquiera en el país. Ante unos esporádicos hom icidios (p. ej. 
1992 en Aravaca) y ataques racistas además de algunos resultados de 
encuestas, esta posición quedó algo en entredicho (Calvo Buezas 1993; 
2000; Barbadillo Griñán 1997; Kreienbrink 2004: 295-297). Pero hay 
que reconocer que estos acontecimientos estaban lejos de alcanzar un 
nivel como en otros países de Europa. En este caso, el consenso de los 
partidos sí ayudó a no crear demasiada alarma social. Pero este con­
senso no surgía sólo por la clarividencia y la responsabilidad de la 
clase política, sino también por razones estructurales: dentro del juego 
político, la inmigración todavía no tenía demasiada relevancia entre 
los partidos.
Para el PSOE, cuando gobernaba, la inmigración era sobre todo un 
tema de seguridad interior, de soberanía y de obligaciones frente a la 
Unión Europea (UE). Cuestiones de integración social sólo desempe­
ñaron un papel secundario, si bien con cierto aumento a partir de 1993. 
Con el cambio de gobierno y desde la oposición en 1996, el PSOE 
empezó a abogar mucho más por los derechos de los inmigrantes, lega­
les e irregulares. Esto parecía una cierta contradicción con su período
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en el poder. Es en esta época, a finales de la década, cuando aparecie­
ron las primeras fisuras en el consenso sobre la política de inmigración. 
Así el PSOE, en los primeros meses del año 1999 y en plena elabora­
ción de la nueva ley de extranjería (véase abajo), se negó en el Congre­
so por primera vez a consensuar con los partidos mayoritarios (PP, CiU) 
una moción a consecuencia de una interpelación urgente en el ámbito 
de la política inmigratoria. Parecía que el PSOE prefería presentarse 
como m ejor abogado de los inmigrantes. Por lo tanto este partido ha 
tenido su parte de responsabilidad en sacar el tema de la inmigración 
del campo “consensual” (Kreienbrink 2004: 395-397). El PP durante su 
primera etapa en la oposición en los años noventa no tenía desarrollada 
una propia posición sobre la inmigración y solía seguir en gran parte 
las posiciones de los ministros del Interior socialistas. A partir de 1996, 
en el gobierno el PP primero siguió esta senda con una acentuación en 
el campo de seguridad interior. Pero ya empezaba a dar ejemplos de 
una gestión más estricta, por ejemplo con las deportaciones en masa de 
103 africanos de Melilla en 1996, lo que le aportó un aluvión de críti­
cas, mientras el jefe de Gobierno sólo constataba que había habido un 
problem a y que se había resuelto (Kreienbrink 2004: 229-234). Por 
consiguiente, el PP no estaba dispuesto ni a flexibilizar las medidas de 
entrada o residencia para los inmigrantes, como empezaba a pedir el 
PSOE, ni a ampliar el reconocim iento de derechos. Izquierda Unida 
(IU) en esta época era el único partido que se preocupó por los trabaja­
dores extranjeros y transmitió posiciones de las ONGs al parlamento. 
Sus posiciones y reivindicaciones eran más flexibles y permisivas que 
las del resto de los partidos. Normalmente tenía una posición crítica 
hacia el respectivo gobierno. Siendo partido m inoritario de la oposi­
ción se quedó, con sus posiciones maximalistas, muchas veces, fuera 
del consenso parlamentario. Los partidos regionales a su vez casi siem­
pre adoptaron una postura pragm ática, especialm ente CiU con sus 
experiencias prácticas en el campo de la integración social, siendo par­
tido gobernante en Cataluña. Y como entre 1993 y 2000 el PSOE y el 
PP respectivam ente necesitaban el apoyo de los nacionalistas en el 
Congreso en Madrid, CiU era capaz de llevar a cabo algunas de sus ini­
ciativas (Kreienbrink 2004: 448-449; Dios Pintado 2005: 177-178).
Así, hacia el final de la década de los noventa, ya se marcaron cam­
bios en las posiciones de los grandes partidos que conducían a la ruptu­
ra del relativo consenso sobre el tratamiento de la inmigración. El reco-
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nocimiento de derechos para los inmigrantes regulares y los irregulares 
se convirtió en un punto de debate clave. Este desarrollo tenía lugar 
ante un trasfondo de fuerte aumento de la inmigración. Si la cifra de 
extranjeros en España en 1975 promedió unas 200.000 personas, se 
quintuplicó en 25 años hasta llegar a casi un millón (sin contar a los 
irregulares). Esto correspondía a un 2,5 por ciento de la población de 
España (40 millones). Semejante evolución no podia dejar indiferente a 
las fuerzas políticas, aparte de que la elaboración de una política (anti- 
)inmigratoria ganó cada vez más importancia en el seno de la UE.
La tercera fase: a partir de 1999/2000
La tercera fase de la política inmigratoria de España se puede fechar 
con la controvertida elaboración y posterior entrada en vigor de la 
nueva “Ley orgánica sobre los derechos y libertades de los extranjeros 
y su integración social” (LOE 4/2000).5 Se trataba de una ley moderna 
y flexible que mantenía, por una parte, todos los controles para asegu­
rar una inmigración legal, pero que, por otra parte, puso su acento en 
las regulaciones que podían facilitar la integración social. El reconoci­
miento de que la inmigración era una constante estructural significaba 
la llegada en la “normalidad” de un verdadero país de inmigración. De 
un aspecto desatendido, la inmigración se convirtió en una cuestión de 
máxima importancia. Pero al mismo tiempo este tema se había movido 
al centro de la polém ica política y sirvió más y más, en una manera 
populista, para la movilización política.
La ley fue elaborada a base de varias proposiciones de ley de CiU, 
IU y del Grupo Mixto en el Congreso más las amplias enmiendas del 
PSOE y del PP presentadas en el verano de 1998 (Ruiz de Huidobro 
1998; Kreienbrink 2004: 385-397). Todo este conjunto luego fue inte­
grado en una sola proposición. El tratam iento parlam entario en la 
ponencia responsable trascurrió en un clima de consenso, no sólo entre 
los portavoces de los grupos parlam entarios sino tam bién con los 
expertos invitados de ONGs, sindicatos, organizaciones de inmigran­
tes, del Foro para la Integración Social de los Inm igrantes y varios
5 BOE, 12 de enero de 2000; correcciones BOE, 24 de enero de 2000.
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expertos de la academia. Este proceso, que tardó hasta finales del año 
1999, inició a través de la participación de actores de la sociedad civil 
una amplia aceptación del comprom iso concertado en la Com isión 
Constitucional del Congreso.
Pero de repente, poco antes de la votación final en el Congreso, el 
PP empezó a arremeter contra este consenso. Varios ministros justifica­
ron la crítica alegando que el texto preparado iba en contra de las 
recientes decisiones de la cumbre europea de Tampere, sobre todo en lo 
que concierne a la concesión de derechos a inm igrantes irregulares. 
Este argumento no carecía del todo de sentido (aunque las decisiones 
de Tampere eran sólo un texto político), pero el texto consentido estaba 
conforme con decisiones del Tribunal Constitucional. Además, el PP 
hubiera podido hacer pública su crítica antes, pero parece que 1) quería 
esperar las elecciones autonómicas en Cataluña para no perjudicar a 
CiU que apoyó el gobierno en el Congreso y que llevaba la reforma de 
la ley de extranjería muy por delante, y que 2) no había esperado que se 
cerrase este proyecto de ley antes del fin de la legislatura. A consecuen­
cia de su crítica el PP se abstuvo en la votación, esperando poder cam­
biar la ley en el Senado donde tenía mayoría absoluta. Ahí consiguió 
que CiU apoyara el endurecimiento de la ley, sobre todo en lo que con­
cernía los derechos para irregulares, la entrada, obtención de permisos 
y los requisitos para la regularización permanente. Para sacar adelante 
los cambios introducidos el PP necesitaba una mayoría en la votación 
final en el Congreso. Además de los votos de CiU faltaban unos votos 
adicionales. Pero el PP no logró convencer a Coalición Canaria (CC), 
que solía apoyar al PP, para que diese sus votos. Así el PP perdió la últi­
ma votación de la legislatura del 22 de diciembre de 1999 (además de 
que CiU cambió su posición en el último momento otra vez) y la nueva 
ley entró en vigor en contra de la voluntad expresa del gobierno. En 
este momento el consenso básico sobre la política inmigratoria se había 
quebrantado definitivam ente, y la inm igración se convirtió en baza 
electoral (Kreienbrink 2004: 409-422).
Por lo tanto el PP anunció en plena pre-campaña electoral su objeti­
vo de cambiar la ley cuanto antes. Los ataques xenófobos de El Ejido 
(Martínez Veiga 2001; Checa 2001) tuvieron lugar durante esta campa­
ña y varios políticos del PP no se resistieron a utilizarlos para la movi­
lización del electorado. En marzo de 2000 el PP obtuvo una mayoría 
absoluta en ambas cámaras de las Cortes y empezó en seguida con la
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contra-reforma de la ley de extranjería que fue aprobada en diciembre 
de 2000 (Ley orgánica 8/2000).6 El PSOE vacilaba entre el rechazo 
total y la disposición a dialogar. Rodríguez Zapatero, nuevo líder del 
partido, ofrecía un “pacto de Estado” en materia de inmigración pero 
amenazaba al mismo tiempo con un recurso ante el Tribunal Constitu­
cional. Al reconocer que el PP (apoyado por CiU y CC) no estaba dis­
puesto a acercarse a posiciones de los socialistas, el PSOE votó en con­
tra de la reform a de la ley y el grupo parlam entario, jun to  con siete 
gobiernos o parlamentos autonómicos gobernados por el PSOE, inter­
puso recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional en 
2001 (Kreienbrink 2004: 427-436).
Los derechos que con la reforma dejaron de ser vigentes para inmi­
grantes irregulares fueron los derechos de reunión, m anifestación y 
asociación, el derecho a la educación obligatoria, el derecho a trabajar, 
el derecho de sindicarse y el derecho de huelga. Por el contrario, la 
reform a dejó intacto el derecho a la asistencia sanitaria pública de 
urgencia. Además se dificultó la posibilidad de regularización por arrai­
go y se agravaron las disposiciones sobre infracciones y sanciones. 
Dicho en general, se cambió la filosofía de la ley de la facilitación de la 
integración hacia el control. La intensificación de las sanciones estaba 
unida con un constante discurso de “ley y orden” desde el Ministerio 
del Interior, que relacionaba la inmigración creciente con una crimina­
lidad creciente, con conflictividad social y pobreza importada (Agrela 
Romero/Gil Araujo 2005: 20; Cornelius 2004: 392). Y hasta las Fuer­
zas de Seguridad del Estado llegaron a considerar la inmigración como 
una amenaza para la seguridad nacional (Agrela Romero/Gil Araujo 
2005: 15; Ministerio de Defensa 2002).
Ni con la reforma de la ley, ni con las otras medidas de política inmi­
gratoria como acuerdos de readmisión o de migración con varios países 
de origen, la reorganización de los cupos para trabajadores extranjeros 
o el control intensificado, el PP llegó a controlar la inmigración. El 
argumento primordial utilizado para reemplazar la ley 4/2000 por la ley 
8/2000 había sido el de reparar el “efecto llamada”, presuntamente cre­
6 Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, 
de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su inte­
gración social (BOE, 23 de diciembre de 2000).
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ado por la primera ley. El recurrir a este efecto llamada traía una idea 
simbólica detrás de sí, una idea de invasión que amenazaba la cohesión 
de la sociedad española. El PP justificaba su posición con el número 
inesperado de solicitudes para el proceso de regularización que tuvo 
lugar a comienzos del año 2001 (más de 244.000 solicitudes, más de 
152.000 estimatorias). Pero este proceso no podía ser visto como una 
prueba porque estaba dirigido a personas que ya se hallaban en el país 
antes de la aprobación de la nueva ley 4/2000. Además el propio 
gobierno fue responsable de tres procesos de regularización más en 
2001 (reexamen del proceso de regularización, regularización especial 
de ecuatorianos, regularización por arraigo). Y la realidad demográfica 
también desmintió posteriormente la justificación, porque las tasas de 
crecimiento de la población inmigrante en España desde el año 2000 
rondaban siempre el 20%.
Antonio Izquierdo (2004) concluye que el gobierno del Partido 
Popular ha fracasado con su política, que ha hecho una política de 
extranjería para el crecimiento desordenado de la inmigración. En vez 
de procurar ia entrada legal de trabajadores extranjeros ha facilitado 
estancias irregulares, el enriquecimiento de empresarios inmorales y 
poco com petitivos y la pérdida de ingresos en la Seguridad Social. 
Existiría una “masiva producción institucional de irregulares” que se 
sumaría a “la indocumentación que brota de la economía sumergida” . 
Este desarrollo, en su juicio, fue perjudicial para la dem ocracia y la 
economía regulada (Izquierdo 2004: 31). Pero no se puede negar que 
este m odelo de política inm igratoria tam bién se puede encontrar en 
otros países europeos. Un modelo en el cual países demuestran fuerza 
contra la inm igración ante la opinión pública m ientras las fronteras 
siguen abiertas subliminalmente. En palabras de López Sala -citando a 
Bosw ell- se trata de un “desajuste entre las necesidades económicas y 
las medidas factibles que pueden elaborar los Estados para restringir la 
inmigración y las presiones de la opinión pública y de los partidos anti­
inm igración. El resultado del enfrentam iento entre estas fuerzas ha 
sido, por el momento, la aplicación de medidas poco realistas y parcial­
mente ajustadas a la demanda” (López Sala 2005: 104; Boswell 2003).
Así el PP se presentó como un baluarte ante la ola de inmigración 
indeseada, mientras el PSOE le criticó por haber perdido totalmente el 
control. Pero a la vez tampoco forzaba las críticas sobre las medidas 
restrictivas porque era consciente del elemento electoral. La posición
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anti-inmigrante se había convertido en un elemento del discurso públi­
co, y los inmigrantes siempre podían servir como chivo expiatorio. Así, 
criticando demasiado la política dura del gobierno, se hubiera podido 
arriesgar un número considerable de votos en las próximas elecciones 
(Cornelius 2004: 392, 406, 423). Sem ejante postura traslució en la 
siguiente reforma de la ley de extranjería en 2003.
En cierta manera, estas consideraciones determinaron la actitud del 
PSOE en el proceso de la siguiente reforma de la ley de extranjería en 
2003. El PP había iniciado esta reforma a causa de una sentencia del Tri­
bunal Supremo que eliminó varios artículos del reglamento de ejecución 
de 2001 de la ley de extranjería7 por violación del principio de legalidad. 
El reglamento había contenido restricciones legales que no podían ser 
deducidas de la ley (Álvarez Rodríguez 2001). Por lo tanto, el gobierno 
decidió cambiar la ley. Los cambios introducidos por la Ley orgánica 
14/20038 concernieron disposiciones para evitar que un inmigrante logra­
se su residencia (p. ej. a través de recursos continuos), restricciones en la 
reagrupación familiar, un aumento de sanciones, el internamiento y la 
responsabilidad de transportistas en casos de entrada ilegal. Además, la 
ley introdujo la accesibilidad de las fuerzas de seguridad a los datos del 
padrón municipal. El PSOE denunció esta tercera refonna de la ley den­
tro de una sola legislatura9 como un ejemplo más del fracaso del gobier­
7 Real Decreto 864/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de eje­
cución de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España y su integración social reform ada por Ley O rgánica 
8/2000, de 22 de diciem bre (BOE, 21 de ju lio  de 2001; correcciones BOE, 6 de 
octubre de 2001).
8 Ley O rgánica 14/2003, de 20 de noviem bre, de R eform a de la Ley O rgánica 
4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y 
su integración social, modificada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre; 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local; de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviem bre, de Régimen Jurídico de las A dm inistraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y de la Ley 3/1991, de 10 de 
enero, de Competencia Desleal (BOE, 21 de noviembre de 2003).
9 La segunda reforma fue la “Ley orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de medidas 
concretas en m ateria de seguridad ciudadana, violencia dom éstica e integración 
social de los extranjeros” (BOE, 30 de septiem bre 2003), que tenía el objetivo, a 
través de cambios en el Código penal y de la ley de extranjería, de llegar a una apli­
cación más efectiva de expulsiones e intemamientos.
